CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTIFICAS | 


INSTITUTO «SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT» 


REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


ENERO - ABRIL 
VOL. XIII 1958 NUM. 57 


REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANONICO 


CONSEJO DE REDACCION 


Excmo. y Rvpmo. Sr. Fr. Francisco BARBADO Viggo, O. P., 
Director del Instituto y Presidente del Consejo de Redacción de la Revista 


Inmo. Sr. D. LAMBERTO DE ECHEVERRÍA Y 
MARTÍNEZ DE MARIGORTA, 


Catedrático y Vicedirector del Instituto 


Excmo. y Rvpmo. Sr. D. LORENZO MIGUÉLEZ 
DOMÍNGUEZ, 


Decano de la Rota Española y colaborador 
especial del Instituto 


Imo. Sr. D. ManueL Boner Muixí, 
Auditor de la Sagrada Rota Romana 


Iumo. Sr. D. Laureano Pérez MIER, 
Auditor de la Rota Española 


Irmo. Sr. D. Jost MALDONADO Y FERNANDEZ 
DEL TORCO, 


Catedrático y Letrado del Consejo de Estado 


M. I. Sr. D. Tomás García BARBERENA, 
Director de la Revista 


SUMARIO 


ESTUDIOS: Páginas 
Ramón BIDAGOR, S. J.: El espíritu del Derecho Canónico . . . . 5 
ARTURO ALoNso Loso, O. P.: Concepto teológico-jurídico del estado 

laical PR ies: P^ C EE a 31 
MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F.: El Tribunal en las causas ma- 
trimoniales AQ 

DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS: 

SEVERINO ALVAREZ, O. P.: Reseña jurídico-canónica. . . . . . . 101 
SABINO ALONSO, O. P.: 
I. El nuevo derecho de la Iglesia Oriental. . . . NC UE 
Il. Unm decreto de la S. Congregación de Religiosos sobre M. 
SOS SODULAAOS ral servici oke mailitar C 
ALBERTO BERNÁRDEZ CANTÓN: Reseña de Derecho del Estado sobre 
materias eclesiásticas 155 
SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES ECLESIASTICOS: 
Sacra Romana Rota: Nullitatis Matrimonii. Coram R. P. D. Ovipio 
BEJÁN 178 
NOTAS: 
Francisco VERA URBANO, Pbro.: Sacerdocio e imperio en los siglos XII 
y XIII Š iss 


^W a p. p 7 4 
José M.* DE PRADA: ¿Se hallan vigentes aún las leyes desamortizadoras? 233 


BIBLIOGRAFIA: (Véase detalle en la tercera de cubierta). 


ACTUALIDAD 
RESUMENES 


CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTIFICAS 
INSTITUTO «SAN RAIMUNDO DE PENAFORT> 


REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


ENERO - ABRIL 


VOL. XIII 1958 NUM. 37 


91230 


REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANONICO 


CONSEJO DE REDACCION 


Excmo. y RypMo. Sr. Fr. Francisco Barsapo Viejo, O. P., 
Director del Instituto y Presidente del Consejo de Redacción de la Revista 


Inmo. Sr. D. LAMBERTO DE ECHEVERRÍA Y 
MARTÍNEZ DE MARIGORTA, 


Catedrático y Vicedirector del Instituto 


Excmo. v RvpMo. Sr. D. Lorenzo MIGUÉLEZ 
DomfNGuEz, 


Decano de la Rota Española y colaborador 
especial del Instituto 


Immo. Sr. D. ManueL Boner  Muixí, 
Auditor de la Sagrada Rota Romana 


Immo. Sr. D. Laureano PÉREZ MIER, 
Auditor de la Rota Española 


Inmo. Sr. D. José MALDONADO Y FERNANDEZ 
DEL ToRco, 


Catedrático y Letrado del Consejo de Estado 


M. I. Sr. D. Tomás García BARBERENA, 
Director de la Revista 


SUMARIO 


ESTUDIOS: Páginas 
Ramón BIDAGOR, S. J.: El espíritu del Derecho Camónico . . . . 5 
ARTURO ALONSO Logo, O. P.: Concepto teológico-jurídico del estado 

laical O SIA Eum Sd omo | ESI CS adt 31 
MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F.: El Tribunal en las causas ma- 
trimoniales 49 
DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS: 
SEVERINO ALVAREZ, O. P.: Reseña jurídico-canónica. . . . . . . 101 
SABINO ALONSO, O. P.: 
I. El nuevo derecho de la Iglesia Oriental. . . . 115 
II. Un decreto de la S. Congregación de Religiosos sobre AC 
sos obligados al servicio militar. . . . . X S145 
ALBERTO BERNARDEZ CANTÓN: Reseña de Derecho del Estado sobre 
materias eclesiásticas 155 
SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES ECLESIASTICOS: 
Sacra Romana Rota: Nullitatis: Matrimonii. Coram R. P. D. Ovipro 
BEJÁN 179 
NOTAS: 
Francisco VERA URBANO, Pbro.: Sacerdocio e imperio en los siglos XII 
y XIII 193 


José M.* DE Prapa: ¿Se hallan vigentes aún las leyes desamortizadoras? — 933 


BIBLIOGRAFIA: (Véase detalle en la tercera de cubierta). 


ACTUALIDAD 
RESUMENES 


237 
267 
271 


ESTUDIOS 


Digitized by the Internet Archive 
in 2024 


https://archive.org/details/revista-espanola-de-derecho-canonico_january-april-1958_ 13 37 


EL ESPIRITU DEL DERECHO CANONICO 


“Tres veces Roma dictó leyes al mundo, en tres ocasiones condujo 
a los pueblos a la unidad: la primera vez cuando el pueblo romano 
poseía todavía la plenitud de su poder, a la unidad del Estado; la se- 
gunda, después que aquél declinó completamente, a la unidad de la 
Iglesia; la tercera, como consecuencia de la recepción del derecho 
romano en el medioevo, a la unidad del derecho. La primera vez con 
la coacción externa por la fuerza de las armas; las otras dos, por el 
poder del espíritu". | 

Con estas lapidarias palabras, Rudolf von Ihering encabeza su 
monumental obra: GEIST DES RÓMISCHEN RECHTS, Espiritu del dere- 
cho romano. La unidad de la Iglesia y la unidad del derecho tienen 
su principio en la fuerza del espiritu. que los alienta. 

Si el poder de la Iglesia y el poder del derecho tuvieron tanta efi- 
cacia, que pudieron llevar los pueblos a la unidad, cabe preguntar 
de qué fuerza y poder está dotado ese derecho, el derecho canónico, 
puesto que en sí encierra las fuerzas de la Iglesia y las fuerzas del 
derecho; qué espíritu lo alienta que no solo persevera en la Iglesia a 
la que sirve, sino ha podido además conducir a los más diversos pue- 
blos a una unidad, que está sobre las naciones, las razas y las gentes. 


* * co.« 


¿Qué es espíritu del derecho? 

Los derechos tienen su propio espíritu. El poder del espíritu des- 
arrolla sus fuerzas en aquella parte más noble del hombre, de donde 
se expande la vida. El espíritu vivifica el organismo corporal y sus 
funciones, sustenta, dirige y conduce a los hombres por aptos cami- 
nos a su fin. 

Todo cuerpo moral o social, es decir jurídico, ha de tener su es- 
píritu, bajo cuya dirección llegue a sus fines. Es el principio, el ori- 
gen de la vida que ha de vivir y conducir a su meta. 

Las leyes, dice también Von Ihering,’ se muestran visiblemente 
en la superficie del derecho, las instituciones y las nociones jurídicas 
en su aplicación práctica, se imponen casi por sí mismas al conocimien- 


1 v. ImerING, R., Geist des Römischen Rechts, 4.2 ed., Leipzig 1878, I, p. 1. 
2 y. InERING, 1, c., p. 45. 
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to y a la conciencia; pero en las intimidades mas profundas descan- 
san las poderosas fuerzas del derecho, operando pausadamente, e 
insensiblemente van penetrando en todo el organismo, mas no emer- 
gen, al menos ordinariamente, en ningun punto particular, de mane- 
ra que necesariamente se descubran. Ninguna necesidad práctica obli- 
ga a conocerlas, pues no pertenecen al orden práctico, no son reglas 
del derecho: son sólo cualidades, trazos característicos de las institu- 
ciones jurídicas, conceptos generales, que como tales no tienen apli- 
cación práctica; solo ejercen un claro y determinado influjo en la 
formación de las normas prácticas del derecho”. 


El espíritu significa la estructura más íntima del derecho, la razón 
e inspiración de sus preceptos, las propiedades fundamentales de los 
institutos jurídicos, los motivos de las distinciones, los gérmenes de 
los principios, las más altas finalidades por las cuales toda la traba- 
zón de las leyes y de los derechos se establece y vivifica. 


El método para hallarlo es la abstracción después de una más pro- 
funda investigación en los preceptos concretos hasta llegar a los prin- 
cipios mayores y más generales, donde se descubren las raices mis- 
mas de las leyes y de los derechos. 


* * * 


. Las raíces del derecho canónico se encuentran en la teología. Nues- 
tros más esclarecidos intérpretes hablaban de una fraternidad entre 
la teología y el derecho canónico: "quia scientia canomica, decía el 
Palermitano, est pars divinae". En la teología radican los principios 
del derecho canónico, pues si las leyes eclesiásticas pertenecen al orden 
sobrenatural, sus fuentes han de ser los principios del derecho divino. 
Los cuales dejan su carácter impreso en aquellas, carácter permanen- 
te que necesariamente ha de determinar las razones y los preceptos 
del derecho canónico. 


` Pero el derecho canónico, como derecho histórico, recibe también 
su influjo de aquel derecho, que como ningün otro, ha expresado la 
racionalidad (RATIO SCRIPTA)' y sus estructuras fundamentales ; 
el derecho romano. En su ambiente, por una adaptación prodigiosa, 
creció y desarrolló toda su eficacia y fuerza, a su vez influyendo so- 
bre el mismo derecho civil‘. 


De estas fuentes brotan las notas o propiedades características de 
nuestro derecho, las que le dan la forma y el color, con aquellas cua- 
lidades que, en el seno de la sociedad eclesiástica, se van manifestan- 


3 ABBAS PANORMITANUS, In III librum decretalium, tit. Ne clerici vel monaci, c. IX. 


4 ScnHurz F., Prinzipien des rümischem rechts, D. 25. 
4 bis GAUDEMET J., Droit romain et droit canonique en Occident aux IV et V siécles, p. 255, 
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do a través de una experiencia secular. En él se encuentran compe- 
netrados los elementos del orden sobrenatural y del orden natural in 
unam consonantiam, como diría Iustiniano;* su estudio adquiere en 
consecuencia una excelencia y dignidad que no ceden a ningün otro. 

De entre los mayores y más altos principios del derecho canónico, 
me propongo ilustrar los tres supremos: su sobrenaturalidad, su equi- 
dad, su tradicionalidad. 


I 
SOBRENATURALIDAD 


La Iglesia es una sociedad sobrenatural: por consiguiente la po- 
testad eclesiástica y su fin son sobrenaturales, como lo es el fin mis- 
mo de la Iglesia. 

En la Iglesia hay una doble vida: la vida interna, o sea la vida 
de Cristo, pues la Iglesia es el Cuerpo místico de Cristo, y la vida ex- 
terna, o sea la vida social externa, que en cuanto tal es jurídica. Esta 
vida externa es también ordenación divina en función de aquella vida 
interna, que es la unión de los hombres con su Cabeza, Cristo. La cons- 
titución, el fin, el poder, los medios de que dispone la Iglesia, así 
como su ordenación jurídica pertenecen al orden sobrenatural, porque 
en el orden natural de las cosas nada de esto podría tener lugar’. | 

"Si se compara, dice el Papa Pio XIT, el Cuerpo místico con el 
cuerpo moral, se nota entre ambos una gran diferencia. En el cuerpo 
moral, el principio de la unidad no es otro que el fin comün y la 
cooperación comün al mismo fin, mediante la autoridad social; mien- 
tras que en el Cuerpo místico a esta común tendencia hacia el mis- 
mo fin, se afiade otro principio interno, que existe y obra con fuerza 
sobre todo el conjunto y sobre cada una de las partes, y es de tal 
excelencia que supera por sí mismo e inmensamente todos los vínculos 
de unidad que aglutinan sea un cuerpo físico sea un cuerpo moral... 
La Iglesia que debe siempre ser tenida como sociedad perfecta en su 
género, no consta solamente de elementos y razones sociales y jurí- 
dicas. Las razones jurídicas, sobre las cuales también la Iglesia fue 
fundada y construída, traen su origen de la constitución divina que le 
dió Cristo; mas lo que eleva la sociedad cristiana a aquel grado que 
supera de manera absoluta todo orden natural, es el Espíritu de nues- 


5 Inst. Iustin, 2, 10, 3. Cfr. ALBERTARIO E., Introduzione storica allo studio del diritto roma- 


no, p. 82. 
6 Pío XII, Allocutio ad Praelatos Auditores S. Romanae Rótae (2 oct. 1945, en AAS 1945, 


p. 259. 
7 Pío XII, Encíclica De Mystico Jesu Christi Corpore, en AAS, 1943, p. 222, 
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tro Redentor, que como fuente de todas las gracias, dones y carismas, 
penetra intimamente a la Iglesia y opera en ella”. 

Es pues ley fundamental de la Iglesia, que vive del Espiritu San- 
to, derramar, difundir entre los hombres aquella vida sobrenatural 
que los santifique singular y colectivamente con los medios que Cris- 
to les dió. Entre estos medios está también su constitución de socie- 
dad visible (y no sólo carismática), por consiguiente sujeta a una au- 
toridad visible, la cual rige y gobierna sus súbditos en orden a la con- 
secución de los bienes propios de la vida sobrenatural. Puesto que 
los bienes sobrenaturales por divina disposición no llegan a los hom- 
bres sino es mediante una jerarquía, que es asimismo divinamente 
constituída’. 

En una tal institución el derecho es necesario, pues no se concibe 
una verdadera sociedad de hombres externa y visible, regida por 
una autoridad, que no sea jurídica. El orden jurídico de la Iglesia 
tiene sus más hondas raíces y halla su verdadera vitalidad en el mis- 
terio de la misma Iglesia’. 

De aquí la diferencia esencial entre la potestad de la Iglesia y la 
potestad civil. A la sociedad civil o Estado los poderes le vienen de 
los derechos y exigencias del bien común natural, que radican en la 
misma naturaleza de los hombres. En la Iglesia todo poder descien- 
de de Dios: la potestad santificadora o sacramental y la misma po- 
testad de régimen, en cuanto el Papa y la jerarquía bajo el influjo 
y la asistencia de Cristo y el Espíritu Santo, actúan el poder recibido 
del Señor para ejercerlo en su nombre. El Papa es Vicario de Cristo”. 

De donde se sigue que la Iglesia atiende a sus súbditos: obrando 
en ellos la santificación y conduciéndolos a la vida eterna, y al mismo 
tiempo asociándolos en la sociedad externa visible, que prosiga la 
obra de incorporación de los hombres a Cristo; pues la Iglesia ha 
de perpetuarse en el tiempo aplicando los medios con que quiso dotar- 
la su Fundador para la salvación de las almas”. El fin, pues, de toda 
la sociedad eclesiástica es realizar el bien privado sobrenatural de 
cada uno de los fieles, y el bien común sobrenatural de todos. El pri- 
mero, o sea el bien privado (singulorum) no lo obtendrán los fieles 
sino mediante la autoridad jerárquica, porque así lo dispuso Cristo; 
el segundo o bien común (publicum) significa el establecimiento de 
un orden externo y visible con los medios directos e indirectos que 
realizan en una ordenación jerárquica el Reino de Dios en la tierra”. 


8 BertramMs W., Die eigennatur des hirchenrechts, en Gregorianum, 1946, p. 548. 


9 SALAVERRI J. El derecho en el misterio de la Iglesia, en Revista española de teología, 1954, 
pp. 250, 267. 

10 SALAVERRI J., 1. c.; Concar I. M. Esquisses du mystère de l'eglesie pp. 48-51. 

1 Pío XII, Encíclica De Mystico Iesu Christi Corpore, 1. c. p. 224. 

12 Suárez F., De legibus, X, 1, 6; RoBLeDA O., Fin del derecho en la Iglesia, en Revista es- 
pañola de derecho canónico, 1947, p. 
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A este fin la Iglesia ejerce su potestad y autoridad con poderes 
amplísimos en un doble fuero, que la tradición canónica ha designa- 
do con los nombres de fuero interno y fuero externo: aquél ordena- 
do a la santificación personal de los fieles, éste al régimen externo 
o de gobierno de la comunidad eclesiástica”. 

Algunos han pretendido que todo el poder en el fuero interno y 
externo tiene exclusivamente una sola finalidad: la salus animarum, 
y que en el derecho canónico toda exigencia se ha de medir por esa 
necesidad, sin que se deba atender a otra cosa. Con tal que en cual- 
quier situación venga reprimido el pecado (que es individual) opuesto 
siempre al bien sumo que es la salus animarum; el fin de la Iglesia 
y del derecho está cumplido. Es esta una exageración que desvirtua 
el espíritu genuino del derecho canónico. i 

No se puede afirmar, como escribe Pfo FEDELE“, que con tal de 
realizar aquel supremo fin y satisfacer a esa insuprimible exigencia, 
el derecho canónico no se preocupa de ninguna otra cosa; que está 
dispuesto a sacrificar cualquier aspiración, cualquier necesidad indi- 
vidual, la realización misma de los derechos, toda en suma la reali- 
dad y practicidad de la vida para alcanzar aquel fin de orden sobre- 
natural por el cual viven la Iglesia y el organismo de sù der- 
Según esto no cabría en el derecho canónico la consideración del va- 
lor de la voluntad individual, ni del bien común o colectivo, todas 
las leyes serían absolutas e imperativas sin contradicción posible 
de parte de la voluntad individual, puesto que directamente promue- 
ven la salvación de las almas: hay derecho imperativo, se dice, pero 
no intersujetivo. 

Se trata de una concepción completamente errada”. Confunde en 
primer lugar el fin inmediato del derecho en la Iglesia, con el fin su- 
perior de la Iglesia misma, al cual ciertamente está subordinado 
funcionalmente su derecho. Pues si bien el fin superior, la unidad 
superior de la Iglesia, es en realidad conseguir la santificación de las 
almas, mas su derecho inmediatamente atiende a colocarlas individual 
y colectivamente en la disposición necesaria para operar en ellas lo más 
eficazmente posible aquella santificación por los medios aue Cristo 
le dió para ello. La Iglesia no se puede substituir a la voluntad de 
los fieles, puesto que la santificación es también obra personal; no 
puede suprimir en ellos libertad, porque las obras del cristiano deben 


13 Sukrez F. De legibus, IV, 12, 10; Broacor R. De nexu inter theologiam et ius canomcum, 
en Gregorianum, 1947, pp. 469-470. 

14 FEDELE P., Discorso generale sull'ordinamento canonico, p. 120. 

15 Bertram. W., 1. c., p. 551; SALAVERRI L, p. 271; Mérsporr K., Weihegewalt und hiten- 
gewalt in abrenzung und bezug en Miscellanea Comillas, 16 (1951), p. 95-100; MórsDORE K., Zur 
grundlegung des rechtes der kirche, en Munchener theologische zeitscrift, 3 (1952) p. 329-348. 
Cirrorri P., Considerazioni sul “Discorso generale sull'ordinamento canonico” di pio fedele, 


pp. 25-28. 


10 RAMON BIDAGOR 


ser meritorias; la Iglesia dispone. ayuda y otorga los medios de san- 
tificación con la administración de todos los bienes supernaturales 
y su feliz distribución de manera que consiga la salvación individual 
de las almas, y al mismo tiempo procure una acción común y social 
que tiene también sus fines y efectos sobrenaturales. 


* * * 


Hay en el derecho de la Iglesia un disefio grandioso que abarca 
lo divino y lo humano en unà armonía benéfica para el hombre y la 
sociedad. La Iglesia recoge al fiel en el mundo para dejarlu en el cie- 
lo. Su derecho atiende a su bien individual sobrenatural, al mismo 
tiempo que al bien comün social, donde dispone de los medios sobre- 
naturales y naturales, mas estos en función de aquellos, porque se 
trata de un bien social superior. El derecho de la Iglesia tiene que es- 
tablecer un supremo equilibrio entre el bien individual y el bien so- 
cial con un respeto infinitamente superior para el primero que es la 
santificación personal, del que se tiene en la sociedad civil en el gra- 
ve problema de conjugar el bien privado de los ciudadanos con el 
bien social o püblico del Estado. Con una técnica admirablemente 
aprendida en el seno del derecho romano ha podido estructurar la 
materia espiritual y la temporal en un orden externo visible que no 
pierde de vista la suprema meta, el fin superior al cual han de tender 
todas las actividades de la Iglesia, y por consiguiente también las 
jurídicas: “cum omnis institutio eclesiasticarum legum ad salutem 
referenda sit animarum", como decía Ivon de Chartres (Epist. 60, 
in PL 162, c. 72). | 

El Papa Pío XII en una de sus famosas Alocuciones al Tribunal 
de la S. Rota Romana (2 de octubre de 1944") elocuentemente decía : 
“Toda la Iglesia en su cuerpo y en su alma, en cuanto se refiere a la 
participación de los bienes que posee y a la utilidad que producen, 
está constituída exclusivamente para la "salvación de las almas"... 
Con esto queda indicada la unidad superior y el fin superior, al que 
están destinadas y se dirigen la vida jurídica y toda función jurídica 
en la Iglesia. De donde se sigue que aun el pensamiento, el querer y 
la obra personal en el ejercicio de tal actividad deben tender al fin 
propio de la Iglesia: la SALUS ANIMARUM... La actividad jurídi- 
ca, y en modo especial la judicial, no tienen nada que temer de ese 
orden y de esa subordinación: al contrario, pues en ella tienen fe- 
cundidad e incentivo. La necesaria largueza de miras y de decisión 
queda asegurada, puesto que, mientras la actividad jurídica unilate- 


1 Pío XII, Allocutio ad Praelatos Auditores S. Romanae Rotae (2 oct. 1944) en AAS, 
1944, p. 288. 
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ral encierra en sí siempre el peligro de un formalismo exagerado y 
el culto a la letra, el cuidado de las almas garantiza un contrapeso 
que mantiene despierta en la conciencia la máxima: "Las leyes son 
para los hombres y no los hombres para las leyes"... El pensamiento 
de pertenecer a una unidad superior de la Iglesia y de estar subordi- 
nada a su fin universal, las SALUS ANIMARUM, comunica a la ac- 
tividad jurídica la firmeza necesaria para proceder en el camino se- 
guro de la verdad y del derecho, y la preserva de una doble condes- 
cendencia, ya hacia las desordenadas exigencias de las pasiones y 
¿ya hacia una dura e injustificada inflexibilidad”. 


El derecho tiende a establecer un supremo equilibrio entre aquellas 
fuerzas que guían a los hombres a conseguir su utilidad individual 
sin perjudicar a la utilidad común social. Esa difícil estática el Estado 
ha visto frencuentemente romperse, con exageradas tendencias hacia 
el individualismo o el colectivismo”. La Iglesia ha conseguido en su 
derecho el equilibrio con sabio uso de sus medios propios, aún en 
situaciones que por la misma naturaleza de aquellos presentan es- 
peciales dificultades. Véase, por ejemplo, la sabiduría con que equi- 
libra el régimen de los dos fueros interno y externo, de los cuales el 
primero va inmediatamente dirigido a las causas y situaciones que 
tocan a la santificación del hombre delante de Dios (por lo que se 
llama también el fuero de Dios, FORUM POLI), y el segundo ha de 
tratar tal vez las mismas situaciones en cuanto confieren o no al bien 
común o social de la Iglesia, de la Comunidad eclesiástica (que se lla- 


ma también el FORUM FORI). 


Es previsible el caso de posible divergencia de soluciones en am- 
bos fueros; porque una cosa es la situación interna de verdad abso- 
luta delante de Dios de algunos hechos como están en la conciencia 
de los interesados, y otra las pruebas y demostraciones externas de 
aquellos, sin las cuales la Iglesia no puede ejercer su autoridad en el 
fuero externo. Tal dificultad no ha asustado al legislador canónico. 
Lo atestiguan los cánones relativos a la observancia de las penas ca- 
nónicas en especial de las censuras eclesiásticas y su absolución en 
el fuero interno y externo (can. 2250-2254), el uso o concesión de la 
jurisdicción eclesiástica para uno u otro fuero (can. 202). 

Especialmente agudo es el caso del matrimonio, por las conse- 
cuencias de todo orden que una disparidad de situaciones en el fue- 
ro interno o de la conciencia y en el fuero externo social de la Iglesia 
puede acarrear; por ej. un matrimonio que siendo nulo por simula- 


17 Orciati F., Il concetto di giuridicita nella scienza moderna del diritto, pp. 148-171; 
RapsRUcH G., Du droit individualiste au droit socialiste, en Archives du philosophie du droit 
et de sociologie juridique, I, 1931, pp. 387-398; GaLÁn E., Teoría del derecho y del Estado, p. 10; 
Rörxe W., La crisi del collettivismo (vers. italiana), p. 3. 
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ción. de consentimiento se retiene válido en el fuero externo por de- 
fecto de pruebas, o al revés un matrimonio válido que venga decla- 
rando nulo por los tribunales competentes con doble sentencia con- 
forme. La Iglesia ha dispuesto que en las causas que tocan al estado 
de las personas no valga la autoridad de cosa juzgada, sino que pue- 
dan reproponerse (lo que no es simple recurso de revisión), siempre 
que puedan aducirse nuevos argumentos graves o documentos (can. 
1903, 1989). Por la misma razón las acciones que versan sobre el es- 
tado de las personas no prescriben nunca (can. 1701). Es evidente 
que la regla del derecho que confiere autoridad de cosa juzgada a 
una sentencia firme es una exigencia del bien común. Sin embargo 
el derecho canónico deroga esta regla en dichas causas, porque lo 
exige ese bien individual insustituible que es la necesidad de evitar 
las ocasiones de pecado a que una sentencia podría dar lugar. 


Asimismo la Iglesia no admite una prescripción sin que la buena 
fe (teológica) la acompañe todo el tiempo requerido por la ley para 
cumplirla (can. 1512). Como tampoco admitirá una costumbre le- 
gal (en el derecho canónico se admite ETIAM CONTRA LEGEM) 
que tenga como base el pecado de los que hayan de prescribirla, 
pues sería contra el derecho natural (can. 27). j 


La SALUS ANIMARUM toma así en el derecho canónico el 
rango de un principio que gobierna como una SUPREMA LEX, 
aquellas situaciones que más directamente afectan a la conciencia de 
los fieles. Por ejemplo, el juramento libremente prestado, por el cual 
alguien renuncia a un bien o favor privado que le concede la lev. 
debe cumplirse CON TAL QUE NO REDUNDEN EN PERJUICIO 
DE LA SALVACION ETERNA (can. 1317 § 3); si el juramento 
se añade a un acto que directamente redunda en daño de otros o en 
detrimento del bien público O DE LA SALVACIÓN ETERNA, di- 
cho acto no adquiere firmeza alguna por razón del juramento (can. 
1318 $ 2). 


El Obispo y el juez eclesiástico, cuando está de por medio el bien 
de las almas o el bien público de la Iglesia que hace referencia a la 
salvación de aquellas, no pueden quedar inactivos, sino deben pro- 
veer a aquella necesidad con poderes que les otorga el mismo dere- 
cho, como cuando el párroco es negligente y falta de su parroquia, 
- el Obispo, a expensas de aquél, provee para que no sufra detrimento 
el bien de las almas (can. 2168), o bien si el detrimento de las almas 
proviene de la amplitud de la parroquia, el Obispo, aún contra la 
voluntad del párroco y sin consentimiento del pueblo, dividirá aquella 
en forma conveniente (can. 1427). El juez eclesiástico en causas en 
que vaya de por medio el bien público de la Iglesia o la salvación de 
las almas puede proceder siempre de oficio, y puede y DEBE suplir 
las pruebas, toda clase de pruebas, no aducidas por las partes, lla- 
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mando de oficio nuevos testigos, procurando nuevos documentos, etc. 
Tal sucede en las causas matrimoniales (can. 1618, 1619). 

Más aún: la voz augusta de Pío XII", precisamente en el cam- 
po procesal ha amonestado que “el jurista, que en cuanto tal, mira 
al derecho estricto y a la justicia rígida, suele presentarse casi ins- 
tintivamente extraño a las ideas y a las razones de la cura de las al- 
mas, y propugna una separación clara entre los dos fueros, el fuero 
de la conciencia y el de la externa convivencia jurídico social”. Dice 
el Papa: “esta tendencia hacia una neta división de los dos campos 
es legítima solo hasta un cierto grado, en cuanto el juez y sus cola- 
boradores en el proceso judicial no tiene como oficio propio y directo 
la cura pastoral. Pero sería un error funesto afirmar que aun ellos en 
última y definitiva instancia no se hallen al servicio de las almas. 
Con ese error los jueces vendrían a colocarse en el juicio eclesiástico 
fuera del fin y de la unidad de acción, que son por divina institución 
propios de la Iglesia; serían como miembros de un cuerpo, que ya no 
se insertan en el conjunto, ni quieren someter y ordenar su acción 
al fin de todo el organismo”. 

Todo ese cuadro se completa (aunque muy sumariamente) advir- 
tiendo cuál es en la legislación canónica la norma constante de la 
organización, administración, reglamentación de las instituciones ecle- 
siásticas. El Código de Derecho canónico hace notar expresamente 
que las personas morales se constituyen en la Iglesia solo para un fin 
religioso o caritativo (can. 100), que los bienes temporales no se ad- 
quieren, ni pueden retenerse sino en la medida que son necesarios 
para el culto divino, la honesta sustentación de los clérigos y minis- 
tros y los otros fines de caridad, ya espiritual ya temporal (can. 1489, 
1946, 1544), que las rentas beneficiales sobrantes de las que son nece- 
sarias para la honesta sustentación de los beneficiarios se han de de- 
volver a los pobres o a las causas pias (can. 1473). El derecho ca- 
nónico mantiene y desarrolla los antiguos favores del derecho (FA- 
VORES IURIS) en utilidad de las causas pias. de las personas mi- 
serables, de los pobres, y cuán largo sea en aplicar el gratuito patro- 
cinio en las causas matrimoniales lo dice la experiencia de los tribu- 
nales eclesiásticos, sobre todo de la Rota Romana”, donde más. de 
la tercera parte de las causas matrimoniales se sustancian con dicho 
beneficio. 

A esta largueza de espíritu se ha de atribuir la facilidad con que 
el derecho canónico admite los recursos al legislador, al administra- 
dor, al Superior, que es ante todo, Padre y Pastor de las almas, 
más que de los cuerpos. 


18 Pío XII, Allocutio ad Praelatos Auditores S. Romanae Rotae (2 oct. 1944) en AAS, 
1944, p. 289. 
19 Véase Periodica de re canonica, 1951, p. 447. 
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II 


EQUIDAD 


El jurisconsulto romano Celso definía elegantemente: IUS EST. 
ARS BONI ET AEQUI". No sé si hay algún derecho al cual conven- 
ga con tanta propiedad esta definición, como el derecho canónico, 
siendo la equidad uno de sus más profundos fundamentos. Hay un 
antiguo axioma que lo expresa en un Dictum del Decreto de Gracia- 
no: “Sancta Romana Ecclesia, quae Mater iustitiae est, in nullo ab 
aequitate dissentire invematur””. 


No es mi propósito disertar aquí sobre la equidad y sus distintas 
formas, la AEQUITAS NATURALIS, la AEQUITAS CIVILIS, la 
AEQUITAS CANONICA”. Es sabido que muchas dificultades han 
surgido en la definición y determinación de estos conceptos. Dejando 
de lado las doctrinas y opiniones de los doctores y jurisconsultos, 
me limito a indicar algunas ideas más fundamentales. 


La Iglesia adoptó el derecho romano como propio, aun habiéndolo 
moderado en muchos aspectos, en aquellos sobre todo en que el 
RIGOR IURIS pudiera aparecer demasiado duro o demasiado se- 
vero. 


Se ha dicho del derecho romano y de sus jurisprudentes clásicos, 
que logran en sus construcciones jurídicas una contextura singular- 
mente compacta y rigurosamente lógica”. Decía el gran SAVIGNY: 
"Las ideas y proposiciones del derecho no son para los juristas roma- 
nos creaciones del arbitrio; sino seres reales cuya existencia y genea- 
logía se les ha hecho habitual por una como familiaridad larga y con- 
fiada. Por eso precisamente sus procedimientos (su técnica) tienen 
una seguridad, que de ordinario no se encuentra más que en las ma- 
temáticas; y se puede decir sin exageraciones alguna, que ellos CAL- 
CULAN con sus conceptos””. 


En realidad por el modo de expresarse de aquellos peritos del de- 
recho, sus concepciones jurídicas y legales parecen formar un siste- 
ma de principios absolutos principalmente filosóficos, de los que van 
deduciendo razones y consecuencias jurídicas para construir un dere- 
cho supremo e ideal. Y a la verdad, los juristas romanos se distin- 


SUES] ST alte Lie 
21 Dict Grati ad e 16 mC 2250 N^ 
2 LrrEbvRE CH., Equité, en Dictionnaire de droit canonique, V. p. 394; WOHLHAUPTER E., 


Aequitas canonica, 1931; MarrranD F. W., Equity, 1936; Bramsch W., Die billigkeit im recht, 
1938. 


23 ScHurz F., Prinzipien des romischen rechts, p. 23. 


24 Savicny, F. C. DE, Vom beruf unserer zeit für gesetegebung und rectswissenschaft, 
Ristampa 1892, p. 17. 
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guieron particularmente por ese análisis de relaciones jurídicas, ajus- 
tándose con precisión a la naturaleza misma de las cosas*. 


De ahí que el arte (ARS) de hablar lo justo, (es decir, exacto), 
que rija una relación jurídica, los juristas clásicos dieron una norma, 
la AEQUITAS: QUAE PARIBUS IN CAUSIS PARIA IURA DE- 
SIDERAT. (Cic. Topic. 4). De donde el mismo Cicerón definía el 
IUS CIVILE EST AEQUITAS CONSTITUTA. (Cic. TOPIC. 9). 
Pero como en el orden de las cosas y de las situaciones siempre nue- 
vas está, que sea necesaria traer el orden del derecho nuevos ele- 
mentos de discurso y razonamiento, los romanos concibieron asimis- 
mo la AEQUITAS como la manera de acomodar el derecho a las nue- 
vas exigencias de la vida, generalmente por medio de un adecuado 
temperamento del JUS STRICTUM y de los apices iuris de la subtibi- 
tas, de suerte que la AEQUTAS suavizara la severidad de los precep- 
tos y limara las asperidades de aquél. SUMMUN IUS, SUMMA 
INIURIA". 

Es de todos conocido cuán grande influjo ejerció la religión cris- 
tiana en la moderación del rigor del derecho. Los Santos Padres tra- 
taron de incorporar en las mismas leyes romanas la obra de la Igle- 
sia, que consiste en la caridad y moderación en las relaciones humanas. 
"Es ley de la naturaleza, decía S. Ambrosio," la que nos obliga a 
guardar la caridad (HUMANITATEM), para que nos tratemos los 
unos y los otros mutuamente como partes del mismo cuerpo. Y no 
pensemos en quitar nada a esta necesidad, pues es contra la ley na- 
tural no ayudarnos". El resultado de este benéfico influjo fue, que 
en el Bajo Imperio la AEQUITAS vino a concebirse como una remi- 
sión en la inflexibilidad del derecho. Decía Donato, un gramático del 
siglo IV: "Inter ius et aequitatem hoc interest: ius est quod omnia 
recta et inflexibilia exigit; aequitas est, quae de iure multum remit- 
at. 

Las leyes canónicas sé acomodaron a este espíritu de remisión y 
caridad”. No faltaron, es cierto, entre los mismos canonistas, de la 
época clásica del derecho canónico sobre todo, quienes trataron de 


3 ScmuLz F. Prinzipien des v. R., p. 29. Em 

25 CICERÓN, De officiis, I, 10, 33; SrRoux I., Summum ius, summa iniuria, p. 22; 
LABOUROULON J., Le concept de “Benignitas” en droit romain classique, en Nouv. Rev. histori- 
que de droit frangais et etranger 1948, pp. 100-106. RoBLeDA O., La “Aequitas em Ciceron, en 
Humanidades, 11, pp. 1-27. as 

27 S. AMBROSIO, De officiis ministrorum, III, 3, 19 (PL, 16, 150); RoBLEDA O., La “Huma- 
nitas" y el derecho en Humanidades, VI, pp. 9-34. n 

28 Arpertario E., Etica e diritto nel mondo classico latino, en Rivista internazionale di 
filosofia. del diritto, 1932, p. 34. P : a. 

29 HiumaG N., Der Cod. Iur. Can. als "Legislatio caritatis”, en Archiv für Kath Kirchen- 
recht, 1942-1943, p. 6, 1944-1948, pp. 1-8. LEFEBVRE CH., Les pouvoirs du juge en droit canonique, 
pp. 182, 204-207; PLócHL W. M., The fundamental principles of the philosophy of canon law, 


en The jurist, 1944, p. 30. 


16 RAMON BIDAGOR 


volver a la equiparacién entre la justicia y la equidad, recordando 
la severidad y el rigor del derecho romano, según aquella famosa 
definición del célebre Huguccio: “ius est aequitas, scilicet tustha, 
unicuique ius swum iribuens"". Mas en general los canonistas clási- 
cos dieron al JUSTUM CANONICUM aquel sentido que en la época 
postclásica del derecho romano había prevalecido: “placuit in omm- 
bus rebus praecipuam esse iustitiae aequitatisque quam stricti turis 
rationem" (Cod. 3, 1, 8). Con esta memorable constitución de Cons- 
tantino Magno bien podemos decir que se inaugura la AEQUITAS 
CHRISTIANA en su verdadero sentido. De aquí las célebres defini- 
ciones de los canonistas: “aequitas est iustitia dulcore misericordiae 
temperata“ (Hostiensis)! ; "rationabilis modus continens misericordiam 
et rigorem" (Abbas Panormit)": "aequitas appellatur misericordia, 
est quaedam temperantia iuris" (Zabarella)”. 

Ese concepto explica las constantes amonestaciones de los Papas 
a los jueces, administradores, rectores de la Iglesia para que el orden 
eclesiástico sea siempre temperado, moderado, alejado del rigor, si 
es que el derecho mismo no se expresa distintamente. Un principio 
del Papa Honorio III, inserto en las Decretales," proclamaba: “Jn- 
his vero super quibus ius non videtur expressum, procedas aequitate 
servata, semper in humaniorem partem declinando secundum quod 
personas et causas, loca et tempora videris postulare". 

Resumiendo, Pío XII en su bello y sabio discurso a los juristas 
reunidos para conmemorar el VIII Centenario del Decreto de Gra- 
ciano decía:* “En el DECRETUM GRATIANI por la variedad mis- 
ma de las fuentes que lo componen, se encuentran en alianza perfecta 
la teología y el derecho canónico: este se enraiza profundísimamente 
en la divina revelación, de donde extrae la TEMPERANTIA, la HU- 
MANITAS, la ASPERITATIS REMISSIO, la CARITAS. Con estas 
virtudes el derecho canónico adquirió su forma y color original, y 
quedóle impreso como un sello propio, la AEQUITAS CHRISTIANA, 
que presto se tradujo en la AEQUITAS CANONICA". 


* * * 


La práctica canónica de la equidad se funda en primer lugar en el 
máximo respeto por los derechos naturales del hombre y la personali- 


30 Huguccio, c. 25, Ut constitueretur, Dist. 4, v. Detrahendum est en LEFEBURE CH Wo. nes 


p. 180. 

31 Hostiensis (Henricus de Segusio), Summa aurea, lib. V. De dispensationibus, en LEFE- 
BURE CH; ©. C., p. 189. 

#2 ABBAS PANORMITANUS, Jn I librum decretalium, tit, De transactionibus, c. 11. 

33 


oo 


ZABARELLA F., In I librum decretalium, tit. De transactionibus, c. ts 
talium, tit. De simonia, c. 6, 31. 

31 C. 11, X, 1. I tit. 36 De transactionibus. 
85 Pío: XII, Ad -Delegatos internationalis. Conventus ad celebrandum Decretum Gratiani 
octo ante saecula editum (22 aprilis 1952) en AAS, 1952, p. 376. 


In librum V decre- 
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dad individual. No solamente no admite nada contra el derecho na- 
tural,” ni en la costumbre (can. 27), ni en la prescripción (can. 1509), 
sino que defiende la personalidad humana extendiendo en sus leyes 
la eficacia de la voluntad, tanto cuanto, salvando los principios mo- 
rales, se puede extender. Es el derecho canónico el más celoso defen- 
sor de la conciencia individual evitando cuidadosamente todo exceso 
de formalismo jurídico”. 


Véase cómo trata el Código de derecho canónico el consentimien- 
to matrimonial, que nunca puede ser suplido por potestad humana 
(can. 1081). No han faltado, por ejemplo, juristas, y aún canonis- 
tas," que han juzgado ser oportuno que la Iglesia estableciera una 
presunción juris et de iure de la validez del matrimonio en el fuero 
externo, después de un tiempo prolongado de vida conyugal, sin 
atender a la situación de las cosas en el fuero interno. La ley canóni- 
ca no ha querido recibir esta sugerencia; casi se puede decir que no 
la ha de recibir, aun cuando pudiera parecer que el bien público la 
exige como justa, en homenaje a la necesaria estabilidad de un esta- 
do como es el matrimonial. Es cierto que el Código de derecho canó- 
nico establece la presunción de validez del matrimonio en caso de 
duda, aplicándole el famoso FAVOR IURIS establecido en el canon 
1015. Razones evidentes de bien público y de la necesaria cautela 
ante la posibilidad de infringir el derecho divino de la indisolubilidad 
lo imponen. Pero es esta misma ley divina de la indisolubilidad la 
que obliga a proteger con todos los medios la libertad, la pureza y 
la verdad del consentimiento. De ahí las disposiciones sobre el ME- 
TUS, incluso el llamado reverencial (cualificado), que defienden con 
tan grande equidad la libertad de los hijos de familia para celebrar 
el matrimonio. Esa misma equidad preside en las causas matrimo- 
niales su adhesión en el fuero eclesiástico según normas prudentísi- 
mas dictadas en la Instrucción de la S. Congregación de Sacramen- 
tos (15 agosto 1936)," aun en el caso en que el cónyuge culpable de 
un impedimento dirimente (crimen, rapto) o de la misma nulidad 
(simulación del consentimiento en sus distintas formas) quiera intro- 
ducir una causa de nulidad. 

Es asimismo resultado de la equidad canónica la forma de los pro- 
cesos canónicos; por un lado facilita una instrucción minuciosa, que 
apure la verdad de los hechos hasta donde sea posible, y de otro re- 
duce las formalidades hasta donde lo consienta la necesidad de guar- 


28 Sarsmans I, De elemento morali in C. I. C. en Ius Pontificium, 1928, p. 160. 

37 Lerepure CH., Equité canonique et manifestations de volonté en Actes du congres de 
droit canonique, París 1950, pp. 339-847. 

38 Ipmoto C. A. Il matrimonio nel diritto canonico, p. 198. 

39 -Instructio servanda a tribunalibus dioecesanis en AAS 1936, pp. 131 s. Cfr. Brpacor. R. 
Circa accusationem matrimonii coniugis. culbabilis en Rassegna di morale e diritto, 1940, pp. 5-7. 
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dar las normas procesales sin detrimento de la justicia. Manda el 
derecho canónico que las causas se terminen, SALVA IUSTITIA, 
cuanto antes (can. 1620); que los términos fatales (FATALIA LE- 
GIS) constituídos por la ley para perimir los derechos sean impro- 
rrogables, mas permite al juez por justa causa la prórroga de los tér- 
minos judiciales y convencionales, con tal de que no se perpetúe el 
juicio más de lo que consiente la equidad (can. 1634, 1731); que se 
admita en el juicio aun a los excomulgados vitandos para impugnar 
por sí mismos la justicia o la legitimidad de la excomunión, y por 
procurador, cuando se trate de alejar algün perjuicio espiritual (can. 
1654); manda al que ejecute una sentencia, que lo haga en forma 
que dafie lo menos posible al condenado (can. 1923), etc.". 

Más acentuadamente el derecho penal de la Iglesia recomienda al 
Superior eclesiástico y al juez, que aunque la gravedad de un delito 
exija la aplicación de la pena, es necesario que usen cum mansuetu- 
dine rigor, cum misericordia iudicium, cum lenitate severitas, según 
un aviso felizmente expresado en el Concilio Tridentino (sess. 13, 
DE REF., c. 1) y que el Codex Iuris canonici ha cuidadosamente 
transcrito en el canon 2214. 


* * * 


Los postalados de la equidad no pueden tener reglas definitivas 
de antemano. Donde imperan se ha de dejar al poder discrecional 
del gobernante la facultad necesaria para que sus medidas y provi- 
dencias tengan ese carácter de prudencia y equilibrio que tanto en- 
noblece la vida jurídica. Es y debe ser su sentido de la justicia quien 
aparte el peligro de la arbitrariedad y haga imperar la razón, la equi- 
dad, la bondad de las causas en la resolución de los negocios y plei- 
tos. Nuestro derecho está pletórico de esta exigencia y el recuerdo de 
la necesidad de causas justas y equas para proceder canónicamente 
es casi constante a través de los cánones. 

Ciertamente el poder discrecional del Obispo en la Iglesia es am- 
plísimo, pero al mismo tiempo el legislador manda a los superiores 
que procedan siempre ex iusta et rationabili causa, y aequitate cano- 
nica servata. La dispensa de la ley (can. 84), la novación de los be- 
neficios eclesiásticos (can. 1428), la enajenación de los bienes ecle- 
siásticos (can. 1530) dependen incluso en su validez de la existencia 
de la causa canónica correspondiente". Aun el mismo Romano Pon- 


30 Más detalles en LrrrsvRr CH., Le role de 


iuris canonici, 1951, p. 140-142. 
4l 


l'equite en droit canonique en Ephemerides 


Aunque no todos estén conformes en esta opinión, como CAPPELLO, Summa iuris canonici, 
II, p. 446, sin embargo la más sólida doctrina está conforme. WzRNZ-VipaL, Ius canonicum, IV, 
p. Graccut O., La causa negli atti amministrativi canonici, en Scritti giuridici in onore 
di santi romano, IV, pp. 247-263. PrrRoNcELLI M., La “Deputatio ad cultum publicum". Con- 
tributo alla dottrina canonica degli edifici pubblici di culto, p. 41. 


EL ESPIRITU DEL DERECHO CANONICO 19 


tífice no puede dispensar de un matrimonio rato y no consumado si 
no es verdadera la causa justa que se alega en la petición de esta 
importante gracia (can. 1119)”. : 

La privación de un oficio, la remoción de un párroco amovible, 
la aceptación de la renuncia no pueden hacerse sin causa justa y pro- 
porcionada, y se advierte en los cánones: naturali aequitate servata 
(can. 144, 189, 192). 

En una causa de tránsito de un clérigo de su diócesis de incardi- 
nación a otra diócesis, su Obispo propio quiso reclamarlo con daño 
de la diócesis en que trabajaba con fruto. La Sagrada Congregación 
del Concilio lo impidió con esta justa motivación”: que la equidad 
natural y canónica piden que no sólo el tal clérigo debe retenerse en 
la diócesis en que trabaja mientras la sirve con fruto, mas no se debe 
tampoco remitirlo a la diócesis de origen cuando ya no sirva, o haya 
caído en faltas, o de cualquier forma haya disminuído su valor per- 
sonal. | 

Hay otras situaciones jurídicas en derecho canónico que justa- 
mente han retenido la atención del legislador para suavizar ciertos 
efectos que produciría el derecho rigurosamente aplicado. El que en- 
tra en religión ha de pasar, antes de su definitiva adscripción a la or- 
den o congregación religiosa, por un período de probación, que tiene 
por objeto la experimentación de la vida religiosa para el que ingre- 
sa, y la satisfacción de parte de la religión en cuanto a las cualidades 
que en aquél se requieren. Delicadas situaciones que han de resolver- 
se con entera libertad por una y otra parte antes de los votos perpe- 
tuos. El religioso puede libremente marcharse; la religión lo puede 
excluir de su seno solo por razones justas y razonables y no. por en- 
fermedad del sujeto si no es que la hubiere disimulado o callado DO- 
LOSE antes de hacer la profesión temporal (can. 637, 647). Mas tra- 
tándose de una religiosa que profesó temporalmente, en cualquier 
hipótesis, si no tiene dote que se le restituya, tiene que recibir de la 
religión un subsidio caritativo que, a falta de bienes propios, le dé 
modo de mantenerse honestamente por algún tiempo, según las re- 
glas de la equidad natural (can. 643). 


* * * 


Los romanos pusieron como fundamento de su derecho la FIDES, 
es decir, la fidelidad: FUNDAMENTUM AUTEM EST IUSTITIAE, 
FIDES (Cic. De offic. I, 7, 23)". Y fácilmente admitieron que 


42 Carp. Leca, Decretum Regulae servandae in processibus super matrimonio rato et non 
consummato, en AAS, 1923, p. 389. 

43 S. C. Cowcium, Bismarhien et aliarum en AAS. 1913, p. 39. iS as | 

4 Scmuzrz F., Prinzipien des v. R., p. 151; RoBLeDA O., La “Aequitas” en Cicerón, 1. ¢., 
p. 9; v.. BESELER, G., Fides, en Atti del congresso internazionale di diritto romano (1933) Roma, 


vol. IV pp. 138- 
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los BONI VIRI, amantes de la AEQUITAS (Cic. De leg. I, 18, 48), 
eran por excelencia la representacién de la verdadera justicia. En 
realidad la FIDES es el fundamento de la sociedad, del bien co- 
mún, de la solidaridad civil, de la misma AEQUITAS. Pues no se 
concibe cómo pueda funcionar un consorcio jurídico que no tenga 
por base la FIDES, ID EST, DICTORUM CONVENTORUMQUE 
CONSTANTIA ET VERITAS (Cic. De offic. I, 7, 23). Esta grande 
virtud de la fidelidad a las promesas y a la palabra dada supone en 
las relaciones jurídicas cuyo cumplimiento se deja a la conciencia de 
los sujetos que en ellas intervienen, un sentido de equidad que solo 
la conciencia cristiana ha podido mantener en toda su pureza y vigor. 

En derecho canónico se deja a la buena fe y a la conciencia fiel 
‘de los súbditos de la Iglesia y de los Superiores que la gobiernan, 
“una gran parte del cumplimiento de los preceptos jurídicos y de la 
ejecución de las convenciones y obligaciones. Basta recordar que los 
fieles entregan a los sacerdotes cientos de miles de estipendios para 
la celebración de Misas sin que quieran o aun puedan obtener testi- 
monio del cumplimiento de esas obligaciones: la celebración de las 
Misas se deja confiada a la fidelidad de los sacerdotes". 
^J Asimismo una gran parte de las obligaciones canónicas se impone 
‘bajo la ünica sanción de la licitud de los relativos actos o de la ilici- 
tud de las omisiones, sin apelar a alguna coacción o sanción externa, 
-y aun sin decretar en tantos casos la nulidad de los actos contrarios 
a la ley“. Diríase que nuestro derecho se inspira casi constantemente 
en aquella motivación que los romanos escribieron: QUAE FACTA 
LAEDUNT PIETATEM EXISTIMATIONEM VERECUNDIAM 
NOSTRAM, ET. UT GENERALITER DIXERIM, CONTRA BO- 
NOS MORES FIUNT, NEC FACERE NOS POSSE CREDENDUM 
EST (D. 28, 7, 18). 

Hay obligaciones graves, como es la del beneficiado que debe 
emplear el superfluo de las rentas beneficiales en el cuidado de los 
pobres o entregarlo a las causas pias: el CODE X (can. 1473) no ha 
querido afiadir ninguna sanción a la transgresión de esa obligación, 
que en el sentir de buenos canonistas es no sólo de religión, sino de 
justicia". Hay asimismo obligaciones impuestas a los Obispos y a los 
Superiores eclesiásticos acerca del modo de proceder en negocios de- 
terminados, como son la concesión de licencias de confesar, predicar 


 Roperti F., Respectus sociales in codice iuris canonici en Apollinaris, 1937, p. 348. 

46 Caron P. G., Il valore giuridico delle esortazioni del legislatore mel diritto canonico, en 
Studi in onore di vincenzo del giudice, p. 125. 

#7 En realidad son los menos los así opinantes; mas hoy se hace camino la doctrina que 
funda la naturaleza de la obligación en la de los bienes eclesiásticos que están intrínsecamente 
destinados a los fines de la Iglesia: religioso o caritativo (can. 100 S 1). Véase Bizzorro A., 
Obbligazione del beneficiario di devolvere ai poveri od a cause pie il reddito beneficiale super- 
fluo alla sua onesta sostentazione. Tesis de la Pontificia Universidad Gregoriana. 3 
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(can. 1340, 1341), o la concesión de testimoniales (can. 545, 1363) o 
la ejecución de preceptos más importantes (can. 117, 459, 972, 1269, 
etcétera): esos se confían a la conciencia de los interesados con la 
expresión característica onerata graviter conscientia, que es una acen- 
tuación de la gravedad de la obligación. En cuanto a la licitud de los 
actos dependiente de algún requisito especial, existe un canon taxati- 
vo, que sólo allí donde se prescribe la nulidad el acto carecerá de va- 
lor jurídico (can. 11), mas cualquier falta en el cumplimiento de los 
requisitos de los actos jurídicos se entiende que grava la conciencia 
de los agentes, es acción ilícita (can. 105, 1653)*. 

Un gran número de instituciones canónicas dependen de esta BO- 
NA FIDES, cuya base canónica no puede ser otra que la misma cari- 
dad. Dice un autor: “la caridad es siempre la base de la buena fe, 
la virtud legal de toda ley verdadera. La BONA FIDES es impensa- 
ble sin la verdadera caridad. BONA FIDES en derecho canónico. es 
no solamente la ley de la honradez, sino una máxima legal eminen- 
te, que gobierna la conducta y los intereses de los sujetos de dicha ley 
(can. 105, 1027, 1746, 1743, 1015, 1446, 1512, 1689, etc.) y su vio- 
lación es condenada y aborrecida por el Código (can. 40, 45, 48, 52, 
98, 1054, 1743,:1781) 


* * * 


Resta indicar últimamente dos medios familiares a. nuestro dere- 
cho y que son poderosísimos para realizar la equidad ez las relacio- 
nes canónicas: el instituto de la dispensa y la EPICHEIA. Ambos 
se proponen el mantenimiento de un orden canónico acomodado a 
las innumerables situaciones, delicadas y complicadas a que da lugar 
la materia espiritual en su realización humana. La posibilidad de 
dejar en suspenso un precepto canónico por medio de la dispensa 
(RELAXATIO LEGIS) en casos particulares, es la forma más aco- 
modada que tiene el legislador canónico de adaptarse a las necesida- 
des particulares que en un derecho que rije el mundo entero no pue- 
den menos de surgir”. Y yendo todavía más lejos: la Iglesia entrega 


48 Manor F., Sanzione en Enciclopedia italiana, 30, p. 805; Caron P. G., II valore giuridico, 
etcétera, p. 134; Rosrepa O., La nulidad del acto jurídico, p. 150-151. 

4 Précut W. M., The fundamental principles of the philosophy of canon law, en The 
jurist, 1944 pp. 1-33. 

50 Esta es la más poderosa razón por la cual el instituto de la dispensa, reducido en el dẹ- 
recho civil principalmente a la materia matrimonial (impedimentos), familiar (tutela), y en el 
derecho público a las potestades análogas de la gracia, el indulto, l'amnistia, la condonación, 
debe tener en el derecho canónico una extensión que la tradición y la práctica han fijado cla- 
ramente. Véase DeL Grupice V., Privilegio, dispensa ed epicheia mel diritto canonico, n. 6; 
FEDELE P., Consideraciones sobre la dispensa y sobre otras instituciones en la ordenación canó- 
nica en Revista Española de Derecho Canónico, 1947, p. 392 s.; Van Hove A., De privilegiis et 
dispensationibus, pp. 295 s. Para la parte histórica, Brys I., De dispensatione in iure canonico 
praesertim apud decretistas et decretalistas. Brugis 1925. 
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la ley eclesiástica a un superior inferior, o al mismo juez o aün al 
simple fiel, para que en algün caso extraordinario interprete la mente 
del legislador presumiendo que por equidad y benignidad suspende 
la ley, porque sería ir contra la equidad natural si quisiera que en un 
determinado caso particular, insólito y extraordinario, se mantuvie- 
rà su rigor. En estos casos, en que la conciencia individual resulta la 
sola y ültima instancia de la equidad, el católico es libre de decidir en 
conformidad con la EPICHEIA?. La EPICHEIA es dicen los cano- 
nistas, un principio de derecho canónico, basado en la equidad, por 
el cual en un caso particular y por circunstancias especiales el fiel se 
conduce según su juicio prudencial, de que una ley no ha de obser- 
varse en el foro interno o de la conciencia”. 


Una frase de Wohlhaupter parece resumir adecuadamente la fun- 
ción de la equidad en derecho canónico: "La administración de la 


aequitas canonica es el método de hacer sentir el derecho ideal (i. e. na- 
539) 


tural) junto y sobre el derecho positivo””’. 


III 
TRADICION 


La gravedad y la constancia son dos virtudes que exaltan una tra- 
dición jurídica. Porque en ellas se basa la grandeza del derecho, como 
norma de las relaciones humanas. 


. El derecho de la Iglesia tiene además un fundamento inmutable, 
pues procede del derecho divino que determina sus principios y normas 
constitucionales. De estos no puede hablarse propiamente como de una 
tradición; en cuanto recibidos de Dios en el mismo origen de la Igle- 
sia, regulan su vida y actividades dando la forma perenne a la socie- 
dad eclesiástica. 


51 Sobre la Epicheia es riquísima la literatura canónica: puede verse en la obra exhaustiva 
de RirEev L. J., The history, nature and use of epicheia in moral theology. Washington, 1948. 
El autor que mejor ha definido la Epicheia, sus límites, condiciones y aplicación es todavía 
Suárez, De legibus, VI, 6, 7, 8. 

52 Observa muy bien DeL Grupice: "L'epicheia rimane tra gli istituti più caratteristici del 
diritto canonico a denotare l'elasticità e adattabilità di questo alle più varie circostanze. Si po- 
trebbe veramente ripetere la solita immagine aristotelica del regolo lesbio. Ma sarebbe erroneo 
dedurre dalla grande importanza che ha l'epicheia nel diritto canonico che questo è, come tutti 
quelli nei quali l’ “equità signoreggia per mezzo d'interpreti e giudici" un ordinamento “primiti- 
vo”! Il Ferrara, nell'affermare ció in via generale (Trattato di diritto civile italiano, Vol. I Dot- 
_ trine generati parte I, p. 45) non tenne presente che l'uso dell'equità è in funzione, non dello 

sviluppo, ma delle circostanze; o meglio in rapporto con lo spirito d'un ordinamento; e che, se é 
imperiosa l'esigenza della certezza del diritto, non é meno imperiosa quella (della quale, anzi, la 
prima non é che un aspetto) della giustizia" (o. c. p. 52). 

53 WoHLHAUPTER E., Aequitas canonica, p. 190. 
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Consta además que el derecho canónico se ha ido desarrollando 
en su forma externa conforme a las tradiciones del derecho romano. 
La CONSTANCIA y la GRAVITAS fueron las virtudes cardinales 
de la nación romana”. Es característico aquel discurso en el Senado 
del jurista C. Cassio Longino que refiere Tacito (ANNALES, 14,48): 
Muchas veces, Padres conscriptos, he intervenido en esta asamblea, 
cuando se han pedido nuevos decretos del Senado contrarios a las 
instituciones y leyes de nuestros mayores; y no me he opuesto, no 
porque dudara que lo ya establecido en cualquier asunto no fuera 
mejor y más justo, y que lo que se iba a cambiar acabaría en daño, 
sino por que no pareciera que con mi excesivo amor de la antigua cos- 
tumbre quería dar relieve a mi opinión”. Puede decirse que en este 
sentimiento común de los juristas romanos se encierra el sentido de 
responsabilidad de quienes participaban en la formación del derecho. 
El romano no era amigo de las inquietas experiencias, de la alegre 
reforma, de volver a empezar bruscamente. Las reformas debían ser, 
según ellos, lentas y prudentes sobre todo cuando las leyes se han 
elevado a la categoría de instituciones jurídicas. Más fácilmente deja- 
ban que las cosas inútiles y las formas jurídicas anticuadas cayeran 
en desuso porque ya no se aplicaban, que emprendían reformas in- 
tempestivas abrogando drásticamente las instituciones pasadas. Decía 
Cicerón (DE RE PUBLICA, 2; 1, 2) que la república romana se 
constituyó no por el genio de uno solo, sino de muchos, non una homi- 
mis vita, sed aliquot constituta saeculis et aetatibus. La razón de este 
espíritu conservador la ha apuntado certeramente Von IHERING dicien- 
do, que la historia en materia de derecho trabaia muy lentamente, y 
que cualquier leve cambio en él requiere un largo espacio de tiempo*. 
Tres son los derechos que se han basado en este tradicionalismo: 
el romano, el canónico y el anglo-sajón*. En todos ellos destacan 
estas propiedades: la unidad, la flexibilidad, la continuidad. La uni- 
dad del derecho exige que no haya interrupciones ni rupturas en la 
aplicación de los principios para que ni las circunstancias y vicisitudes 
que traen los tiempos deshagan su inmutabilidad, que es como se rea- 
liza la unidad a pesar de las mutaciones oportunas”. 
Es necesaria asimismo la flexibilidad, la cualidad de adaptarse 
a los progresos humanos para mejor satisfacer las necesidades nuevas 
que aquellos presentan. La función de la equidad en este aspecto ha 
sido expuesta más arriba. Las tradiciones no deben ni pueden favore- 
cer a la inercia; la inercia es una fuerza negativa, mientras el progre- 
so sirve a desarrollar las que se encuentran en los principios inmanen- 


34 ScuHurz F., Prinzipien des v. R., p. 57. 

55 v, ImerING R., Geist des römischen rechts, I, p. 69. 

56 RapBRUCH G., Der geist des englischen rechts, 1947, p. 53. 
57 y, ImeErING R., Geist des römischen rechts, YII, 1, 176. 
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tes, que con ello adquieren nuevo rigor y solidez en el sistema juridico. 
Más, las novedades así logradas producen la consolidación de las anti- 
gúedades e instituciones de los mayores. 

La continuidad del derecho alcanza su fin por la seguridad que en 
medio de las dificultades ofrece la justicia, prometiendo dar UNICUI- 
QUE SUUM. 

El derecho romano y el derecho anglo-sajón se distinguen muy 
especialmente por estas virtudes. 

El derecho canónico las ha enraizado en las alturas de lo sobrena- 
tural. Los fundamentos del derecho canónico son los mismos que los 
de la teología: las leyes canónicas, dice SUÁREZ? pertenecen al orden 
sobrenatural. Es el mismo Cristo quien dió su constitución a la Iglesia, 
sus poderes, los medios para conseguir su fin, la jerarquía sagrada, sus 
derechos en relación con los poderes seculares y principalmente con 
el Estado; estas instituciones del divino Fundador deben permanecer 
sin mutación alguna, como los mismos derechos naturales. Porque “los 
derechos naturales, dice Justiniano, que son observados por todas las 
gentes de la misma manera, habiendo sido constituídos por la provi- 
dencia divina, siempre permanecen firmes e inmutables” (Inst. 1, 1, 
12). El divino depósito, sea el natural sea el positivo, que es el fun- 
damento perpetuo de nuestro derecho, dió a todo el edificio del dere- 
cho eclesiástico desde el principio de la Iglesia su más sólido cimiento”. 
Y no podría explicarse de otra manera la larga historia del derecho 
canónico siempre igual en su continuidad, que por dos milenios man- 
tiene la misma unidad sin dudas ni cambios en sus líneas estructurales. 
Los enemigos de la Iglesia y del derecho canónico, como Sohm® y 
Stutz”, no han podido probar lo contrario. 


No es esa inmutalidad la que aquí se ha de exponer o probar. 
Cuando hablamos de la tradición como una de las notas del espíritu 
del derecho canónico nos referimos a aquella CONSTANTIA y GRA- 
VITAS que ostenta el derecho de la Iglesia en las mismas instituciones 
humanas que desarrollan la vida exterior jurídica eclesiástica, sujeta 
también a la necesidad de hacer las mutaciones convenientes y opor- 
tunas que mejor las acomoden a las vicisitudes que todo derecho hu- 
mano debe correr. 


La seguridad que da a la Iglesia la larga experiencia de una vida 
secular en medio de convulsiones profundas y casi infinitas por las 
que ha pasado ese su antagonista que es el Estado, a través de vicisi- 


58 Suárez F., De legibus. Prooemium. 

59 SaLAVERRI L, El derecho en el ministerio de la Iglesia, 1. c., p. 256. 

60 Soum R., Kirchenrecht, Y, 22-28, 54. Contra la teoría de Sohm, los trabajos católicos son 
innumerables y persuasivos. De entre los protestantes destaca el mismo HARNACK A., Entstehung 
und entwickelung der kirchenverfassung, pp. 121, 186. 

$1 Srurz U., Der geist des codex ¡iuris canonici, pp. 189-184. 
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tudes sociales y politicas tan diversas y entre si contradictorias, no ha 
vacilado. La Iglesia ha conocido el favor y la persecucién de hombres 
potensisimos, ha visto cambiar las concepciones filoséficas y juridicas, 
ha sufrido los golpes de las revoluciones politicas y sus consecuencias 
en el orden politico y religioso, constitucional y social. Nada ha vali- 
do para que cambiaran las formas de su derecho, ni perdieran su fuer- 
za. las instituciones humanas que en el correr de los siglos se han crea- 
do para darle más eficacia y conservarle el orden, la disciplina y la 
interna cohesión. 


* * * 


Me propongo demostrar con algunos ejemplos el espíritu que anima 
la tradición jurídica canónica. 


1) Sea el primero el mantenimiento del sistema beneficial. El be- 
neficio eclesiástico en su concepción positiva es de derecho eclesiástico 
humano. Con él la Iglesia ha dispuesto el medio de sustentar al clero 
de manera estable y segura. Al principio la sustentación de los cléri- 
gos fue más bien ordenada con las limosnas manuales y las oblaciones 
del altar”. La idea de bienes estables como dotación correspondiente 
de cada oficio eclesiástico, de cuyos frutos haya de sustentarse el be- 
neficiario (es la concepción del beneficio) surgió en la Iglesia en tiem- 
pos posteriores. 

La institución beneficial fue en sus orígenes común a la Iglesia y 
al Estado. El sistema se introdujo en la Iglesia sea por influjo de la 
“iglesia propia” (Eigenkirche”), como opinaba Stutz, sea por trans- 
formación de instituciones romanas, en particular el PRECARIUM, 
u otras formas más afines”. La Iglesia conoció el uso de los beneficios 
en sus tierras exactamente en la misma forma en que el beneficio se 
concedía en el alto Medio Evo a los laicos por sus señores. 

En los siglos posteriores sufrió esta institución profundas transfor- 
maciones en su estructura jurídica, no solo por el cambio de las con- 
diciones jurídicas y económicas generales, que en el Estado produje- 
ron la supresión o la conversión sustancial del instituto, sino porque 
la Iglesia encontraba dificultades en la acomodación del sistema bene- 
ficial a sus necesidades por los muchos abusos a que podía dar lugar. 
En realidad no faltaron esos abusos, que en ciertas épocas (siglos XIV 
y XV) casi determinaron la derogación de toda la institución. Pero 


62 GALANTE A., Il beneficio ecclesiastico, pp. 7 ss. 

83 Srurz U., Geschichte des kirchlichen benefizialwesens, p. 89; PóscHL A., Die entstehung 
des geistlichen benefiziums, en archiv fur katholiches kivchenrecht, t. 106, pp. 42 s.; BIDAGOR 
R., La “iglesia propia” en España, pp. 23 s. 

64 Fuste DE CouLances, Histoire des institutions politiques de l'ancienne france, Les 
origines du systéme féodal, pp. 63 ss. 
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ni los abusos, ni las sutilezas jurídicas con las que se pretendían ocul- 
tar, ni las supresiones violentas y expoliaciones de los bienes eclesiás- 
ticos, agravadas considerablemente en los tiempos posteriores a la re- 
volución francesa, pudieron nunca decidir a la Iglesia a su supresión. 

El sistema beneficial en su forma original no es concebible sin los 
bienes estables y frugíferos”. Al desaparecer la mayor parte de los 
que poseía la Iglesia parecía que el derecho canónico había de trans- 
formar radicalmente el beneficio. Y no lo ha hecho, ni siquiera en su 
cuerpo legislativo más reciente e importante, el CODEX IURIS CA- 
NONICI. Al concepto de dote beneficial ha dado una flexibilidad y 
elasticidad (los franceses dirían “souplesse”) aue ha hecho posible 
hacer entrar dentro del concepto del beneficio eclesiástico la dotación 
consistente en obligaciones de muy diverso género, particularmente 
las obligaciones económicas del Estado, de las corporaciones, de las 
familias, y hasta las oblaciones voluntarias de los fieles (can. 1409. 
1410"). Con ello todo beneficiario retiene el DERECHO a los réditos 
que en una u otra forma puede obtener de las fuentes productivas de 
prestaciones eclesiásticas. 


Y hoy aún, el sistema beneficial es el que rige la estructura básica 
de los oficios eclesiásticos. ¿Quién puede negar que en tanta variedad 
de pueblos y regiones, de circunstancias y medios en los que la Iglesia 
debe atender a la sustentación de sus ministros, habiendo cambiado 
tanto la consideración del derecho administrativo aún eclesiástico, el 
derecho beneficial, conservado con tanta dificultad, haya mantenido 
eficazmente la unidad de administración eclesiástica patrimonial? Si 
en diversas partes del mundo se han podido todavía salvar algunos 
bienes eclesiásticos de las sistemáticas expoliaciones del Estado, pare- 
ce no poder dudarse que ello es debido al sistema beneficial”. Este sis- 
tema, convenientemente adaptado a los tiempos modernos, ha favore- 
cido la conveniente descentralización y autonomía administrativa en 
una Iglesia que es pobre; hubiera sido casi imposible satisfacer esas 
necesidades y obtener una buena administración de otra manera. Po- 
drían servirnos de ejemplo los dispendios económicos que vemos en 
el Estado moderno excesivamente centralizado. 


2) Entre las máximas instituciones que la Iglesia ha conservado 
y favorecido se cuenta la costumbre. El jurista moderno apenas puede 
comprender un sistema de derecho en el que la costumbre contra 1 
tenga eficacia completa. La historia sin embargo es testigo que una 
gran mayoría de las instituciones jurídicas tiene su origen en la cos- 


$5 LEUREN P. Forum beneficiale, Coloniae 1704, P. I, a. l. s. Garcia N. De beneficiis eccle- 
siasticis, Caesaraugustae, 1609, pp. 

65 WrmNz-VipaL P., lus canonicum, II, pp. 189 ss. 

9 ^ MacGNIN E. Bénéfices ecclesiastiques, en Dictionnaire de droit canonique, v. II, 670 ss. 
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tumbre, sea porque la ley no ha significado más que el encauzamiento 
de ellas, sea porque al margen del derecho escrito toda nueva necesi- 
dad encuentra su satisfacción en la práctica consuetudinaria. 


Se ha dicho muy bien que la consideración de la naturaleza de la 
Iglesia podría hacer llegar a priori esta conclusión: las costumbres 
propiamente dichas no pueden tener cabida en el ordenamiento de la 
Iglesia”. En primer lugar porque en ella todo poder y todo derecho 
procede de la autoridad; nuestro Codex I. C. reclama solemnemen’: 
la costumbre en la Iglesia tiene fuerza de ley UNICAMENTE por el 
consentimiento del Superior eclesiástico competente (c. 25). Por otra 
parte, las costumbres han de introducirse por los usos del pueblo, y a 
primera vista nada parece que repugna más a la constitución jerár- 
quica de la Iglesia, que el derecho creado no por esa jerarquía esta- 
blecida con tanta plenitud de potestad, sino por las costumbres y usos 
del pueblo, aunque sea consintiéndolo el legislador. 


Sin embargo la Iglesia, respetando y alentando las tradiciones bien 
formadas, principalmente si son seculares, pide a su vez al pueblo 
fiel que respete sus propias tradiciones. La Tradición es para ella una 
gran fuerza, no sólo en el orden dogmático, sino también en el disci- 
plinar que le da estabilidad, indefectibilidad y perpetuidad”. La Tra- 
dición apostólica y las tradiciones seculares son una señal tan pro- 
pia de la Iglesia Católica que a ellas acude para confirmar sus ense- 
fianzas y sus leyes; las instituciones que el largo decurso de los siglos 
han consolidado, son siempre venerables y dignas del mayor respeto. 

El admitir las costumbres jurídicas, aun contra leyes universales, 
no es defecto del derecho canónico o debilidad de su estructura”, sino 
propiedad característica de la largueza, amplitud y equidad de la Igle- 
sia, que las acoge cuando revisten las condiciones señaladas por el 
legislador (can. 27, 28). Esta largueza es tan oportuna, que la misma 
experiencia prueba ser necesaria a la universalidad del derecho ca- 
nónico, y a la flexibilidad para poder acomodarse a la infinita varie- 
dad de regiones, condiciones sociales, culturas en que debe ejercer 
su imperio y eficacia. El Código de Derecho Canónico, lejos de cer- 
cenar la fuerza de la costumbre ha querido sancionar de nuevo aque- 
lla célebre Decretal de Gregorio IX (c. 11, X, DE CONSUETUDINE, 
I, 4), que corrigiendo la Constitución de Constantino referida en el 
CODEX IUSTINIANUS (VIII, 52, 2) dejó establecidas en la legis- 
lación canónica las condiciones de legitimidad de la costumbre, aun 
CONTRA LEGEM. Por otra parte determinando el suieto que puede 


68 WzrnnLÉ R., De la coutume dans le droit canonique, p. 7. ' 

69 Jompart E., Tradition et progrès en droit canonique, en Actes du congrès de droit cano- 
nique, Paris, 1947, pp. 295 s. 

70 Weurit R., De la coutume, p. 336. 
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inducir una costumbre: COMMUNITAS QUAE LEGIS ECCLE. 
SIASTICAE RECIPIENDAE CAPAX EST (can. 26) ha consagrado 
una fórmula particularmente feliz debida a SUÁREZ en su famoso 
tratado DE LEGIBUS”. 


3) La fuerza de la tradición eclesiástica es tan grande que en al- 
gunos casos más importantes llega a dar eficacia absoluta e inderoga- 
bilidad a leyes que son de derecho positivo humano. Con ello dichas 
leyes asumen la dignidad de constituciones que pudieran llamarse es 
tructurales”. La ley del celibato de los clérigos ordenados IN SAGRIS 
es ciertamente una de las más atacadas y que más dificultades ha 
creado a la Iglesia. Aun en tiempos recientes y recentísimos las peticio- 
nes y aun ciertos movimientos irregulares de sacerdotes que la han 
estimado que no era apta para los tiempos actuales”, no han podido 
mover al legislador ni a considerar siquiera el valor de aquellas. Por 
el contrario, demostrando que dicha ley ha adquirido en la Iglesia 
una firmeza ABSOLUTA, el Papa Benedicto XV en solemne Consis- 
torio (16 diciembre 1920) contra las pretensiones del clero checoslova- 
co de la Sociedad del Clero JEDNOTA, pronunció estas memorables 
palabras: “que no sucedería NUNCA que la Sede Apostólica mitigar 
en parte alguna, aunque pequeña, y mucho menos aboliera la ley san- 
tísima y muy saludable del celibato eclesiástico”. Y añadía: “que las 
novedades que algunos pretendían introducir en la disciplina eclesiás- 
tica para dar un sentido más popular y democrático a sus instituciones 
no podrían ser aprobadas por la Sede Apostólica”. (AAS, 12 [19201, 
ES 


4) Otro ejemplo notable de la constancia en las instituciones ecle- 
siásticas lo hallamos en el derecho de los religiosos. Es difícil no admi- 
rar cómo a través de los siglos órdenes religiosas antiquísimas han 
conservado la misma forma insistiendo en las reglas y constituciones 
con que nacieron”. Ciertamente participan de esa maleabilidad y 


"1 Suárez F., De legibus, 1. VII, c. 3, nn. 7-11. Cfr. Micurers G., Normae generales iuris 
canonici, II, pp. 54-70. 

7 Dr Susanis M., De coelibatu sacerdotum non abrogando, Venetiis 1565. 

73 Véase sobre todo la Encíclica de Gregorio XVI, Mirari vos, 15 augusti 1832, Acta Gre- 
gorii XVI, I. p. 169. 

74 Benedicto XV en carta al Card. Csernoch, Arzobispo de Strigónia, 12 marzo 1919, escri- 
bia entre otras cosas: “Nullam prorsus ab apostolica sede de sacerdotalis continentiae lege per- 
mitti bosse quaestionem" (AAS, 11, 123). 

755 En el Congreso de religiosos celebrado en Roma en 1950, aun cuando el lema era la 
acomodación de los institutos de perfección a las necesidades y condiciones actuales, se insis- 
tió en que los institutos religiosos no solo habían de guardar los ejemplos y el espíritu de sus 
fundadores (Véase Acta et documenta Congressus generalis de statibus perfectionis, vol. I, p. 
IX), sino que entre los votos formulados se incluyó el siguiente: “Continuando le nostre tra- 
dizioni ed essendo fedeli alla nostra missiones, terremo sempre in noi vivo ed attuale il senso 
dolcemente filiale dei legami che ci avvincono alla Chiesa nella sua unità, nella sua cattolicità, 
nel suo apostolato e sopratutto nella sua santità" (Acta et documenta, vol. IV, p. 295). 
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poder de acomodación que distingue a la Iglesia; mas el hecho nota- 
bilísimo es que guardan sus estatutos fundamentales y su tradición coa 
una fidelidad tanto mayor cuanto más la experiencia les ha enseñado 
que el mantenerse fieles a los ideales y formas sustanciales descritas 
por los Fundadores ha producido en largos siglos de historia los frutos 
que aquellos se propusieron. 


Mas esto no ha sido impedimento para que la vida religiosa haya 
encontrado formas nuevas inspiradas por las necesidades de los tiem- 
pos desarrollando y conservando de manera diversas aquel principi» 
de autonomía y descentralización que tanto obliga a los instintos re- 
E y tantos problemas de organización y acción eclesiástica re- 
suelve”. Ivan i 


5) A estos ejemplos se podían añadir muchos más. Ellos demues- 
tran que el espíritu del derecho canónico es conservador y tradiciona- 
lista en lo que aquel significa de gravedad y circunspección en mante- 
ner lo que ponderadamente se ha establecido. 


La Iglesia no suprime fácilmente leyes y usos transmitidos por 21 
pasado; los cambios en su disciplina son fruto más bien de una evo- 
lución bastante lenta que de bruscas medidas o de revoluciones. Lla- 
ma la atención que las reformas legislativas en el derecho canónico 
nunca son repentinas; generalmente antes de llegar a crear nuevas 
formas, se pasa por otras intermedias, que sometidas a la experiencia, 
marcarán la conveniencia, o no de ir más adelante en la reforma em- 
prendida. Así se hace más suave al pueblo fiel, muy apegado a los 
usos anteriores, la acomodación a las nuevas leyes. Sobre todo, no 
vuelve la Iglesia atrás, como demasiado frecuentemente sucede en el 
Estado, restableciendo, a veces con otros nombres, lo que apresura- 
damente se trató de destruir; los progresos en derecho canónico son 
siempre duraderos”. A veces la Iglesia no duda en tomar medidas 
más drásticas, cuando el bien espiritual lo impone. El Codex con un 
canon tajante (can. 1450) suprimió para el futuro todo derecho de 
patronato; mas no dejó de reconocer los establecidos antes de su pro- 
mulgación en homenaje a los derechos adquiridos, si bien no lo eran 
estrictamente tales, pues el derecho de patronato es siempre GRATTA. 
Una manifestación más de la equidad canónica. 

El derecho canónico progresa sobre todo en un proceso de simpli- 
ficación, que lo hace más ágil y más conforme a las necesidades ac- 


76. Una breve pero sustanciosa historia ha trazado la Constitución Apostólica Provida mater 
(AAS. 1947, pp. 114-127) por la que se constituyen los Institutos seculares. Estos suponen el 
último entre los grados de asociación eclesiástica diversos que han aparecido en la Iglesta para 
realizar canónicamente el estado de perfección evangélica. Una historia breve de la evolución 
ha trazado el Excmo. P. Larraona, en Acta et documenta cit., vol. IV pp. 262-293, 

77 Jompart E., Tradition et progres en droit canonique, p. 295. . 
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tuales;? como en los impedimentos matrimoniales, en las irregula- 
ridades y otros impedimentos para la ordenación, en las penas ecle- 
siásticas, y en general en todo lo que pueda servir a la mejor cura de 
almas. Es claro que los hábitos modernos influyen en la forma actual 
de las leyes eclesiásticas. El derecho canónico puede por ello aparecer 
como más espiritualizado;" en realidad la mayor simplificación del 
derecho actual respecto al derecho histórico ha hecho marcar más 
claramente que las bases, los procesos sustanciales, las formas más 
íntimas del derecho de la Iglesia, dejando caer lo más accidental, son 
inmutables, que responden a necesidades que derivan de la misma 
obra de Dios, pues el Espíritu Santo, el espíritu de Cristo, es el ver- 
dadero espíritu del derecho canónico. 


RAMÓN BIDAGOR, S. J. 


Decano de la Facultad de Derecho Canónico de la Universidad Gregoriana 


18 Farco M., Introduzione allo studio del “Codex Turis Canonici” pp. 276, 283; BERNAREG- 


GI A., Metodi e sistemi delle antiche collezioni e del nuovo Codice di diritto canonico, p. 105 ss 

7? Es principalmente el protestante Srurz U., quien más insistió en ese aspecto de espirituas 
lización del derecho canónico. Véase Kirchenrecht, Geschichte und System en la Enzyklopúdie 
der Rechtswissenschaft de Holtzendor[t-Kóhler, vol. V, Pp. 358 s. Mas la expresión debe enten- 
derse rectamente en el sentido de que la Iglesia, cuanto se ha visto más destituída de auxilios 
temporales, ha concentrado sus medios y fuerzas en una unidad más perfecta para Tut la 
realización de sus fines inmutables con solos o casi medios espirituales. 


Véase Brpac : 
Nueva era de Concordatos en Razón y Fé, 1929, pp. 102-104. m 


CONCEPTO TEOLOGICO - JURIDICO 
DEL ESTADO LAICAL 


I. Los PROTAGONISTAS DE UNA POLÉMICA EN TORNO AL LAICADO 


El P. KARL RAHNER, S. J. publicó el año 1955 en Suiza una teología 
general de la Iglesia titulada “Schriften zur Theologie", en cuyo se- 
gundo volumen exponía una teoría especial sobre el concepto de laico 
y de su apostolado en la Iglesia. Ya había divulgado antes esas ideas 
en tres artículos de la revista austríaca “Der grosse Antschluss" (ma- 
yo, junio y julio de 1954). 

Que sepamos nosotros, sólo se decidió a contestarle en la misma 
revista MGR STEINER, asistente eclesiástico de la Acción Católica 
de Viena; pero le respondió el mismo P. RAHNER en idéntica publi- 
cación el mes de febrero de 1955’. 

Cuando verdaderamente se aireó el punto de vista doctrinal del 
teólogo jesuíta alemán fue a raíz de la traducción al francés de sus 
doctrinas, bajo el título L’apostolat des laics aparecida en el número 
de enero de 1956 de la "Nouvelle Revue Théologique". La crítica más 
fuerte se la hizo MGR TIBERGHIEN en “Masses Ouvrières” (febrero de 
1957). En defensa del P. RAHNER sale otro jesuíta, el P. BAUMGARTNER 
(el mismo que había presentado el artículo en la “Nouvelle Revue 
Théologique”) publicando un trabajo, titulado Formes diverses de 
l'abostolat des laics, en “Christus” (enero de 1957). 

Desde entonces se hicieron eco de la polémica varias publicacio- 
nes francesas, manifestándose unas en pro, otras en contra, y otras 
desempeñando el papel conciliador. Tampoco faltaron dos revistas 
españolas que transcribieron parcialmente el trabajo del P. RAHNER, 
principalmente lo discutible, por no decir peligroso; la primera fue 
“Mater Clementissima” (julio de 1957) editada por el Pontificio Cole- 
gio Español de Roma, y la segunda “Ecclesia”, en el mes de septiem- 
bre (n.° 844) del mismo año. 

Confesamos sinceramente que nos produjo gran extraneza la apa- 
rición entre los lectores de lengua espafiola de unas afirmaciones que, 


1 Puede verse un resumen de esta respuesta en "La Vie Intellectuelle", mayo de 1955. 
2 Véase "Informations Catholiques Internationales", n.° 49, junio de 1957. 
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aunque recogidas a título informativo, no debieron divulgarse sin al- 
gunas notas explicativas, con las que quedasen a salvo los directores 
de esas revistas y se evitase la confusión entre el público al que van 
destinadas. Intentaremos subsanar ese defecto publicando hoy un tra- 
bajo sobre el concepto teológico-jurídico del estado laical, dejando 
para mejor ocasión el completarlo con otro sobre la naturaleza del 
apostolado seglar, ya que ambas cuestiones quedan comprometidas 
con la doctrina del P. RAHNER. Ojalá con ello logremos evitar que se 
produzca la confusión en un campo doctrinal de máxima importan- 
cia y actualidad. - 

El orden que vamos a seguir es bien sencillo: primero expondre- 
mos la teoría del P. RAHNER, reproduciendo en lo posible literalmente 
sus palabras; y después le argüiremos sirviéndonos de la doctrina 
verdadera, que precisamente es la tradicional. 


II. DOCTRINA DEL P. RAHNER 


1.—Concepto negativo del laicado. 


a) Llámase “laico” el cristiano que no ostenta, en ningún grado, 
los poderes espirituales, ni de orden ni de jurisdicción: “Seglar y no 
seglar se distinguen ciertamente con relación a estos poderes, pero no 
en cuanto al modo de transmisión, sino en cuanto al contemido del 
poder transmitido. Es necesario, por tanto, decir en lenguaje teológi- 
co exacto y elaborado: cada vez que una persona está en posesión 
legítima y habitual de una parte cualquiera de un poder litúrgico o 
jurídico, sobrepasando ya el derecho fundamental de cada bautizado, 
tal persona no es ya simplemente seglar, ni pertenece ya al simple 
pueblo de Dios”” (p. 5). 


b) Ahora bien; en la vida de la Iglesia vemos que “existen ca- 
tequistas seglares, ayudantes parroquiales, sacristanes, los cuales, sin 
estar ordenados, no son ya propiamente laicos cuando la actividad 
‘que se les encomendó constituye una función preeminente. 


”Por consiguiente, cuando la Iglesia, con o sin ordenación, con- 
fiere a una persona una parte cualquiera de estos poderes que distin- 
guen a los clérigos de los laicos, si lo hace no para un caso particular, 
sino de manera habitual, estableciendo con ello un oficio estable, se 
ig decir que hace de esta persona un clérigo, désele o no este nom- 

re. 


S A : A : 
* Los nümeros que citamos entre paréntesis corresponden a las páginas de la "Nouvelle 


Revue Theologique". : 


CONCEPTO TEOLOGICO-JURIDICO DEL ESTADO LAICAL 33 


"En este sentido estrictamente teológico, una mujer puede perte- 
necer perfectamente al clero, aunque la extensión de poderes que ella 
puede recibir sea siempre más limitada que en el caso de un hombre” 


(p.5-6)*. 


2.—Concepto positivo de laicado. 


a) "Ser seglar no significa ser mero cristiano, que no tiene nada 
que decir en la Iglesia, como si fuera un simple objeto del celo pasto- 
ral de la misma (o sea, del clero). En tal caso, su ünico oficio sería 
ocuparse en los quehaceres terrenos y profanos, desprovistos de signi- 

‘ficado religioso, casi del mismo modo como si no fuera cristiano. ¿Qué 
queremos decir, sin embargo, cuando hablamos del seglar cristiano en 
cuanto lo distinguimos del clero y de los religiosos ?”. 


b) "La palabra seglar tiene un sentido eclesiológico; designa la 
cualidad propia de un miembro de la Iglesia en cuanto tal. Por tanto 
el seglar es un miembro del Cuerpo Místico, que ejerce su función 
eclesiástica en el sitio que ocupa en el mundo..." (p. 7). 


| c) “El seglar, en cuanto cristiano: 1) Es hijo de Dios... 


2) Contribuye a la Epifania 
de la Iglesia... 


3) Puede ser portador de ca- 
rismas... 


4) Participa de la misión de 
la Iglesia: El seglar toma necesariamente parte en la misión y en la 
responsabilidad de la Iglesia como miembro de la misma, según la 
dimensión de la gracia interior y del puesto que le compete en el pla- 
no casi sacramental de lo visible. No es solamente usufructuario de su 
actividad, sujeto de su gobierno, beneficiario pasivo de su legación 
misionera; sino que, al pertenecer al Cuerpo Místico de Cristo, le ha- 
ce, por naturaleza, participar activamente en la misión y en el manda- 
to de la Iglesia, y a su vez, en la medida en que esta misión y este 
mandato pueden y deben ser atribuídos a la misma en su conjunto y 
en la medida también en que, bajo una forma determinada, no cons- 


4 Trata a continuación de ilustrar esta doctrina con dos clases de hechos que tuvieron lugar 
en la historia de la Iglesia: a) Existieron antiguamente abadesas que ejercieron de modo per- 
manente el derecho de patronato sobre algunas iglesias; muchas veces eran también mujeres 
las que detentaban la autoridad sobre las famosas “iglesias propias". b) También se dieron ca- 
sos de elección para Romano Pontífice de algún seglar; y pregunta entonces el P. Rahner: 
“¿Es que podemos llamar laico al Papa así elegido antes de haber sido ordenado de presbítero y 
consagrado Obispo?"; la respuesta, claro está, en su doctrina tiene que ser negativa. (Cfr. 
L'apostolat des laícs, en "Nouvelle Revue Theologie", enero de 1956, p. 6). 
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tituyen precisamente la diferencia esencial entre los laicos y ciertos 
miembros de la Iglesia” (p. 9-11). 


III. PRINCIPALES CONFUSIONES DOCTRINALES 


Son muchos los defectos de que adolece la exposición del P. RAH- 
NER, y en tan cortas frases no comprendemos cómo puedan darse cita 
tal número de confusiones. Vamos a indicar las más notables: 


1.* Se confunden lamentablemente los conceptos de clerecía y de 
jerarquía; y además ninguna de las dos cosas se define y explica rec- 
tamente. 


2. Se hace depender la naturaleza laical o clerical de las perso- 
nas, no de lo que intrínsecamente las constituye tales, sino de ciertas 
actividades u operaciones suyas, cuando debemos recurrir a la cons- 
titución personal del sujeto, para saber de qué categoría son sus obras. 


3.* Se ignora la clásica y fundamental distinción que existe en- 
tre oficios eclesiásticos im sensu lato e in sensu stricto; consiguiente- 
mente se atribuye a aquellos la potestad de jurisdicción, que es exclu- 
siva de los últimos. 


4. No se explica satisfactoriamente en qué consistía la potestad 
que fue concedida a ciertas Abadesas en la antigüedad, y se deducen 
consecuencias exageradas de ello; así como también del hecho de que 
algunos laicos fueran elegidos válidamente Papas antes de recibir las 
órdenes. 


5.* Es demasiado pobre, y además bastante obscuro, el concep- 
to positivo del laico que trata de exponer el P. RAHNER. 

Para poder comprender exactamente el derecho que nos asiste a 
formular las quejas precedentes y tener abierto el camino que nos 
permita refutar al teólogo jesuíta, consideramos necesario exponer 
teórica e imparcialmente la doctrina teológico-jurídica sobre el estado 
clerical y la jerarquía eclesiástica; simultáneamente tendremos opor- 
tunidad de estudiar los demás extremos que son de interés y que for- 
man parte de la enardecida polémica. 


IV. CLÉRIGOS Y LAICOS 


. Por voluntad divina, la Iglesia fue constituída en forma de socie- 
dad desigual; es decir, debía estar integrada por dos clases de perso- 
nas bien diferenciadas entre sí: “Por divina institución —leemos en 
el canon 107— hay en la Iglesia clérigos y laicos, distintos unos de 


ee 


————— e 
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otros, si bien no todos los clérigos son de institución divina; tanto los 
clérigos como los laicos pueden ser también religiosos”. ¿Qué signifi- 


can esos nombres? ¿Cómo se distinguen esas dos clases de personas? 
Digámoslo brevemente. "pus 


1) Concepto de "laico". Esta palabra es un adjetivo que tiene 


su origen en el vocablo griego aos (pueblo), y significa popular, 
perteneciente al pueblo. 


_ San Pedro, en su primera epístola, emplea el término lao para 
significar el grupo de creyentes que había recibido el bautismo y con 
él la doctrina de Jesucristo: “Vosotros que antes no erais tan siquie- 
ra pueblo, ahora sois el pueblo de Dios". De ahí que en la primitiva 
Iglesia, los que se preparaban para el bautismo recibián el nombre 
de catecúmenos, y no eran agregados al pueblo cristiano mientras las 
aguas bautismales no lavasen sus cuerpos y purificasen sus almas; 
incluso hoy día la personalidad o ciudadanía en la Iglesia se adquiere 
únicamente mediante el bautismo*. Y los que estaban totalmente al 
margen de la comunidad cristiana eran considerados como gentiles. 


La palabra laico, por tanto, se aplica a aquella porción dichosa 
y escogida de almas que por el bautismo ha llegado a formar parte 
del pueblo cristiano, a integrar el Cuerpo Místico de Cristo, y a per- 
tenecer a la sociedad espiritual que llamamos Iglesia’. 


2) Concepto de “clérigo”. Tanto la palabra “clérigo”, como “cle- 
ro”, proceden del griego ximpoc, que significa lote, herencia, suerte. 


-En el Antiguo Testamento fue aceptada esta terminología para de- 
signar. a aquellas personas que habían sido segregadas por Dios de 
su pueblo, constituyéndoles en lote o herencia suya, escogiéndoles 
para su servicio. Los Apóstoles imitaron esta práctica cuando quisie- 
ron nombrar el sustituto de Judas, y echaron suertes (xA%pouc) en- 
tre Bársabas y Matías, quedando al fin este agregado a los once". 


2m Petr 2,10: 

6 “Baptismate homo constituitur in Ecclesia Cristi persona”. (can. 87). 2 

7 Damos, por consiguiente, a la palabra laico un sentido etimológico y tradicional; como 
algo contrapuesto a eclesiástico: “A limine removendum est ab hac apellatione (laicus) sensum 
pravum quae nunc passim habet; laicum hic tantummodo per oppositionem dicitur ad 
ecclesiasticum" (Cfr. AAS, XIII (1921), p. 189). Para evitar el sentido peyorativo de irreli- 
gioso o ateo que se ha dado al adjetivo "laico" solemos más comunmente en nuestro lenguaje 
castellano emplear el término "seglar". En efecto: seglar viene del latín "saeculum", que sig- 
nifica "siglo"; por consiguiente, seglar debe predicarse del que vive en el siglo, segün la for- 
ma de ser y de comportarse del pueblo. Nosotros sin embargo usaremos indistintamente ambas 
palabras. s 

8 Cfr. Hech. 1, 26.—He aquí una bella y provechosa explicación que de la palabra “clérigo” ' 
hace San Jerónimo: "Busque ante todo el clérigo que sirve a la Iglesia de Cristo la significa- 
ción de su nombre, y habiéndola hallado, procure con empeño ser aquello à que es llamado. 
Porque si en griego es lo mismo que suerte en latín, los clérigos son, por consiguiente, llamados 
así o porque son la suerte del Señor, o porque el Sefior es su suerte, esto es, la porción de su 


36 FR. ARTURO ALONSO LOBO 


La Iglesia continúa empleando esta terminología para designar 
a los ministros del Señor, que son los que median entre Dios y el 
pueblo en el altar, y los que representan a aquel en el gobierno de los 
fieles”. 


3) Cómo pueden ingresar los laicos en el estado clerical. Obte- 
nida la personalidad física en la Iglesia por el bautismo, es decir, 
constituído el hombre en laico mediante el “lavacrum generationis”, 
puede aspirarse y alcanzarse la naturaleza clerical mediante algún 
rito sagrado, es decir, el simple cristiano es escogido para servir más 
próximamente a Dios de instrumento en el culto divino y en la san- 
tificación de los fieles mediante lo que en la terminología eclesiástica 
se denominó “primera tonsura”: “Llámanse clérigos —enseña el De- 
recho— los que, al menos por la primera tonsura, están dedicados 


a los divinos ministerios”. 


Hablando, por lo tanto, en sentido teológico-jurídico riguroso, só- 
lo a los que han recibido la tonsura, y ánicamente a ellos, corresponde 
el calificativo de clérigos. Todos los demás miembros de la Iglesia 
integran lo que se llama el laicado. 


No conviene, pues, olvidar que “el concepto de seglar (o laico) 
—escribe SABATER MARCH— incluye dos elementos distintos: uno 
positivo, que es la condición de bautizado, y otro negativo, que es 
la exclusión de cualquiera de los grados de la jerarquía eclesiástica, 
que, por divina institución, existe en la Iglesia y distingue los clé- 
rigos de los seglares, aunque algunos de aquellos sean de institución 
humana (can. 107). De la unión de ambos elementos surge el estado 
de los seglares o laicos, que es la aptitud de éstos para mantener re- 
laciones morales y jurídicas en la Iglesia”. 


suerte o herencia. Aquel que es la herencia del Señor, o que tiene al Señor por herencia, debe 
vivir de tal manera, que pueda llegar a conseguir estas dos cosas: poseer a Dios y ser poseído 
por Dios. El que posee al Señor y dice con el salmista: el Señor es mi suerte, ¿puede tener 
algo fuera de Dios? Si tiene alguna cosa fuera de Dios, Dios no será su suerte, o la parte de su 
herencia" (Cfr. Epist. ad Nepotian., ML, 22, 531). 

? En nuestro lenguaje corriente, a la palabra usual castellana seglar corresponde la opuesta 
regular, aplicable al clero. El "regular" tiene un modo externo de ser y de comportarse distinto 
del pueblo; se acomoda a ciertas normas o reglas especiales de vida y se opone con su ejemplo 
a las novedades mundanas que cada día intentan modificar y contagiar de su espíritu frívolo 
cuanto tenga algún aspecto o carácter religioso.—Más en particular aún, este nombre de regular 
quedó consagrado para designar a aquellos cristianos que, abandonando el mundo, se entregan 
& la vida religiosa, bajo una regla comün de vida y votos solemnes. Comparados con ellos, incluso 
los obispos y sacerdotes que no son religiosos, pueden también llamarse seglares; y hasta da pie 
para ello el mismo Código de Derecho Canónico, al distinguir entre clero secular y clero religio- 
so, cuando dice, por ejemplo en el canon 491, $ 1: “El clero secular precede así a los laicos como 
a los religiosos fuera de sus iglesias, y aün dentro de ellas si se trata de una religión laical" 
(Cfr. can. 488, 5.9 y 7:9). 

10 Can. 108, 8 1. 

1. Cfr. Derecho constitucional de la Acción Católica. P. I, cap. II, $ 5, p. 22.—Barcelona, 
1950. 
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V EL ESTADO RELIGIOSO 


Porque en el canon 107 que hemos transcrito, y también en la 
polémica que nos ha dado pie para redactar estas páginas se habla 
y baraja la palabra "religioso" y el concepto de "estado religioso", 
debemos anticipar unas explicaciones sobre la materia. 


1) El estado religioso. Se define por el Código como "el modo 
estable de vivir en común, por el cual los fieles, además de los pre- 
ceptos comunes (a clérigos y laicos), se imponen también la obliga- 
ción de practicar los consejos evangélicos mediante los tres votos 
de obediencia, castidad y pobreza". 


_ Aunque fundamentalmente esta institución es de derecho positivo 
divino, porque fue Jesucristo quien promulgó o propuso dichos con- 
sejos, sin embargo como estado canónico fue establecido por la Igle- 
sia, con características propias que le distinguen del estado clerical 
y del laical. 


2) Cómo se ingresa en el estado veligioso. Entra el bautizado a 
formar parte de esta categoría de cristianos cuando "emite votos pü- 
blicos, sean perpetuos o temporales, en una sociedad aprobada por 
la legítima autoridad eclesiástica”. 


El hecho de esta adscripción al estado religioso no lleva consigo 
la pérdida de la categoria de laico o clérigo aue pueda tener la per- 
sona, sino que es compatible con ambos estados; por eso existen 
religiosos clérigos y religiosos laicos”, así como también religiones 
clericales y religiones laicales". Esa es la razón de que el canon 107 
advierta que tanto unos (los clérigos) como otros (los laicos) pueden 
ser religiosos". 

Que el Código de Derecho Canónico divida el tratado sobre las 
personas en tres grandes apartados (el de los clérigos, el de los reli- 
giosos y el de los laicos) se explica como medida práctica, pero no 
significa que exista realmente esa tripartita división constitucional de 
las personas que integran la Iglesia de Cristo. Incluso podía el legisla- 
dor eclesiástico haber hecho otra distribución de las personas, ya que 
las estudiadas en el apartado de los religiosos, constituyen diversas 
categorías: los religiosos propiamente tales, los que viven en común 
sin votos públicos, y los aue ni viven en común ni emiten votos pú- 
blicos y se conocen en la Iglesia como "Institutos Seculares". Todos 
ellos son estados de perfección; pero sólo a los primeros corresponde 
en rigor el título de religiosos. 


12 Can. 487. 
13 Can. 488, 1.0 
M Can. 488, 4.2 
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VI LA JERARQUÍA SAGRADA 


“La Iglesia —dice Pío XII— es una sociedad y exige, por tanto, 
una autoridad y una jerarquía propia””. Para su recta organización 
y armónico desenvolvimiento ha de existir subordinación de unos 
miembros a otros; y esto no sólo de los simples fieles respecto a los 
clérigos, sino también de éstos entre sí. Por eso León XIII pudo es- 
cribir: “En la Iglesia han sido establecidos diferentes grados con di- 
versidad de funciones, a fin de que no todos sean apóstoles, ni todos 
doctores”. 

Actualmente la Iglesia declara terminantemente que “no todos 
los clérigos son del mismo grado; sino que entre ellos hay jerarquía 
sagrada, en la cual unos están subordinados a otros"". ¿Qué signi- 
fica, pues, esa palabra, qué clases de jerarquía existen, y cuántos 
grados pueden darse dentro de la misma? 


1) Noción de jerarquía. Si nos atenemos al origen etimológico 
de la palabra, “jeraquía” quiere decir principado sagrado (del grie- 
go pa que significa sagrado, y dapyn es decir, principado > 
poder). 

Propiamente, pues, y en todo rigor gramatical, jerarquía sólo es 
aplicable al campo religioso, puesto que el concepto encerrado en su 
etimología es esencialmente sagrado. Por extensión, sin embargo, y 
en sentido amplio, se ha llegado también a emplear modernamente 
en las instituciones de orden militar o civil. 


2) Doble consideración de la jerarquía. Ese principado sagrado 
de que venimos hablando puede considerarse bajo dos puntos de vis- 
ta: objetivamente, en cuanto significa la potestad conferida por Cris- 
to a sus Apóstoles y a los legítimos sucesores de éstos, para que go- 
biernen la Iglesia, celebren y distribuyan en ella los misterios sacro- 
santos de la religión cristiana; y subjetivamente, o como sinónim> 
de la pluralidad de personas que en grado distinto participan de aque- 
llos poderes sagrados, ordenándose entre sí según cierta gradación 
jerárquica. 


a) La jerarquía “objetivamente” considerada: La potestad con- 
ferida por Jesucristo a sus Apóstoles, para que se trasmitiese inin- 
terrumpidamente, es doble: de orden y de jurisdición”. 


1) El orden es un “poder” sagrado que habilita a la persona pa- 
ra colaborar con Dios en la santificación de las almas, mediante el 


15 Cfr. Mediator Dei, AAS, XXXIX (1947), 538. 
16 Cfr. Enc. Quod Apostolici, AAS, XI, pág. 372. 
Y Can. 108, $ 2. 
18 Can. 108, $ 3. 
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ejercicio del culto litúrgico y la administración de los sacramentos 
y sacramentales. 


2) La jurisdicción es el “poder” público que capacita para ense- 
ñar y regir a los fieles, en tal forma que puedan ser conducidos a su 
fin sobrenatural, es decir, a la vida eterna. 

La diferencia que media entre ambas jerarquías o poderes es pro- 
funda y realísima: tienen origen distinto, propiedades diversas, fin 
próximo y, algunas veces, sujeto diferente. Efectivamente: la potes- 
tad de orden proviene de la sagrada ordenación; la de jurisdicción 
depende de la misión canónica. Es propio del orden el que nunca 
pueda impedirse su válido ejercicio; en contraposición a la potestad 
de jurisdicción, que puede ser reducida, suspendida o retirada a vo- 
luntad del Superior. Aunque ambas facultades o poderes tiendan 2 
un común fim (la vida eterna para todos los hombres), sin embargo, 
lo procuran de diverso modo: el orden santificado a las almas, y 
la jurisdicción gobernándolas y enseñándoles el verdadero camino del 
cielo. El sujeto de una y otra facultad no siempre es el mismo: existen 
muchos clérigos que no gozan de poder jurisdiccional alguno; y aná- 
logamente “podría” darse el caso de algún laico que recibiera la ju- 
risdicción eclesiástica sin haber obtenido antes las órdenes sagradas. 
De estos casos hablaremos más adelante. 

A pesar de esta diferencia radical que existe entre las dos jerar- 
quías, sin embargo, ambas, por derecho común eclesiástico, guardan 
entre sí íntimas relaciones por ser, las dos, potestades sobrenaturales 
ordenadas a un fin común y radicar, por lo general, en los mismos 
sujetos. Así lo declara expresamente .el Derecho. Canónico: “Sólo 
los clérigos son capaces de obtener las potestades tanto de orden co- 


mo de jurisdicción eclesiástica””. 


b) La jerarquía considerada “subjetivamente”: Uno y otro po- 
der (el de orden y el de jurisdicción) pueden ser participados indepen- 
dientemente, como dejamos dicho, en muy diferentes grados y por dis- 
tintos sujetos. : 

Los grados de la potestad, tanto de orden como de jurisdicción, que 
son de institución divina, constituyen a quienes los reciben en la je- 
varquia de derecho divino correspondiente. Y, por el contrario, la par- 
ticipación de los grados o poderes jerárquicos establecidos por la Igle- 
sia introduce a sus usufructuarios en la jerarquía de derecho eclesiás- 
tico respectiva. 

Fijándonos ya concretamente en estos diversos grados y en las 
personas que se hallan constituídas en alguna de estas dignidades, re- 


sulta que: 


19 Can. 118. 
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1’) “Por divina institución, la jerarquía sagrada de orden consta de 
Obispos, presbíteros y ministros". 

"Además hay otros , grados en la jerarquía de orden, que son de 
institución eclesiástica?"" , es a saber: el subdiaconado, acolitado, exor- 


cistado, lectorado y ostariado?. 


2’) “Por derecho divino también la sagrada jerarquía de jurisdic- 
ción consta de dos grados: el Pontificado Supremo y el Episcopado 
subordinado a él”. 

“Existen además, como en el caso anterior, otros grados de insti- 
tución eclestástica*”, a las cuales se han concedido participaciones del 
poder de jurisdicción para ayudar al Papa y a los Obispos en el go- 
bierno de la Iglesia, v. gr.: los Cardenales, Romanos Dicasterios, Le- 
gados del Romano Pontífice (éstos no siempre, según se desprende 
del canon 265), Patriarcas, Metropolitanos, Nuncios, Vicarios y Pre- 
fectos Apostólicos, Vicarios Capitulares y Generales..., Todos estos re- 
ciben la potestad jurisdiccional, por derecho eclesiástico, de los grados 
supremos instituídos por Cristo, que son, ya lo *dijimos, el Romano 
Pontífice y los Obispos. 

Luego, todos los grados de la jerarquía sagrada, ya sea de jurisdi- 
ción, ya de orden, se encuentran participados única y exclusivamente 
por el elemento clerical, puesto que todas las personas que acabamos 
de mencionar, antes de recibir la potestad de jurisdicción fueron ya, 
no sólo tonsurados, sino también ordenados de presbíteros. 


3) Cómo se imgresa en la jerarquía sagrada. Acabamos de afirmar 
que, tanto la jerarquía de orden como en la de jurisdicción, ya se 
la considere objetiva o subjetivamente, puede ser de derecho divino 
y de derecho eclesiástico, según dependa su institución del mismo Cris- 
to o haya sido establecida por la Iglesia. Expliquemos ahora el modo 
cómo tiene lugar, es decir, el medio por el que se realiza esa inserción 
en una y otra clase de jerarquía. 


a) En la jerarquía de "orden". 1’) De derecho divino. Se ingre- 
sa en ella recibiendo el sacramento del orden creado por Jesucristo 
en su materia y en su forma y por el que se constituven 'solamente 
los Obispos, presbíteros y ministros (i. e., los diáconos*). Negar esta 


20 Can. 108, $ 3. Cfr. Denz. 966-969.—Entendemos aquí por “ministros” a los diáconos. 

21 Can. 108, $ 3. 

22 Can. 949.—La tonsura, aún cuando se llame “orden” (can. 950), propiamente no cons- 
tituye, a quien la recibe, en la “jerarquía de orden”, puesto que sólo confiere la capacidad ju- 
rídica para recibir las órdenes, que son efectivamente las que hacen la selección entre los laicos 
y consagran a cierto número de ellos “para el gobierno de los fieles y para el ministerio del 
culto divino” (can. 948). Los tonsurados, sin embargo, son jurídicamente clérigos (can. 108, $ 1). 

23 Can. 108, $ 3. : 

24 Td. ib. 

25 Can. 108, $ 3. 
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verdad sería incurrir en la herejía condenada por el Tridentino: “Si 
dijera alguno que en la Iglesia Católica no se da una jerarquía, ins- 
tituída por mandato divino e integrada por Obispos, presbíteros y mi- 
nistros, sea anatema*”. i 

_ Estas palabras incluyen también la afirmación negativa siguiente: 
Ninguna persona ajena a los tres grupos mencionados, puede vindicar 
para sí la pertenencia a la jerarquía eclesiástica de orden de derecho 
divino. 

2". De derecho eclesiástico: Pertenecen a esta jerarquía sólo 
aquellas personas que hayan recibido alguna de las órdenes instituídas 
por la Iglesia, en virtud de la potestad administradora suprema sobre 
los sacramentos que Cristo le concediera”. 

El Concilio Tridentino explica el por qué de esta nueva categoría 
jerárquica en la potestad de orden, muy sabiamente instituída por la 
Iglesia: “Como el ministerio de tan santo sacerdocio es algo divino, fue 
conveniente —para poder ejercerlo más dignamente y con mayor ve- 
neración— que existiesen en la Iglesia, por sabia disposición, muchos 
y diversos órdenes de ministros, dedicados a auxiliar al sacerdocio 
por oficio, y de tal manera escalonados, que los distinguidos con ton- 
sura clerical ascendiesen a las órdenes mayores por las menores. Así, 
vemos que la Sagrada Escritura menciona claramente no sólo a los 
sacerdotes sino también a los diáconos, enseñando con severísimas pa- 
Jabras, sobre todo, las cosas que deban observarse en la ordenación 
de aquellos. Y así mismo consta que, ya desde los orígenes de la Igle- 
sia, se ejercieron —aunque no en igual grado— con estos nombres de 
subdiácono, acólito, exorcista, lector, ostiario, los distintos órdenes 
y sus ministros correspondientes””. 

Quedan, por consiguiente, fuera de todo orden jerárauico y carecen 
del grado más mínimo de semejante principado los simples laicos. 


b) En la jerarquía de “jurisdicción” : Explicada en la primera par- 
te del canon 109 la forma de ingresar en la jerarquía de orden, se proce- 
de en la segunda a señalar la manera de llevarlo a cabo en la jerar- 
quia de jurisdicción, en la que también existen grados instituídos por 
Cristo y grados establecidos por la Iglesia. 


1’) Por derecho divino pertenecen a la jerarquía de jurisdicción el 
Romano Pontífice, elegido legítimamente y una vez aceptado el cargo, 
y también los Obispos a él sometidos y con cura de almas”. 


2’) Por derecho eclesiástico existen otros grados en los aue se 


% Cfr. Denz. 966. 4 
27 Can. 109, $ 1. Que la Iglesia tenga potestad administradora suprema sobre los siete sa- 


cramentos, es doctrina del C. Tridentino en la Ses. XXI, cap. 2; cfr. Denz. 931. 
28 Con. Trid., ses. XXIII, cap. 2; cfr. Denz. 958, 962. 
29 Cc. 108, $ 3 y 109. 
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constituyen las personas mediante la misión canónica o mandato legí- 
timo de los competentes superiores eclesiásticos”. P 

Ambas cosas habían sido afirmadas por Santo Tomás con las si- 
guientes palabras: "La potestad espiritual es doble: una sacramental 
y otra jurisdiccional; la primera se confiere por medio de la consagra- 
ción (es decir, la de orden), y la segunda por la simple comisión hecha 
por el Superior (o sea, la de jurisdicción)". VEN 

Por no comprender bien el alcance de estas palabras, pudieran al- 
gunos creer que todos los bautizados son sujetos igualmente aptos para 
recibir, con la “misión canónica”, los poderes sagrados que les engar- 
cen en la jerarquía de jurisdicción. Conviene, pues, detenerse a exa- 
minar quiénes son los cristianos aptos para recibir esa potestad sagrada. 

¿Pueden las mujeres obtener la potestad de jurisdicción? Mucho han 
discutido los canonistas y teólogos acerca de esta cuestión, y aün no se 
han puesto de acuerdo. Hay quienes niegan totalmente a las mujeres 
la capacidad radical para sustentar, y consiguientemente para ejercer, 
ese poder sagrado; otros juzgan que, por derecho divino, no consta 
de su inhabilidad absoluta. 

De todas formas, hoy el Derecho Canónico da por suprimidos los 
privilegios en contrario que alguna vez pudieran haber existido y nie- 
ga a las mujeres la aptitud para recibir esos poderes sagrados. “Las 
mujeres —dice el P. ManRoro— no pueden poseer jurisdicción ecle- 
siástica (segün opinan todos los autores); v tanto es así que, en nues- 
tros días, ni a modo de dispensa, ni por el mismo Romano Pontífice, 
se ha concedido nunca esa potestad. Si en otro tiempo aparecieron 
clertos previlegios pontificios en favor de la mujeres, poniendo a su 
alcance al menos el ejercicio externo de la jurisdicción, hoy han queda- 
do totalmente abolidos*””. 

¿Pueden los varones laicos recibir la potestad jurisdiccional? Todos 
conceden que por derecho divino los laicos (varones) son sujetos idó- 
neos para obtener la potestad eclesiástica de jurisdicción, y “no se pro- 
hibe, absolutamente hablando, que por razón extraordinaria participen 
de ella alguna vez?". 

Admitida esta doctrina general, es necesario agregar inmediata- 
mente que, según el derecho común vigente, los seglares de que tra- 
tamos, son totalmente inhábiles para sustentar esa potestad, que ha 
sido reservada exclusivamente para los clérigos: “Solamente los cléri- 
gos —leemos en el canon 118— pueden obtener la potestad de jurisdic- 
ción"; y está fuera de las atribuciones de los Prelados inferiores al 
Romano Pontífice dispensar en semejante ley eclesiástica, ni siquiera 
amparados en el canon 81. 


30 Can. 109. 

31 TI.IT, 39, 3. 

32 Cfr. Maroto, Institutiones Juris Canonici, t. I, n. 576, B. 
33 Cfr. dd. ib., n. 576, C y n. 575. 
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VII. CONTESTANDO AL P. RAHNER 


Desconectados en parte de las teorías del P. RAHNER por la exposi- 
ción doctrinal que acabamos de hacer, volvamos nuestra considera- 
ción a las principales afirmaciones en las que radica su movedizo fun- 
damento teológico y jurídico; y hagámoslo sin perder de vista lo que 
ya dijimos sobre la diferencia que existe entre clérigos y laicos, y tam- 
bién respecto a la sagrada jerarquía, tanto de orden como de jurisdic- 
ción; con ello tenemos abierto el camino para enjuiciar las cuestiones 
principales que se susciten en este terreno. 


1.—Para distinguir al seglar del no seglar, el teólogo jesuíta se fi- 
ja únicamente en “que estén, o no, en posesión legítima y habitual de 
una parte cualquiera de un poder litárgico o jurídico"; y desecha ex- 
presamente la consideración del “modo de transmisión de esos pode- 
res”. Este sistema es la causa precisamente de que llegue después a 
caer en abultados errores. 


Independientemente de los poderes habituales a que nos referimos 
y antes incluso de tenerlos en consideración, el cristiano es, o no, cléri- 
go en razón de que haya recibido, o carezca, de la sagrada tonsura ; 
los que habiendo sido bautizados, carezcan de la tonsura son ünica v 
exclusivamente laicos. Por lo mismo, es inadmisible la siguiente afir- 
mación que hace el autor citado: "Una mujer puede pertenecer per- 
fectamente al clero”*; ni ayer, ni hoy, ni mañana existirá esa catego- 


ría femenina clerical. 


2.—Como los poderes jerárquicos de orden y de jurisdicción de he- 
cho sólo pueden transmitirse a los sujetos que previamente sean cléri- 
gos, síguese que los laicos no pertenecen en modo alguno ni a la jerar- 
quía de orden ni a la de jurisdicción. 


3.—El P. RAHNER confunde la jerarquía con la clerecía, y llama 
clérigos a todos los que él considera depositarios de algún poder jerár- 
quico. Tampoco está bien hecha la deducción. 

Es cierto que todos los que están ordenados pertenecen a la jerar- 
quía de orden; pero no todos ellos han alcanzado algün grado de la 
jerarquía de jurisdicción: existen muchos sacerdotes que no tienen la 
más mínima potestad jurisdiccional, ni en el fuero externo ni en el in- 
terno. Además, recordemos que los varones laicos, por derecho divino, 
no son inhábiles para recibir la potestad jurisdiccional; consiguiente- 
mente, si la Iglesia creyera oportuno, podría colocarles en algün grado 


34 Traducimos esta frase directamente del original francés, desechando la versión aparecida 
en “Ecclesia”, en el número citado al principio porque al inconveniente. de ser fragmentaria, 
reúne el defecto de estar bastante mal hecha. En este punto concreto interpola una ecce 
inexplicable, ya que traduce: “Una mujer virgen puede pertenecer perfectamente al clero". 
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de la jerarquía de jurisdicción de derecho eclesiástico, sin que por ello 
pasasen a ser clérigos, ni a pertenecer a la clerecía. 


4.—Cree el jesuíta alemán que por el hecho de “estar en posesión 
legítima y habitual de una parte cualquiera de un poder litúrgico o ju- 
rídico, el bautizo deja ya de ser simplemente seglar”, porque obtiene 
la potestad de orden o de jurisdicción. Eso le parece que sucede con 
“los catequistas seglares, los ayudantes parroquiales, los sacristanes,... ; 
los cuales, sin estar ordenados, no son ya propiamente laicos, si la ac- 
tividad que se les encomendó constituye una función preeminente”. 

Repetimos con el derecho canónico que “los que son admitidos en 
la jerarquía de orden, no lo son por el consentimiento o el llamamien- 
to de nadie..., sino única y exclusivamente por la sagrada ordena- 
ción”. Como la razón de ser laico estriba precisamente en carecer 
hasta de la orden inferior, dentro de la escala jerárquica que existe 
entre todas ellas, se sigue que esos oficios que comentamos no son fru- 
to de la potestad de orden, ni la engendran en el sujeto a quien se con- 
fían, ni hacen perder a la persona su condición laical. 

De que sean los seglares quienes regenten algunas veces esos oficios 
de “catequistas, ayudantes parroquiales, sacristanes, etc.”, tampoco 
es lícito deducir que se hallan por eso en posesión de la potestad juris- 
diccional. Podía el autor haber añadido también otras actividades a 
las que son admitidos los laicos en la Iglesia, sin que por ello estuvié- 
ramos autorizados para sacar esa conclusión; tales serían, por ej., la 
potestad que tienen los Superiores religiosos laicos sobre sus súbditos, 
el oficio de cursores y alguaciles en la Curia eclesiástica, los vocales 
laicos del consejo de administración diocesana y parroquial, el derecho 
de patronato, etc.”. Todos esos oficios son eclesiásticos en sentido am- 
plio, por contraposición a otros, v. gr., el de Vicario General, Párro- 
co, Provisor, Superior religioso clerical exento, etc., los cuales se lla- 
man oficios eclesiásticos en sentido estricto, y que son los únicos que 
“llevan aneja una participación de la potestad sagrada de jurisdic- 
ción”; éstos pueden confiarse únicamente a los que sean clérigos. 

Con mucha razón pudo escribir un canonista, hablando de la dis- 
tinción que existe entre clérigos y laicos: “La diferencia entre clérigos 
y laicos es esencial, y consiste en esto: los clérigos poseen bien la po- 
testad de orden, bien la de jurisdicción; en cambio los laicos están 
privados de ambas". 


35 Can. 109. 

3$ Ya hemos analizado detenidamente en otras ocasiones estos casos y algunos más, llegando 
a la conclusión manifiesta de que no son funciones jurisdiccionales. Cfr. ARTURO ALoNso Lomo, 
Laicología y Acción Católica, P., cap. IV, pp. 99-193.—La potestad de régimen y los seglares en 
la Iglesia, en “La Ciencia Tomista”, LXXXII (1955), 285-308. 

37 Can. 145, $ 1. 

38 CORONATA, Institutiones Juris Canonici, vol. I, n. 164. 
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5.—Para poner más de manifiesto que los laicos, incluso las muje- 
res, pueden estar en posesión de poderes jurisdiccionales y tener la 
naturaleza clerical, el P. RAHNER se remonta a los tiempos en que cier- 
tas abadesas ostentaban funciones de gobierno extraordinarias, goza- 
ban del derecho de patronato e intervenían como parte principal en las 
llamadas “iglesias propias”. | 
_ Aun precindiendo de la categoría de semejantes poderes eclesiás- 
ticos, no es licito deducir que causaran en el sujeto la naturaleza cle- 
vical; ésta se obtiene —repetimos una vez más— únicamente por la 
ordenación, que “sólo están capacitados para recibirla los varones”, 
no las mujeres. i 

Recordando ahora lo que dejamos escrito sobre la posibilidad —se- 
gún algunos— de que las mujeres puedan obtener, por derecho divino, 
esas prerrogativas jurisdiccionales, no constituiría un absurdo el que 
la Iglesia hubiera confiado, en algunos casos la potestad y su ejercicio 
práctico a algunas mujeres, religiosas o no. 
No quisiéramos, sin embargo, obligar a nuestros lectores a dar por 

supuesta esa real participación de la potestad jurisdiccional en las su- 
sodichas abadesas; se idearon otras explicaciones legítimas del hecho 
sin llegar por ello necesariamente a la conclusión anterior. Segün al- 
gunos, lo que se les otorgó no fue /a potestad sagrada en sí misma, an- 
tes bien su libre e independiente ejercicio; otros les niegan la potestad 
y su ejercicio autónomo, y explican los actos jurisdiccionales que ellas 
realizaban en función y dependencia de una autoridad superior, quien, 
al consentirlos, los aprobaba e informaba jurídicamente, comunicán- 
doles por la simple ratihabición su valor eclesiástico. 

Quizá esta forma de proceder denuncie un afán excesivo por justi- 
ficar todo lo que hicieron nuestros antepasados, dando lugar a solucio- 
nes ridículas, o al menos artificiales. Ante ciertos hechos consumados 
.que registra la historia, sería algunas veces más honrado decir que no 
todo lo que tuvo lugar en la antigüedad eclesiástica, se hizo rectamen- 
te; antes de llegar a poseer la disciplina clara y precisa que hoy tene- 
mos, fueron inevitables muchos abusos y confusiones que debían ser 
subsanados por medios indirectos, v. gr., acudiendo a la supleción de 
la jurisdicción en caso de error común, etc.”. 

Cualquiera que haya sido la realidad de esos hechos antiguos, no 
podemos en la actualidad prescindir de la legislación eclesiástica, que 
excluye totalmente a las mujeres de la escala jerárquica jurisdiccional; 
-ni tampoco de la doctrina teológica que las considera incapaces de re- 
cibir la potestad de orden. 


29 Can. 968, $ 1. 
4 Cfr. Maroto, Institutiones Juris Canonici, n. 576; 


Madrid, 1944. 


Escrivá, La abadesa de las Huelgas, 
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6.—Con el fin de justificar la tesis de que se puede pertenecer al 
clero sin haber recibido orden alguna, el P. RAHNER se remonta a los 
tiempos en que legitimamente fueron nombrados para el Supremo Pon- 
tificado personas seglares”; y considera un absurdo teológico tenerles 
por laicos cuando ya son Papas, aunque todavía no hayan recibido ni 
siquiera la primera tonsura. 

Aunque a primera vista resulte extraño imaginarse a un Papa que 
sea seglar, no hay ninguna repugnancia en admitirlo, si a la legítima 
designación del cargo no precedió aún ordenación alguna. Esa persona 
tendría el grado supremo en la jerarquía de jurisdicción, y carecería 
del más mínimo en la de orden. Parece que se dieron bastantes casos 
de subdiáconos, diáconos y simples presbíteros que fueron creados Pa- 
pas antes de ser Obispos; en semejantes circunstancias también eran 
superiores a los Obispos en cuanto a la jurisdicción se refiere, y sin 
embargo no poseían igual dignidad que éstos por lo que atañe a la po- 
testad de orden. Existe incluso en nuestros días la posibilidad de que 
tales hechos se repitan, máximamente cuando se trate de candidatos 
“papables” que, siendo únicamente presbíteros, ocupen un grado in- 
ferior a los Obispos en la jerarquía de orden*. 

Se hizo eco de esta cuestión el actual Romano Pontífice, al distin- 
guir perfectamente el elemento seglar del clerical, por razón de la 07- 
denación. Da por supuesto que si un seglar fuese elegido Papa, conti- 
nuaría en la condición de laico, poseyendo la suprema potestad de ju- 
risdicción, mientras no recibiera las órdenes. Dice Pío XII: “Si un 
seglar fuese elegido Papa, no podría aceptar la elección más que a con- 
dición de ser apto para recibir la ordenación y estar dispuesto a ser 
ordenado; el poder de enseñar y gobernar, así como el carisma de la 
infalibilidad, le serían concedidos a partir del instante de su acepta- 
ción, incluso antes de su ordenación”* 


7.—Nos parece bastante pobre, y además se expone por el P. RAH- 
NER con poca claridad, el concepto positivo del laico. Para no alargar 
demasiado esta nota aclaratoria en la candente polémica suscitada en 
Francia, no queremos detenernos a desentrañar todo el contenido y la 
naturaleza del estado laical, ni a exponer los derechos que competen 
a los seglares en la Iglesia de Cristo; en nuestra patria existen bastan- 


11 "M. ANDRIEU, La carriere ecclesiastique..., pp. 92-97 da la cifra impresionante de más de 


treinta Romanos Pontífices que en el espacio de tiempo que va desde el final del siglo II al 
siglo IX, cifieron la tiara pontificia, siendo solamente diáconos. San Silverio era subdiácono. 
San Fabián era laico"; cfr. DoMiciaNo FERNÁNDEZ, C. M. F., Distinción entre episcopado y 
presbiterado y su problemática respecto al ministro extraordinario del sacramento del orden, 
p. 53. Madrid, 1956. 


42 Esto ocurriría si fuese elegido Papa un Cardenal perteneciente al "orden diaconal", o un 
simple sacerdote. 


533 Discurso de Pío XII al II Congreso Mundial de Apostolado Seglar (5-10-1957);. cír. 
"Ecclesia", XVII (1957), 1186. 
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tes trabajos sobre la materia que pueden ilustrar a quien sienta interés 
por ella“, y de los que es lástima hagan caso omiso los autores extran- 
jeros cuando escriben o discuten sobre dichas doctrinas. 

Lo dicho hasta aqui basta para tener ideas claras que ayuden a dis- 
tinguir a los clérigos de los laicos, y que permitan vislumbrar la dife- 
rente situación de unos y otros en la sociedad eclesiástica de la que am- 
bos forman parte; y servirá también para evitar el confusionismo a 
que podrían dar lugar las dos revistas españolas que tan benévola, pero 
incomprensiblemente, dieron acogida a las doctrinas del P. RAHNER. 


* * * 


Quedan por estudiar las ensefianzas del mismo tedlogo sobre el 
apostolado seglar, y que son una aplicación, en parte, de la doctrina 
precedente que acabamos de refutar: de bases falsas no pueden espe- 
rarse conclusiones verdaderas, aún discurriendo en buena lógica. Pero 
esto ofrece materia suficiente para otro trabajo que, en fecha poste- 
rior, quizá podamos ofrecer a nuestros lectores. 


FR. ARTURO ALONSO Lobo, O. P. 


Catedrático de Derecho en la Facultad Pontificia de San Esteban (Salamanca) 


34 Ofrecemos al lector tres de las principales fuentes en las que hallará expuesta la doctrina 
sobre el laicado: Joaguin SABATER Marcu, Pbro. Derechos y deberes de los seglares en la vida 
social de la Iglesia; Edit. Herder, Barcelona, 1954; pp. 1002.—X7II Semana Española de Leo 
logía (Actas), que contiene los trabajos de diversos autores en torno a la “teología del laicado ; 
editado por C. S. I. C., Madrid, 1954.—ARTURO ALONSO Loro, O. P., Laicología y Acción Ca- 
télica; Edit. "Studium", Madrid, 1955; pp. 443. 


id 


ix I ae "M atat ote eru ly Nomen nis 

Bray mi V pasty Gabi ais agp: raiola atii. 
Mr i ccu D swa "—— 
AE i hri T bes in E 1 di Bw "M » ie Mx al A 
ea 13 kid Ra d ins ng : 
Lu e aa 30b Pi ab. priet a ‘ano? Lh 
rie fa Ms npe tabs. ont 5 Lb a Sat us 
EUG HE 250551 atop prion aha 
pL E st at dm. pg To de du. E 


= 


cs 


: z3 MS "S "MS A HEY sitat be 
i iE p ur Kiri ^ f e : A ie E i E "n 


ra i ! pe 
PE Ue ^ dco gust aan RR EN de 
| ^ "wii AR 
; 2 E A Stan dci age oni, suk: d sisi meo Pm ionic! p nini 
EN! bp : iM b LA a 3 SSA AN a. CUT OIN 
VORNE 5 ^ M. | ‘i it TROT SURE i ee ite | 
A Selle da Da sr od ite ar RS AN 
Pad Prado ed A EN Do 


AM NT n2 ^ ioe Jt ad O af (A Mean VN e , VA AA + 
: Am "UA LA i. 1 cp e A ey. Lu 
is E y y fv, AOA Y R | k » P e i L i | $ M ció Mic 


Pei pe EHA a e! ALY 4 E , E". aie pe 


Í IZ I y 
| ~ "ME "a d 
h TUNE ob amo 
| g 
an , AE ROPA AA vo SV | 
LAT t { d | Hn» | 
^ Peter 1 A v d ET 
nee ! 
, a ve db js - M 
1 


nae sir i "n 


n | hie: | gi a " Perd 4 Ae re AM | 4^ X RU Pi ^ lx E w | 
MOD T e ae SERE NTC TT yrs cut isk p ys 


| 
n te 
m bi "MI n ^w J PE. P | 
‘ | 4 EN ] | l j 3 bI. : , LN MORS 
' j E Y -— JE. 4 p "n y f o 
3 Mr P " * ii A i i Y 
! ; ; rch wi Aet í 
Aree Pa 4 f 
b 
Zt 
3 TA int 
V 


AL M y a 

T Pr Ces S "WE UD UIT 

| lé tuns Res 
ENV thr, ins e siet b PNIS V 

+ d "nr "Ln Kavar 


EL TRIBUNAL EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES 


SUMARIO; $ I. Principios generales en su relación con el proceso matrimonial. 
A) Jerarquía de los tribunales. B) Clasificación de los tribunales. C) Figuras o 
personas del tribunal. $ II. Potestad del Obispo en el proceso matrimonial. $ III. 
Juez principal en laa causas matrimoniales. A) En las causas de nulidad. B) En 
las demás causas matrimoniales. $ IV. El provisor y los jueces sinodales. Cualida- 
des. Excepción de incompetencia y de sospecha. El principio de identidad de los 
jueces. Designación del provisor y de los jueces sinodales. Facultad de delegar. 
$ V. Las otras clases de jueces. Jueces adjuntos. Juez relator o ponente. Juez de- 
legado, auditor o juez auxiliar y jueces asesores. $ VI. Modo como el tribunal ha 
de proceder en las causas matrimoniales. A) Impulso del tribunal e impulso de las 
partes en la constitución del proceso, en la alegación de las pruebas y en la evo- 
lución de la causa. B) El tribunal colegiado procede colegialmente. Competencia 
del presidente. $ VII. Los oficiales del tribunal y su modo de proceder. El pro- 
motor de justicia o fiscal. El defensor del vínculo. El notario o actuario. Cursores, 
alguaciles y otros ministros inferiores. Conclusión sobre el alcance y significación 
del presente estudio. 


$ I. PRINCIPIOS GENERALES EN SU RELACIÓN CON EL PROCESO 
MATRIMONIAL 


A) La jerarquía de los tribunales. Sobre toda jerarquía de los tri- 
bunales hállase la persona augusta del R. Pontífice, a quien todo fiel 
puede llevar o introducir una causa, para que la juzgue, en cualquier 
grado del juicio. Este recurso, por ser extraordinario y personal, care- 
ce de efecto suspensivo (canon 1569). 


Dentro de la jerarquía normal de los tribunales distínguese prime- 
ramente, como es sabido, el tribunal diocesano o del Obispo y de aque- 
llos que se le equiparan. Ahora no hablamos de los tribunales religio- 
sos. Tampoco interesa describir aquí los tribunales del decano y del 
arcediano, inferiores al Obispo, que existían en el Derecho de las De- 
cretales. Su potestad fue notablemente coartada por el Concilio Triden- 
tino' y finalmente quedaron abolidos por la costumbre contraria o por 
el desuso. 


1 Conc. Trid., sess. 13, c. 20 de ref; sess. 24, c. 20 de ref. Bened. XIV, De Synodo dioecesa- 
namiib X Lily cap. 2, n.O 8585: 
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El segundo grado en el conocimiento de las causas corresponde nor- 
malmente al tribunal metropolitano y el tercero a la Rota Romana. 

La Signatura Apostólica no es, ordinariamente, tribunal de apela- 
ción sino más bien de casación respecto de las sentencias rotales, aparte 
de realizar una función propia de Tribunal supremo, velando por la 
observancia de las leyes precesales en los tribunales inferiores, especial- 
mente en el de la Rota Romana, y resolviendo. en determinadas cir- 
cunstancias, los conflictos de competencia en los demás tribunales. 
Particularmente, como se consigna en el canon 1603, $ I, n.° 5.*, co- 
noce “ de los recursos contra las sentencias de la Rota en las causas 
matrimoniales cuando ella rehusa admitirlos a nuevo examen”. Se 
comprende fácilmente de qué recursos se trata aquí. Las causas ma- 
trimoniales, por versar acerca del estado de las personas, no pasan 
nunca a cosa juzgada, por lo cual siempre pueden admitirse a nueva 
instancia, no obstante de haber recaído sobre ellas dos sentencias con- 
formes, o haber transcurrido inútilmente el plazo apelatorio, o concu- 
rrir alguna otra circunstancia que, normalmente, cierra el paso a la 
apelación. Con todo, en el supuesto de haberse ya dictado dos senten- 
cias conformes, son necesarios nuevos y graves argumentos para acep- 
tar la revisión de la causa en una nueva instancia. El determinar si ha 
de admitirse la revisión o nueva propuesta de la causa ya fallada corres- 
ponde no al juez o tribunal que dictó la última sentencia impugnada 
sino al juez ad quem o ante el que ha de proseguirse la causa. Pues 
bien, cuando este tribunal es la Rota Romana, si ésta se niega a revi- 
sar la causa matrimonial, cabe el recurso de que habla el canon 1603 
a la Signatura Apostólica, a fin de que ella decida si ha de admitirse 
el recurso, devolviendo en caso afirmativo la causa a la misma Rota 
Romana. 


El Santo Oficio juzga, con competencia exclusiva, en todo lo que 
directa o indirectamente, en cuanto al derecho o en cuanto al hecho, 
se refiere al privilegio Paulino (cc. 247 $ 3 y 1962). También juzga 
el Santo Oficio sobre los impedimentos de disparidad de cultos y de 
mixta religión, cuando éstas causas son llevadas a la S. Sede. Pero la 
constitución del S. Oficio cuando actúa como tribunal y todo su modo 
de proceder se regula por normas especiales, de las que en el Código 
no se hace mención alguna. 


En España, la jerarquía judicial, particularmente en lo que atañe 
a las causas matrimoniales, se halla ampliada y, en parte, modificada 
por la institución del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica, 
que es tribunal de apelación pero a veces puede juzgar las causas 
matrimoniales en primera instancia*. Esta falta de correspondencia 


2% Motu proprio de Pío XII "Apostolico Hispaniarum Nuntio", 7 abril 1947, 316-238; Ze 
NI ADD peel 55: 
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entre la serie de las instancias y el grado propio de los tribunales ocu- 
rre excepcionalmente en toda clase de causas. 


B) Clasificación de los tribunales. En cuanto a las clases de tribu- 
nales, tanto para las causas matrimoniales como para cualquiera otra, 
el tribunal puede ser singular o unipersonal y colegiado, ordinario y de- 
legado. Después estudiaremos cuándo para determinadas causas 
matrimoniales se requiere una clase también determinada de tribunal. 
Según la opinión hoy en día más probable, la sentencia dada por un 
tribunal delegado se considera dada por el tribunal ordinario corres- 
pondiente o del mismo grado, respecto del cual aquél no es jerárquica- 
mente inferior, y por tanto la apelación ha de dirigirse, no al delegante 
mismo sino al superior de éste en la escala judicial’. 


El tribunal de apelación se constituye de la misma forma que el 
tribunal de primera instancia (canon 1595 y art. 213 de la Instr. “Pro- 
vida” de 15 de agosto de 1936, y el tribunal delegado lo mismo que el 
ordinario. Añade el canon 1596 que “si la causa fue juzgada colegial- 
mente en primera instancia, debe también decidirse colegialmente en 
el grado de apelación y por un número de jueces no menor”. La pres- 
cripción de este canon no afecta por si misma a la validez del proceso 
apelatorio, con tal que no se infrinja ninguna otra ley que imponga 
bajo pena de nulidad un determinado y mínimo número de jueces, 
como sucede en las causas de nulidad matrimonial (cc. 1576 $ I y 
1892, 1.°). 

La ley canónica no se opone a que la causa juzgada por un tribu- 
nal colegiado sea después vista por otro tribunal de mayor número 
de jueces. Támpoco puede colegirse de la ley canónica que la causa 
vista por un solo juez deba ser juzgada también en ulteriores instan- 
cias por un tribunal unipersonal y no por un tribunal colegiado. Sin 
embargo, esta última prohibición se contiene en el proceso oriental: 
“si autem ab unico iudice, etiam in gradu appellationis ab unico iudice 


)) 4 


definienda est". 


C) Figuras o personas del tribunal. En là constitución del tribu- 
nal para las causas matrimoniales intervienen o pueden intervenir 
diversos figuras de personas, casi todas ellas comunes a los demás 
procesos. Estas figuras son el juez principal, ya singular ya colegiado, 
a quien compete dictar el fallo o sentencia judicial; el juez auxiliar 
llamado, fuera de la Rota Romana o española, auditor o instructor de 
la causa; el asesor o consultor del juez, cuando éste es único;el po- 


3 Cfr. nuestros "Estudios Canónicos", Madrid, 1956, p. 606. 
4 Motu proprio de Pío XII "Solicitudinem Nostram", 6 enero 1950, canon 16> ATAT SS v. 


42, p. 5 ss. 
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nente o relator en el tribunal colegiado; el juez delegado en el tribu- 
nal colegial para realizar un acto particular en nombre y representa- 
ción de todo el tribunal. En este caso el juez delegado forma parte 
del tribunal delegante como miembro que es del mismo. Todos éstos 
ejercen directa y activamente la potestad judicial o coadyuvan a su 
ejercicio, aunque no siempre participen de su jurisdicción. 

Las otras figuras que aparecen en el tribunal, si bien el oficio de 
alguna de ellas se requiere para la validez de las actuaciones procesa- 
les, como el oficio de actuario, no están propiamente destinadas a in- 
tegrar la personalidad del juez o coadyuvar en sus funciones de juz- 
gador, sino que tienen otras finalidades diferentes relacionadas con la 
administración de la justicia, como defender el interés público y ga- 
rantizar el cumplimiento de la ley, o dejar constancia fehaciente de lo 
actuado, o simplemente notificar o ejecutar las decisiones judiciales. 
Todos éstos a que ahora nos referimos pueden comprenderse en la 
categoría, más alta o más baja, de oficiales o auxiliares del tribunal; 
están en el tribunal pero no lo constituyen. Tales son el notario, el 
promotor de justicia, el defensor del vínculo, cuya actuación es tan 
destacada en las causas matrimoniales, los cursores y alguaciles. 

Todas las figuras que hemos hecho desfilar, en dos categorías dife- 
rentes, puede decirse, con razón, que constituyen el tribunal o, al me- 
nos, le prestan su ayuda, formando así lo que puede llamarse sujeto 
activo del proceso. 

Hay, empero, otras figuras o personas que intervienen en el proceso 
pero no en el tribunal, y por eso, distinguiéndolas o enfrentándolas 
con las primeras, decimos de ellas que se presentan ante el tribunal 
“sistunt coram iudice. Estas personas son las partes litigantes o suje- 
to pasivo del fallo judicial, junto con aquellas otras que las ayudan o 
representan (abogados o procuradores) y cuantas intervienen para ates- 
tiguar o impugnar sus asertos o interpretar sus declaraciones. En las 
causas matrimoniales de nulidad el promotor de justicia y el defensor 
del vínculo actúan, no pocas veces, más bien en función de partes 
litigantes que de altos oficiales del tribunal, como cuando el promotor 
fiscal acusa el matrimonio o el defensor del vínculo apela. 


§ IIT. La POTESTAD DEL OBISPO EN EL PROCESO MATRIMONIAL 


El juez nato en cada diócesis es el Obispo, conforme se declara en 
el canon 1572. Al Obispo se equipara el Abad o el Prelado nullius 
(c. 215 $ 2). Como Ordinarios locales que son, constituyen también 
tribunal, por derecho propio, además de los dichos, el Vicario y Pre- 
fecto Apostólico, el Vicario Capitular y el Administrador Apostólico. 
El Vicario General, aunque comprendido también bajo el nombre de 
Ordinario de lugar, no goza, en cuanto tal, de potestad judicial. 
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La norma general que determina cuándo el Obispo o el Ordinario 
local ha de ejercer por sí mismo la potestad judicial se contiene en el 
canon 1578, que dice así: “Fuera de las causas que se mencionan en 
el canon 1572 $ 2, el Obispo siempre puede presidir el tribunal por sí 
mismo; pero es muy conveniente deje las causas, sobre todo las crimi- 
nales y las contenciosas de mayor gravedad, para que las juzgue el 
tribunal ordinario presidido por el provisor o viceprovisor”. No cabe 
duda que entre las causas de mayor gravedad deben contarse las ma- 
trimoniales, no sólo por la dificultad intrínseca que suelen ofrecer, 
ya en cuanto al hecho ya en cuanto al derecho, sino por las delicadas 
y apasionantes situaciones personales y familiares a que dan frecuen- 
temente origen. Por este motivo no suele el Obispo intervenir casi nun- 
ca en estas causas en función de juez, y aun en las otras causas tam- 
poco acostumbra a hacerlo. Tocante a las causas matrimoniales de nu- 
lidad, el art. 14 $ 3 de la ya citada Instrucción “Provida” de 1936 ad- 
vierte expresamente que “si bien puede el Obispo presidir el mismo tri- 
bunal, es muy conveniente que no lo haga, si razones especiales no lo 
exigen”. Sin embargo, hay algunas causas incidentales que están re- 
servadas al Obispo y son aquellas en que se propone alguna acción 
de sospecha contra el juez único delegado o contra la mayor parte del 
tribunal delegado por el Obispo, o bien contra el mismo provisor (c. 
1614 $ I). Lo mismo debe decirse de las acciones dirigidas contra los 
jueces que rehusan desempeñar su oficio cuando ciertamente son com- 
petentes, o por el contrario se declaran temerariamente incompetentes, 
o realizan algún acto nulo o injusto, o faltan al secreto (c. 1625, $ T, 
2). Mas, aparte de estos casos en que la alta intervención episcopal se 
hace necesaria por razón de las personas sobre aue recae la acción. v 
cuvo superior inmediato es el mismo Obispo, hay un proceso princi- 
pal que por disposición canónica debe dirigir personalmente el mismo 
Obispo u Ordinario local. Este es el proceso matrimonial sumarisimo, 
de que trata el canon 1990 y los artículos 226-227 de la Instrucción 
“Provida Mater" del 15 de agosto de 1936°. Este proceso tiene lugar 
"cuando por un documento cierto y auténtico, aue no admite contra- 
dicción ni excepción de ninguna clase, consta de la existencia del im- 
pedimento de disparidad de cultos, orden, voto solemne de castidad, 
ligamen, consanguinidad, afinidad o parentesco espiritual, y cuando a 
la vez se sabe con igual certeza que no se ha concedido dispensa de es- 
tos impedimentos..." canon 1990 y artículos 226 y 227 de la Instr. 


"Provida". 
En el proceso ordinario de nulidad, la denuncia de nulidad del ma- 


5 S. Congregación de Sacramentos, Instr. "Provida Mater Ecclesia", 15 agosto, 1936 ; A. A. 
S., vol. XXVIII, p. 313 ss. La Instrucción "Provida" trata de las causas de nulidad matrimonial. 
Ella nos sirve, después del Código, de principal base legislativa para este estudio, porque muchas 
de sus normas son aplicables también a las demás causas matrimoniales. 
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trimonio se hace al Ordinario, sin excluir en este caso al Vicario Gene- 
ral, porque el recibir la denuncia es un acto administrativo, o al fiscal 
(canon 1971 $ 2 y art. 37 $ 4 de la Instr.). Si la denuncia de la nulidad 
del matrimonio se hace por alguno de los cónyuges culpables y auto- 
res de la misma nulidad, sólo en circunstacias especiales, a juicio del 
Ordinario, puede el fiscal acusar en forma el matrimonio denunciado 
(art. 38 $ 2 y 39, b de la Instr). Jamás, empero, el Ordinario mismo, 
según manda el art. 40, entablará la acusación, aunque se le haya he- 
cho a él la denuncia, sino que pondrá el asunto en manos del fiscal de 
su tribunal. 


- Además de la potestad estrictamente judicial que, según acabamos 
de ver, el Obispo puede y debe ejercer en las causas matrimoniales, al 
Obispo compete, dentro del proceso matrimonial o en orden a él, como 
en todo otro proceso, el ejercicio de una función gubernativa o rectora, 
en virtud de la cual dirige el proceso, nombra los jueces y ministros, 
aprueba los abogados y procuradores, determina en Concilio provincial 
o Junta de Obispos los aranceles, señala el lugar y tiempo del juicio, 
vigila para que se observe la disciplina y las leyes procesales y ejerce 
otros muchos actos de carácter administrativo, siempre con arreglo a 
las prescripciones particulares del Derecho. 


Son especialmente dignas de notarse las facultades que el Código 
y la legislación posterior conceden al Obispo en la dirección de las 
causas matrimoniales. He aqui algunas de estas facultades: 


Ya hemos indicado las atribuciones generales del Obispo en orden 
a nombrar los jueces y fijar su número, dentro de lo marcado por la 
misma ley, así como también en lo que toca al nombramiento de los 
oficiales y a la intervención de éstos en el proceso. En cuanto al dere- 
cho que el canon 1850 $ 2 otorga al fiscal o al defensor del vínculo 
para hacer suya y proseguir la instancia que el actor haya dejado de- 
sierta, el art. 91 $ 2 de la Instr. “Provida” especifica y restringe más 
todavía, reservando ese derecho solamente al fiscal y ésto, añade, a 
juicio del Obispo. Incumbe igualmente al Obispo publicar un índice 
o catálogo en el cual han de inscribirse los abogados y procuradores 
(art. 53 $ I). Al mismo se le reserva también el decidir cuándo en los 
casos exceptuados se ha de proceder en forma sumaria y documental 
(art. 226). En el proceso super rato deben remitirse a la S. Congrega- 
ción de Sacramentos todas las actuaciones acompañadas del voto es- 
crito del Obispo’ Estas y otras muchas actuaciones del Obispo o del 
Ordinario local prueban que la dirección externa del proceso se halla 
efectivamente en manos del Obispo, aun en los casos en que él no de- 


6 Canon 1985; n.° 98 $ 2 de la Instrucción de la S. Congregación de Sacramentos, 7 mayo 


1923 (A. A. S., v. XV, p. 389 ss.); art. 206 $ 2 de la Instrucción de la S. Congregación de Sa- 
cramentos, 15 agosto 1936, 
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sempeña el oficio de juez. Pero esto no coarta en lo más mínimo la li- 
bertad de criterio y de acción de que gozan tanto los jueces como los 
oficiales y servidores del tribunal en el desempeño de sus cargos. 


$ III. EL TRIBUNAL O JUEZ PRINCIPAL EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES 


Conforme ya queda consignado, se entiende por juez principal 
—bien sea singular bien sea colegiado, ya juzgue con potestad ordina- 
ria o con potestad delegada— el que común y simplemente llamamos 
juez o tribunal, es decir, aquella persona pública que está legítimamen- 
te investida de potestad para conocer y definir las controversias pre- 
sentadas al tribunal eclesiástico. Se diferencia el juez principal (canon 
1614 $ I) del juez auxiliar llamado auditor o instructor de la causa, 
en que éste último prepara el proceso y, sobre todo, recoge las prue- 
bas pero no dicta sentencia. La diferencia respecto de los otros que 
también, en sentido menos estricto, se denominan jueces en cuanto 
que ejercen aisladamente alguna función propia del juez —aparte de 
ser 0 no miembros del tribunal colegiado— aparecerá por lo que ire- 
mos exponiendo. 


A). El juez o tribunal en las causas de nulidad matrimomial. Tribu- 
nal unipersonal o tribunal colegiado. 


El tribunal en las causas de nulidad matrimonial, salvo las excep- 
ciones que luego apuntaremos, debe constar, por lo menos, de tres 
jueces. Trasladamos aquí íntegro el texto del artículo 13 de la Ins- 
trucción “Provida” de 1936 en el que se citan los cánones correspon- 
dientes. 


§ I. Reprobada toda costumbre contraria y revocado cualquier privilegio en 
contra obtenido antes del Código, y quedando firme lo que se prescribe en el art. 2, 
Jas causas acerca del vínculo matrimonial están reservadas al tribunal colegiado 
de tres jueces por lo menos (véase canon 1576, 8 T, n.° 1.°); y si se diera sentencia 
quebrantando esta prescripción, adolecería de vicio de nulidad insanable (v. canon 
1892, n.° 1.9). ; 

§ 2. Esto no obstante, en los países de misiones pueden conocerse las causas 


matrimoniales según instrucciones especiales dadas por la S. Congregación compe- 
tente”. 


El tribunal colegiado ordinario lo preside el Obispo o el provisor 
o un vice-provisor y está constituído, además, por dos o cuatro jueces 
sinodales, a no ser que el Obispo juzgue oportuno elegir otros jueces 
distintos de los sinodales (cánones 1572, 1577 § 2; 1574, 1576 § 3) . 

Aunque la norma general es que el juez obra con potestad ordina- 
ria, se entiende que el juez o tribunal puede ser también delegado. No 
puede admitirse la opinién del Card. Lega, quien afirma que en las 
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causas de nulidad matrimonial de que trata el canon 1576, § I, ha que- 
dado suprimido por el Código el tribunal delegado”. 

Las causas sobre el vinculo matrimonial, a que se refieren el canon 
1576 y el articulo 13 que hemos transcrito, son las que versan acerca 
de la validez o nulidad del matrimonio o de sus propiedades esenciales, 
no de sus efectos espirituales o temporales, como la separación, la le- 
gitimidad de la prole, la cohabitación y otros. Es muy de notar, sin em- 
bargo, que en el nuevo proceso de la Iglesia Oriental (canon 46, $ I, 
1.°) se reserva también al tribunal de tres jueces las causas contencio- 
sas de separación de los cónyuges, de legitimación de la prole y de los 
derechos promanantes de la validez del matrimonio, principalmente de 
la dote y de los alimentos. : 

` Queda asimismo exceptuado de la prescripción canónica y del ar- 
tículo 13 de la Instrucción el proceso sumario sobre la nulidad del 
vínculo de que tratan los cánones 1990-1992, según luego veremos. 


Tampoco el proceso sobre la inconsumación del matrimonio rato 
está sujeto a la prescripción del artículo 13 en lo relativo a la constitu- 
ción del tribunal, porque, aunque se trata del vínculo, no se discute 
su validez sino su disolución. Lo mismo debe decirse de las demás cau- 
sas reservadas al R. Pontífice o a la S. Sede. De la constitución del 
tribunal en cada una de las causas matrimoniales no comprendidas en 
el artículo 18 y en el canon 1576 trataré a continuación. 


_ En relación con el $ 2 del artículo 13 que ahora comentamos, debe 
observarse que la S. Congregación de Propaganda Fide suspendió el 
año 1939 la facultad anteriormente concedida para China de juzgar 
las causas de nulidad un solo juez. Este hecho revela que las excepcio- 
nes que se hagan en adelante al art. 13 no serán frecuentes. 


Fuera de los casos exceptuados por el mismo Derecho, la costum- 
bre antigua contraria a la constitución por tres jueces del tribunal que 
ha de juzgar la existencia del vínculo se halla no sólo prohibida sino 
reprobada tanto en el canon 1576 como en el artículo 13 de la Instruc- 
ción “Próvida”. Por lo tanto, debe aplicarse el principio de la no revi- 
viscencia, en conformidad con lo aue establece el canon 5. La misma 
ley viene confirmada para las costumbres futuras en el canon 27 $ 2, 
que dice: “La costumbre que el derecho reprueba expresamente no es 
racional” y, faltando este elemento esencial, toda costumbre es ilegí- 
tima. 


El canon 1576, $ I, 1.” habla de las causas contenciosas sobre el 
vinculo matrimonial, mientras que el artículo 13 de la Instrucción 
“Próvida” dice, en términos generales, que las causas acerca del 
vínculo matrimonial están reservadas al tribunal colegiado de tres 


7 Lega-Bartoccetti, Commentarius in Iudicia Ecclesiastica, v. I, Roma, 1950, p. 126 


, 
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jueces. La razón de no llamar contenciosas a las causas matrimoniales, 
en este caso, puede ser porque, según una opinión que no comparti- 
mos, dichas causas son más bien criminales sui generis que contencio- 
sas, o bien, al contrario, porque, siendo todas las causas acerca de la 
existencia o validez del vínculo matrimonial contenciosas por su natu- 
raleza y por su fin, aunque con algunos caracteres diferenciales especí- 
ficos, el afiadir el calificativo de contenciosas resulta del todo superfluo. 
Nosotros admitimos esta segunda explicación. 


Las causas criminales en torno al matrimonio se rigen, en cuanto 
a la constitución del tribunal, por los principios generales del proceso 
canónico y por lo que establece el canon 1576, con tal que se presenten 
únicamente como criminales sin que entre en discusión la existencia del 
vínculo. Con todo, debe observarse la ley de la conexión de las causas 
(canon 1567). Por lo cual, si no habiendo sido todavía elevada a se- 
gunda instancia la causa sobre la existencia del vínculo, surge una 
causa criminal conexa con ella, ésta debe ser conocida por el mismo 
tribunal que juzga la causa contenciosa, conservando su propia cons- 
titución, si bien cada proceso ha de seguir su trámite particular. Am- 
bos procesos matrimoniales, el contencioso y el criminal, aunque muy 
distintos en su tramitación, conviene, en fuerza de la conexión objeti- 
va o causal, que se desarrollen simultáneamente, buscando así la eco- 
nomía procesal. Pero si la causa criminal se hubiese inccado antes que 
la contenciosa sobre el vínculo ante un tribunal singular o unipersonal, 
no podría cumplirse la ley de la conexión por impedirlo otra ley supe- 
rior que impone un tribunal colegiado para la causa contenciosa de 
nulidad. Y aun fácilmente puede ocurrir que la causa criminal ha: - 
de suspenderse hasta la solución de la contenciosa sobre el vínculo, que 
puede ser preliminar de aquélla. 


En las causas de nulidad que enumera el canon 1990, si por docu- 
mento cierto y auténtico consta de la existencia de ciertos impedimen- 
tos y a la vez se sabe con certeza que no se ha obtenido la dispensa del 
impedimento existente, ha de seguirse un proceso sumario pero verda- 
deramente judicial. En estos casos llamados exceptuados, porque en 
ellos no hay que observar todas las reglas del proceso general conten- 
cioso, el tribunal no es colegiado sino unipersonal y el juez es el mismo 
Ordinario de lugar, actuando precisamente en calidad de juez. No 
puede juzgar el Vicario General, ni siquiera con mandato especial, 


8 Así opina Bartoccetti: "Hic processus (matrimonialis de vinculo) assimilandus potius vi- 
detur processui poenali, quo reus quidam morti vocatur: declaratio enim nullitatis matrimonii 
importat eius eliminationem, nempe vinculi... Concludendum proinde videtur processum nullita- 
tis matrimonii esse processum... qui notabiles similitudines habet cum processu poenali seu 
criminali"... (V. Bartoccetti, in opere "Commentarius in iudicia ecclesiastica" Card. Lega, 
vol. III, Roma, 1950. tit. XX, De causis matrimonialibus, p. 5, 6. 
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porque no es juez; ni el Provisor porque no es Ordinario, a no ser que 
el Ordinario esté ausente o impedido”. . 

Cuando se trata de un matrimonio ciertamente nulo por falta de 
forma, a causa de haberse celebrado civilmente, o ante un ministro 
acatólico, o de apóstatas de la fe católica que se casaron civilmente, O 
en rito no propio, no es preciso constituir tribunal, ni.son necesarias 
ningunas solemnidades procesales para declarar la nulidad del primer 
matrimonio y el estado libre de los presuntos cónyuges. Estos casos ha 
de resolverlos el mismo Ordinario o el párroco, consultando al Ordina- 
rio, en la investigación que precede al matrimonio, de que tratan los 
cánones 1019 y siguientes. Cfr. Instr. “Próvida” de 1936, art. 231 $ I. 


B). El juez en las demás causas matrimoniales 


1.—El juez en el matrimonio rato y no consumado. Las causas 
sobre la disolución del matrimonio rato y no consumado están exclu- 
sivamente reservadas a la S. Congregación de Sacramentos. Por esta 


causa ningún juez puede instruir tal proceso sin delegación de la S. 
Sede”. 


El juez en las causas de dispensa super rato es uno solo, según la 
práctica general, y se llama meramente instructor, porque a él corres- 
ponde únicamente informar a la S. Sede acerca de la celebración váli- 
da del matrimonio, de su inconsumación y de los motivos que acon- 


nay la dispensa o disolución del matrimonio por el Romano Pontí- 
ce. 


_ Acostumbra la S. Congregación de Sacramentos delegar en el Or- 
dinario propio, que es el del lugar donde se celebró el matrimonio o 
donde el orador demandante tiene su domicilio o cuasidomicilio (nn. 8 
y 12 de la Instrucción de 1923). El Ordinario junto con la delegación 
suele recibir también la facultad de subdelegar y lo más frecuente es 
que haga uso de esta facultad, si bien en el proceso sobre el matrimo- 
nio rato y no consumado la S. Congregación de Sacramentos, en el 
documento ya citado de 1923, no reitera la indicación canónica de que 
el Obispo actúe por medio de otros. Creemos que esta omisión se debe 
primeramente, a la misma importancia excepcional del asunto y en 
segundo lugar, al hecho de ser la subdelegación un recurso jurídico 
que supone circunstancias especiales que dificulten notablemente la ac- 


P. Comisión de Inté rpretes 6 diciembre 943 A X V 6-228 
9 à , ? rom SRA 7 
de E » , INAY 9. SS I; D. 94. Art. 22 


10 i 
Cfr. cánones 1962 y 1963. S. Congregación de Sacramentos, 7 mayo 1923 (A. A. S., v. XV 


p. 389 ss.). Instrucción de la S. Congregación E i i iuni 
XXVI Ro SIE para la Iglesia Oriental, 10 junio 1935 (ATAS 
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tuación del primer delegado, como, por ejemplo, la multiplicidad de 
sus ocupaciones, o cualquier otro motivo digno de consideración que 
aconseje la comisión del acto a un subdelegado. En realidad, esas 
circunstancias o dificultades especiales se dan con harta frecuencia. 


La formulación precisa de estos conceptos la hallamos en los nú- 
meros 13 y 14 de la Instrucción de la S. Congregación de Sacramentos, 
de 7 de mayo de 1923, sobre el matrimonio rato y no consumado. He 
aquí su texto: Å 


“13. El Ordinario, una vez recibida la facultad de la S. Congregación de Sa- 
cramentos para instruir el proceso sobre la afirmada inconsumacion del matrimonio, 
procurará constituir el tribunal lo más pronto posible, sirviéndonos para ello de los 
ministros que ya tiene en su Curia, o también eligiendo y tomando otros, a menos 
que otra cosa disponga el rescripto de delegación, y con tal que los elegidos se ha- 
Den dotados de aquellas cualidades que el derecho exige para el oficio de cada uno 
{canon 1607 $ I)”. 


“14. El Ordinario, si hace uso de la facultad de subdelegar, redactará por. es- 
rito el auto de la subdelegación, mencionando la delegación que la Sede Apostóli- 
za le ha concedido con la potestad añadida de subdelegar, expresando los nombres 
le los cónyuges, de cuyo matrimonio se tramita la causa y consignando las ins- 
trucciones, si algunas le hubiere dado esta S. Congregación”. Omitimos otras pres- 
¿ripciones de menor importancia que se contienen en los nn. 15-19. 


2. El juez en las causas de separación de los cónyuges. Cuando 
la separación de los cónyuges, de que tratan los cánones 1129-1132, se 
realiza judicialmente, el tribunal se constituye en la forma comün pres- 
crita para todo juicio contencioso. Generalmente el Derecho canónico 
deja al criterio del Ordinario local la facultad de constituir un tribunal 
singular o un tribunal colegiado (canon 1576 $ 2), siendo preferible el 
primero en los casos ordinarios y el segundo en los más difíciles o de 
mayor trascendencia. La separación no es, por regla general, un caso 
teóricamente difícil, y por esto el tribunal que juzga tales causas suele 
estar formado por un solo juez. Si se nombra un tribunal colegiado, ha 
de estar constituído por tres o por cinco jueces (canon 1576, $ 2). Pero 
no afecta a la validez de este proceso el hecho de componerse el tribu- 
nal por un nümero par de jueces o por un nümero superior a cinco. 


3. El juez en las causas sobre los efectos del matrimonio. Aparte 
de las cuestiones de jurisdicción sobre estas causas entre el tribunal 
eclesiástico y el civil, en lo que atafie a la constitución del tribunal 
eclesiástico, cuando es él el que ha de juzgar, tiene aplicación lo c* 
acabamos de decir acerca de la separación de los cónyuges. El juez en 
estas causas suele ser ünico. 
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4. Causas de aquellos que ejercen la suprema autoridad de las 
naciones. Estas causas están siempre reservadas al Romano Pontífice 
(canon 1557, $ I, 1."). Pero el Papa no suele conocer por sí mismo ta- 
les causas sino que delega para cada caso en un tribunal o comisión 
especial (canon 1962), cuya constitución se determina para cada vez 
a voluntad del delegante. 


5. En las demás causas reservadas a la Santa Sede. Las causas 
sobre el privilegio Paulino y sobre los impedimentos acerca de la dis- 
paridad de cultos y mixta religión están reservados al Santo Oficio. 
Nada tenemos que advertir sobre la constitución del tribunal en estos 
casos, porque el Santo Oficio "suo more institutoque procedit" (c. 1555 
$ I). Cabe, sin embargo, observar que las interpelaciones al cónyuge 
infiel —siempre necesarias en las causas que se relacionan con el privi- 
legio Paulino— se hacen ordinariamente bajo la autoridad del Ordina- 
rio del cónyuge convertido a la fe católica. En lo que respecta a aque- 
llas causas que se fundan en la disparidad de cultos o mixta religión, 
aunque, si son llevadas a la S. Sede, caen bajo la competencia exclu- 
siva del Santo Oficio, esto no quiere decir que no pueda seguirse la 
vía ordinaria de los tribunales diocesanos, tanto en primera como en 
segunda instancia. Y en este último supuesto el tribunal será colegiado 
siempre que se trate de la validez del matrimonio, así como podrá ser 
parum o colegiado cuando la cuestión no gira en torno a la validez del 
vínculo. 


$ I V. Er PROVISOR Y LOS JUECES SINODALES 


a) Cualidades. Las cualidades de los jueces se expresan en los 
canones 1573 y 1574. Tanto el provisor (oficial según el Código) como 
los viceprovisores, dice el canon 1573, deben ser sacerdotes, de fama 
intachable, doctores o al menos peritos en derecho canónico y que no 
cuenten menos de treinta años de edad. Parecida norma se establece 
para los jueces sinodales: han de ser sacerdotes de probada santidad 
y peritos en derecho; pueden ser extradiocesanos (canon 1574 $ DE! 
provisor debe ser sacerdote del clero secular, no del religioso (canon 
626 § I). Pero el oficio de juez sinodal no se considera incompatible 
pon el estado religioso. Los seglares o laicos quedan siempre excluídos 

el oficio de provisor © viceprovisor, aunque exista costumbre cente- 
naria en contrario, porque son incapaces de jurisdicción eclesiástica". 


Ba el nuevo proceso de la Iglesia Oriental, al oficial o provisor se le 
enomina, mas acertadamente, vicario judicial | 


11 S, Congregación del Concilio, 14 dic. 19185 A. A S NRT p. 128 
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En las causas de nulidad debe seleccionarse más cuidadosamente 
a los oficiales principales. “Teniendo presente la gravedad y dificultad 
de estas causas, dice el art. 21 de la Instrucción Próvida, tanto por lo 
que se refiere a la observancia de las leyes procesales como al mérito 
intrínseco de la causa, deben los Obispos, onerada gravemente su con- 
ciencia, seleccionar con cautela y diligencia sacerdotes cuya prudencia 
y probidad esté por encima de toda excepción, y que sean doctores o 
al menos licenciados en derecho canónico, o en caso contrario que 
verdaderamente posean ciencia y experiencia jurídica”. 

Como garantía del cumplimiento de su oficio, todos cuantos cons- 
tituyen el tribunal o le prestan su ayuda, a excepción del Obispo cuan- 
do por sí mismo ejerce la potestad judicial, deben emitir ante el Ordi- 
nario o ante el juez que los eligió, o ante un varón eclesiástico delega- 
do por uno de los dos, juramento de cumplir bien y con fidelidad su 
oficio; y esto deben hacerlo al comienzo de su cargo, si son estables, o 
antes de incoar la causa, si han sido constituídos para una determinada 
(canon 1621 $ I; art. 20 de la Instr. Próvida). También el juez delega- 
do por la S. Sede tiene obligación de prestar juramento (canon 1621 
$ 2). Lo mismo se prescribe para el matrimonio rato en el art. 19 de la 
Instrucción de 1923. 


b) Excepción de incompetencia. El juez competente no puede 
rehusar su ministerio a quien legítimamente lo reclame; si rehusare, 
incurrirá en responsabilidad civil y criminal (cc. 1608, 1625). 


La S. Congregación del Concilio declaró, con fecha 11 diciembre 
1920", que, en el supuesto de ser competente el juez eclesiástico y 
aunque se trate de causas de fuero mixto, no puede tolerarse que el juez 
eclesiástico remita al tribunal civil a las partes litigantes que legítima- 
mente requieren su ministerio, y mucho menos si la demanda se dirige 
contra alguna prescripción del mismo Ordinario. Observemos que este 
caso puede darse, en las causas matrimoniales, sólo respecto de los 
efectos meramente civiles y ésto cuando la causa se plantea incidental- 
mente en el tribunal eclesiástico. Si una causa sobre los efectos civiles 
del matrimonio se propone como causa principal, pertenece al magis- 
trado civil (canon 1961). 

Oportunamente advierte el artículo 26 de la Instrucción “Provida” 
de 1936 —aunque ya se sobreentendía— que los nombres de los jueces, 
del auditor y de los ministros del tribunal deben inmediatamente ser 
notificados a las partes, para que puedan proponer excepciones, si el 
caso lo exige; lo mismo debe hacerse en el caso de que sean sustituí- 


dos. 
De la excepción de incompelencia contra el tribunal tratan los ar- 
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tículos 26, 27, 28 y 29 de la Instrucción de 1936, regulando lo que so- 
bre la materia prescriben los cánones 1610, 1611 y 1628. 

La excepción de incompetencia contra el juez ha de resolverla el 
mismo juez o tribunal contra quien se propone. (c. 1610 $ I). No obsta 
a ello el principio de que nadie es juez en su propia causa, porque en 
la cuestión de incompetencia, a diferencia de la de sospecha, no se 
discute acerca de las cualidades personales del juez sino de la inter- 
pretación y aplicación objetiva de la ley de competencia, que igual- 


Y 


mente puede aplicar el juez a sí mismo que a otro. 


En caso de incompetencia relativa, si el tribunal se declara compe- 
tente, su decisión no admite apelación” (art. 28 $ 1 de la Instr. Próvi- 
da; canon 1610 $ 2). La incompetencia relativa o territorial no es libre- 
mente prorrogable ni a voluntad de las partes ni menos al arbitrio del 
juez. Pero si éste, aun siendo relativamente incompetente, juzga una 
causa, bien proponiéndose la excepción de incompetencia que supo- 
nemos que el juez resuelve a favor suyo, bien sin que la excepción 
llegue a proponerse, la competencia, en el caso concreto, existe porque, 
si es necesario, el Derecho la concede o prorroga. Este es el motivo de 
que contra la resolución del juez no se admita ninguno de los remedios 
ordinarios contra la sentencia, aparte de que la sentencia interlocuto- 
ra, cuando no tiene fuerza de definitiva, es inapelable, a no ser que 
se proponga juntamente con la definitiva. Lo que podría directamente 
oponerse contra el fallo resolutorio favorable de la excepción de in- 
competencia relativa es el remedio extraordinario de la restitución in 
integrum por infracción de las leyes procesales”. 


“Si el tribunal se declara incompetente, añade el art. 28 $ 2 de la 
Instrucción de 1936, la parte que se crea perjudicada puede interponer 
apelación ante el tribunal superior dentro de los diez días” (cfr. canon 
1610, $ 3). En este caso se admite la apelación, porque el declararse el 
juez imcompetente equivale a denegar la demanda del actor, es decir 


que este fallo tiene fuerza de sentencia definitiva y por esto se da lugar 
a la apelación (canon 1860, 6.°) 


La legislación general canónica sobre el proceso contencioso, al ha- 
blar de la excepción de incompetencia absoluta (canon 1611), nada 
prescribe sobre la posibilidad de recurso contra la decisión del tribu- 
nal, aunque se entiende, por analogía con lo que se dice en el canon 
1610 $ 3, que, si el juez se declara incompetente, la parte perjudicada 
puede apelar. ¿Y si se declara competente? El silencio de la legisla- 
ción general lo suple, muy acertadamente, la Instr. “Provida” de 1936 
en el sentido de que también en este caso se admite la apelación. “Con- 
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tra la decisión del tribunal, que admite o rechaza la incompetencia ab- 
soluta, se puede apelar dentro de los diez días al tribunal superior” 
(art. 29). 

En cuanto al tiempo en que ha de oponerse la incompetencia, el 
art. 27 $ I de la Instr. “Provida” se limita a citar y aplicar el canon 
1628 $ 1 y 2. La excepción de incompetencia relativa, se dice en el 
$ 1 del art. 27, debe proponerse y conocerse antes de la contestación 
a la demanda (v. canon 1628 $ 1). La razón es la misma que se expresa 
en el canon 1628 $ 1, a saber, porque la excepción de incompetencia 
es una de las excepciones dilatorias que se refieren a las personas. La 
célebre Instrucción Austriaca “Pro iudiciis ecclesiasticis quoad causas 
matrimoniales” del Arzobispo de Viena De Rauscher, 2 febrero 1856, 
que constituye el primer ensayo completo de articulación sobre la ma- 
teria, decía en el número 103 que la excepción de incompetencia del tri- 
bunal debía proponerse al mismo “dentro de los diez días después de 
intimada la citación”. La legislación general no señala un plazo deter- 
minado de días, sino que únicamente dice “antes de la litis contesta- 
ción”. 

Mas la excepción de incompetencia absoluta, prosigue el art. 27 
$ 1, puede proponerse por las partes en cualquier estado o grado de la 
causa (v. canon 1628 $ 2). Fúndase esta última prescripción en la na- 
turaleza misma de la incompetencia absoluta, que no se subsana como 
la incompetencia relativa e invalida todo acto procesal, debiendo por 
lo mismo revelarse en todo momento y cuanto antes. El mismo tribu- 
nal que en cualquier período de la causa se reconozca absolutamente 
incompetente, está obligado a declarar su incompetencia (art. 27, $ 2). 


c) Excepción de sospecha contra el tribunal y sustitución de los 
jueces. Cuando los jueces pueden infundir sospecha a las partes por 
tener algún interés en la causa, ellos mismos deben espontáneamente 
inhibirse o abstenerse de juzgar. Las causas por las cuales el juez o 
tribunal debe abstenerse por sí mismo de juzgar una causa, aun antes 
de que sea propuesta la excepción contra él, se hallan enumeradas en 
el art. 30 $ I de la Instr.. “Provida”, que es una reproducción literal 
del canon 1613 $ I. He aquí el texto: “No aceptarán los jueces, para 
conocer en ella, la causa en que ellos mismos tienen algún interés por 
razón de consanguinidad o afinidad en cualquier grado de línea recta o 
en primero o segundo grado de línea colateral, o por motivos de tutela 
o curatela, de íntimo trato, de gran enemistad, de reportar lucro o de 
evitar perjuicios, ni en la que antes hayan sido procurador o abogado”. 
Lo mismo se aplica al proceso sobre el matrimonio rato y no consumado 
- (n. 16 $ I de la Instrucción de 1923). 

Creemos, contra la opinión de algunos autores,“ que la enumeración 


14 T. Muniz, Procedimientos Eclesiásticos, v. III, n.° 147, nota’. Coronata, Institutiones 
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del canon 1613 y de la legislación complementaria es taxativa y no me- 
ramente demostrativa o por vía de ejemplo. Así se deduce de la forma 
de expresión y de la misma detallada exposición de motivos que se 
hace, si bien algunos motivos, como el reportar lucro o evitar perjul- 
cios, son de dimensión muy amplia y difíciles de aplicar en no pocos 
casos concretos. 

Pero, aunque las causas por las que el juez debe inhibirse él mismo 
hayan de estar comprendidas en las cláusulas de la legislación ya cita- 
da, no puede afirmarse que la acción externa contra el juez, es decir, 
la excepción de sospecha solamente puede ser propuesta por las partes 
a base de esos motivos legales; la sospecha puede apoyarse en otros 
motivos no explícitamente enumerados, con tal que éstos influyan 
probablemente en el ánimo del juez o del tribunal. Lo dicho se com- 
prueba con el mismo texto del canon 1614 y del correlativo art. 32 de 
la Instr. “Provida”, donde se habla, hipotéticamente, del caso en que 
alguno o todos los jueces que componen el tribunal sean declarados 
sospechosos, sin señalar motivos. 


La recusación o excepción de sospecha produce, como natural 
efecto, la suspensión del proceso principal; y, si es admitida, la susti- 
tución de la persona sobre la que recae la sospecha. “Si son declarados 
sospechosos alguno o todos los jueces que componen el tribunal, deben 
cambiarse las personas pero no el grado del juicio. V. canon 1615 $ I” 
(art. 32 $ I de la Instr. “Provida”). “Pertenece al Ordinario sustituir 
a los jueces que fueron declarados sospechosos por otros exentos de 
sospecha (canon 1615 $ 2)” (art. 32 $ 2 de la Instr.). “Y si el mismo 
Ordinario fuere declarado sospechoso, hará lo propio el juez inmediato 
superior (canon 1615 $ 3), o juez de apelación” (art. 32 $ 3 de la Ins- 


trucción). Parecidas normas establece la Instrucción de 1923, n.° 17, 
para el matrimonio super rato. » 


Aparte de la sustitución de los jueces —y lo mismo ha de decirse de 
los ministros del tribunal— practicada por razón de sospecha, la de- 
signacion de sustitutos podrá hacerse por otros motivos y realizarse 
antes de que se haga necesaria y efectiva la sustitución. Así lo prescri- 
be el n.° 18 de la Instrucción de 1993 para el matrimonio rato y no 
consumado. En parecidos términos se expresa la Instr. “Provida” de 
1936, art. 19 $ I, que dice así: “Tanto a los jueces como al fiscal y al 
defensor del vínculo, al actuario, al cursor y al alguacil, puede el Obis- 
po mediante decreto, del cual debe hacerse mención en los autos, dar- 
les sustitutos, al comenzar el proceso o en el decurso de él, los cuales 


harán sus veces, siempre y cuando se hallen impedidos aquellos que 
antes habían sido elegidos". : ; 
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resolver la excepción de sospecha. No cabe duda que lo que prescribe 
el canon 1614 es aplicable también en las causas matrimoniales. 

Los jueces delegados, de que habla el canon 1614, se supone que 
forman un tribunal delegado, no un tribunal ordinario cual es el que 
suele juzgar las causas de nulidad matrimonial. Con todo, creemos que 
del mismo canon 1614, analógicamente, podemos sacar la norma para 
el tribunal ordinario colegiado, distinguiendo entre provisor o vice- 
provisor como presidente, mayoría del tribunal y minoría del tribunal. 
Cuando la excepción de sospecha se propone contra el provisor o vice- 
provisor, la cuestión la resuelve el Obispo u Ordinario local. La sos- 
pecha contra la mayoría del tribunal ordinario debe resolverla tam- 
bién el Obispo. La recusación de la minoría la resuelve la mayor parte 
de los jueces no sospechosos, salvo siempre el derecho del provisor o 
viceprovisor a ser juzgados por el Obispo. 

La recusación del Ordinario queda siempre resuelta a tenor del $ 2 
del canon 1614, ya anteriormente aludido. 

La excepción de sospecha se ha de resolver, conforme advierte el 
canon 1616, con la máxima celeridad, oídas las partes, el promotor de 
justicia y el defensor del vínculo, si intervienen y no recae sobre ellos 
la sospecha. La rapidez con que ha de procederse implica que esta cau- 
sa de sospecha, aun cuando se falle por sentencia, no admite apela- 
ción (c. 1880, 6.°, 7.°). Véase también el art. 33 de la Instr. “Provida”. 

Por lo que hace al momento procesal en que ha de proponerse y 
fallarse la excepción de sospecha, vale el mismo principio dado para la 
incompetencia relativa. “Las excepciones de sospecha, dice el art. 27 
$ 3, se han de proponer y fallar antes de la contestación de la deman- 
da, a no ser que surgieren después, o que la parte afirme bajo jura- 
mento que no tuvo antes conocimiento de ellas (v. canon 1628 $ 1)”. 
Estas excepciones de sospecha son dilatorias procesales y por eso se 
aplica el canon 1628 $ I, cualquiera que sea la causa que se ventila. 


d) El principio de identidad de los jueces. Como prudente con- 
trapeso al arbitrio episcopal en la sustitución de los jueces y ministros 
a que acabamos de referirnos, es muy digno de notarse lo que se ad- 
vierte sobre la continuidad de los mismos jueces durante toda la causa 
en el $ 2 del art. 19 de la Instr. “Provida”: “Se ha de procurar que 
unos mismos jueces conozcan y sentencien la causa; y si un juez sus- 
tituto ha tomado parte en alguna sentencia incidental, debe él terminar 
el proceso”. En estas palabras se marca la tendencia al principio de 
identidad de las personas físicas en la sustanciación del mismo proceso. 
Este principio general, tan conforme a la lógica y estructura del proceso, 
no había sido expresamente formulado en el Codex I. C. 

La conveniencia de observar, aunque no invariablemente, el prin- 
cipio de identidad personal en la tramitación del mismo juicio es a to- 
das luces manifiesta. El juez que ha de dictar la sentencia, escribimos 
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en nuestros “Estudios Canónicos”, p. 554, no puede recoger la impre- 
sión viva de las declaraciones y pruebas si, aunque sea el verdadero 
juez quien actúa siempre en el proceso, éste se cambia en el mismo 
juicio o no es todo el tribunal colegiado en pleno el que interviene en 
la instrucción y discusión de la causa, sino tan sólo uno de ellos, v. gr., 
el presidente u otro miembro en funciones de delegado del tribunal. 
El principio general de la identidad de las personas físicas no impide 
que en la ejecución de los actos preparatorios o meramente accesorios 
sea un solo miembro del tribunal colegiado el que actúa en represen- 
tación de todos los otros. 

El proceso canónico latino, aunque sanciona la estabilidad de los 
jueces, no exige rigurosamente su identidad durante un mismo juicio, 
ya que en él pueden ejercer las funciones judiciales, además del Ordi- 
nario de lugar, el provisor o el viceprovisor y, fuera de esto, como ya 
hemos visto, no se prohibe la sustitución de un juez por cualquier otro, 
si bien es evidente que la sustitución durante un mismo pleito no sería 
conforme a la intención de la ley, salvo el caso de sospecha u otro mo- 
tivo justo y razonable. 


En el proceso oral de la Iglesia de Oriente, que es el contencioso 
ante un solo juez, se admite claramente el principio de inmediación y 
de identidad personal; pero ni la oralidad ni los otros dos principios 
se extienden preceptivamente al proceso matrimonial. Acerca de la 
identidad de los jueces en las causas matrimoniales, actualmente la nor- 
ma más apremiante, aunque no rigurosamente obligatoria, es la del § 2 
del art. 19 de la Instr. "Provida", que poco ha citamos. Claro que si, 
en el tribunal para las causas de nulidad matrimonial, que es colegia- 
do, se aconseja tanto la permanencia e identidad de los jueces, desde 
el principio hasta el final de una misma causa, con mayor razón debe 
aconsejarse ésto en el tribunal unipersonal. 


e) Designación de la persona del provisor y de los jueces sinoda- 
les. A quién corresponde designarlos. La designación de los jueces en 
cada caso es distinta del grado y competencia del tribunal. Y, aunque 
se preceptüe un nümero determinado de jueces y se exijan en ellos 
especiales cualidades, o hayan de ser superiores a toda excepción y 


tacha, en su designación siempre tiene buena parte el prudente arbitrio 
del Superior. 


. "Todos los Obispos, dice el canon 1573 § I, están obligados a ele- 
gir un Provisor (Oficial le llama el Código) con potestad ordinaria 
para juzgar, distinto del Vicario General, a no ser que lo reducido de 
la diócesis o la escasez de asuntos aconseje encomendar este oficio al 
mismo Vicario General". “El Provisor constituye con el Ordinario de 
lugar un solo tribunal; pero no puede juzgar las causas que el Obispo 
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a sí mismo se reservare ($ 2). Estas causas reservadas solamente con 
mandato especial puede conocerlas el provisor, si a ello, por otra par- 
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te, no se opone alguna ley canónica. Lo mismo debe decirse de las 
causas reservadas al Ordinario por el mismo Derecho. Por esta razón 
se prescribe en el art. 228 de la Instr. “Provida” para el proceso de nu- 
lidad matrimonial que, en los casos exceptuados de que trata el canon 
1990, si el Ordinario, a quien dicho proceso está reservado, se hallare 
ausente o impedido, la sentencia la da el provisor en virtud de mandato 
especial del Ordinario. 

“Pueden darse al provisor algunos auxiliares llamados viceproviso- 
res” (canon 1573 $ 3). Estos gozan de la potestad ordinaria como el mis- 
mo provisor y, cuando actúan tienen sus mismos poderes (Cfr. Intr. 
“Provida”, art. 14 $ 2). El provisor y los viceprovisores pueden susti- 
tuirse aun dentro de la misma causa, si bien esto no es conveniente, 
según arriba dijimos. Pueden también actuar al mismo tiempo, for- 
mando tribunales o salas distintas. 

Los jueces sinodales son designados por el Obispo en Sínodo o fue- 
ra de él, conforme establece el canon 1574 $ 2, donde se remite a los 
cánones 385-388. 


f) Facultad de delegar. Una cuestión importante y debatida recla- 
ma ahora nuestra atención. Se refiere a la potestad del oficial o provisor 
para delegar. Tanto la sentencia afirmativa como la negativa tienen 
defensores, aunque la cuestión apenas ha sido tratada. La primera 
sentencia la han defendido, entre algunos otros, el P. Regatillo y el 
Prof. Ariño. La razón que alega el P. Regatillo" es la siguiente. Según 
declaró la P. Comisión de Intérpretes, el 28 de julio de 1932 (A. A. S., 
v. XXIV, p. 314), el provisor puede constituir el tribunal colegiado, 
llamando por turno a los jueces sinodales, a no ser que el Obispo 
determinare otra cosa en cada caso particular. Ahora bien, los jueces 
sinodales no adquieren, por el solo nombramiento en el Sínodo, 
jurisdicción o potestad judicial. Por tal nombramiento solamente 
reciben una patente oficial de idoneidad para tomar parte en las 
causas judiciales, cuando sea preciso. La jurisdicción la reciben 
delegada cuando se les designa para juzgar una causa determinada. 
Y como esta designación puede hacerla el oficial sin contar con el 
Obispo, a no ser que éste en cada caso se la reserve a sí, infiérese 
de aquí que el oficial les otorga entonces la delegación. Este es el 
razonamiento del P. Regatillo, quien añade que el provisor podría 
prescindir del turno y aun designar a otros jueces no sinodales. 

El Prof. de la Universidad de Salamanca, Dr. Ariño,” escribe en 
“Las Causas matrimoniales”: Si compete al provisor de la Curia dio- 
cesana nombrar el tribunal colegiado, podrá delegar su propio y perso- 
nal poder judicial? Aplicando, dice, el principio del canon 199 $ I, 


M Regatillo, "Sal Terrae", a. 1950, p. 186, 187. 
15 Ariño, A., "Causas Matrimoniales”, Salamanca, 1953, p. 29. 
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según el cual toda jurisdicción ordinaria, aun la judicial, puede ser 
delegada, parece que el provisor puede delegar su jurisdicción. Auto- 
res hay, prosigue el Prof. Ariño, que niegan esta conclusión, afirman- 
do que el provisor no puede delegar su potestad judicial, por haber 
recibido ésta ex industria personae. Ambas opiniones, concluye, son 
probables, pero llamaríamos más probable la primera. 

Entre los que niegan la potestad del provisor para delegar está el 
P. Cappello, quien dice así: “Episcopus, non autem Officialis, causae 
cognitionem committere potest iudici delegato"^. Mons. Roberti" de- 
fiende también esta misma opinión, aunque advierte que en el Código 
no hay prohibición expresa. Funda su parecer en el canon 199, S827 
diciendo que el oficio de provisor se da por la aptitud especial de la 
persona. Acepta la sentencia de Roberti, apoyándose en la misma ra- 
zon, V. Bartoccetti*. Admiten estos autores que debe exceptuarse el 
caso en que se trate de delegar para un acto no jurisdiccional (canon 
199 $ 4), en el cual caso ciertamente puede darse la delegación. 

Nosotros creemos más fundada la sentencia que niega al provisor 
la facultad de delegar plenamente su potestad, lo cual es muy diferen- 
te de designar la persona del delegado. Pero ésto no poraue la potestad 
judicial se conceda al provisor por la aptitud especial de tal persona 
determinada, ya que el oficio se puede otorgar a cualquier persona que 
reuna las condiciones legales, sino por estas otras dos razones. Prime- 
ramente porque la facultad de delegar es propia de la potestad admi- 
nistrativa y en este sentido ha de entenderse el $ I del canon 199. 
Cierto que el juez tiene también potestad administrativa para dirigir 
el proceso, pero esta potestad no se extiende hasta la subrogación 
total de sí mismo, aunque sólo sea para una causa. El juez sólo puede 
delegar para la ejecución de determinados actos procesales que no 
impliquen jurisdicción. 

Pa segunda razón es porque los jueces sinodales, de entre los cua- 
les el provisor ha de constituir el tribunal colegiado, dice expresamen- 
te el canon 15, 74 $ 1 que juzgan con potestad delegada por el Obispo, 
no obstante de formar parte de un tribunal ordinario. El provisor no 
hace otra cosa que designar las personas en cada caso, lo cual es con- 
dición para que desde ese mismo momento reciban la potestad delega- 
da por el Obispo. 

_ Lo dicho sobre la designación del juez único debe aplicarse tam- 
bién a la designación del presidente del tribunal colegiado, que suele 
ser el provisor o uno de los viceprovisores cuando el tribunal juzga con 
potestad ordinaria (cc. 1577 y 1578). En el proceso sobre el matrimonio 
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rato y no consumado la designación del juez delegado ya hemos dicho 
que está reservada a la S. Congregación de Sacramentos. 


§ V. LAS OTRAS CLASES DE JUECES 


a) Jueces adjuntos. En lo tocante al nombramiento de los dos o 
cuatro jueces que acompañan al presidente en la constitución del tri- 
bunal colegiado, la norma es, según queda dicho, que los élija por 
turno el Ordinario de entre los jueces sinodales, a no ser que en su pru- 
dencia juzgare más oportuna otra cosa (canon 1576, $ 3). La última 
cláusula potestativa creemos que se refiere tanto a la facultad excepcio- 
nal del Ordinario para designar jueces a los extrasinodales como para 
no observar los jueces sinodales el turno preestablecido. 

También el provisor, cuando actúa, puede designar a los jueces 
que acompañan al presidente en la constitución del tribunal colegiado, 
pero con facultad más restringida que el Ordinario local y si éste no 
dispone otra cosa. Es decir que, aparte de la prevalencia de la decisión 
episcopal, al provisor sólo se le concede lo aue el Obispo puede hacer 
como norma general, que es designar entre los jueces sinodales y por 
turno, pero no lo que puede hacer excepcionalmente, cuando lo estime 
oportuno, que es nombrar jueces extrasinodales o sinodales sin guar- 
dar turno. Así lo declaró la Comisión Intérprete, el 28 de julio de 
1932", diciendo que el provisor puede constituir tribunal colegiado lla- 
mando por turno a los jueces sinodales, a no ser que el Obispo disponga 
otra cosa en cada caso particular. De la misma manera se expresa el 
art. 14 $ 4 de la Instr. “Provida” con las siguientes palabras que con- 
firman y explican la declaración de la Comisión de Intérpretes, apli- 
cándola a las causas de nulidad: “Los otros dos jueces para constituir 
el tribunal colegial han de ser elegidos entre los jueces sinodales, pu- 
diendo también designarlos, pero por turno, el provisor, que haya sido 
elegido por el Obispo con potestad ordinaria de juzgar sin reservación 
alguna de causas...” 


b) Juez relator o ponente, juez delegado, auditor o juez auxliar y 
jueces asesores. 


I. Juez relator o ponente. “El presidente del tribunal colegiado, 
se dice en el canon 1584, debe designar como ponente o relator a uno 
de los jueces del colegio, el cual informará la causa ante los otros jue- 
ces y redactará por escrito las sentencias; v el mismo puede por jus- 
ta causa sustituirlo por otro”. Lo mismo establece el art. 22 $ I de la 
Instr. “Provida”, con la sola diferencia de que en las causas de nuli- 
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dad se prescribe, sin las atenuaciones del canon 1642, § 2, el uso de la 
lengua latina. Al ponente corresponde, según el citado canon 1584, re- 
dactar las sentencias. Pero el art. 200 $ 2 de la Instrucción de 1936 ad- 
mite que, por causa justa, se dé este encargo a algún otro juez del cole- 
gio en la discusión final que precede a la sentencia. En esta discusión es 
el ponente el primero que presenta sus conclusiones (canon 1871 $ 3). 


La doctrina admitía ya comúnmente que el oficio de ponente o re- 
lator podía sumirlo el presidente mismo del tribunal colegiado, enten- 
diendo que esto podía determinarlo por sí mismo el presidente, mas 
ahora el art. 22 $ 2 de la Instr. “Provida” exige para las causas de 
nulidad matrimonial el consentimiento del tribunal y este consenti- 
miento, con mayoría absoluta, se requiere para la validez del acto: 
“Con el consentimiento, dice, del tribunal puede el mismo presidente 
desempeñar el cargo de ponente o relator”. 


El modo como ha de informar el ponente en la deliberación final 
del tribunal colegiado, antes de la sentencia, lo determina el canon 
1871 $ 3. La redacción de la sentencia debe hacerla el ponente según 
prescribe el canon 1873 $ 2. 


_ 2. Juez delegado. Puede suceder que para la ejecución de alguna 
diligencia judicial, por ej., para la inspección de un local o el cotejo de 
algún documento, que no puede o no hay razón para que realice el 
tribunal colegiado en pleno, sea oportuno comisionar, no al auditor 
que no ha de intervenir en la sentencia, sino a un miembro del mismo 
tribunal pero distinto del ponente. Entonces ese miembro del tribunal 
actúa como su representante o delegado del mismo tribunal. La desig- 
nación de este delegado creemos que puede hacerla el presidente por 
sí solo. Tid | 

También, algunas veces, la comisión para ejecutar un acto procesal 
se otorga a una persona ajena al proceso que obra como delegada del 
tribunal. Puede ser un juez sinodal que no forma parte del tribunal 
para aquella causa, o también una persona no investida de potestad 
judicial, como un párroco u otro sacerdote a quien se comisiona, v. gr., 
para oir a un testigo impedido de presentarse ante el tribunal. Véase 
en este sentido el n.* 24 de la Instrucción de 1923 para el proceso sobre 


el matrimonio rato y no consumado, que puede servir de norma para 
Otras causas. 


Puede darse también la subdelegación. Los jueces delegados, dice 
el canon 199 $ 4, pueden subdelegar algün artículo no jurisdiccional 
aunque no tengan comisión expresa. 

Distinto del delegado con comisión particular que hemos considera- 
do, es el caso en aue el tribunal mismo, unipersonal o colegiado, juzga 
toda la causa con potestad delegada. Entonces la designación del tri- 
bunal compete a la S. Sede o a los Ordinarios locales (cánones 106, 107) 
En el matrimonio rato y no consumado la S, Congregación de Sacra- 
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mentos suele enviar letras de delegación al Ordinario local que reco- 
mendó al orador, a fin de que instruya la causa (n. 12 de la Instrucción 
de 1923), y aun el Ordinario suele recibir facultad para subdelegar 
(n. 14 Instr. 1923). 


3. Juez auditor. En un proceso escrito, como es el canónico, puede 
tener amplia cabida el principio de mediación, y su representación 
más característica se halla en la intervención del auditor o instructor 
de la causa. La Instr. “Provida” de 1936 habla directamente del audi- 
tor en los artículos 23, 24 y 25. 


Nombramiento del auditor. La Instr. “Provida” recoje y aplica 
a las causas matrimoniales de nulidad las normas generales del Código 
sobre el auditor. He aquí el texto del artículo 61 $ 23: “§ 1. Puede el 
Obispo tanto de una manera estable como para una causa determina- 
da, nombrar uno o varios auditores o instructores de autos. El provisor 
solamente puede hacer esto para una causa determinada, si no ha pro- 
visto ya el Obispo (v. canon 1580). $ 2. Los auditores deben elegirse, 
en cuanto sea posible, de entre los jueces sinodales (v. canon 1581"). 

La designación del auditor o juez instructor es potestativa. En el 
tribunal de apelación no suele designarse auditor, porque la causa está 
ya instruída. Si en grado de apelación se admite un nuevo capítulo de 
nulidad matrimonial, se juzgará acerca el dicho título como en primera 
instancia, y entonces la intervención del auditor puede ser tan opor- 
tuna como en los casos ordinarios. 

El auditor puede ser al mismo tiempo relator o ponente. Los segla- 
res nunca pueden ser auditores, según declaró la S. Congregación del 
Concilio, el 15 de diciembre de 1918”. 

La extensión y naturaleza del oficio de auditor se insinúa vagamente 
en el canon 1582 y en el art. 24 de la Instr. “Provida”, enumerando 
algunas funciones que le corresponden y negándole otras. Dicen así 
ambos textos: “Propio de los auditores es citar y oir los testigos e ins- 
truir otros actos judiciales, pero no dar la sentencia definitiva”. Suele 
decirse, con frase genérica pero muy exacta, que el auditor tiene poder 
in cognoscendo sed non in decidendo. Los términos del texto transcri- 
to abren un campo casi ilimitado a la actividad del auditor. Como su 
misión particular es preparar la solución de la controversia planteada 
ante el juez, parece que a él se le puede enconmendar la ejecución de 
todos los actos judiciales, a excepción de la sentencia definitiva, y que, 
después de dada la comisión por el Obispo o por el provisor, el auditor 
puede ejercer su oficio con plena autonomía. Sin embargo, este con- 
cepto conviene aquilatarlo con más rigor. Aparte de lo que es incum- 
bencia de los oficiales mayores (fiscal y defensor del vínculo) y conside- 
rando sólo el oficio del auditor en relación con el del juez principal, a 
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quien presta ayuda y sustituye en la ejecución de los actos preliminares 
a la sentencia, particularmente en la instrucción de la causa, debe te- 
nerse en cuenta que al juez principal —unipersonal o colegiado— co- 
rresponde la dirección del proceso, lo cual significa que el auditor debe 
obrar bajo su dependencia, pero con criterio propio en cuanto al modo 
y con autoridad suficiente para cumplir y hacer cumplir, dentro del 
proceso y mandato recibido, cuanto sea necesario o conducente a la 
preparación e instrucción de la causa. Hay actos, en concreto, y son 
muchos, según hemos indicado, los cuales están reservados por la 
misma ley al tribunal o a su presidente. 

Ni es ésto solo. Además de estar limitada la acción del auditor por 
las prerrogativas anejas a la dirección del proceso, lo está ¡igualmente 
por otra prerrogativa más preeminente del juez principal y del todo 
inalienable. El artículo 24 de la Instrucción “Provida”, como el canon 
1582, excluye taxativamente de la competencia del auditor sólo el dar 
la sentencia definitiva. Pero es indudable aue el tribunal no puede 
tampoco autorizar, con un visto bueno previo y general, cualouier so- 
lución de las causas incidentales que surjan en el proceso, salvo las 
cuestiones de forma o de mero trámite. Las sustanciales o de fondo y 
todas las que tengan fuerza de sentencia definitiva debe resolverlas 
autoritativamente el tribunal, aunaue las prepare el auditor y aun las 
formule él mismo. i 

Aun ciertas cuestiones o actos meramente procesales no conviene 
encomendarlos al auditor, porque su mismo planteamiento o solución 
puede influir decisivamente en la sentencia definitiva. Tales son, por 
ej., la citación introductoria de la causa, la litiscontestación, la conclu- 
sión del período probatorio, la vista o discusión final de la causa. Que- 
dan totalmente excluídos de la competencia del auditor todos los actos 
que tienen valor de sentencia definitiva, como la transacción, el jura- 
mento decisorio, la reprensión judicial. ] 

No obstante las limitaciones aue hemos puesto, la esfera de acción 
del auditor es muy extensa. El Código enumera expresamente algunos 
pocos actos en que interviene el auditor y la Instrucción de 1936 mucho 
más, sin que la enumeración sea exhaustiva. El cl. Roberti trae una 
larga lista. de casos en los aue, según la legislación vigente, el auditor 
e UE en a aoe de las causas matrimoniales", pero 

pueden multipiicarse en conformidad con la naturaleza del 
oficio de auditor. 

Doctrinalmente, la misma conveniencia del nombramiento del audi- 
tor Mu discutirse. El ideal sería que el tribunal mismo o, al menos 
pmo le qu fue alise sempre presente a la causa y observa 

n sel ncias, en contacto directo con per- 
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sonas, hechos y documentos. El mero estudio posterior de tantos es- 
critos, no pocas veces revueltos y hacinados, si bien permite un cono- 
cimiento y análisis más reposado, no sirve para captar muchísimos de- 
talles que pueden tener gran valor, especialmente para apreciar la bue- 
na fe de las partes y testigos. Con todo, razones de orden práctico ha- 
cen aconsejable, de ordinario, el nombramiento del auditor. Su con- 
veniencia es generalmente reconocida, sobre todo en el tribunal cole- 
giado, para abreviar la tramitación del proceso y facilitar el trabajo de 
los jueces. Pero ello no debe ser óbice para que el juez, si es único, 
y por lo menos alguno de los jueces en el tribunal colegiado, se pongan 
en relación inmediata con las partes litigantes y estudien a fondo la 
causa. 

La potestad del auditor es jurisdiccional, porque el conocimiento 
de la causa forma parte constitutiva del proceso, que se desarrolla en 
virtud de la potestad de jurisdicción. Pero se ha propuesto la cuestión 
de si la potestad del auditor es ordinaria o delegada. El citado Prof. 
Robert juzga que debe tenerse como ordinaria cuando el oficio 
de instructor en un tribunal se halla permanentemente constituído, pe- 
ro no si el auditor es elegido para casos particulares. Esta doctrina 
nos parece muy dudosa. Es difícil concebir que, siendo delegada la 
potestad de los jueces sinodales, pueda considerarse como ordinaria 
la del auditor, que es nada más que un juez auxiliar. Este obra siem- 
pre “ a tenor del mandato" del juez principal, es decir, por comisión 
particular. Y esto significa que el oficio del auditor no está legal y ob- 
jetivamente definido, ya que no puede decirse aue en fuerza de la ley 
—aun cuando exista el oficio de modo estable— tiene derecho el audi- 
tor a ejecutar un solo acto en concreto. 

Excepción de sospecha y remoción. Si el auditor fuese recusado, 
3 excepción de sospecha debe resolverla el juez principal (canon 1614 

$ 1). Lo mismo afirma, en términos más generales, la Instrucción de 
1936, art. 69: "Contra los actos del presidente o del instructor cabe 
recurso al colegio, al cual le toca dar decreto o sentencia interlocutoria, 
oyendo al defensor del vínculo y, si interviene, al fiscal". 

“El auditor puede ser removido de su cargo en cualauier estadio 
del proceso por aquel que lo eligió; pero con justa causa y sin perjui- 
cio de las partes" (canon 1583 y art. 25 de la Intr. “Provida "de 1936). 
Es claro que puede remover a! auditor no sólo el Ordinario sino tam- 
biné el juez cuando fue éste quien le eligió para Ja causa en aue juzga 
por no haber provisto el mismo Ordinario. La remoción sin causa jus- 
ta podría dar motivo a la excepción de sospecha contra el juez. El per- 
juicio de las partes tiene lugar principalmente cuando la remoción se 
hace durante la pendencia del pleito. Este perjuicio debe estar justifica- 
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do por razones que afectan a la mejor administracién de la justicia, 
como si el auditor se muestra incapaz o poco diligente o parcial hacia 
uno de los litigantes. Si la remoción del auditor se hace a instancia de 
una de las partes, pueden cargársele a ella los perjuicios causados a 
la otra. 


4. Jueces asesores. El asesor toma parte en las causas aconsejando 
al juez que ha de dictar sentencia. Carece de jurisdición y su voto no 
es deliberativo sino meramente consultativo; por lo cual, su interven- 
ción no hace el tribunal colegiado sino que, por lo contrario, supone 
que el juez es único. No obstante, como los asesores pueden tener gran . 
influjo en el ánimo del juez y en sus deliberaciones, el decreto de nom- 
bramiento debe notificarse a las partes, a fin de que éstas, si hay mo- 
tivo ,puedan recusarlos; la excepción de sospecha debe resolverla el 
juez principal. Puede nombrarse asesores para todo el proceso o sólo 
para una parte de él, v. gr., para la instrucción de la causa. 

No tiene por qué constar en actas lo que los asesores aconsejan al 
juez. Pero sí debe constar su presencia en los actos procesales y sus 
intervenciones públicas en los mismos, ya orales ya escritas. Los ase- 
sores tienen derecho a conocer las actuaciones sobre las cuales hayan 
de emitir su dictamen o dar consejo, así como también están obligados 
a prestar juramento de cumplir bien y con fidelidad su oficio, según 
prescribe el canon 1621. 

Se diferencia el asesor del jurisconsulto en que éste aconseja fuera 
del tribunal, bien al juez bien a las partes, mientras que el asesor acon- 
seja y ayuda al juez en el mismo tribunal. 

Los asesores son elegidos libremente por el juez pero deben ser 
remunerados a expensas de los litigantes, porque en beneficio de ellos 
requiere el juez su ayuda. Las personas seglares no pueden ser ase- 


sores en los tribunales eclesiásticos, a pesar de que el oficio no es 
jurisdicional”. 


$ VI. MODO COMO EL TRIBUNAL HA DE PROCEDER EN LAS CAUSAS 
MATRIMONIALES 


de haber visto cómo se constituye el tribunal o las diver- 
XE Iguras que en él pueden intervenir, interesa conocer cómo procede 
el mismo tribunal en el conocimiento y resolución de las causas matri- 


moniales. 
A) Impulso del tribunal e impulso de las partes. 


Entre los principios generales reguladores de la marcha del proce- 
so interesa estudiar aquí, en relación con las causas matrimoniales, el 
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llamado principio inquisitivo y el dispositivo: el primero da la inicia- 
tiva en la constitución y desarrollo del proceso al juez, bien sea que 
actúe por sí mismo, bien sea que lo realice por medio de otra persona 
pública, que es el fiscal o el defensor del vínculo. El segundo, o sea el 
principio dispositivo, deja la iniciativa y por tanto la evolución del 
proceso a merced de las partes litigantes. Legalmente, la cuestión se 
centra en la aplicación de los cánones 1618, 1619 y 1620 a las causas 
matrimoniales. 


1. Constitución del proceso. Establece el canon 1618 cuándo el 
proceso ha de estar regido por el principio dispositivo o iniciativa de 
las partes. “En las causas, dice, que interesan tan sólo a los particula- 
res, el juez únicamente puede proceder a instancia de parte; mas en 
los delitos y en aquellas causas que atañen al bien público de la Iglesia 
o a la salvación de las almas, también puede hacerlo de oficio”. 

En el antiguo proceso oral prevalecía la iniciativa del juez; en el 
escrito, la de las partes. Actualmente se hace distinción entre el dere- 
cho sustantivo y la relación o derecho procesal, concediendo a las par- 
tes la facultad de hacer uso del derecho sustantivo particular y reser- 
vando al juez la determinación sobre la observancia de las leyes pro- 
cesales y sobre el derecho sustantivo que interesa al bien común de la 
Iglesia y a la salvación de las almas. Por este motivo, la constitución 
del proceso y de su materia en las causas contenciosas de interés pri- 
vado depende exclusivamente de las partes; al contrario, en las de 
interés público la acción o acusación compete o puede competir al 
fiscal o al Ordinario. El juez, en cuanto tal, no puede nunca introducir 
por sí mismo la causa, porque no puede ser al mismo tiempo juez 
y parte: “nemo index sine actore”. 

Son causas de interés público las criminales, las beneficiales, las de 
sagrada ordenación y las matrimoniales. Sin embargo, el interés públi- 
co en estas últimas se halla íntima e indisolublemente conjugado con 
el interés particular, aunque no siempre en el mismo grado y propor- 
ción. Hay causas matrimoniales en que prevalece el interés privado 
así como en otros predomina el público. En las causas de esponsales la 
acción procesal se ordena exclusivamente a obtener la reparación de 
los daños causados por el incumplimiento de la promesa -de matrimo- 
nio. La acción tiene, pues, un interés meramente privado y la consti- 
tución del proceso tiene que estar necesariamente a disposición de las 
partes, no del arbitrio judicial. 

Acerca de las causas de separación se ha discutido si tienen un in- 
terés público o privado. No son ajenas, ciertamente, al interés público, 
pero siempre con subordinación y a base del legítimo interés privado. 
Públicamente, interesa tanto que los cónyuges inocentes puedan sepa- 
rarse legalmente de aquellos otros que infringen sus más graves obli- 
gaciones conyugales —quedando a salvo la existencia del vínculo— 
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como que la separación sin causa canónica se prohiba y se niegue toda 
acción jurídica y procesal al causante culpable del impedimento. Pre- 
valeciendo en las causas de separación el interés privado, la iniciativa 
procesal, en la constitución del juicio, debe estar en manos de los mis- 
mos cónyuges y no del promotor fiscal. 

En las causas de nulidad matrimonial con frecuencia interviene 
parejamente el interés público y el privado. Este último existe siempre ; 
el primero, cuando el impedimento es público por su naturaleza, O 
cuando es denunciado al tribunal y concurren especiales razones de 
urgencia y de escándalo o de orden público. La constitución del pro- 
ceso puede siempre determinarla la iniciativa privada, y también la 
iniciativa fiscal cuando el interés público es esencial a la causa y por 
razones extrínsecas es notario y de especial relevancia”. 


En las causas sobre el matrimonio rato y no consumado así como 
las que tratan de los efectos del matrimonio, el interés relevante, en lo 
que toca ala demanda, es siempre de índole privada y por tanto la 
iniciativa en la constitución del proceso no puede ser oficial. 


. 2. Alegación de pruebas. La aplicación más difícil del principio 
inquisitivo u oficial y del dispositivo tiene lugar en la alegación de las 
pruebas y la dificultad se agrava en las causas matrimoniales. 

_ El canon 1619 sienta el principio general en estos términos: “$ 1. 
Si el actor no aduce en favor de su causa las pruebas que puede adu- 
cir, o el reo no contrapone las excepciones que le corresponden, el juez 
se abstendrá de suplirlas. $ 2. Pero tratándose del bien público o de la 
salvación de las almas, puede y debe suplirlas”. 

. El impulso o iniciativa procesal del juez o de las partes —principio 
inquisitivo o dispositivo— se manifiesta no sólo en la constitución del 
proceso sino también en su desarrollo y principalmente en la instruc- 
ción de la causa por la alegación de pruebas. En las causas de interés 
particular, e! juez no puede aducir nuevas pruebas principales, como 
son la prueba testifical, la documental v el juramento decisorio; pero 
aun en estos casos puede prescribir pruebas complementarias, como la 
prueba pericial, el reconocimiento judicial, el juramento supletorio o 
estimatorio. Aun las pruebas principales que el juez no puede introdu- 
ou puede completarlas o perfeccionarlas. Respecto de las causas pú- 
à en y o He directamente interesan a la salvación de las almas, 
] aducir toda clase de pruebas, salvo aue él mismo no 

puede hacer de testigo. 
Al hacer la aplicación del canon 1619, sobre la alegación de pruebas 
hon iniciativa del juez o impulso de las partes, a Jas causas matrimo- 
niales, se nos vuelve a presentar la cuestión del interés püblico o priva- 


24 


Cfr. "Estudios Canónicos", p. 709 ss. 


EL TRIBUNAL EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES 77 


do en cada una de ellas. Pero debemos adelantarnos a advertir que el 
mayor interés publico o privado de una causa no se refleja necesaria- 
mente de la misma manera sobre la intervención del juez en los diver- 
sos actos del proceso. La alegación de pruebas, por ej., es más abierta 
y susceptible de iniciativa oficial que la demanda o constitución del 
proceso. Por este motivo tenemos que aplicar de distinta manera los 
principios inquisitivo y dispositivo a las pruebas que a la constitución 
del proceso. 

En las causas de nulidad, primeramente, aunque estas causas sólo 
pueden incoarse por iniciativa oficial cuando el impedimento es por su 
naturaleza público, no cabe duda que encierran siempre un interés de 
carácter social, y por ende el tribunal puede y debe, en la tramitación 
de ellas, suplir las pruebas no aladas por las partes. A este objeto 
debe coadyuvar el ministerio fiscal cuya intervención, situándose al 
lado de una u otra parte litigante, ha de encaminarse a la realización 
del bien general, suministrando al juez los medios necesarios de prue- 
ba para garantizarlo. 

En el proceso sobre el matrimonio rato, aunque su constitución es 
de iniciativa privada, en la alegación de pruebas tiene plenísima apli- 
cación el principio izquisitivo, conforme se deduce de su misma natu- 
raleza que, ciertamente, interesa al bien público, porque la disolución 
del vínculo implica un cambio de estado social. Así consta también 
por el artículo 20 de la Instrucción de 1923, en el que se dice: “Perte- 
nece al juez, luego que se le hubiere encomendado legítimamente la 
instrucción del proceso, practicar la inquisición judicial acerca de la 
supuesta no consumación del matrimonio..." 

Más difícil es determinar la intervención judicial en orden a la ale- 
gación de pruebas, cuando la causa que se agita es la separación de los 
cónyuges. Creemos que en este caso no puede fijarse ninguna norma 
concreta, quedando al arbitrio o apreciación del juez suplir o no las 
pruebas de hecho no alegadas por las partes. En todo caso puede el 
juez aducir las pruebas o alegaciones de derecho común, cuyo cono- 
cimiento siempre le incumbe, conforme al aforismo tura novit Curia. 

Las causas sobre los efectos del matrimonio presentan un aspecto 
típicamente privado, rigiéndose en consecuencia por el principio 
dispositivo en la alegación de las pruebas. 

Las causas en que se trata del privilegio Paulino se tramitan sin 
recurrir a los tribunales eclesiásticos y sabido es que en el orden ad- 
ministrativo la acción del Superior se mueve con mayor autonomía, sin 
las trabas del procedimiento legal. 


3. Evolución del proceso. El principio imquisitivo o el dispositivo 
influyen en toda la marcha o evolución del proceso, haciendo que éste 
dependa principalmente, en la ejecución de los diversos actos que jalo- 
nan el proceso, o bien de la voluntad del tribunal o de la voluntad e 
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instancia de las partes. También aqui la pauta debe darla el diverso 
interés prevalente, público o privado de cada causa, no obstante el 
favor que históricamente —hoy en trance de revisión —ha gozado el 
principio dispositivo en el Derecho canónico. i oe 

El principio general, indiscutiblemente de carácter dispositivo, por 
lo que se refiere a la evolución del proceso, se contiene en el canon 
1620, que dice así: “Procuren los jueces y los tribunales que todas las 
causas se concluyan cuanto antes, aunque sin menoscabo de la justi- 
cia, y que no se prolonguen más de dos años en el tribunal de primera 
instancia, ni más de un año en el tribunal de segunda instancia”. El 
libre impulso de las partes, señalado en este canon, por el que una 
larga serie de demandas incidentales o preparatorias queda a merced 
de las partes, está frenado por múltiples e importantes excepciones, 
una de las cuales es la establecida en los cánones 1620 y 1736, cuya 
finalidad es impedir la paralización del proceso, debida a la inactivi- 
dad o mala voluntad de las partes contendientes. De estos recursos de- 
be valerse el juez, por propia iniciativa o impulso, cuando en la prose- 
cución de la causa se halla afectado el bien público. Si de la paraliza- 
ción del proceso únicamente se sigue daño a una de las partes, el juez 
debe esperar la instancia de ella, respetando así el principio dispositivo 
predominante en nuestro Derecho. Uno de los recursos en manos del 
juez para la impulsión del proceso, principalmente contra el actor mo- 
roso, consiste en dirigirle nueva citación o llamamiento, a instancia del 
demandado, o del promotor de justicia o del defensor del vínculo, de- 
clarándole en rebeldía si no obedeciere (canon 1849; art. 91 de la Ins- 
trucción “Provida”). Los efectos de la declaración de contumacia del 
actor en las causas de nulidad matrimonial son distintos de los efectos 
en los demás procesos contenciosos, como se deduce de la confronta- 
ción del artícula 91 de la Instrucción con los cánones 1849 y 1850*. 
En el proceso oriental (canon 64, 2.” se ha arbitrado otro recurso ge- 
neral para que el proceso no se paralice por negligencia o mala volun- 
tad de las partes, cuando la ejecución de un acto procesal requiere la 
instancia o impulso de ellas. “Quoties instantia partis requiritur ut 
iudex quid decernere possit, instantia promotoris iustitiae vel vinculi 
defensoris, qui iudicio intersint, eamdem vim habet”. 

La aplicación del impulso judicial en la evolución del proceso a las 


25 He aquí el texto del art. 91 de la Instr. “Provida”: $ 1. Cuando el actor, ni por si ni por 
medio de procurador legitimo, comparece para la contestacién de la demanda o le ha de citar 
de nuevo, si el demandado insta, conminándole con la contumacia: y si ni esta segunda vez 
comparece, declarará el presidente desierta la causa, salvo que inste el reo en favor de la nulidad 
del matrimonio (véanse cánones 1849, 1850 § 1). § 2. Se permite, sin embargo, al fiscal hacer 
suya la instancia y proseguirla siempre que, a juicio del Obispo, parezca Cdi G bien público 
esto es, la remoción del escándalo (véase canon 1850 § 2). En las causas que no son de nulidad 
matrimonial se conceden al reo varios otros recursos contra el actor contumaz las cuales se 
hallan especificadas, algo confusamente, en el $ 3 del canon 1860. 
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diversas causas matrimoniales depende del mayor o menor grado de 
publicidad de cada una de ellas, según ya queda declarado. 


B. El tribumal colegiado procede colegialmente 


En el tribunal singular o unipersonal la sentencia o cualquier otra 
resolución equivalente la da el juez principal, quedando excluído de 
este acto decisorio el juez auxiliar o auditor. El juez decide en confor- 
midad con lo alegado y probado, apreciando las pruebas según su con- 
ciencia, salvo aquellos casos en que existen pruebas legales, con valor 
determinado por la misma ley, supuestas las circunstancias de hecho 
que el mismo juez debe valorar. 


Cuando el tribunal es colegiado, lo mismo pesa la sentencia de un 
juez que la de otro de los que forman el tribunal y todos tienen las mis- 
mas obligaciones. Por eso deben obrar colegialmente y decidir por ma- 
yoría. Así lo establecen el canon 1577 $ 1 y el art. 14 $ I de la Ins- 
trucción “Provida”: “El tribunal colegiado debe proceder colegial- 
mente y dar las sentencias por mayoría de votos”. 


Discuten los autores sobre el modo cómo debe computarse la ma- 
yoría de votos. Falsamente han opinado algunos, como el Card. Le- 
ga,” que las resoluciones del tribunal colegiado deben tomarse por ma- 
yoría absoluta en el primero y segundo escrutinio, y por mayoría re- 
lativa en el tercero, a tenor del canon 101, $ I, 1.°, en el que se trata 
del modo de decidir propio de las personas jurídicas. No hay razón 
para afirmar la personalidad jurídica del tribunal colegiado como tam- 
poco la del tribunal unipersonal. El sujeto de derechos y obligaciones 
no es el tribunal sino cada uno de los jueces y la sentencia es el dicta- 
men conjunto y prevalente de todos ellos. Desechado el recurso inter- 
pretativo al canon 101 para definir el resultado de la votación, es pre- 
ciso afirmar que la mayoría de votos es, en todos los escrutinios, la ma- 
yoría pura y auténtica, es decir, la mayoría absoluta. La misma natu- 
raleza y gravedad del fallo judicial, cuando se requiere pluralidad de 
jueces, exige que la resolución se tome no por el exiguo margen de una 
mayoría relativa sino por una verdadera mayoría absoluta. Una sen- 
tencia no apoyada por la mayor parte de los jueces carecería de auto- 
ridad moral. La mayoría absoluta fue ya exigida en la citada Instruc- 
ción Austríaca “pro iudiciis ecclesiasticis quoad causas matrimoniales” 
propuesta por el Arzobispo de Viena De Rauscher. Leemos en el ejem- 
plar publicado por el Card. Viale-Prelá, el 2 de febrero de 1856, 
n.° 99: “Decisio fertur per suffragia absolute mayora”. 


2 TxGa-BaRrocckrlt Commentarius in iudicia ecclesiastica, v. I, Roma, 1950, p. 184. 
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Requerida la mayoria absoluta, surge la cuestión de como ha de 
procederse cuando esta mayoría no se puede conseguir. Ante todo, 
debe notarse que el caso es más hipotético que real, si la duda o los 
artículos de la controversia fueron bien definidos en la litiscontestación ; 
pues cada voto de los jueces es una respuesta a la duda, objeto del 
proceso. Ahora bien, estas respuestas no pueden por menos de ser fa- 
vorables o desfavorables, total o parcialmente, a la cuestión planteada. 
Por lo tanto, siendo impar el número de jueces, por necesidad tiene 
que resultar mayoría absoluta, y aquello en que la mayoría absoluta 
conviene, afirmativa o negativamente, es lo que obtiene fuerza de sen- 
tencia. Si los votos son en su mayor parte diversos, la consecuencia es 
que no consta, en aquello en que discrepan, del derecho del actor, o 
sea, que según la mayoría este derecho es dudoso y, por lo mismo, 
debe serle denegado al actor y debe absolverse de la demanda al reo. 
En el caso de no darse la mayoría absoluta, los autores proponen co- 
mo solución, pasada inútilmente una semana, el añadir dos jueces al 
tribunal de tres” o el sustituir a los jueces”. 

La forma de proceder colegialmente, impuesta al tribunal pluriper- 
sonal no se refiere tan sólo al fallo o resolución final de la causa, sino 
a la actuación general del tribunal, particularmente en lo que atañe a 
las decisiones sobre el fondo de la causa, aunque sólo sea en cuestiones 
incidentales. Siempre es, en realidad, conveniente que el tribunal co- 
legiado, en cuanto sea posible, actúe colegialmente o hallándose pre- 
sente todos los jueces. Sin embargo, este principio general de inmedia- 
ción, por el cual el juez que ha de dictar la sentencia se pone, durante 
todo el proceso, en relación o contacto directo con los medios de prue- 
ba, no es rigurosamente exigido por nuestro Código ni en el tribunal 
singular ni en el colegiado. A veces interviene solo el presidente, con- 
forme luego expondré; otras veces puede un solo juez representar a 
todo el tribunal y aun se autoriza el encomendar al aúditor no pocos 
actos principalmente relativos a la instrucción de la causa. En ocasio- 
nes, que la misma ley procesal especifica o que la naturaleza del acto 
exige, es preceptiva la presencia o intervención de todos los jueces del 
tribunal. 

Cabe enumerar a continuación algunos actos principales relativos 
a las causas matrimoniales de nulidad, los cuales están reservados, ya 
en virtud de prescripciones generales del Código, ya en fuerza solamen- 
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al Wernz VipaL, Ius Canonicum, tom. \ I, De processibus, nn. 388, 595, nota 48. El P. VIDAL 
admite a Ce mene E Se citan en el texto, pero añade que el problema es más moral 
que jurídico, debiendo moralmente el juez que da s SE à 

C b a su voto menos favorable. al reo adherirse al 
juez más favorable a de S 
moral. 

28 


l reo, puesto ell ca 4S S 1 i ivaci 
DOE que cl caso es dudoso. No creemos que exista esta obligación 


CORONATA, Institutiones Turis Can., vol. III, De processibus, ed. 2, n.° 1400, admite como 
posible la sustitución de los jueces por el Obispo, pero no excluye otras soluciones. Muniz, Pro- 
cedimientos Eclesiásticos, v. III, n.° 442, propone solamente la sustitución de los jueces 
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te de la Instrucción “Provida” de 1936, al tribunal en pleno. Estos ca- 
sos se hallan prescritos en los artículos de esta Instrucción, coinciden- 
tes muchos de ellos con los respectivos cánones del proceso general 
canónico. Pueden citarse, entre otros, los artículos siguientes: art. 16 
$ 1; 28 y 29; 61, 62, 63, 64, 66, 67; 105$ 5; 107 $1 y 2; 123 $ 2; 
154; 200 $ 5; 201 $ 1; 211 $ 2; 214; 215 $ 2: 234; 236. Las citas 
pueden fácilmente multiplicarse”. 

La reservación de estos actos particulares al tribunal colegiado en 
pleno no lleva aparejada la sanción de nulidad, porque ni expresamen- 
te se dice ni la naturaleza del acto lo reclama, excepción hecha de la 
sentencia tanto definitiva como interlocutoria, conforme se declara en 
el art. 13 $ 1 de la Instrucción de 1936 y en el canon 1892, n. 1.°. 


El presidente del tribunal colegiado. En la actuación del tribunal 
colegiado no puede menos de tener una destacada importancia la in- 
tervención de su presidente, ya cuando el tribunal juzga en pleno bajo 
la dirección de aquél, ya cuando el presidente ejecuta por sí solo de- 
terminados actos. 

“El Tribunal colegial lo preside el provisor o viceprovisor, nom- 
brando por el Obispo conforme al canon 1573, y a él le pertenece diri- 
gir el proceso y decretar lo que sea necesario para administrar justi- 
cia en la causa que se ventila (canon 1577)” (art 14 $ 2 de la Instruc- 
ción "Provida"). 

“Si bien puede el Obispo presidir el mismo tribunal, es muy conve- 
niente que no lo haga, si razones especiales no lo exigen (canon 1578)" 
(art. 14 $ 3 de la Instr). 

La presidencia del tribunal lleva impresa, como característica ge- 
neral, la dirección del proceso. Pero esta dirección es interna, que se 
realiza dentro y desde el propio tribunal. Por esto se distingue de la 
alta dirección o moderación externa, que siempre está reservada al 
Obispo, aun cuando no forme parte del tribunal, y que es más bien 
de carácter gubernativo. 

En el proceso general contencioso —de iudiciis in genere, dice nues- 
tro Código— no existe ningün canon en el que se enumeren las atribu- 
ciones que competen al presidente del tribunal colegiado, aunque la 
mayor parte de ellas se deducen claramente de la misma naturaleza 
del oficio. En el art. 68 de la Instr. “Provida” se expresan amplia, no 
exhaustivamente, las atribuciones del presidente en las causas de nu- 
lidad matrimonial y ello de la norma que razonablemente, si no pre- 
ceptivamente, ha de observarse en los demás tribunales colegiados. 

En el $ 1 y en el $ 3 del art. 68 señálanse las atribuciones que por 
prescripción legal se reservan al presidente, lo cual no quiere decir 


29 Véase una enumeración más amplia en las obras ya citadas de RoBERTI, pp. 281-283, y de 
J.. TORRE,pp. 20-21. 
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que estos actos no pueda realizarlos el tribunal en pleno sino que el 
colegio o tribunal no puede impedir al presidente el ejercicio personal 
y exclusivo de su derecho si él así lo dispone. En el $ 2 del mismo ar- 
tículo se enumeran varios actos que el presidente puede realizar por 
sí mismo, con tal que el colegio no se haya reservado alguno de ellos. 
Esta última cláusula restrictiva está muy acorde con el principio según 
el cual el tribunal ha de proceder colegialmente; por lo que su derecho 
prevalece sobre el del presidente en todo lo que no está preceptuado 
o es cumulativo de ambos. Más clara aparece la prelación del tribu- 
nal en todos los demás casos en los que no sólo puede obrar colegial- 
mente sin necesidad de especial reserva sino que, de ordinario, convie- 
ne que así lo haga y aun en determinados casos debe necesariamente 
hacerlo, como ya queda indicado. La actuación inmediata del tribu- 
nal en pleno es la mejor garantía para la justicia del fallo judicial, 
aunque a veces puede haber motivo para la actuación individual se- 
parada de alguno de los jueces y, sobre todo, del presidente. 

He aquí el largo texto del art. 68 de la Instrucción “Provida”, en 
el que se hace una detallada aplicación de los derechos del presidente 
en las causas matrimoniales de nulidad. Parecida norma ha de seguir- 
se en las demás causas por natural exigencia del mismo oficio de pre- 
sidente. 

“$ 1. Incumbe al presidente: dirigir el proceso y decretar lo que sea necesario 
para administrar justicia en la causa (art. 14 $ 2); designar relator o ponente de la 
misma (art. 22); conocer en la excepción de sospecha contra los ministros del tri- 
bunal (art. 31 $ 3); mandar que en ciertos casos se imprima la defensa juntamente 
con los documentos principales (art. 179 $ 2); refrenar la extensión excesiva de las 
defensas, si esto no está ya determinado por ley peculiar del tribunal (art. 182); 
designar el día y hora en que han de reunirse los jueces para deliberar acerca de la 
sentencia que se ha de dar (art. 185); dirigir la discusión moderada que haga al ca- 
so (art. 189 $ 3), y reducir al cumplimiento de su deber a todos los asistentes al 


juicio, que faltaren gravemente al respeto y obediencia debidos al tribunal (v. ca- 
non 1640 $ 2). i 


§ 2. Puede asimismo el presidente, si el colegio no se ha reservado alguna cosa: 
hacer la contestación de la demanda, fijar plazos para aportar pruebas y presentar 
defensas, corregir a los testigos desobedientes y, si es preciso, multarlos, admitir 
pruebas antes de la contestación del pleito en aquellos casos de que se trata en el 
canon 1730, tasar la indemnización y gastos de los testigos, elegir peritos, recibirles 
el juramento y resolver acerca de sus gastos y honorarios, ordenar que se exhiban 
documentos, designar abogado de oficio, declarar que está contestado el pleito, que 


la causa está conclusa, que ha caducado la instancia o que se ha renunciado a ella, 
etcétera, | 


3. Puede t ié sidente, si i i 
§ también el presidente, si no hay instructor conforme al articulo 23, 


practicar lo referente a la instrucción de la causa”. 


En muchos otros artículos de la Instrucción “Provida” se mencionan 
especiales atribuciones del presidente. Sirvan de ejemplo los. siguien- 
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tes artículos: art. 19 $ 3; 22; 43 § 2; 47 $ 2, 4; 49 8 1; 68; 89; 
MSM re AAS Se? TA 178 S12 79M SOs 186: 198, 
$:L;:224;:235 ;: 240: 

El artículo 69 de la Instrucción concede recurso contra los actos 
del presidente o del juez instructor al colegio, y ésto no sólo en aque- 
llos actos que el presidente ejecuta con anuencia del colegio ($ 2 del 
art. 68) sino también en los que puede ejecutar por concesión directa 
de la ley ($ 1 y 3). “Contra los actos del presidente o del instructor 
dice el art. 69, cabe recurso al colegio, al cual le toca dar decreto o 
sentencia interlocutora, oyendo al defensor del vínculo y, si intervie- 
ne, al fiscal”. 

En las atribuciones señaladas por el artículo 68 al presidente del 
tribunal colegiado se observa al punto que la mayor parte de ellas 
son propias lo mismo del presidente del tribunal colegiado que del 
presidente de un tribunal singular. A estas facultades comunes a todo 
presidente de tribunal, enumeradas en el artículo 68, pueden añadir- 
se muchas otras y de ello pueden darnos un elenco, no exhaustivo, 
el art. 21 de la Instrucción de 1923 sobre el matrimonio rato y no 
consumado. Lo omitimos por no alargarnos. 

En el proceso oriental (canon 50 $ 1) se reconoce al ponente, en 
el tribunal colegiado, la facultad de dirigir el proceso: “Ponens pro- 
cessum dirigit et decernit quae pro iustitiae administratione in causa 
quae agitur neccesaria sunt”. La dirección del ponente está subordi- 
nada a la del presidente y tiene sólo por objeto el desarrollo práctico 
de la causa, con la aportación e impulso que para ello se requiera ; 
pero sin ningún poder sobre los otros jueces ni facultad para decidir 
lo que está reservado al presidente o a todo el tribunal. 


$ VII. Los OFICIALES DEL TRIBUNAL Y SU MODO DE PROCEDER 


Ya anteriormente dijimos quiénes se designan en el proceso ju- 
dicial bajo la denominación genérica de oficiales del tribunal y qué 
funciones desempeñan. 


A). El promotor de justicia o fiscal. 


a). Constitución del oficio.—Fue la costumbre la que primera- 
mente introdujo la obligación de constituir el oficio de fiscal en las 
Curias eclesiásticas. Después hallamos ya consignada esta obligación 
en el número 13 de la Instrucción de la S. Congregación de Obispos y 
Regulares, dada el 11 de junio de 1880*. El Código ha confirmado esta 
misma obligación: “Debe constituirse en cada diócesis el promotor de 


30 Fontes Card. Gasparri, vol. IV, p. 1023. 
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justicia... para las causas contenciosas en que, a juicio del Ordinario 
corra peligro el bien püblico, y para las causas criminales" (canon 
1586). La misma finalidad de defensor del bien püblico se reconoce al 
fiscal en el Motu proprio de 7 de abril de 1947, por el que se restableció 
el tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica en Espafia. Dice así 
el art. 9.°: “Hay también en la Rota un Fiscal para detender el bien 
público””. 

b). Función general del promotor de justicia. Actuación semejan- 
te a la del juez o a la de las partes.—Pero la función del fiscal es más 
amplia de lo que, a primera vista, parece exigir el concepto de bien 
público. El fiscal interviene no sólo en las causas públicas por su natu- 
raleza, como son las criminales y aquellas contenciosas en que directa- 
mente se halla interesado o peligra el bien común, sino que aun en las 
causas privadas es necesaria su presencia, a juicio del Ordinario, siem- 
pre que la recta administración de la justicia corra peligro por infrac- 
ción de las leyes procesales. Por eso, en la citada Instrucción de la S. 
Congregación de Obispos y Regulares, art. 43, se afirmaba que era 
propio del oficio del fiscal defender en los tribunales la justicia y la ley. 
También es conveniente la intervención del fiscal cuando se trata de 
cuestiones de derecho muy controvertidas o de difícil aplicación, en las 
que la actuación del juez puede necesitar un asesoramiento oficial del 
que quede constancia en autos. En este caso es el mismo juez quien 
conviene que pida informe al promotor de justicia, con lo cual se au- 
menta la garantía de acierto y la autoridad moral de las resoluciones, 
sin menoscabar con ello la dignidad y competencia científica del juez 
quien siempre es el que dirige el proceso y decide según su propia 
conciencia, interpretando la ley y aplicándola al hecho controver- 
tido. Sin embargo, el contínuo recurso al informe fiscal es superfluo 
y no serviría sino para retardar la evolución del proceso y entorpecer 
demasiado la acción directiva del juez, que siempre es el primer mi- 
nistro responsable en la administración de la justicia. 


Al fiscal compete, como misión propia, defender el bien público 
y de las almas, no sólo por ser este bien más alto y sagrado que los 
otros bienes particulares, sino porque los demás bienes tienen sus 
defensores propios e interesados en las partes litigantes, al paso que el 
bien público puede quedar indefenso. Es verdad que el juez puede 
alegar pruebas en favor de las causas que interesan al bien público, 
pero en esta misma defensa conviene que sea ayudado por una per- 
sona pública competente, así como en la defensa de los bienes parti- 
culares es ayudado por las partes. Por esta misma causa, es decir, 


31 Motu proprio "Apostolico Hispaniarum Nuntio”, 7 abril 1947: 


Boletín Oficial del Estado, 6 mayo 1947. AA ee 
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por carecer de la debida defensa, puede el fiscal promover la acción 
contenciosa en favor de los menores o de las personas morales, cuan- 
do no están debidamente asistidas o representadas. Así lo exige el mis- 
mo bien público. 

Concretando más el derecho del fiscal a intervenir en las causas, 
diremos que está simpre reservado al fiscal el derecho de acusación 
criminal (canon 1934), bajo la dirección y dependencia del Ordinario, 
quien juzga de la oportunidad de la acción, de su prosecución y de 
la conveniencia de aplicar, mitigar, diferir o condonar la pena infligi- 
da por sentencia. | ay 

Aparte del derecho de acusación criminal, el promotor de justi- 
cia debe, preceptivamente, ser ofdo por el juez en algunos casos, 
v. gr., en los casos mencionados en los cánones 1709, $ 3; 1786; 
1793, $ 2; 1841; 1856, $ 2. En el proceso oriental, canon 64, se es- 
tablece una doble norma sobre la intervención del promotor de jus- 
ticia y del defensor del vínculo, que también en nuestro proceso con-: 
viene sea tenida en cuenta. En el referido canon se dice: “Nisi aliud 
expresse caveatur: 1.” Quoties lex praescribit ut iudex partes earumve 
alteram audiat, etiam promotor institiae aut vinculi defensor, si in- 
dicio intersint, audiendi sunt. 2.” Quoties instancia partis requiritar 
ut index quid dicernere prossit, instantia promotoris institiae vel vin- 
culi defensoris, qui indicio intersint, eamdenm vim habet". 

Hay otros casos en los cuales el fiscal, aunaue no sea llamado por 
el juez, tiene derecho u obligación de intervenir, ya en las causas cen- 
tencrosas (cc. 1672; 8 35 1688, $2: 91696). 912201745. S 1 7898 919 
1773, § 2; 1830, § 3; 1850, § 2; 1863, § 2); ya en las causas crimina- 
les (cc. 1937; 1945; 1955). Otros muchos casos en que interviene el fis- 
cal pueden verse, por ej., en los cánones 663-665; 1734; 1879; 1897, 
$ 1). Como principio general, ha declarado la Rota Romana que siem- 
pre el fiscal tome parte en una causa principal, debe ser también cita- 
do en la incidental que guarde conexión con ella”. 

Pero interesa no tanto traer una larga enumeración de los casos 
en que el fiscal puede o debe intervenir en las causas —lo cual está 
determinado en la legislación— cuanto conocer cómo actúa y qué 
posición debe adaptar el fiscal en el proceso. 

Siendo el fiscal custodio del bien püblico, de la lev procesal y de 
las personas naturalmente indefensas, a pesar de que todo ello se halla 
primariamente bajo la especial protección del juez, v siendo además 
el fiscal una persona püblica, es forzoso considerarle como un conse- 
jero y auxiliar del juez, aue coadyuva con él v a veces realiza táci- 
tamente en su nombre diversos actos para la defensa del bien publi- 


32 S. B. Rotae decisiones, v. 43, p. 421, n.° 3. 
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co. Por eso puede decirse que el fiscal completa en muchos casos la 
accion del juez, por ej., cuando en las causas de interés publico suple 
las pruebas no alegadas, aunque sin participar nunca de autoridad 
judicial. 


Más frecuentemente, sin embargo, el fiscal se asemeja en su modo 
de obrar a las partes litigantes, ejerciendo sus mismos derechos pro- 
cesales, pero siempre con la mira puesta en el bien público. A seme- 
janza de las partes, cuyo oficio a veces verdaderamente asume, el 
fiscal puede afirmar o negar un derecho, bien sea poniéndose 
al lado del actor o del reo, bien oponiéndose a los dos, renunciar a 
la instancia cuando es él quien la promueve, y gozar de todos los de- 
rechos de las partes, sin llegar propiamente a serlo y sin que, por lo 
tanto, la sentencia recaiga sobre el fiscal, aun en el supuesto de que 
sea negado el derecho que él propugna o de cualquier manera la sen- 
tencia le sea adversa. Algunas veces el promotor de justicia entabla 
la acción principal, aunque bajo la dirección y dependencia del Ordi- 
nario, como en las causas criminales y matrimoniales sobre el vínculo. 
Otras veces, y más frecuentemente, presenta acciones incidentales, 
sobre todo las caucionales o preventivas. Puede pedir la declaración 
de contumacia del actor y, después de declarada por el juez, hacer suya 
la instancia y proseguirla, siempre que el bien público parezca exigirlo 
(canon 1850 $ 2). Cuando los clérigos discuten sobre el derecho a un 
beneficio y entre tanto uno de ellos muere o renuncia al beneficio, pro- 
sigue la instancia contra el sobreviviente el promotor de justicia (ca- 
non 1734). 


c). Función especial en las causas matrimoniales.—En las cau- 
sas matrimoniales la intervención del fiscal es la misma aue en las 
contenciosas según el mayor o menor grado de publicidad o interés 
general que cada causa presente. Principalmente debe. intervenir 
siempre que haya de acusar el matrimonio o sea preciso defender 
la ley procesal. Así lo declara el artículo 16 $ 1 de la Instrucción “Pro- 
vida": “El fiscal debe intervenir cuando él acusa el matrimonio v 
cuando se trata de defender la ley procesal. En este caso la interven- 
ción del fiscal la decreta el Obispo o el colegio, bien sea de oficio o a 
instancia del fiscal mismo, del defensor del vínculo o de las partes”. 
Cuándo sea oficio del fiscal acusar el matrimonio lo preceptúa el canon 
1971, en el que se atribuye al fiscal un amplio derecho de acción en las 
causas matrimoniales, aunque bajo determinadas condiciones. He aauí 
el texto del canon 1971: “§ I. Son hábiles para entablar la acusación : 
1.°. Los cónyuges, en todas las causas de separación y de nulidad, 
siempre que no havan sido ellos causa del impedimento; 2 El fiscal 
tratándose de impedimentos públicos por su naturaleza. § 2. Todos los 
demás, aunque sean consanguíneos, no tienen derecho a acusar el ma- 
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ao sino solamente a denunciar su nulidad al Ordinario o al fis- 
cal”. 

Es lugar paralelo del canon 1971 el artículo 35 de la Instrucción de 
1936, con términos más esplícitos, en el $ 1, n.° 2.” y $ 2, cuyo tenor 
es el siguiente: “$ 1, n.° 2.” Tratándose de impedimentos públicos por 
su naturaleza (es hábil para entablar la acusación), el fiscal por dere- 
cho propio (Com. Pont. 17 julio 1933, IV) y sin necesidad de previa 
denuncia; previa denuncia, tratándose de otros impedimentos, cuando 
el denunciante carece de derecho a entablar acción para obtener la de- 
claración de nulidad de su matrimonio, pero quedando a salvo lo que 
se prescribe en los artículos 38 y 39”.-El $ 2 del artículo 35 es igual al 
$ 2 ya transcrito del canon 1971”. Cuando el fiscal acusa el matrimo- 
nio, su intervención debe extenderse a todo el proceso, porque ejerce 
el oficio de actor. 


No sólo cuando el mismo fiscal ha de acusar el matrimonio, sino 
en todas las causas en que se trate de impedimentos matrimoniales y 
en las causas de separación conyugal, es ciertamente necesaria alguna 
intervención del fiscal. Así lo declara expresamente el canon 59 $ 1 del 
proceso oriental y es doctrina igualmente válida en nuestro proceso 
latino. 

Varias otras prescripciones sobre el modo de proceder el fiscal en 
las causas matrimoniales pueden verse en los siguientes artículos de la 
Instrucción “Provida” de 1936, escogidos poco menos que al azar: 
artículos 32, 35, 37, 38; 41 $8 3, 4; 46, 63, 75, 123 $ 1; 204 $ 2; 211 
§ 1. Sobre los interrogatorios, aun cuando es norma general que, si el 
fiscal interviene en la sustanciación de una causa, a él le compete tam- 
bién el derecho de presentar interrogatorios, en las causas matrimo- 
niales en las que interviene el defensor del vínculo, es a éste a quien 
está reservada la presentación de los interrogatorios (canon 1968 § 1). 
Ahora el art. 71 § 2 de la Instrucción de 1936 precisa más los concep- 
tos declarando que ésto no priva al fiscal del derecho de proponer al 
defensor del vínculo artículos para los interrogatorios y aue el defen- 
sor debe aceptar dichos artículos, sin variación, al formular los inte- 
rrogatorios. 

De todo lo dicho se desprende aue el fiscal, aun no siendo de nin- 
guna manera juez ni tampoco propiamente parte litigante, asume y 
ejecuta a veces actos que son propios del juez o de las partes. Esto lo 
hace, potestativamente o preceptivamente, el fiscal cuando la ley juzga 
que aquellos actos no conviene sean ejecutados por el juez o por las 
partes, a fin de salvaguardar la independencia del juez o garantizar su 
acierto y para no dejar el bien püblico al arbitrio de las partes. La 


33 Cfr. "Estudios Canónicos", p. 716 ss. y el comentario al canon 1971 del Código de la 
B. A. C., Madrid, 1957. 
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acción, pues, del fiscal siempre es supletoria o coadyuvante, aunque 
sumamente destaca por su fin y por la amplitud de su intervención. 
Goza también el fiscal de autoridad propia y de cierta autonomía en 
aquellos casos en que obra por mandato de la ley. Pero siempre es un 
oficial subordinado al Ordinario y al juez y generalmente no intervie- 
ne sino a requerimiento de ellos. 

d). Figura propia y distinta. Incompatible con otros oficios. Acu- 
mulación del oficio de fiscal y defensor.—Hemos señalado las fun- 
ciones del fiscal y su modo de proceder, en el que a veces se ase- 
meja al juez y con más frecuencia a las partes. Pero su figura, 
aunque situada en segundo plano, debe considerarse como propia 
y distinta de todas las demás que toman parte en el proceso, sólo 
coincidente por naturaleza, aunque no en todas sus funciones, 
con el defensor del vínculo en cuanto que ambos constituyen lo 
que suele llamarse en los tribunales civiles ministerio público. El fiscal 
es, por consiguiente, un ministro público y oficial que tiene por fin de- 
fender, según justicia, el interés común y las causas espirituales en el 
proceso. TM 

No sólo es el fiscal una figura distinta de las otras, con su carácter 
propio de ministro püblico, sino que el oficio del fiscal, complexiva- 
mente pensado, es incompatible en la misma persona con los otros ofi- 
cios, como el de juez, parte (aunque el fiscal haga sus veces), notario, 
testigo (canon 1757, § 3, 1.°). La incompatibilidad entre fiscal.y actor 
se produce aun en tribunales distintos. Quien hizo de promotor de jus- 
ticia en un tribunal, ha declarado la Signatura Apostólica,* no puede 
acerca de la misma causa hacer de actor en otro tribunal. i 


Sobre la acumulación del oficio de fiscal y de defensor del vinculo 
en una misma persona debe tenerse en cuenta lo que prescribe el ar- 
tículo 36 de la Instrucción “Provida”: “En aquellas diócesis donde el 
oficio de fiscal y defensor del vínculo se acumulan en la misma persona 
(v. canon 1588) si la causa se entabla por el fiscal, se ha de designar 
otra persona como defensor del vínculo”. Si bien el canon 1588 § 1 se- 
ñala como única causa que puede impedir la acumulación de los oficios 
de fiscal y defensor en una misma persona la multiplicidad de asuntos 
y causas, la doctrina ya había advertido aue hay otra razón más gra- 
ve e intrínseca que impide la acumulación y es la necesidad de impug- 
nar la existencia del vínculo, lo aue, naturalmente, no puede hacer el 
defensor, cuya misión tiene un sentido único, el correspondiente a su 
cargo. Esta interpretación obvia y necesaria es la que recoge el artícu- 
lo 36 de la Instrucción, porque cuando el fiscal entabla la acción sobre 
una causa matrimonial se entiende que es siempre para acusar la nu- 
lidad del matrimonio, es decir, para impugnar su validez y de ahí la 


34 Signatura Apostólica, 15 marzo 1921; A. A. S., v. XIII, p. 269 
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incompatibilidad en este caso del fiscal con el defensor del vinculo. 
En Espafia una misma persona suele desempefiar los dos oficios. 


€). Naturaleza del oficio. — Acerca de la naturaleza del oficio 
que ejerce el promotor de justicia no se hallan acordes los trata- 
distas, prevaleciendo la opinión de que no es un oficio en sentido 
estricto. Así opina Mons. Roberti, afirmando que el fiscal no 
ejerce jurisdicción alguna. Tener jurisdicción —recordamos nos- 
otros— .es, en efecto, hallarse investido de autoridad pública, 
es poder ejecutar actos de superioridad. Esta superioridad en el 
proceso la ejerce el Obispo y el juez, bien sea la potestad estrictamen- 
te judicial, bien sea administrativa. Ahora bien, el fiscal, según hemos 
visto, coopera en no pocos actos procesales con el juez y aun ejecuta 
actos qué son del todo propios del juez, en cuanto custodio de la jus- 
ticia, aunque por otras razones no sea conveniente que el juez, perso- 
nalmente, los realice. Por lo cual, no vemos inconveniente en sostener 
que el fiscal participa, en fuerza de la misma ley, de la potestad juris- 
diccional que se halla encarnada en el juez y, por lo mismo, no cree- 
mos que haya razón para negar que el fiscal desempefie un oficio en 
sentido estricto, a tenor del canon 145 $ 1, cuando el oficio está per- 
manentemente constituído en una. diócesis. 


^f) Cualidades y nombramiento. Su falta de asistencia. — Las 
cualidades del promotor de justicia y su nombramiento se deter- 
minan en el canon 1589, $ 1, que dice así: "Pertenece al Ordinario 
elegir al promotor de justicia y al defensor del vínculo, los cuales han 
de ser sacerdotes de fama intachable, doctores en derecho canónico, o 
al menos peritos en él, y de comprobada prudencia y celo por la jus- 
ticia” 

Aunque la constitución del fiscal es obligatoria en cada diócesis 
(canon 1586), o para todas las causas o para cada una de ellas en 
particular (c. 1588 $ 2), su intervención en las causas es, según ya he- 
mos visto, unas veces preceptiva o impuesta por la ley, y otras veces 
facultativa, a voluntad del Ordinario o del colegio en las causas de nu- 
lidad matrimonial (canon 1586; art. 16 de la Instr. “Provida””. 

La falta de asistencia del promotor de justicia —dígase lo mismo 
del defensor del vínculo— puede afectar a la validez de los actos. He 
aquí lo que establece el canon 1587: "$ 1. En aquellas causas en que 
se requiere su presencia, son inválidas las actuaciones si no han sido ci- 


35 ROBERTI, O .C., pp. 321-322. 
. 35 En la Rota Romana es el ponerte quien juzga sobre la necesidad de la presencia del 


promotor de justicia en cada causa (Normas de la R. R., art. 27), y sobre la Rota Española 
dice el art. 27 de sus Normas: ”Pertenece al Nuncio Apostólico determinar cuándo debe el Fiscal 
intervenir en las causas contenciosas, para defender el bien público, a no ser que hubiere inter 
venido ya en la instancia precedente o su intervención sea necesaria por la naturaleza del 


asunto”. 
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tados el promotor de justicia o el defensor del vínculo, a no ser que 
ellos mismos, sin ser citados, hubieran de hecho intervenido. 520561 
legitimamente citados, no hubieran estado presentes a algunos actos, 
éstos son válidos; mas es de todo punto necesario que después sean 
todos ellos sometidos a su examen, para que puedan advertir o pro- 
poner, tanto de palabra como por escrito, lo que juzgaren necesario u 
oportuno". Cfr. art. 16 de la Instrucción "Provida". 

Si el promotor de justicia ha sido legítimamente citado, cuando su 
presencia es exigida por el derecho o bien impuesta por el Ordinario 
o por el colegio, pero no asiste a ningun acto, los actos son válidos, 
pero deben someterse al examen del promotor. El Código establece 
expresamente este principio en las circunstancias apuntadas, cuando 
el promotor o el defensor del vínculo no asisten a algunos actos, pero 
lo mismo debe afirmarse si no asisten a ninguno, porque su asistencia 
no es elemento esencial del proceso ni el derecho lo exige bajo pena de 
nulidad. 

Para que se produzcan los efectos sefialados por la falta de asisten- 
cia del fiscal a los actos del proceso, es condición necesaria que el fiscal 
deje de asistir en cuanto fiscal, no como actor en la causa. “Haec dis- 
positio legis, dice la Rota Romana, respicit Promotorem iustitiae re- 
duplicative sumptum, seu valet tantum si Promotor iustitiae qua talis 
iudicio intervenit, non autem si idem vestem actoris induens matrimo- 
nium accusaverit. Facta autem accusatione matrimonii et sic causa 
legitime introducta, Promotor iustitiae munere suo functus est, atque 
alii actus processuales sicuti in ceteris causis absolvendi sunt... sed 
obligatio singulis actibus interveniendi, sub poena nullitatis eorumdem 
non est imponenda", 

Esta distinción hecha por la Rota Romana es clara en sí misma. 
Pero es preciso tener en cuenta lo que, según ya hemos visto, estable- 
ce el artículo 16 8 1, a saber, que el fiscal debe intervenir cuando él 
acusa el matrimonio. Y esta intervención se entiende no sólo como ac- 
tor sino también como fiscal, viniendo así a quedar la distinción de la 
Rota Romana sin efecto práctico. 

Colígese de lo dicho que para la invalidez de las actuaciones por 
falta de asistencia del fiscal se requieren tres condiciones: que la pre- 
sencia de él sea obligatoria; que no sea legítimamente citado; y que 


se trate de actuaciones realmente judiciales, no simplemente, por ej., 
de la presentación de un documento. i ; 


g). Discusión doctrinal acerca de la necesidad o conveniencia 
del fiscal. Inhibición y excepción de sospecha. Remoción. — Doc- 
trinalmente se ha discutido la necesidad y aun la conveniencia 
del ministerio fiscal pero las legislaciones, tanto civil como canónica, 


% S. R. Rotae decisiones, vol, XXVIII, 30 enero 1936, decisio VIII, n.° 9, p. 77 
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hacen: necesaria la constitución del promotor de justicia y no parece 
que contra su existencia puedan aducirse argumentos poderosos. Lo 
dicho anteriormente aboga en favor de su conveniencia. 

El promotor de justicia debe inhibirse o abstenerse de ejercer su 
oficio por los mismos motivos por los que debe hacerlo el juez, a tenor 
del canon 1613. La excepción de sospecha puede propornerse también 
contra el fiscal lo mismo que contra el juez. “Si la excepción de sospe- 
cha, dice el canon 1614 $ 3, se interpone contra el promotor de justi- 
cia, el defensor del vínculo u otros ministros del tribunal, corresponde 
juzgar de ella al presidente del tribunal colegiado, o al mismo juez, si 
es único”. Cfr. art. 31 $ 3 de la Instrucción “Provida”. En cuanto a la 
obligación de prestar juramento véase lo dicho acerca de las obligacio- 
nes del juez. 


La remoción del promotor de justicia viene regulada en el canon 
1590, que establece lo siguiente: “$ 1. El promotor de justicia y el de- 
fensor del vínculo que han sido elegidos para todo género de causas, 
no cesan en su cargo al quedar vacante la sede episcopal ni pueden 
ser removidos por el Vicario Capitular; mas al llegar el nuevo Prela- 
do, necesitan ser confirmados en el cargo. $ 2. Pero, con causa justa, 
pueden ser removidos por el Obispo”. El promotor de justicia puede 
ser también removido de su cargo por el Administrador Apostólico per- 
manentemente constituído, pero no por el Administrador Apostólico 
que ha sido nombrado sólo con carácter temporal. 


B) EL DEFENSOR DEL VÍNCULO 


a). La figura del defensor del vínculo. Forma parte del ministerio 
publico.—La figura del defensor del vínculo fue creada por el Papa 
Benedicto XIV, en 1741, separando la función que ahora es propia de 
este oficio de fiscal que antes la ejercia”. El defensor del vínculo es la 
figura más característica y representativa del proceso matrimonial de 
nulidad y desempefia también una función influyente e irreemplazable 
en el proceso sobre el matrimonio rato. Aun ahora, conceptualmente, el 
oficio del defensor del vínculo forma parte del ministerio publico o fis- 
cal, y sólo considerado así es como se comprende su finalidad, su ele- 
vación y sus prerrogativas. El defensor del vínculo defiende no el in- 
terés de la parte aue afirma la validez del matrimonio, sino el interés 
público que existe en alejar todo peligro de aue el vínculo —base de 
un estado social y de un sacramento— se relaje cuando en realidad es 


probable que exista. 


37 BrNEDICTO XIV, Const. "Dei miseratione", 3 nov. 1741, $ 5; Fontes Card. Gasparri, vol. I, 
p. 697. 


92 si^ "MARCELINO CABREROS DE ANTA 


El defensor del vínculo no solamente impugna los argumentos fal- 
sos o claudicantes, sino que él mismo investiga y aduce cuantos argu- 
mentos puedan favorecer a la permanencia presunta del vínculo. Estos 
argumentos pueden ser procesales o sustantivos. El defensor debe tra- 
tar primeramente de impedir, mientras haya alguna buena razón para 
ello, que el proceso matrimonial llegue a entablarse o, si se incoó, pro- 
curará legitimamente que se interrumpa. A este fin debe valerse de las 
excepciones procesales dilatorias o perentorias, como las de incompe- 
tencia o sospecha del juez, incapacidad del actor para proponer la de- 
manda, sustitución dolorosa de las partes, soborno de testigos, falsifi- 
cación de documentos, pleito va acabado. También ha de valerse de 
las excepciones sustanciales por parte de la forma del matrimonio, de 
los impedimentos o del consentimiento. Y no tan sólo excepciones, 
sino verdaderas acciones puede exhibir en todo momento el defensor 
del vínculo. : 

Con esta doble estrategia, pasiva y activa, siempre vigilante, que- 
da garantizada, por el flanco más débil, la defensa del bien püblico en 
las causas de nulidad matrimonial. A otros —partes, fiscal— toca de- 
fender el bien püblico o el particular desde otros puntos de vista, y 
así es como toda la verdad se esclarece y la justicia obtiene su plena 
defensa". 

Se comprende que la figura del defensor del vínculo, no obstante 
su grandeza y excepcional importancia, aparezca confusa y desdibuja- 
da en nuestro Código.Ello obedece precisamente a la verdad de sus 
movimientos y formas de actuar, siendo causa de que el defensor del 
vínculo presente una figura del todo propia y distinta, que no encaja 
en el molde prefabricado de ninguna otra. Su intervención se asemeja: 
algunas veces a la acción directiva del juez, como cuando examina 
los artículos del interrogatorio propuestos por las partes y se opone a 
ellos (canon 1968, 2.°); cuando exige que se practiquen otras actua- 
ciones que él sugiera, con tal que el tribunal no se oponga a ello por 
unanimidad de votos (canon 1968, 4.°). 


Otras muchas veces la acción del defensor se asemeja a la de las 
partes litigantes, bien sea separadamente, bien formando litisconsorcio 
con ellas, aunque el defensor del vínculo nunca interviene como actor 
principal adelantándose a proponer la primera demanda de validez, 
porque el matrimonio, mientras no se impugne, debe presumirse y 
mantenerse como válido. : 

Pero más frecuentemente la intervención del defensor se asemeja, 
sobre todo en su aspecto y razón formal de actuar, al oficio y actividad 
del fiscal, con el que tiene íntima analogía a causa del objetivo último 


38. Cfr. Alocución del Papa Pío XII en la ienci 
audienci l i 
2 de octubre de 1944 (A. A. S., v. 36, a. 1944, p. 281 zy Meu oss RUM 
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que propone alcanzar, el cual no es otro que la defensa del bien pú- 
blico, y también por razón del modo de proceder, aunque el defensor, 
a diferencia del fiscal, debe concluir siempre a favor del matrimonio”. 

Por gozar el matrimonio del favor del Derecho, la función del de- 
fensor del vínculo, cuando tiene que intervenir, es más amplia y autó- 
noma que la del fiscal. Sin embargo, no puede pensarse que el defensor 
asuma nunca en nuestro proceso una función directiva e independiente 
y mucho menos decisiva o preponderante en orden a la solución de la 
controversia judicial. El defensor vela por la incolumidad del vínculo, 
indagando, aduciendo pruebas, refutando los argumentos contrarios 
que estima falsos, reiterando el examen, si es preciso. Pero con ello 
no intenta construir una prueba artificiosa y forzada, ni impedir.una 
prueba contraria válida, ni prevenir u ofuscar el fallo judicial, siem- 
pre objetivo e independiente”. Sólo intenta que el bien común o 
patrimonio espiritual de la Iglesia, representado en este caso por el 
vínculo matrimonial no quede indefenso y a merced de los intereses 
particulares o únicamente amparado por la mirada y vigilancia ge- 
nérica del promotor de justicia. Y como todo el proceso matrimonial 
de nulidad gira en torno de la existencia del vínculo, la intervención y 
presencia del defensor es casi contínua, llegando a coartar alguna vez 
la iniciativa y libre movimiento del juez en la tramitación de la causa. 


b). Facultades del defensor.—Las facultades del defensor del 
vínculo se hallan detalladamente expresadas en los artículos 70, 71 y 
72 de la Instr. “Provida”, donde se citan, como de costumbre, los 
cánones del Código pertinentes. 

En el $ 1 del artículo 70 se transcribe literalmente el canon 1968, 
que en gracia a la brevedad no trasladamos aquí. En el $ 2 del mismo 
artículo se añade lo que sigue: “Procurará el defensor del vínculo que 
los interrogatorios que se propongan estén formulados con absoluta rec- 
titud, y que sean atinentes, en vista del capítulo de nulidad de que se 
trata, teniendo facultad para reformar los artículos propuestos por los 
abogados, lo que no dejará de hacer, sobre todo si parecen sugerir la 
respuesta, pero en tal forma que no suprima lo que sea necesario u 
oportuno para conocer plenamente la verdad; reconocerá los documen- 
tos exhibidos por las partes y, si es necesario, pedira de oftcio otros”. 

El $ 1 del artículo 71 es copia del canon 1696. En el $ 2 este mismo 
artículo se añade: “Cuando el fiscal acusa el matrimonio, puede -tam- 


39 Cfr. LEÓN DEL Amo, La defensa del vínculo, Madrid, 1954, p. 255 ss. 

4 En confirmación de lo dicho en el texto nos place citar aquí unas palabras pronunciadas 
por el Papa Pío XII, en la audiencia del 2 de octubre de 1944 al Tribunal de la S. Rota Romana: 
“Defensoris vinculi est sustinere existentiam vel permanentiam vinculi coniugalis, non tamen 
modo absoluto, sed subordinato ad finem tractationis suae, inquisitionem scilicet et declaratio- 
nem. veritatis obiectivae... Ex altera parte, nullo modo exigi potest ut Defensor vinculi quan- 
tocumque pretio componat ac praeparet defensionem artificiosam, nulla ratione habita utrum 
affirmationes serio gaudeant fundamento necne". ? 
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bién él proponer al defensor del vinculo articulos para los interrogato- 
rios que se han de presentar a las partes, testigos y peritos. El defen- 
sor del vínculo debe necesariamente tomar en consideración estos ar- 
tículos, sin facultad para variarlos, al formular los artículos o posicio- 
nes a tenor del artículo 70, $ 1, números 1 y 2, que han de entregarse 
después cerrados al instructor de la causa”. T 


“Artículo 72. Puede el defensor del vínculo y, si el caso lo pide, no 
dejará de hacerlo, recabar noticias pertinentes, especialmente del de- 
fensor del vínculo de la diócesis donde se celebró el matrimonio, asi- 
mismo recabar del párroco a quien le correspondió el derecho de asis- 
tir al casamiento una copia auténtica de las investigaciones realizadas 
antes de la celebración del matrimonio, y de la preguntas que el párro- 
co hizo, conforme a derecho, a los contrayentes". 


Son correlativos de estos artículos los números 28 y 29 de la Ins- 
trucción de 1923 sobre el matrimonio rato y no consumado. Pueden 
verse otros artículos de la Instrucción de 1936 sobre el proceso de nuli- 
dad martimonial, v. gr., el 74; 123 $ 1; 204 § 2; así como los cánones 
generales 1971, 1972 y 1990, fuera de los otros citados en los artículos 
70, 71 y 72 que acabamos de transcribir. 


c). Naturaleza del oficio y nombramiento del defensor.—Acerca 
de la naturaleza del oficio del defensor del vínculo, reiteramos lo di- 
cho sobre el fiscal. Creemos que cuando es nombrado establemente 
para todas las causas, el oficio del defensor ha de considerarse como 
oficio eclesiástico en sentido estricto (canon 145 $ 1). 


El nombramiento del defensor del vínculo en las causas en que se 
trata de la nulidad matrimonial es obligatorio. “Constitúyase en cada 
diócesis el promotor de justicia y el defensor del vínculo... éste para 
aquellas causas en que se trate del vínculo de la sagrada ordenación 
o del matrimonio (canon 1856). El canon 1967 especifica más la inter- 
vención del defensor: "Tanto si se trata de la nulidad del matrimonio 
como si de probar la no consumación y las causas para dispensar sobre 
matrimonio rato, debe citarse al defensor del vínculo matrimonial, a te- 
nor del canon 1586". El defensor puede ser nombrado o para todas las 
causas o para cada una de ellas en particular (canon 1588 $ 2). 

El artículo 15 de la Instrucción “Provida” exige explícitamente el 
nombramiento y presencia del defensor del vínculo en las causas de nu- 
lidad matrimonial, recogiendo las prescripciones de los cánones 1588 
$ 2 y 1587. 

Sobre el matrimonio rato puede verse el n.° 15 de la Instrucción de 
1923, en el que se consigna la obligación que el Ordinario tiene de nom- 
brar defensor del vínculo. En el número 27 de esta misma Instrucción 
se confirma la necesidad de la presencia del defensor en las causas sobre 
la no consumición del matrimonio, con los efectos que produce 
la falta de citación del defensor así como su falta de asistencia, en la 
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misma forma ya dicha para las otras causas. Sin embargo, en el n.° 4 
$ 4 de la misma Instrucción de 1923 se prevée el caso en que no se 
encuentre defensor idóneo del vínculo. Entonces el delegado lo hará 
constar en actas y él mismo, de oficio, hará las preguntas u otras ob- 
servaciones. El defensor es nombrado por el Ordinario; sus cualidades 
son las mismas que las del fiscal (canon 1589, $ 1). 


C) EL NOTARIO O ACTUARIO 


a). Sus funciones y necesidad.—Notario es la persona nombrada 
por el Superior legítimo, cuya escritura o firma hace fe pública. Cuan- 
do actúa en los juicios suele denominarse actuario. 

La misión principal del actuario consiste en levantar o extender le- 
gitimamente las actas (n.° 30 de la Instrucción de 1923). El artículo 
73 de la Instrucción de 1936 sobre el proceso de nulidad matrimonial 
específica más detalladamente las funciones del actuario. He aquí su 
largo texto que sirve de explicación, no exhaustiva, del cometido pro- 
pio del actuario. 


"Incumbe al actuario consignar todo por escrito con diligencia y fidelidad ; reu- 
nir y conservar los autos cauta, ordenada y religiosamente; procurar que no lle- 
guen a los extraños los autos, sobre todo los que han de conservarse secretos; dar 
fe de todos y firmarlos todos con el presidente; llevar bien ordenado el libro de 
causas, o protocolo; hacer las posiciones ; estar presente cuando se presta juramento 
conforme a derecho; firmar las citaciones y, una vez que se han notificado, poner 
nota de ello; asistir a la instrucción y discusión del proceso; declarar la conformi- 
dad de las copias con el original; tener prestos los rescriptos, decretos y decisiones, 
para que sean ejecutados; notificar a las partes la parte dispositiva de la sentencia ; 
firmar los originales de las sentencias y dar fe de las copias de ellas”. Merece citar- 
se también aquí, especialmente, el canon 1643, cuyo tenor es el siguiente: “$ 1. 
Numérese cada uno de los folios del proceso y en cada uno de ellos póngase la fir- 
ma del actuario y la firma del tribunal. $ 2. Fírmense por el actuario y el juez o 
presidente del tribunal todas las actas completas o interrumpidas o remitidas a 
otra sesión. $ 3. Siempre que se requiera la firma de las partes o testigos en las ac- 
tas judiciales, si la parte o el testigo no pudiere o no quisiere firmar, se hará cons- 
tar así en las mismas actas; y el juez y el actuario, ambos a dos, darán fe de que 
él acta se leyó palabra por palabra a la parte o testigo, y de que éstos no pudieron 
o no quisieron firmarla”. 


Hay un canciller notario, aunque a veces las funciones de ambos 
oficios las ejercen personas distintas, sobre todo en lo referente a actos 
extrajudiciales. El quehacer principal del canciller o archivero consiste 
en guardar en el archivo las actas de la Curia, ordenarlas, hacer un 
índice de las mismas y sacar copias, dando fe de su autenticidad. Si 
la necesidad lo exige, se le puede dar un ayudante, denominado vice- 
canciller (canon 372; art. 19 $ 3 de la Instrucción de 1936; n.” 32 de 
la Instrucción de 1923). En España, las funciones propias. del canci- 
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ller suele ahora desempeñarlas el Secretario de Cámara y Gobierno 
que por éso se llama, después del Código, Canciller-Secretano. Además 
del canciller-notario y del canciller-secretario, que también es notario, 
puede el Obispo nombrar otros notarios, que lo sean simplemente, es 
decir, cuya misión única sea hacer fe pública con sus escritos o firma 
(canon 373). Al actuario puede el juez darle un auxiliar que le ayude 
a escribir las actas, a sacar copias o a ejecutar otros actos (cfr. n.” 32 
de la Instrucción de 1923). 

El artículo 17 de la Instrucción de 1936 reproduce y completa la 
prescripción del canon 1585, en los siguientes términos: “En todo pro- 
ceso debe intervenir un notario que desempeñe el oficio de actuario; 
de tal modo que han de ser tenidas por nulas las actas que no fueren 
escritas de su mano, o al menos firmadas por él (canon 1585 $ 1). Por 
lo tanto, antes que el tribunal empiece a conocer la causa, debe el 
presidente del mismo tomar como actuario alguno de los notarios le- 
gítimamente nombrados a tenor del canon 373, salvo que el Ordinario 
juzgue conveniente designar alguno para una.causa en particular (v. 
canon 1585, $ 2)”. 

b). Cualidades subjetivas. Oficio territorial e incompatible. Jura- 
mento y remoción. —El canciller y los demás notarios, dice el canon 
373 $ 4, deben ser de fama intachable y libres de toda sospecha. Y 
sabido es que la excepción de sospecha contra el actuario, como con- 
tra los demás ministros del tribunal, la resuelve el presidente del tri- 
bunal colegiado, o el mismo juez, si es único (canon 1614 $ 3). El 
Obispo, mediante decreto, puede dar al actuario un subtítulo para 
que haga sus veces cuando el actuario esté impedido. En las causas 
de nulidad matrimonial, el presidente puede también designarle un 
auxiliar que le ayude (cfr. Instr. “Provida” art. 19, $$ 1, 3). 

El oficio de notario no es jurisdicional pero si territorial en cuanto 
al ejercicio de su función, no en cuanto a sus efectos. El notario sólo 
puede ejercer su oficio dentro del territorio del Obispo por quien fue 
elegido, a no ser cuando el Obispo, excepcionalmente, puede ejercer 
la jurisdicción fuera de su territorio, por haber sido expulsado de él 
o impedírsele en el mismo su ejercicio (canon 1637). Pero el notario 
hace fe, por concesión del Derecho, aun para fuera de su territorio en 
tdodo aquello de que certifica. hid 

Es incompatible el oficio de notario con los oficios de juez, promo- 
tor de justicia, defensor del vínculo y demás oficios principales del 
proceso. Con todo, advierte el n.* 24 $ 4 de la Instrucción de 1923 so- 
bre el matrimonio rato que, "si en regiones poco o nada cultas, no se 
encuentra quien haga de actuario, puesta la debida anotación en las 
actas, el juez mismo redactará el acta de haber recibido la declaración 
con las notas correspondientes". 

El actuario debe, en todas las causas prestar juramento de cumplir 
fielmente su oficio (canon 1621; art. 20 de la Instr. de 1936). Además, 
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en las causas sobre inconsumación del matrimonio debe prestar jura- 
mento de guardar secreto (nn. 19 y 32 de la Instr. de 1923). 

El notario puede ser removido o suspendido por quien le nombró, 
por su sucesor o Superior, pero no por el Vicario Capitular, sin con- 
sentimiento del Cabildo (canon 373). 


D) CURSORES, ALGUACILES Y OTROS MINISTROS INFERIORES 


Sobre el nombramiento de cursores y alguaciles la Instrucción para 
el proceso de nulidad matrimonial reproduce literalmente en el art. 18 
lo prescrito para el proceso contencioso general, cánones 1591-1593. 
Como la materia carece de dificultad y de novedad en su aplicación 
a las causas matrimoniales, bastan unas breves ideas aclaratorias. Es 
oficio del cursor el comunicar las órdenes del juez, por ej., las citacio- 
nes. Al alguacil le compete ejecutar las decisiones del tribunal, exi- 
giendo, v. gr., la presentación de documentos, el pago de las costas, 
la entrega del depósito. El oficio del cursor y alguacil es necesario, 
pues el Código habla en forma preceptiva (canon 1591 $ 1), aunque 
este mismo canon exceptúa el caso de que en el tribunal exista legí- 
tima costumbre contraria. No obstante de ser necesario el oficio, no 
es menester que todos y cada uno de los actos pertenecientes a él se 
ejecuten por medio del cursor o del aguacil (cánones 1719, 1720). 

En el proceso de inconsumación del matrimonio, el Ordinario ins- 
truye el proceso con facultad delegada de la S. Congregación de Sa- 
cramentos. Tiene, por tanto, aplicación en orden a los ministros de 
que puede valerse el canon 1607 $ 1, el cual establece lo que sigue: 
"El juez delegado por la S. Sede puede servirse de los ministros cons- 
tituídos en la Curia de la diócesis en la que ha de juzgar; puede, no 
obstante, elegir y tomar cualquiera otros que él prefiera, a no ser que 
otra cosa se haya determinado en el rescripto de delegación”. Con- 
cuerda con este canon lo que se prescribe en el n.° 15 de la Instrucción 
de 1923. Respecto del subdelegado añade este mismo n.° 15 que debe 
servirse de los ministros de la Curia diocesana, a no ser que el Ordina- 
rio hubiera mandado al subdelegado designar otros ministros. 

El Obispo puede nombrar oficiales sustitutos, bien sea al comenzar 
el proceso, bien sea en el decurso de él, para el caso en que se hallen 
impedidos aquellos que antes habían sido elegidos (cfr. art. 19 $ 1 de 
la Instr. “Provida” y n.° 18 de la Instr. de 1923). En estas mismas 
Instrucciones pueden verse algunos otros detalles de menor importan- 
cia sobre la contitución del tribunal. 

Conclusión. Terminamos advirtiendo que, al exponer conjunta- 
mente la constitución del tribunal en las diversas causas matrimonia- 
les, no hemos intentado dar validez al menos directa a la legislación 
propia de un proceso para los otros. Hemos querido, eso sí, que apa- 
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rezca lo que es base y estructura común en todos los tribunales de 
causas contenciosas, así como lo que en ellos hay de peculiar, análogo 
o privativo; todo ello resaltado por la simultaneidad y contraste de la 
exposición. Por este motivo, mucho de lo que hemos expuesto sobre 
las causas matrimoniales es igualmente aplicable a las demás. No po- 
cas normas legislativas dadas para un proceso sirven de norma direc- 
tiva y a veces obligatoria, en fuerza de la analogía, para otros, faltos 
de norma propia. 

La enorme complejidad de la legislación sobre la materia estudiada 
y su dispersión en cuerpos legales distintos, en gran parte no codifica- 
dos, nos ha obligado a un trabajo de sistematización positiva y formal, 
con preferencia a una construcción dogmática de conceptos, muchos 
de ellos ya elaborados y de fácil comprensión. Esta doctrina, sólo en 
parte aquí recogida, puede hallarse más ampliamente expuesta en los 
tratados generales sobre el proceso canónico o civil. 


M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de Derecho de la Universidad Pontificia de Salamanca 
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HACIA UN NIVEL SUPERIOR EN LOS ESTUDIOS 
ECLESIASTICOS 


Palidas parécenos que resultarían las pocas o muchas páginas, que 
intentáramos dedicar a los indiscutibles méritos que la Iglesia Cató- 
lica se ha justamente adjudicado, a lo largo de su historia casi bimi- 
lenaria, en la conservación, cultivo y progreso de la ciencia. Y no pre- 
cisamente porque esas páginas las hayan escrito ya auténticos Maes- 
tros de la pluma y de la historia, cual un De Maistre en la vecina na- 
ción francesa y un Marcelino Menéndez y Pelayo en la nuestra, re- 
producidas en la actualidad por Daniel Rops en su Historia de la 
Iglesia del Cristo. 

La verdadera razón estriba, a nuestro humilde entender, en que 
habiendo hechos de por medio y, por cierto, de una evidente enver- 
gadura, harto estrechas nos parecen que han de resultar las cifras de 
que dispone el lenguaje humano para expresarlos con la debida fide- 
lidad y exactitud. Las Escuelas Episcopales, los programas del tri- 
vium y del quatrivium, las pacientes y generalmente atinadas traduc- 
ciones de otras culturas, a las que los contemplativos monjes dedica- 
ban las horas libres que les dejaba la sollemnis recitatio del opus di- 
vinum, las Universidades de todas las épocas, especialmente las de 
la Edad Media, que forjaron Maestros de la talla, no fácilmente su- 
perable, de un San Alberto Magno, de un Santo Tomás de Aquino, 
de un San Buenaventura, de un San Belarmino y hasta de un Bacón 
de Verulamio, los Seminarios, providencialmente ideados por el Con- 
cilio de Trento, los Estudios Generales de las Ordenes religiosas, fe- 
cundos planteles de los adalides del saber humano, son otros tantos 
hechos ciertamente históricos y de una tal grandeza que difícilmente 
podrán ser encerrados en las expresiones de que dispone el mezquino 
lenguaje de los hombres. 

Mirando no sólo a ese glorioso pasado, sino que también a elevar 
a un nivel siempre superior la formación moral y cultural de los fu- 
turos ministros del Señor, la Sagrada Congregación de Estudios en 
data 29 de diciembre de 1955 dignábase aprobar los nuevos Estatutos, 
que la Facultad Teológica de la Universidad Católica de Beyrouth 
sometía a su maduro examen, después de haberlos conformado a las 
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disposiciones de la actual Carta Magna de los estudios eclesiásticos, 
contenida en la Constitución Apostólica Deus scientiarum Dominus 
y adnejas Ordinationes’. 

Así mismo en data 14 de junio de 1956 agregaba, ad quinquen- 
nium, el Estudio Teológico del Seminario Regional de Tannarive (Ma- 
dagascar) a la Facultad Teológica de la Pontificia Universidad Gre- 
goriana, mantenida con tanto prestigio por los Padres de la Compa- 
ñía de Jesús; y en data 25 de julio del mismo año, también ad quti- 
quennium, la Escuela Superior de Sagrada Teología del Seminario 
Episcopal de Vitoria, España, a la Pontificia Facultad Teológica de 
la Universidad de Salamanca, de tan gloriosa y arraigada tradición 
en el cultivo de las ciencias eclesiásticas”. 

Mientras el 3 de julio del año 1956 la misma Sagrada Congrega- 
ción se dignaba aprobar los nuevos Estatutos del Instituto de Cien- 
cias Sociales, fundado en la Pontificia Universidad Gregoriana? y el 
día 10 de diciembre de 1956 los del gemelo, erigido el 25 de noviem- 
bre de 1955 en el Pontificio Ateneo Internacional Angelicum', en data 
23 de febrero de 1956 concedía a la Facultad Teológica de la Univer- 
sidad Católica de Laval (Quebec, Canadá) el derecho de poder coa- 
ferir el grado de bachiller “alumniis sui quadriennii theologici mino- 
ris seu seminaristici, qui peculiaribus conditionibus satisfecerint””. 

Sino injustos —es tan temerario aun simplemente asomarse a los 
umbrales de la conciencia humana !— sí, por lo menos, unos despis- 
tados seríamos si no dedicáramos un carifioso recuerdo al Decreto que 
la misma S. Congregación daba el día, para nosotros siempre glorio- 
so, 25 de julio del mismo afio 1956, erigiendo en la Pontificia Univer- 
sidad Salmantina la Facultad de Filosofía*, “cui —como leemos en el 
mismo Decreto— ius erit academicos gradus baccalaureatus, licen- 
tiae, doctoralis laureae rite conferendi”. 

Magnífica, a nuestro humilde pensar, la motivatio aue impulsó > 
movió a la Sagrada Congregación para conceder este rescripto, y esta 
gracia. Por un lado las immarcesibles glorias de un pasado, que 
siempre será justo recordar: “christianam sapientiam (hominum men- 
tibustibus) insignibus magistris tradentibus, quos inter eminebant Doc- 
tores tum Ordinis Fratrum Praedicatorum tum Societatis lesu, prae- 
cipue Franciscus de Vitoria, Melchior Cano, Dominicus Soto, Domi- 
nicus Banez, Franciscus Suárez”. Por otro, las ineauivocas pruebas 


A. A. S., 23 feb, 1957, an. et vol. XXXXIX, n. 2, p. 98. 
Ibidem, p. 99. 

Ibidem, p. 99. 

Rescripto N.° 1362 / 55 / 21. 

WAS 1. CI p: 99: 

Ibidem, pp. 97-98. 

Ibidem, p. 98. 

Ibidem, p. 98. 
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del renacimiento teológico-filosófico que esa Universidad ha sabido 
dar “post renatas Hispanias ad catholicam publicam vitam””. 


A tan histórico Decreto —que la Pontificia Universidad de Sala- 
manca no sólo conservará en dorado marco, sino que también, bajo 
la experta égida de su Gran Caciller y de su prestigioso claustro de 
profesores, sabrá avalorar justamente, haciendo reverdecer los anti- 
guos laureles, florecidos en el período cumbre de la ciencia teológico- 
filosófica española— habíanle precedido otros dos, emanados por la 
misma S. Congregación de Estudios en data 2 de julio, erigiendo el Ins- 
tituto Superior de Pedagogía en la Facultad Filosófica del Pontificio 
Ateneo Salesiano y el Instituto Filosófico en la Universidad Católica 
de Angers (Francia). El primero capacitado para conferir “academi- 
cos licentiae atque doctoratus Philosophiae - Paedagogiae gradus iis 
alumnis qui studiorum cursus rite sint emensi""; el segundo, adnejo 
a la ya existente Facultad de Teología, el “academicus gradus Bac- 
calaureatus iis alumnis... qui praescripta examina bene superaverint"" 
y por cierto que "ad normam peculiarium Statutorum... biennio rite 


emenso””. 


Es en este intenso y vigoroso movimiento educativo y formativo 
de la juventud estudiantil eclesiástica que hemos de encuadrar otra 
institución docente, nacida en el mes de noviembre de 1957, por vo- 
lantad expresa del Sumo Pontífice felizmente reinante, Pío XII, y lu: 
esfuerzos combinados de las Sagradas Congregaciones de Estudios, da 
Religiosos y del Concilio con la colaboración del Vicariato de Roma y 
de la misma Pontificia Obra de Asistencia —P. O. A.— y lentamente 
incubada en algunos recientes Documentos Pontificios —Motu Pro- 
prio Quandoquidem del 2 de abril, 1949; Exhortación Menti Nostrae 
del 23 de septiembre, 1950 y la Constitución Sedes Sapientiae del 31 
de mayo de 1956" —y en las Semanas, que el Centro di Orientamen- 
to Pastorale ha venido organizando estos últimos años para estudiar 
y resolver los no pocos ni sencillos problemas, que nuestra sociedad, 
tan profundamente transformada, plantea a la Teología Pastoral". 


Hablamos evidentemente del Ponficium Institutum Pastorale, en- 
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comendado, como Regente, al “ilustre e dinamico Padre Spiazzi””, 


9 Ibidem. 

10 Ibidem, p. 96. 

1 Ibidem, p. 97. 

12 Ibidem. 

13 Ilustrada con sus doctos comentarios en las páginas de esta misma Revista por el 
Rvmo. P. CABREROS DE Anta, Catedrático de Derecho Canónico en la Universidad Pontificia 
de Salamanca, Estudios especiales y grados académicos en los Estados de Perfección, II, Mayo- 


Agosto, MCMLVII, pp. 455-467. 
14 Cfr. Bollettino del Clero Romano, Anno XXXVIII, dicembre, 1957, n. 12, p. 425. Y, 


también el OssERVATORE Romano, 11 sept. 1957. 
15 Palabras del Rector Magnífico del Pontificio Ateneo Lateranense, Rvmo. Mons. A. Pio- 
lanti en la Sesión del día 19 de octubre, 1957. Cfr. Bolletino del Clero Romano, 1. cit. p. 425. 


104 SEVERINO ALVAREZ-MENENDEZ 


dominico y Profesor en el Instituto Pontificio Angelicum y que cuen- 
ta con un cuadro de Profesores de la reconocida competencia como 
don José Badini, Padres Hermenegildo Lio, A. Bugnini, Evaristo Mo- 
ran, R. Sigmond, don Salvador Canals, E.Boganelli y G. De Filippi, 
etcétera. 


Encuadrado en el Pontificio Ateneo Lateranense, persigue como 
fin principal y primordial "preparare scientificamente e praticamen- 
te sacerdoti secolari e religiosi alla vita pastorale”*, teniendo ademas 
de las Ejercitaciones, dos Cursos de lecciones: el bienal, que han de 
seguir los futuros profesores de Teología Pastoral y el anual, destina- 
do a los estudios y problemas prácticos de la vida actual para los sa- 
cerdotes, sean seculares, sean religiosos, que se dedicarán al ministe- 
rio de las almas. 


Nuestros mejores votos para que esta nueva institución docente, 
llamada con razón “nuova gemma del Pontificato di Colui che é det- 
to, per antonomasia, l'Angelico Pastore"" produzca los frutos, que 
de ella sinceramente esperamos. 


POR LOS NUEVOS CAUCES CANONICOS DE LOS ESTADOS 
JURIDICOS DE PERFECCION 


Bien es verdad, por un lado, que la Iglesia Católica, fundada por 
quien sin exageración ni vano orgullo pudo afirmar de Sí: aprended 
de Mí, que soy manso y humilde de corazón, ha rehuído generalmente 
lo expectacular y lo bullicioso, evitando esos virajes bruscos y vio- 
lentos, de los que está llena y rebosante la historia de las sociedades 
civiles, por no acercarnos siquiera a la de las instituciones políticas. 
Más que a una tormenta, que se presenta acompafiada de todo el boa- 
to metereológico de truenos y relámpagos, la compararíamos a un 
ancho y caudaloso río, cuyas aguas deslízanse suavemente por los 
cauces seculares que el terreno le ha proporcionado y que quizás él 


mismo ha rectificado en no pocos puntos a impulsos de las leyes ine- 
xorables de la afluencia. 


Esto, sin embargo, no obsta para que, por otro lado, y dados los 
poderes discrecionales, realmente ilimitados, que recibió de su divino 
fundador, llegado el momento providencial y por medio de un movi- 
miento aparentemente contradictorio, hijos suyos bien legítimos e in- 
condicionalmente leales a ella originen una reacción, auténticamente 
revolucionaria, que dé al traste hasta con la legislación, hasta enton- 


16 Ibidem. 
Y Ibidem. 
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ces pacificamente vigente. Tal, por ejemplo, el mejor de los Guzma- 
nes y el mismo Poverello de Asís, en el siglo XIII, quienes encontran- 
do excesivamente estrechos los moldes jurídicos, en los que se plas- 
maban y movían las antiguas instituciones monásticas, idean las Pro- 
vincias y las Ordenes religiosas a tipo régimen o gobierno central y 
lanzan a sus hijos, provistos únicamente de su bendición, el primero 
al apostolado doctrinal, el segundo al de la pobreza cristiana, elevan- 
do a la dignidad de la profesión religiosa el desprecio de los bienes 
temporales de esta vida. 

Tal, tres siglos más tarde, un San Ignacio de Loyola, que viendo 
amenazada incluso por las armas la teocracía eclesiástica, desprecia- 
da y conculcada por la pseudo-reforma Protestante, instituye una 
auténtica y bien aguerrida milicia, para ponerla a disposición del Pa- 
pa y a la que, acercándose a Roma, para obtener su aprobación, le 
pone por nombre la Conpañía de Jesús. Y no sólo —si no nos equivo- 
camos— en el sentido afectuoso de esa palabra, sino que también en 
el guerrero y batallador. 

Tal, en fin, por no multiplicar innecesariamente los innumerables 
ejemplos, que nos ofrece la historia, el Revdmo. Monseñor don José 
María Escrivá de Balaguer, quien, encontrando no precisamente in- 
completos ni mucho menos superados, pero sí susceptibles de una 
mayor ampliación los tradicionales moldes jurídicos del apostolado 
seglar y clerical, lanza, desde nuestra patria, madre fecunda también 
de Fundadores, en el ya lejano año 1928, la idea providencial de los 
Institutos Seculares, flotante también en otras naciones, que, tras 
lenta maduración y un concienzudo examen por parte de la Santa 
Sede logran cuajar y cristalizar jurídicamente en los tres conocidos 
Documentos Pontificios: la Constitución Apostólica Provida Mater 
Ecclesia del 2 de febrero de 1947, con la adneja Lex peculiaris; el 
Motu Proprio Primo feliciter del 12 de marzo de 1948, al que en data 
del 19 de marzo, fiesta de San José, seguía la Instrucción Cum Sanc- 
tissimus, dada por la Sagrada Congregación de Religiosos, en la que 
quedaban encuadrados dichos Institutos Seculares, y finalmente la 
Allocutio que el Santo Padre, en fecha 8 de diciembre de 1950 se dig- 
naba dirigir a los participantes al primer Congreso General sobre los 
estados de perfección”. l 

A la vista de esta novísima legislación, que ha consagrado canó- 


18 Véase, por ejemplo, la breve, pero bien jugosa obra del P. J. Beyer, S. I., Les Insti- 
tuts Séculiers, Desclee de Brouwer, 1954, con la copiosa bibliografía, pp. 15-29 ya existente so- 
bre el particular; Dow ALVARO DEL Porritto, Lo stato attuale degli Istituti Secolari nell'un- 
dicesimo anniversario della Provida Mater Ecclesia, extracto de la joven, pero bien robusta 
Revista Studi Cattolici, A. II, febrero 1958, n. 4; JuLián HERRANZ, El Opus Dei y la Política 
Pamplona, 1957 y sobre todo las Actas del Primer Congreso General, Roma, 1950, a las que 
hay que añadir las del celebrado en Madrid, septiembre 1957 y las del que se celebró también 
en Roma desde el 8-14 diciembre 1957 y que esperamos no tardarán en publicarse. 
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nicamente los Institutos seculares, no nos cabe la menor duda que el 
dispositivo del canon 107, en su segunda parte” también tendra que 
ser reformado. Y esto aunque no se haya intentado esa reforma ni 
siquiera —como alguien ha afirmado— se hubiera pensado en ella. 
Los “utrique” —es decir, clerici y laici, distintos entre sí ex divina 
institutione— no solo podrán ser religiosi, sino que también saecula- 
ribus institutis cooptati. 

Una nueva fuerza, pues, técnicamente organizada, inteligentemen- 
te orientada y dirigida, ha venido a sumarse a las ya existentes en el 
campo de la actividad apostólica, tanto laical como clerical: estas 
"societates —como las describe la arriba mencionada Lex peculiaris. 
en su nümero primero— clericales vel laicales, quarum membra chris- 
tianae perfectionis acquirendae atque apostolatus plene exercendi cau- 
sa in saeculo consilia evangelica profitentur". 


Ahora bien, que esa idea providencial de los Institutos Seculares 
ni era un movimiento improvisado ni caía sobre terreno infecundo, 
están a demostrarlo, por una parte los 49 que en este ültimo decenio 
han obtenido la aprobación oficial por parte de la competente autori- 
dad eclesiástica (12 de la Sagrada Congregación, 37 de sus respecti- 
vos Revmos. Ordinarios) y los 197 que guardan la fila ante la Sagra- 
da Congregación en paciente espera de que se les conceda esa misma 
gracia". 

A querer clasificarlos por razón del sexo ni que decir tiene que el 
femenino se lleva indiscutiblemente la palma: 36 de ellas contra 13 
de ellos. Es decir, el doble v diez partes más. ;El innato culto, que 
profesa la mujer a la moda? ;La mayor capacidad de sacrificio, que 
posee el corazón femenino? ¿Quizás las mayores disponibilidades de 
defensa y propaganda de que dispone la mujer? Dado que nuestra 
tarea es la del simple cronista y no precisamente la del filósofo, prefe- 
rimos no meternos en profundidades, siempre peligrosas. 


Por razón de la nacionalidad encabeza la lista la Italiana con sus 
21 Institutos Seculares, a la que siguen la Española y la Francesa con 
7, la Alemana, la Austríaca, la Colombiana y la Suiza con dos cada 
una y en la cola Bélgica, Canadá, Inglaterra, Yugoslavia, México y 
Uruguay con uno cada una”. Por razón del estado hay una ligera 
prevalencia de los clericales o sacerdotes” sobre los laicales*. 

Dada la maravillosa fuerza con aue indudablemente se presentan 
en el campo de la actividad apostólica estos Institutos Seculares, 


; 19 “Ex divina institutione sunt in Ecclesia clevici a laicis distincti licet non omnes clerici 
sint divinae institutionis; utrique autem possunt esse veligiosi". 

20 Don ALVARO DEL PORTILLO, opusc. cit., p. 21. El P. J. Bryer, en cabio, nos ofrece esta 
otra estadística: total de peticiones dirigidas a Roma: en el año 1949 50; 1950 95; 1951, 113; 
1952, 130 finalmente en el 1953, 210. Op. cit. p. 402. n : ES 

?! ALVARO DEL PORTILLO, opusc. cit., DSL 
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abundantes de personal, pletóricos de las hermosas y pujantes ilusio- 
nes de la juventud, con muy buen criterio y mejor éxito aún la Sa- 
grada Congregación de Religiosos organizaba en Roma para el 8-14 
diciembre, 1957, el segundo Congreso General para estudiar, a la luz 
de los problemas actuales, los dos Documentos Pontificios tan ínti- 
mamente relacionados con dichos estados jurídicos de perfección, la 
Constitución Provida Mater Ecclesia y la Sedes Sapientiae, a las que 
se añadió también la Sponsa Christi, sobre la clausura de las religiosas. 

A esta finalidad hay que añadir otra, muy digna de nuestros más 
sinceros aplausos, perseguida por la Sagrada Congregación de Reli- 
giosos: la de rendir un bien merecido homenaje de sumisión y feli- 
citación a su digno Cardenal Prefecto, el Emmo. Señor Cardenal Va- 
lerio Valeri con motivo de sus bodas de oro sacerdotales. 

La carta Magna de los Institutos Seculares, la Provida Mater Ec- 
clesta, fue ilustrada en la cuarta jornada de dicho Congreso, 11 de 
diciembre, en su proceso histórico por el Revmo. P. E. Gambari, 
S. M. M., en su estado actual por el Revmo. don Alvaro del Portillo, 
en su naturaleza específica por el Excmo. P. A. Larraona, dinámico 
Secretario de la misma Sagrada Congregación de Religiosos. La Sedes 
Sapientiae en su aspecto histórico por el Rvmo. don A. Pugliese, 
S. D. B., en los criterios tendentes a llevarla a la práctica por el 
Rvmo. P. P. Dezza, S. I., así como bajo el aspecto práctico fue aten- 
tamente considerada en las Sesiones especiales que en la tarde de ese 
día, 12 de diciembre, tuvieron lugar bajo la presidencia del Excmo. 
P. Larraona y del Rvmo. Monseñor J. Palazzini, Subsecretario de 
la Congregación de Religiosos. La Sponsa Christi, en fin, tuvo como 
competentes Relatores al Excmo. P. Larraona: criterios para su apli- 
cación práctica; al Rvmo. P. C. Lisi, O. C.: datos estadísticos sobre 
la Confederación de las Monjas; al Revmo. P. I. De San Elia: ac- 
tividad espiritual y material del Secretario pro Monialibus; al Revmo. 
P. A. Van Biervliet, C. Ss. R.: la clausura de las Monjas, relaciones 
a las que siguieron los previstos cambios de impresiones para poner 
al día las Constituciones Apostólicas Sedes Sapientiae y Sponsa Christi 
(día 13 de diciembre). 


SINTOMATOLOGIA ALARMANTE 


Que un buen o mal día —de todos hay en la vida— tres o cinco 
sefiores jueces se retinan en la Sala de Sesiones 6, como por aquí de- 
cimos in Camera di consiglio, y, tras unas cuantas horas de delibera- 
ción, nos salgan con algün desaguisado, es ya más que un hecho, una 
demasiada vieja historia, a la que no solemos dar mayor importancia 
por lo muy acostumbrados que tenemos los oídos a esas contínuas y 
casi molestas canciones. La receta, que solemos dar en estos casos a 
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los que se lamentan de tamaña decepción, es bien sencilla: la: pelota 
todavía está en el tejado! La justicia, debidamente organizada, dis- 
pone de tribunales superiores y hasta de un Supremo, que algún día 
— ciertamente bueno— nos darán la razón, si es que la tenemos y he- 
mos sabido demostrarla. Y si esta receta no opera en la medida de 
nuestras buenas esperanzas, entonces solemos dirigirnos a los teólo- 
gos, con quienes los jueces hemos de conservar las mejores relaciones 
posibles, sea por nuestra dependencia histórica y doctrinal de la cien- 
cia que ellos cultivan, sea porque en los momentos dolorosos de la 
adversidad, exceptuados los sacramentos y la gracia que ellos nos 
comunican, nada hay que calme mejor nuestras amarguras que el 
pensar que non cade foglia che Iddio non voglia! 

Y los buenos amigos, los tedlogos, nos dan la mejor receta, que 
exista —saltem objective loquendo 6 re perpensa— para estos rebel- 
des casos: sólo hay dos que poseen el don inefable de la infabilidad. 
Dios, que está en el cielo, y por cierto que per naturam; y el Vicario 
de Cristo en la tierra. Este per participationem y solamente cuando 
habla ex cathedra. 

Ahora que esos mismos señores magistrados, después de unas cua- 
tro horas de deliberación, por ejemplo, nos salgan con una senten- 
cia, que conculca evidentemente los inviolables e inalienables derechos 
de la Iglesia Católica —sociedad perfecta—; que desconoce, por inex- 
plicable e inexcusable ignorancia, un solemne Concordato, que en 
cualquier y para cualquier nación civilizada es ley no sólo externa, 
de categoría internacional”, sino que también interna; que, en fin, 
hiere los más nobles y tradicionales sentimientos de un Estado de ture 
y de facto” católico— y conste que nos dejamos en el tintero unos 
cuantos títulos más, que pudiéramos aún añadir— entonces, eviden- 
temente, ya no estamos frente a la consabida quejona canción de los 
que no tuvieron suerte en el juicio, sinó, sencillamente, ante una sin- 
tomatología en extremo alarmante. 

Tal conceptuamos la sentencia que el V intruso tribunal laico —y 
que ya desde ahora podemos llamar también laizante— de Florencia 
daba, al finalizar el mes de febrero, condenando por el extremo de 


2 Véase además. de la clásica obra del Wagnon, Concordats et Droit International, Gem- 
bloux 1935, el trabajo hecho por Mons. G. Casoria, Concordati ed Ordinamento giuridico inter- 
nazionale, Roma, 1953, Officium Libri Catholici. 


23 [Lr , s " H 
j E Italia —leemos en el Artículo 1 del Tratado entre esta nación y la Santa Sede— 
riconosce e riafferma il principio consacrato nell'articolo primo dello Statuto del Regno 4 mar- 
zo 1848, pel quale la religione cattolica apostolica e romana à 


nnd. e la sola religione dello Stato" 
(Cfr. Avv. G. Migliori, Codice Concordatario, 2 als IED Ep af Ni logró abrir brecha alguna 


en este punto la Constitución de la Repüblica Italiana del 27 diciembre 1947, al afirmar que 
ante la ley gozan de iguales derechos todos los ciudadanos, 
Una cosa es que la ley ampare a todo ciudadano, otra muy distinta que haya dejado de ser 
principio básico de la legislación italiana que la religión católica es la oficial del Estado. La 
grande protectora de los fieles fue y será siempre la Iglesia Católica. 


cualquiera que fuere su religión. 
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difamador al Revmo. Sefior Obispo de Prato, Mons. Pedro Fiordelli, 
reo —segun esa sentencia de haber escrito una Pastoral en la que 
declaraba las penas canónicas, en que habían incurrido— y, como 
decimos en nuestro jergo jurídico, ipso facto, dos católicos, quienes, 
con manifiesto y hasta provocador desprecio de las leyes canónicas, 
se habían juntado conyugalmente con el solo vínculo civil. El Excmo. 
Señor Prelado llegaba a ese remedio extremo solo después de haber 
agotado los recursos que su prudencia y celo pastoral le habían su- 
gerido: admonición paterna, persuasión objetiva, comminación opor- 
tuna frente a la obstinada voluntad de los futuros concubinarios. To- 
maba finalmente esa decisión frente a un panorama y a unas esta- 
dísticas desoladoras de no pocos católicos que en su Diócesis, fuerte 
baluarte del comunismo y anticlericalismo, habían celebrado el solo 
matrimonio civil. 


Dejando aparte las vibrantes protestas, el tradicional vobis non li- 
cet, que tal sentencia suscitó en todo el mundo católico y cerrando los 
oídos si se quiere, al lúgubre son de las campanas boloñesas, que has- 
ta la fiesta de la Pascua tocarán a muerto durante cinco minutos y 
esto todas las tardes, es el caso de preguntarnos: ese acto, meramen- 
te declarativo, puesto por el Excmo. Señor Prelado de Pratos consti- 
tuye el delictuoso de la difamación ? 

Y por cualquier parte que le examinemos, a la luz del ordenamien- 
to jurídico-canónico y del jurídico-concordatario, se impone la más 
absoluta respuesta negativa. i 

Es más, ni atinamos a explicarnos por qué arte de birlobirloque 
esos pseudo-cónyuges, que se jactaron de que iban a instaurar un 
público concubinato, por creer ceremonia ya superada el matrimonio 
canónico, ahora hayan propuesto querella, y nada menos que de di- 
famación, contra quien, en resumidas cuentas, no hizo más que re- 
gistrar en unas cuartillas, dándole el consabido ropage jurídico, lo 
que los querellantes habían publicado a los cuatro vientos que iban 
a hacer y que una vez que lo hicieron, lo celebraron públicamente 
con el tradicional ricevimento e trattenimento nuziale, casi bajo los 
aleros del Palacio Episcopal. 

-Lo hacen, lo publican, lo difunden ellos, pero... ello no contiene 
los extremos de una difamación. Al contrario, constituye un título 
de gloria. La competente autoridad eclesiástica, en el discrecional uso 
de su plena jurisdicción. toma nota de ello y lo declara, a los nece- 
sarios efectos sociales, y esto sí, esto —vienen a decirnos los jueces 
florentinos— contiene los extremos del delicto de difamación. Es el 
caso de decir: esto sí que tiene bemoles ! Sintomatología, : repetimos, 
francamente alarmante. 

A la luz del ordenamiento jurídico-canómico está bien claro que el 
Excmo. Señor Prelado no hizo otra cosa más que cumplir con su obli- 
gación de Pastor. Sucesores de los Apóstoles (canon 329, $.1), pues- 
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tos ex divina institutione al frente de sús respectivas iglesias 6 Didce- 
sis, quas cum potestate ordinaria regunt sub auctoritate Romani Pon- 
tificis “(ib.), es más”, ius iqsis et officium est gubernandi dioecesim tum 
in spiritualibus tum in temporalibus cwm potestate legislativa, tudi- 
ciaria, coactiva ad normam sacrorum canonum exercenda” (canon 
335, § 1), los Obispos tienen en concreto la estricta obligación , incon- 
trolable por parte de la autoridad civil y, por ende, de sus órganos 
judiciales y administrativos, de urgir la observancia de las leyes ecle- 
siásticas —entre las que ocupan lugar eminente las relativas a la for- 
ma de la celebración del matrimonio: cc. 1049-1103— y la de no 
permitir que haya abuso alguno en la disciplina canónica, especialme- 
te en la administración de los sacramentos y sacramentales, como pre- 
ceptúa el canon 336. 

Y esto por derecho común, pues por el particular, vigente en Ita- 
lia, también el Señor Obispo de Prato estaba obligado a urgir la ob- 
servancia de lo establecido en los números 1 y 2 de la Instrucción 
emanada por la S. Congregación de Sacramentos en data 1 de julio 
de 1929 “Ai Re. mi Ordinarii d'Italia". El primero recuerda a los 
católicos italianos que, a base del Artículo 34 del Concordato” “sono 
gravemente obbligati a celebrare il solo matrimonio religioso, dal qua- 
le si ottengono gli effetti civili, non essendovi alcuna ragione, scusa 
o pretesto di ometterlo, attese le cautele di cui la Chiesa l'ha circon- 
dato, per renderlo in tutto atto a conseguire il suo scopo religioso e 
sociale". El segundo manda que, "qualora gli sposi cattolici osassero 
contrarre civilmente, sia pure con l'intenzione di celebrare in appres- 
so il matrimonio religioso, saranno trattati come publici peccatori". 

El gloriosamente querellado e incompetentemente juzgado, a la 
luz del ordenamiento jurídico-canónico, no hizo más que cumplir con 
su obligación de Pastor. Acto del que, como él mismo valientemente 
dijo, debía dar cuenta a su conciencia, al Papa, a Dios. No a la auto- 
ridad civil, competente i» rebus temporalibus, incompetente y verda- 
dera intrusa in rebus spiritualibus. 

Y a la luz del ordenamiento juridico-concordatario tampoco hizo 
más que usar de los derechos dimanantes del Artículo 1 del Concor- 
dato: "L'Italia, ai sensi dell’ art. 1 del Trattato, assicura alla Chie- 
sa Cattolica il libero esercizio del potere spirituale, il libero e pubblico 
esercizio del culto, nonchè della sua giurisdizione in materia eccle- 
siastica in conformitá alle norme del presente Concordato*". Es más: 


3 Véase G. Migliori, Codice Concordatorio, p. 120. 

io "Lo Stato italiano, volendo ridonare all'istituto del matrimonio, che é base della fa- 
miglia, dignitá, conforme alle tradizioni cattoliche del suo propolo, riconosce al sacramento 
del matrimonio, disciplinato dal diritto canonico, gli effetti civili". Ib., p. 30 

2 Codice Concordatorio, p. 121. Pi l 

27 Ibidem, p. 122. 

28 Ibidem, p. 19. 
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“ove occorra, occorda agli ecclesiastici per gli atti del suo ministerio 
spirituale la difesa da parte delle sue autorità". 

Cual lógica consecuencia de estos principios, establece el Artículo 
siguiente: “Tanto la Santa Sede quanto i Vescovi possono pubblicare 
liberamente ed anche affiggere nell'interno ad alle porte esterne degli 
edifici destinati al culto... la istruzioni, ordinanze, lettere pastorali, 
bollettim diocesani ed altri atti riguardanii il governo spirituae dei fede- 
li, che crederanno di emanare nell'ambito della loro competenza”. 

Es más, de gracia se les concede tanto a la Santa Sede cuanto a 
los Revmos. Sefiores Ordinarios italianos que esos actos de publicidad 
"non sono soggetti ad oneri fiscali””. La gracia, pues, es completa. 

Quien, por lo tanto, obró ateniéndose escrupulosamente a los dic- 
támenes de ambos ordenamientos jurídicos, el canónico y el concorda- 
tario. ¿qué delicto ha cometido? ¿Qué acción delictuosa ha puesto? 

.No nos lo explicamos. Comprendemos que en este caso ha habido 
evidentemente las llamadas cuestiones marginales. Una intromisión, 
una injerencia del poder laico en el prohibido ámbito del ejercicio 
soberano de la jurisdicción eclesiástica, con la consiguiente violación 
del derecho constitucional püblico de la Iglesia; una efímera victoria 
del laicismo y del anticlericalismo — ;futuro banderín para las próxi- 
mas elecciones políticas ?—, toda vez que la jurisprudencia de los tri- 
bunales.italianos hasta ahora, frente a los mültiples casos, puestos en 
su conocimiento, ha adoptado una conducta inhibitoria, para nos- 
otros no tienen más que una explicación: la contenida en el epigrafe, 
que hemos puesto al principio de estas líneas: una sintomatología 
realmente alarmante. 


FACILIDADES PARA LA BENDICION E IMPOSICION 
DE LAS CENIZAS 


Ni quisiéramos cerrar esta resefia sin comunicar a nuestros ama- 
bles lectores la oportuna innovación, que nos trae el Decreto, que, 
con data 5 de febrero del corriente afio 1958, acaba de dar la S. C. de 
Ritos sobre la doble bendición e imposición de la ceniza en la feria 
IV Cinerum. 

La motivación de la concesión de esta gracia es bien sencilla: 
"Ordinariis quibusdam instantibus": a instancias de algunos Revmos. 
Ordinarios; sencillo igualmente el dispositivo de este Decreto: el San- 
to Padre, observada la siguiente formalidad, a saber, "praehabito 


29 Ibidem, p. 19. 
30 [bidem. 
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Sacrae Rituum Congregationis favorabili suffragio" se dignaba con- 
ceder a los Ordinariis locorum —exceptuados, por consiguiente, a te- 
nor del $ 2 del can. 198 los Superiores religiosos— la facultad de per- 
mitir que "in ecclesiis, ubi Missa vespertina cum magno fidelium con- 
cursu celebrari solet, benedictio cinerum... ante Missam: quoque ves- 
pertinam iterari possit". 

¿En qué consiste, pues, la innovación indicada? El mismo De- 
creto nos lo dice. Tal bendición y correlativa imposición "iuxta ru- 
bricas, feria IV cinerum, semel mane ante Missam principalem pera- 
genda est”. Ahora, en virtud del presente Decreto, habitis de iure 
habendis —iglesias en las que se celebre la Misa vespertina cwm 
magno fidelium concursu— esa bendición e imposición podrá tener 
lugar no sólo semel, sino que también bis: dos veces, por la mañana 
y también por la tarde; no sólo ante Missam principalem, a la que 
tradicional y litárgicamente dicha bendición e imposición estaban uni- 
das, sino que, en el porvenir, ante Missam quoque vespertinam ite- 
rari botes: podrá repetirse en la Misa vespertina. 


No se trata, pues, a nuestro humilde entender, de una simple 
transposición o traslación de esa tan simbólica ceremonia de la ben- 
dición e imposición de la ceniza a la Misa vespertina. El Santo Padre, 
por lo menos con el presente Decreto, no parecé que haya querido 
romper con la tradicional ceremonia matutina: ante Missam princi- 
palem peragenda. Trátase más bien de una duplicación de la misma 
ceremonia: "ante Missam quoque vespertinam iterari possit". 


" Evidentemente, como escribíamos en otra ocasión en unas pági- 
nas de esta misma Revista’, las Misas vespertinas gozan —y a muy 
buena razón— no sólo de la simpatía, sino que también del favor y 
de las gracias del Sumo Pontífice felizmente reinante, Pío XII. 


¿Podrá considerarse esta gracia como un precedente histórico-ju- 
ridico para la concesión de otra, la de la extensión a las Misas ves- 


pertinas del principio general contenido en el $ 2 del canon 846* para 
las Misas matutinas ? 


El cielo lo quiera! Y que el tiempo, gran regulador de todos los 
cambios, incluso de los jurídicos, se encargue de colmar esos nuestros 
deseos. Mucho se insiste, a este propósito, en el principio exegético: 
ubi eadem est ratio, eadem debet esse iuris dispositio, y también en 
aquel otro, traído en este caso con mucha oportunidad: favores am- 
pliandi. Pero la verdad es que, careciendo hoy por hoy, de un texto 


Cfr. Osservatore Romano, 7 febrero, 1958. 
Ibidem. 


Etiam extra Missam quilibet sacerdos eadem fa = 0 unionem 
d cultat 
Enero-A br il, 1957 , 1L. 34 e pollet acram comm 1 


ministrandi— ex licencia saltem praesumpta rectoris ecclesiae, 


ro e yn 


Si sit extraneus". 
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legal, que autorice esa extensión, tendremos que resignarnos a seguir 
fielmente el principio particular establecido para las susodichas misas 
vespertinas: “Fideles... ad sacram Synaxim libere accedere possunt(a) 
infra dictam Missam —vespertinam— vel(b) proxime ante et(c) sta- 
tim post (cfr. can. 846, $ 1”, 


S. ALVAREZ-MENÉNDEZ, O. P. 


5 Cír. la Aneja Instrucción del Santo Oficio, n. 15. A.A.S. XLV, 1953, p. 50. 
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EL NUEVO DERECHO DE LA IGLESIA ORIENTAL 


A diferencia de lo acaecido con el Derecho de la Iglesia Latina, 
que fue promulgado de una sola vez por la Const. Providentissima 
Mater Ecclesia de BENEDICTO XV (lleva la fecha de 27 de mayo de 
1917), el Derecho de la Iglesia Oriental se va promulgando por etapas 
y por entregas. La primera de éstas, relativa al Derecho matrimonial, 
apareció el 22 de febrero de 1949,’ promulgada por el Motu proprio 
Crebrae allatae de Pío XII. La segunda, promulgada el 6 de enero 
de 1950” por el Motu proprio Sollicitudinen Nostram del mismo Papa, 
se rotula De iudicis, y corresponde a la primera parte del libro IV del 
Código latino, si bien con algunas variantes, sobre todo en lo relativo 
al proceso criminal que resulta mucho más completo. Además, a con- 
tinuación de los cuatro cánones preliminares intercala otros nueve so- 
bre la potestad ordinaria y delegada, equivalentes a los cans. 199-201, 
203, 205-209 del Código latino. La tercera, bajo el título: De Religio- 
sis, de bonis Ecclesiae temporalibus et de verborum significatione pro 
ecclesiis orientalibus, fue promulgada el 9 de febrero de 1952’ por 
el Motu proprio Postquam Apostolicis Litteris de Pío XII. La cuarta 
entrega —de la que vamos a ocuparnos ahora— la promulgó asimis- 
mo Pío XII, el 11 de junio de 1957*, por el Motu proprio Cleri sancti- 
tati, y trata: De ritibus orientalibus, de personis pro Ecclesiis Orien- 
talibus. 

Un examen comparativo entre lo hasta la fecha publicado del De- 
recho Oriental con el Código latino pone de manifiesto que, tanto en 
la redacción como en algunas disposiciones, aventaja el primero al se- 
gundo; lo cual nada tiene de extraño, pues sin rebajar el mérito de 
quienes lo realizaron, su trabajo se facilitaba considerablemente gra- 
cias a las diversas declaraciones emanadas de la Comisión Intérprete 
y de las Sagradas Congregaciones que han ido apareciendo desde la 
promulgación del Código latino, y a las observaciones hechas por los 
comentaristas del mismo así en lo concerniente a ciertas deficiencias de 
redacción, tan disculpables, por otra parte, dado el crecido nümero 
de los que intervinieron en la misma, como en lo referente a algunas 
de sus prescripciones. 


1, 3,3, 4 AAS 41 (1949), 89-117; 42 (1950), 5-120; 44 (1952), 65-150; 49 (1957),433-603, res 
pectivamente. 
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En el presente estudio nos proponemos indicar algunas de esas va- 
riantes que se observan entre los cánones del Código latino y los co- 
rrespondientes de la última entrega del Derecho Oriental, y lo que 
ésta contiene sobre ciertas materias peculiares a las Iglesias Orientales. 


Emplearemos el vocablo Codex cuando hayamos de referirnos al 
Derecho de la Iglesia Latina y las iniciales D. O. (Derecho Oriental) 
para el correlativo a esta Iglesia. 


1.—DE LOS RITOS 


La Santa Sede promovió siempre con gran ahinco el bien de las 
Iglesias Orientales, adoptando las medidas oportunas a tal efecto, y 
dándoles múltiples testimonios de lo mucho que estimaba sus ritos e 
instituciones. 

- Una nueva prueba de esto la tenemos en el can. 1 de los promulga- 
dos por el Motu proprio Cleri sanctitati de Pío XII, que acabamos de 
mencionar, donde se ordena la estricta observancia de los ritos orienta- 
les, cuya augusta antigüedad constituye un rico florón de toda la Igle- 
sia y confirma la unidad divina de la fe católica; por lo cual deben 
los respectivos Prelados procurar con todo esmero su exacta observan- 
cia, e impedir que se introduzca el menor cambio en ellos. Y a +- 
los clérigos y religiosos se les prohibe sugerir, a los clérigos o a los fie- 
les de distinto rito, nada que pueda implicar desprecio o menoscabo 
de los mismos. | 2 

Los clérigos y los religiosos, incluso los exentos, que ejercen el 
apostolado en lugares donde hay un solo rito, diferente del de aquellos, 
o aun cuando haya varios ritos, de tal forma prevalece uno que, segün 
la comün apreciación, viene a resultar como si fuera el ánico, dichos 
clérigos y religiosos dependen del Ordinario local de este rito, y le es- 
tán sometidos plenamente. Así lo dispone el can. 5. 


Los cáns. 6-9 del D. O. casi coinciden con el can. 98 del Codex. 


Hemos dicho que casi coinciden, porque se notan algunas varian- 
tes. En efecto, el can. 98 § 1 dice: Entre los varios ritos católicos, cada 
cual pertenece a aquel con cuyas ceremonias fue bautizado. El can. 6 
del D. O. repite las mismas palabras, pero anade: ...fue bautizado 
legítimamente. Y a continuación propone en forma un poco distinta 
lo: restante del lugar mencionado del Codex. a 


e El can. 8 $ 1 del D. O. establece que sin licencia de la Sede Apos- 
tólica nadie puede válidamente pasar a otro rito, o, después de legíti- 
mo tránsito, volver al primero. La palabra que hemos subrayado no 
figura en el Codex. 


El citado canon de éste, en el $ 4 autoriza a la mujer de diverso 
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rito para pasar al rito del marido al contraer matrimonio o durante el 
mismo; mas, disuelto el matrimonio, puede volver al propio rito, a 
menos que por derecho particular se establezca otra cosa. El can. 9 del 
D. O. omite dicha excepción. ae 


2.—DE LAS PERSONAS FISICAS 


Tocante a la mayoría de edad, el can. 17 § 1 del D. O. dispone: 
La persona que ha cumplido los dieciocho afios de edad es mayor, 
continuando firme el derecho particular que asigne una edad más pro- 
vecta. El Codex, can. 88 $ 1, no reconoce la mayoría de edad hasta 
los veintitin afios cumplidos. | 


Refiriéndose al lugar de origen, dispone el D. O., can. 19 8 1: El 
lugar de origen del hijo —el Codex, can. 90 $ 1, afiade: aun del neó- 
fito—, es aquel en que el padre, o, si el hijo es ilegítimo no legitimado 
—este detalle no figura en el lugar mencionado del Codex— o póstumo 
la madre tenía el domicilio, o, a falta del domicilio, el cuasidomicilio, 
cuando el hijo nació. 


Por lo que atañe al domicilio de la mujer casada, se expresa así el 
can. 21 $ 1 del D. O.: La esposa no separada legítimamente del mari- 
do conserva necesariamente el domicilio de éste: mas la separada le- 
gítimamente, a perpetuidad o por tiempo indefinido, puede adquirir 
no sólo cuasi domicilio, sino también domicilio, perdiendo el domicilio 
del marido. Las cláusulas que dejamos subrayadas no se encuentran 
en el can. 93 del Codex. 


En cuanto a la adquisición de bárroco y de Ordinario mediante el 
domicilio o cuasidomicilio, el can. 22 del D. O. deja a salvo el derecho 
particular que disponga de otra manera, cosa que no hace el Codex en 
su can. 94. 


En lo que se refiere al cómputo de la consanguimidad, coinciden 
ambos derechos respecto de la línea recta; pero difieren en el de la co- 
lateral, pues en ésta, según el D. O., can. 24 $ 3: In linea obliqua, 
tot sunt gradus quot personae in utroque gradu, stipite dempto. El 
Codex, can. 96 $ 3 señala diversa norma, según se trate de ramas igua- 
les, o desiguales. 


Concepto y alcance de la afinidad. El D. O. repite ahora en el can. 
25 lo que a su tiempo había consignado en el can. 68 del Derecho ma- 


irimonial. 


5 6 AAS 41 (1949), 104; 49 (1957), 17. respectivamente, 
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En su virtud, la afinidad se origina del matrimonio válido aunque 
no se haya consumado, y se extiende a mayor o menor número de per- 
sonas, conforme se trate de quienes se han casado varias veces o una 
sola. 

Las nociones del matrimonio consignadas en el can. 1015 del Codex, 
reproducidas en otros lugares, daban pie a diversidad de opiniones, 
como sucedió respecto del can. 97 $ 1 del Codex, correlativo al can. 
25 del D. O. 

Los que defendían que la afinidad se originaba de cualquier ma- 
trimonio válido, estimaban que el D. O. confirmaba su opinión, -y no 
se equivocaron. Efectivamente, con fecha 16 de enero de 1957, la S. 
Congregación del Santo Oficio declaró que la afinidad contraída en la 
infidelidad produce impedimento para los matrimonios que se celebren 
después de haberse bautizado una de las partes al menos. 


Diversas clases de personas en la Iglesia. El contenido del can. 107 
del Codex, lo trae así resumido el D. O.: Can. 26. Personarum in 
Ecclesia aliae pertinent ad statum clericalem aliae ad laicalem. Tum 
clerici tum laici possunt esse religiosi (En el can. 38 $ 1, 2.°, añade: 
Clerici ex divina institutione a laicis distinguuntur). 


3.—DE LAS PERSONAS MORALES 


In Ecclesia, praeter personas physicas —advierte el can. 27 del 
D. O.—, sunt etiam personae morales, publica ecclesiastica —esta úl- 
tima palabra falta en el can. 99 del Codex— auctoritate constitutae, 
quae distinguuntur in personas morales collegiales et non collegiales. 


(En cambio, el can. 99 del Codex añade: ut ecclesiae, Seminaria, 
beneficia, etc.). 


Acerca de los actos de las personas morales colegiadas, el can. 29 
del D. O. reproduce en su mayor parte lo del can. 101 del Codex, pero 
difiere en lo siguiente: Si en el tercer escrutinio hay empate, manda 
el Codex al que preside que lo resuelva con su voto, mientras que el 
D. O. no se lo impone, únicamente le autoriza para resolver dicho em- 
pate: praeses sua auctoritate paritatem dirimere potest’, aut si agatur 
de electionibus —prosigue— et praeses sua auctoritate paritatem di- 
rimere nolit, electus habeatur antiquior primum sacra ordinatione, 
dein prima professione, denique senior aetate (En el Codex no se po- 


Si el P. Manoro viviera vería muy complacido el cambio introducido por el D. O.; toda 


vez que, según él, así debía interpretarse el vocablo “dirimat” del can. 101, es decir, como fa- 


cultativo, no como imperativo (Instit. lur Can., t. I, n.° 467, B), 4.2 Matriti-Romae-Barcinone 
1919, , , 4. Be , 
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nen las palabras que hemos subrayado, si bien los autores ya interpre- 
taban el can. 101 en ese sentido). 


Tocante a la permanencia y cesación de las personas morales, es- 
tablece el D. O.: Can. 30 § 1. Persona moralis, natura sua, perpetua 
est; ture tamen extinguitur si a legitima auctoritate —nos extraña que 
no anada la palabra "ecclesiastica", como lo hizo en el can. 27 que 
arriba hemos transcrito— supprimatur, vel si facto per centum annorum 
spatium esse desierit( Las palabras subrayadas no existen en el can. 
102 $ 1 del Codex). Tampoco dispone nada éste respecto de cómo se 
ha de proceder en el caso de que una persona moral colegiada carez- 
ca del numero de miembros con voz activa que el derecho exige para 
ejercitar los actos de la misma. Sólo dice en el § 2 del mencionado can. 
102: Si vel unum ex personae moralis collegialis membris supersit, 
ius omnium .in illud recidit. El can. 30 $ 2 del D. O. repite esas pala- 
bras, pero añade: salvo praescripto $ 3. Y en este $ 3 dice: Persona 
collegialis numero membrorum voce activa fruentium destituta quae 
ad norman iuris ad actus exercendos requiruntur, speciali curae Su- 
perioris. ecclesiastici saecularis vel religiosi subditur,. Superior, nisi 
aliud iure communi aut particulari cautum sit, auditis, ad validitatem, 
membris voce activa fruentibus, actus collegiales supplere debet. Actus 
vero non collegiales ad quos alicuius collegii interventus, ad norman 
iuris communis vel particularis, ad validitatem requiritur, confirma- 
tione eiusdem Superioris ad validitatem indigent. 

Mas no sólo eso; también se cuida el D. O. de proveer para los 
casos en que no subsista ningún miembro de las personas morales co- 
legiadas. Asimismo atiende a las personas morales no colegiadas du- 
rante el tiempo que se hallen en suspenso, como vemos por el can. 31 
cuyo texto reproducimos a continuación: 


§ 1. 1.? Nisi aliud iure communi aut particulari cautum fuerit, bona 
et iura personae collegialis quae membris caret, ad modum patrimonii 
personae non collegialis, illius Superioris ecclesiastici cura conservari, 
administrari seu exerceri debent, cui in casu extinctionis de ipsis sta- 
tuere competit... 

2.” Adscriptio membrorum huius personae, salvis normis iuris com- 
munis et particularis, ab illo Superiore ecclesiastico fieri potest et, iux- 
ta casus, debet, cui ipsius personae collegialis immediata cura competit. 
Idipsum servetur si membra quae remanent, adscriptionis peragendae, 
iure communi aut particulari, incapacia sint. 

§ 2. 1.° Nominatio rectorum et administratorum personae non co- 
llegialis, si ad norman iuris communis vel particularis fieri nequeat, ad 
immediatum Superiorem ecclesiasticum devolvitur ; 


2. Eidem Superiori ecclesiastico onus incumbit administrationis 
ad norman $ 1, donec idoneum administratorem nominaverit. 
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4.—DE LAS COSAS QUE SON COMUNES A LAS PERSONAS FÍSICAS Y MORALES 


Después de hablar de los efectos de la violencia, del miedo, del dolo 
y del error, en los cans. 32 y 33, correspondientes a los cans. 103 y 
104 del Codex, el D. O. añade otro canon que los completa, y dice 
así: Can. 34. Quodlibet damnum resarciendum est ab eo cuius dolo 
vel culpa illatum est. 

Cumple advertir que el D. O. en los cáns. 32 y 33 reproduce los 
cáns. 103 y 104 del Codex, fuera de unas laudables variantes en el $ 1 
del can. 32, que dice: Actus quos persona sive physica sive moralis 
ponit ex vi extrinsecus illata, cui ipsa resistere non possit,... En lugar 
de lo que hemos subrayado, el can. 103 del Codex pone: ex vi extrin- 
seca cui resisti non possit... i 


Son nulos los actos puestos por un Superior si no cumple el requi- 
sito de oir previamente a las personas que el derecho le prescribe. Asi 
lo determina el can. 35 del D. O., correlativo al can. 105 del Codex, 
que se expresa de este modo: si consilium tantum (exigatur), per ver- 
ba, ex. gr.: de consilio consultorum, vel audito Capitulo, parocho, 
etcétera, satis est ad valide agendum ut Superior illas personas audiat. 
La ültima frase dió lugar a discusiones y a variedad de opiniones, 
defendiendo algunos la validez de los actos puestos por un Superior 
aunque no hubiera pedido el parecer a las personas sefialadas por el 
derecho. Entre otras razones alegaban que el canon dice sólo satis est, 
E añadir et necessarium, como lo hacen otros cánones, v. gr., el 556 

- Sin embargo, la mayoría de los autores defendían que dicho requi- 
sito era necesario para la validez del acto subsiguiente. A éstos viene 
a darles la razón el mencionado canon del D. O., que para evitar toda 
duda modificó la. redacción en la forma siguiente: § 1. Cum ius sta- 
tuit Superiorem ad agendum indigere consensu vel consilio aliquarum 
personarum : 


1.° Si consensus exigatur, Superior nisi obtinuerit eorumdem con- 
sensum invalide agit (El can. 105 del Codex emplea esta frase: Su- 
perior contra earundem votum invalide agit). 


2.” Si exigatur consilium tantum —prosigue el D. O.—, per verba: 
cum consilio consultorum, vel auditis consultoribus, aliave similia, non 
requiritur ad valide agendum nisi ut Superior illas personas audiat. 

Si nos es lícito manifestar nuestro parecer, hubiéramos preferido 
esta redacción: Requiritur ad valide agendum ut Superior illas perso- 
nas audiat. 

También está más explícito el D. O. en lo referente a la convoca- 
toria de los consejeros, decretando la nulidad del acto si hubieran sido 
preteridos más de la tercera parte de los mismos. 
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, En el caso de que la preterición afecte sólo a alguno de los conse- 
Jeros, cuando se requiere el consentimiento de los mismos, el Superior 
obra válidamente. pero a instancia del preterido, probada la preteri- 
ción y ausencia, debe ser anulado el acto por el competente Superior 
o juez, siempre que, a tenor del derecho, conste que se interpuso el 
recurso al menos dentro de los tres días después de recibida la noticia 
de haberse celebrado la reunión para pedir el consentimiento. 


En cambio, no se concede semejante derecho a los consejeros, 
cuando el voto de éstos sólo es consultivo. | 


-5.—DE LOS CLÉRIGOS EN GENERAL 


El D. O. en el can. 88 $ 1. 1.” dice: Qui divinis ministeriis, per sa- 
crum ritum in propria disciplina receptum, mancipati sunt, clerici di- 
cuntur. tds 

El Codex, can. 108 § 1, en vez de lo que subrayamos, trae: per 
primam saltem tonsuram. Conforme al can. 109 del Codex: Qui in ec- 
clesiasticam hierarchiam cooptantur —el D. O., can. 39, intercala: vel, 
cooptati, ad altiorem eiusdem hierarchiae gradum promoventur—, non 
ex populi vel potestatis saecularis consensu aut vocatione —continüan 
ambos derechos— adleguntur: vel promoventur (estas dos últimas pa- 
labras sólo se encuentran el D. O.). 


. Consecuente con lo del can. 38, el can. 45 del D. O., correlativo 
al can. 111 § 2 del Codex, dispone: Per sacrum ritum, quo quis cle- 
ricus fit, adscribitur eparchiae pro cuius servitio promotus fuit. 


Bajo el epígrafe: De turibus et privilegiis clericorum, el D. O. re- 
pite lo dispuesto en los cáns. 118, 119, 121-123 del Codex sin otra dife- 
rencia que la de añadir en el último lo de los cans. 2298, n. 9 y 2300, 
tocante a la suspensión de tales privilegios. En cuanto al privilegio del 
fuero, el can. 55 del D. O. es más preciso que el can. 120 del Códex, 
y concede también algunas facultades a los Patriarcas y a los Arzo- 
bispos. Pero la principal variante consiste en afiadir un canon a fin 
de atender económicamente a los clérigos imposibilitados para el ejer- 
cicio del ministerio. Dice, pues, así el can. 59: 


§ 1. Curet Hierarcha ut in sua eparchia habeatur pecuniae summa 
pensionibus solvendis destinata, ad sublevandos parochos aliosque cle- 
ricos saeculares eparchiae, qui, viribus deficientes, officiis obeundis 
impares exsistunt. 

$ 2. Ad hanc pecuniae summam constituendam et augendam con- 
ferre debent domus seu mensa episcopalis, paroeciae vel quasi-paroe- 
ciae, singuli eparchiales consultores, parochi, vicarii paroeciales et, 
si statuta eparchialia ita ferant, ceteri clerici eparchiae adscripti. 
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8 3. Hierarchae plures, in finem de quo in $ 1, inter se convenire 
possunt pro clericis omnium suarum eparchiarum. 


6.—DE LAS OBLIGACIONES DE LOS CLÉRIGOS 


Por lo que a las prácticas piadosas atañe, el D. O., can. 61, deta- 
lla algunas de ellas un poco más que en el can. 125 del Codex, segün 
puede verse en las frases que subrayamos de aquel, can. 61. Curent 
locorum Hierarchae ut clerici omnes: 


2. Quotidie per congruum tempus veritates fidei; mysteria vitae 
D. N. I. C., obligationes proprii status meditentur; Christum Domi- 
num in divina Eucharistia praesentem adorent, Deiparam Virginem 
receptis ab Ecclesia orationibus colant (El Codex dice: mariano rosa- 
rio), conscientiam suam discutiant et Sacram Scripturam Veteris et 
Novi Testamenti assidue legant. 


Respecto de continuar los estudios una vez terminada la carrera, 
sobre lo del can. 129 del Codex, el can. 65 del D. O. ordena: § 2. 
Pro viribus autem studeant ita catholicam de fide deque moribus doc- 
trinam callere, ut eam ceteris proponere apte possint, et ad hominum 
animos regendos magis in dies idonei fiant. 


$ 3. Profanarum auoque scientiarum, earum praesertim quae cum 
sacris disciplinis arctius cohaereant, talem sibi copiam comparare ne 
negligant, quam excultos homines habere decet. 


Al celibato de los clérigos se refieren los cáns. 68-72 del D. O. 


. En ellos se establece: a) aue todos lo tengan en gran estima; b) 
que se exige el celibato en quienes hayan de ser promovidos al epis- 
copado; c) que todos los clérigos, a partir del subdiaconado, tienen 
impedimento dirimente para el matrimonio ; d) que en los ritos donde se 
admiten clérigos casados, se les aplica lo del can. 132 §§ 2, 3 del Codex. 


DE LOS OFICIOS ECLESIÁSTICOS 


: De la provisión y pérdida de los oficios eclesiásticos se ocupan los 
cáns. 88-136 del D. O., que reproducen, con ligeras variantes el con- 
tenido de los cáns. 147-195 del Codex. 


Consignaremos algunas de esas variantes, fijándonos primero en 
el can. 95, el cual, si bien reproduce lo del can. 153 del Codex, v, por 
este capítulo nada tendríamos que advertir, debemos, con todo, mani- 
festar que lo de exigir el clericato para que a un oriental se le pueda 
conferir un oficio eclesiástico, no se compagina fácilmente con la no- 
ción que del oficio eclesiástico encontramos en el can. 305 de los pro- 
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mulgados para los orientales por el Motu proprio Postquam Apostolicis 
Litteris, arriba mencionado, donde, para el oficio eclesiástico en sen- 
tido estricto, tocante a la participación de la potestad que debe llevar 
aneja, reconoce como suficiente, además de la orden y jurisdicción, 
mencionadas en el can. 145 del Codex, otra potestad pública eclesiásti- 
ca. Ahora bien, según veremos luego, la potestad dominativa de que go- 
zan los Superiores religiosos, aun los de religión laical, incluso de mu- 
jeres, tiene carácter de pública; luego el cargo por ellos desempeñado 
es un oficio eclesiástico en sentido estricto, para el cual, sin embargo, 
no se requiere el clericato. 

Es de esperar que cuando hagan el reajuste final para la publica- 
ción del Código Oriental completo, subsanarán esa incoherencia. 

Cerrado este paréntesis, continuaremos la tarea de anotar las va- 
riantes que hallamos entre el D. O. y el Codex. 


En cuanto a la incompatibilidad de los oficios eclesiásticos, el D. O. 
señala con más detalle sus causas. “Son incompatibles los oficios —ad- 
vierte el can. 98 $ 2— que por la carga de la residencia que imponen 
o por otras obligaciones, no pueden ser desempeñados simultáneamente 
por la misma persona” (En el can. 156 $ 2 del Codex no se encuentran 
las palabras que hemos subrayado). 


Según el can. 175 de éste, el que fue elegido para un oficio ecle- 
siástico, por lo menos dentro de los ocho dias útiles después de re- 
cibida la notificación debe manifestar si acepta la elección o si renun- 
cia a la misma... ; 

En cambio, el can. 117 del D. O., deja a salvo el derecho, aun 
particular, que señale un plazo más breve, dentro del cual deba el 
elegido hacer dicha manifestación. Otro tanto dispone el can. 119 res- 
pecto de pedir la confirmación. 


Acerca de la postulación. el can. 122 $ 1 del D. O. transcribe lo 
del can. 180 $ 1 del Codex, y a continuación, teniendo en cuenta la 
respuesta de la Comisión Intérprete, del 1 de julio de 1922* para el 
caso de concurrencia de elección con postulación añade que si al ter- 
cer escrutinio el postulado no logró las dos terceras partes de los votos, 
triunfa el elegible que haya tenido la mayoría relativa de votos, ex- 
cluído el postulado. 


Asimismo, en lo concerniente a la renuncia de los oficios eclesiás- 
ticos, el can. 131 $ 2 del D. O. haciéndose eco de otra respuesta de la 
referida Comisión, del 14 de julio de 1922”, a propósito del can. 189 
$ 2 del Codex, el cual establece que el Ordinario debe admitir o recha- 


$ 9 AAS 14 (1922), 406; 14 (1922), 526. 
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zar la renuncia en el término de un mes, agrega (el D. O.): Elapso 
autem integro mense a renuntiatione facta, Hierarcha renuntiationem 
valide acceptare potest, nisi renuntians, renuntiationem, antequam 
acceptetur, revocaverit et de renunciatione revocata Hierarcham cer- 
tiorem fecerit. 


8.—DE LA POTESTAD ORDINARIA Y DELEGADA 


Refiriéndose a la potestad jurisdiccional delegada por la Sede Apos- 
tólica, el can. 199 § 2 del Codex no permite subdelegarla cuando elec- 
ta fuerit idustria personae. El can. 140 § 2 del D. O. emplea la frase: 
nisi persona propter suas qualitates electa fuerit. : 


En cuanto al ejercicio directo de la potestad de jurisdicción, el 
can. 201 § 1 del Codex lo circunscribe a los súbditos. El can. 142 
§ 1 del D. O. añade: nisi expresse aliter statuatur. 


. Entre los cans. 144 y 146, correlativos a los cans. 203 y 204 del 
Codex, intercala el D: O. el can: 145, del tenor siguiente: Salva cui- 
libet fideli in todo orbe catholico facultate, ob primatum Romani Pon- 
tificis, Sedem Apostolicam directe adeundi atque cum ea libere com- 
municandi, in interponendis recursibus iure admissis, is, nisi aliter 
expresse statuatur, servetur ordo ut a decretis loci Hierarchae, subiec- 
ti Patriarchae vel Archiepiscopo, recursus fiat ad Patriarcham vel 
Archiepiscopum; a decretis autem Hierarchae loci, Patriarchae vel 
Archiepiscopo non subiecti, itemque a decretis ipsius Patriarchae vel 
Archiepiscopi, ad Sedem Apostolicam. 


El 26 re marzo del año 1952" declaró la Comisión Intérprte que 
las prescripciones de los cáns. 197, 199, 206-209 (del Codex), acerca 
de la potestad de jurisdicción, deben aplicarse, si a ello no se opone 
la naturaleza de la cosa, el texto o el contexto de la ley, a la potestad 
dominativa que tienen los Superiores y los Capítulos en las Religio- 
nes y en las Sociedades de varones o de mujeres que viven en comu- 
nidad sin votos públicos. ; : 


A esa declaración, responde, sin duda, el can. 153 del D. O., colo- 
cado inmediatamente después de los aue tratan de la potestad de ju- 
risdicción ordinaria y delegada, el cual dispone: Praescripta can. 
139-152 de potestate iurisdictionis, nisi natura rei aut textus contex- 
tusque legis obstet, serventur de omni ecclesiastica potestate publica. 

A esto aludíamos al ocuparnos del can. 95, cuando indicábamos 
que tiene carácter público la potestad dominativ, 32 los Superiores 


10 AAS 44 (1952), 497. 
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religiosos, aun los de religión laical; pues no cabe duda que están 
comprendidos en las últimas palabras de este can. 153 del D. O., ya 
que en él encontramos reproducido en sustancia el texto de la Comi- 
sión Intérprete arriba transcrito. 


9.—DEL CONCILIO ECUMÉNICO 


Ocüpase de él el D. O. en los cáns. 167-174, que reproducen casi 
al pie de la letra los cáns. 222-229 del Codex, si bien el penültimo de 
aquél afiade al correlativo de éste lo contenido en las palabras que 
seguidamente subrayamos: $ 2. A sententia Romani Pontificis non 
datur ad Synodum Oecumenicam appellatio; nec a ceteris actis re- 
cursus. 


10.—DE LOS CARDENALES DE LA SANTA IGLESIA ROMANA 


También acerca de ellos coinciden, con ligeras variantes, el D. O. 
y el Codex. Por lo que se refiere al nombramiento de los Cardenales, 
dice el can. 177 § 1 del D. O. que libere a Romano Pontifice ex toto 
terrarum orbe et ex quocumque ritu eliguntur... (Las palabras sub- 
rayadas no se encuentran en el can. 232 § 1 del Codex). Y otro tanto 
se diga del can. 180, del D. O., cuyo contenido es como sigue: Orien- 
tales ad dignitatem cardinalitiam. promoti proprium retinent ritum. 
Privilegiis autem Cardinalium utentes ab iis abstineant quae cum suo 
ritu non conveniant. | | - 


11.—DE LAS SAGRADAS CONGREGACIONES 


- Además de algunas modificaciones relativas a la S. Congregación 
de la Iglesia Oriental (can. 195 $ 1), el D. O. en el can. 200 se ocupa 
de la S. Congregación de Ritos. Refunde en el $ 1 los $$ 1 y 2 del 
can. 253 del Codex, añadiendo al final: In hisce peragendis auxilio 
utitur sectionis liturgicae. 


El $ 3 de este ültimo, lo redacta de la forma siguiente el can. 195 
$ 2 del D. O.: Eiusdem Congregationis praeterea est ea omnia agere 
quae ad beatificationem et canonizationem Servorum Dei, firma $ 8, 
vel ad sacras reliquias quoquo modo referentur. Haec reservantur sec- 
tioni- alteri, quam promotor generalis fidei moderatur. 

$ 3. Pro causis Servorum Dei in quibus colligi nequeunt deposi- 


tionis testium coaevorum, nec certa prostant documenta tales depo- 
sitiones rite suo tempore collectas praebentia, praesto est sectio tertia, 
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quae historica audit. Haec sectio suffragium praeterea profert circa 
libros litárgicos emendandos vel denuo edendos. Huic sectioni praeest 
relator generalis. 


12.—DE LOS PATRIARCAS 


A los Patriarcas y a su respectiva Curia dedica el D. O. los cáns. 
216-314. 

En ellos da la noción de tales Dignatarios, fija las normas para su 
elección, consigna sus derechos, deberes y privilegios; se ocupa de 
la Curia patriarcal, y, por último provee para cuando la sede se halla 
vacante o impedida. 


A modo de introducción. Además de los Patriarcados latinos de 
Antiquioquía y Alejandría, y su equiparado de Constantinopla, que 
son meros títulos, y se confieren a altos Dignatarios de la Curia Ro- 
mana, hay en la actualidad en Oriente los siguientes Patriarcados re- 
sidenciales de rito oriental: el de Alejandría de los Coptos (con resi- 
dencia en el Cairo); el de Antioquía de los siros (con residencia en 
Beirut); el de Antioquía de los Melquitas (con residencia en Damasco 
por el verano, y en el Cairo por el invierno); el de Antioquia de- los 
Maronitas (con residencia en Bekorki); el de Babilonia de los Cal- 
deos, Iraq (Mesopotamia), (con el título patriarcal de Bagdad y Mo- 
sul, y con residencia en esta ültima ciudad); el de Cilicia de los Ar- 
menos (con residencia en Bzommar). Estos datos los hemos tomado 
del Anuario Pontificio. 

También es residencial el Patriarcado de Jerusalén, pero es de 
rito latino. 

Según advierte Tomasino”, fue en el Concilio de Calcedonia don- 
de primero se comenzó a emplear el título de Patriarca, y añade 
que trae su origen de los Romanos Pontífices. 

Por falta de espacio no podemos detenernos en otras consideracio- 


nes históricas. Así que, pasamos, sin más, a ocuparnos de los cáno- 
nes del D. O. 


La noción de los Patriarcas nos la da el can. 216, que dice así: 


Sel: Secundum antiquissimum Ecclesiae morem, singulari honore 
prosequendi sunt Orientis Patriarchae, quippe qui amplissima potes- 
tate, a Romano Pontifice data seu agnita, suo cuique patriarchatui 
seu ritui tamquam pater et caput praesunt. , 


§ 2. 1.° Nomine Patriarchae venit Episcopus cui canones tribuunt 


n Vetus et Nova Ecclesiae Disciplina, t. 1, P. L lib. 1, cap. 4, nn. 13, 14. Venetiis, 1766. 
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iurisdictionem in omnes Episcopos, haud exceptis Metropolitis, clerum 
et populum alicuius territorii seu ritus, ad normam iuris, sub aucto- 
ritate Romani Pontificis, exercendam ; 


2.” Patriarchae in fideles eiusdem ritus, extra limites proprii terri- 
torii commorantes, competit potestas quatenus iure communi vel par- 
ticulari expresse statuatur. 

Los cáns. 217-219 se refieren: a) al título de las iglesias patriarca- 
les, que sólo puede cambiarlo el Papa o el Concilio General; 5) a la 
residencia de los patriarcados, que debe estar fija en un lugar...; c) 
al orden de precedencia de las sedes y de los Patriarcas, con la par- 
ticularidad de que los Patriarcas residenciales, fuera de la Curia Ro- 
mana, gozan de precedencia sobre los meramente titulares, aunque 
sean del rito latino. 

Es muy notable la facultad de los Patriarcas, de tener un apocri- 
sario ante la Santa Sede, que les concede el can. 220, segün el cual: 
Patriarcha apocrisiarium apud Sedem Apostolicam habere potest, ab 
ipso, audita Synodo permanenti et praevio Sedis Apostolicae consen- 
su, designato. 

El can. 331 otorga la misma facultad a los Arzobispos. 


13.—DE LA ELECCIÓN DE LOS PATRIARCAS 


-La hacen los Obispos del patriarcado, incluso los titulares, ate- 
niéndose a las normas establecidas en los cáns. 221-239. 

Se tendrá por elegido el que, descontados los votos nulos, hubie- 
se obtenido las dos terceras partes de los votos (can. 230 $ 1). 

Deberán repetirse los escrutinios hasta que alguno de los candida- 
tos logre dicho número de votos (can. 230 $ 2). Pero teniendo en cuen- 
ta que si la elección no se verifica dentro de los quince días, a contar 
desde la fecha en que se reunieron los electores, se devuelve al Roma- 
no Pontífice la designación de la persona que ha de asumir el patriar- 
cado (can. 232). 

Si el elegido acepta la elección, para lo cual sólo se le conceder 
dos días (can. 234), el cuerpo de los electores procederá a su procla- 
mación e intronización, siempre que aquél sea ya Obispo, por lo. me- 
nos elegido o designado y debidamente confirmado, aunque todavía 
no hubiera recibido la consagración episcopal... (Can. 235 § 2). 

En cambio, si el elegido no reune dichas condiciones, el Capítulo 
de los electores comunicará inmediatamente la elección al Remano 
Pontífice, suspendiendo la proclamación y entronización del elegido, 
y guardará secreto del resultado de la elección hasta que llegue de Ro- 
ma la confirmación, y esta se haga püblica legítimamente (can. 235 


§ 3). 
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El Patriarca elegido a tenor del can. 235, una vez entronizado ob- 
tiene "pleno derecho en el oficio... (can. 238 $ 1). 


.14.—DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS PATRIARCAS . 


Tratan de unos y otros los cáns. 240-282. : 

En virtud del primero, el Patriarca tiene potestad ordinaria de ju- 
risdicción en todo el patriarcado, y, por lo mismo, le compete el de- 
recho y el deber de ejercerla, en conformidad con los cánones y las 
costumbres legítimas, sobre. los Obispos, clérigos y fieles, todos los 
cuales tienen obligación de prestarle reverencia y obediencia canóni- 
ca (can. 240 $ 1). xd 2 

. Dicha potestad, de no constar lo contrario por la naturaleza de la 
cosa o por el derecho, sólo puede ejercerse válidamente dentro del 
patriarcado (can. 240 § 2). SED. A O a 

. La potestad del Patriarca —advierte el can. 241— de tal forma es 
personal que no puede nombrar Vicario General para todo el patriar- 
cado. 3 peon 
Tampoco pueden los Patriarcas dar leyes fuera del Concilio pa- 
triarcal, que debe celebrarse al menos cada veinte años (cáns. 243 
$ 1 y 844). 

Pero pueden por si solos: 


1. Edicta, mandata atque ordinationes generales, pro toto etiam 
patriarchatu, ferre, et legum applicationem definiendam earumque 
exsecutionem urgendam ; ngs 3 


2.° Instructiones ad clerum populumque dirigere ad sanam doc- 
trinam exponendam, pietatem fovendam, abusus corrigendos et exer- 
citia quae spirituale fidelium bonum foveant approbanda et commen- 
dánda;t 2k si up A 
.3. Encyclicas litteras universo patriarchatui dare circa quaes- 
tiones ad propriam ecclesiam ac ritum pertinentes (can. 245 $ 1). 
: Por. lo que a la visita pastoral concierne, salvo el derecho y el de- 
ber que tiene cada Obispo de visitar sus propias diócesis, los Patriar- 
cas pueden y deben por sí o por otro, hacer la visita ordinaria a todo 
el patriarcado, cada diez afios. 
Con causa grave pueden también hacer visita extraordinaria en 
alguna iglesia, ciudad o diócesis. . ~ : goo 
Durante la visita pueden los Patriarcas hacer todas aquellas co- 
sas que competen.a los Obispos en la visita pastoral (can. 246). 


El- Patriarca, previo el consentimiento del Concilio patriarcal o de 
los: Obispos, -puede, con causa grave: . 7 


1.  Erigir Provincias y Diócesis, modificar sus límites, unirlas, 
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dividirlas, suprimirlas, cambiar su grado jerárquico, trasladar una 
sede episcopal, a condición de que se lo confirme la Sede Apostólica ; 


2. Trasladar los Metropolitanos o los Obispos, residenciales o 
titulares, de una sede residencial o titular a otra: 


3. Aceptar las renuncias que los Obispos le hayan presentado; 


4. Dar Coadjutor o Auxiliar a un Obispo residencial... (can. 
248 $ 1). 


Respecto de las diócesis vacantes debe el Patriarca ejercer sobre 
ellas una especial vigilancia, convocar a los Obispos a quienes co- 
responde la elección, y, una vez hecha ésta, comunicar el resultado 
al Romano Pontífice y pedirle la confirmación del electo (cáns. 249- 
253). 

Asimismo compete al Patriarca: a) ordenar a los Metropolitanos, 
concederles las letras de su provisión canónica y entronizarles... (can. 
256) ; 

b) con grave causa y el consentimiento del Sínodo permanente, 
eximir de la jurisdicción del Ordinario local, reservándoselo a sí, un 
lugar o instituto eclesiástico destinado a obras de piedad o de caridad 
espirituales o corporales, siempre que adopte dicho acuerdo en el mo- 
mento de la fundación (can. 263 $ 1); 

c) dispensar de todos los impedimentos e irregularidades por de- 
fecto o por delito, quedando a salvo el derecho de la Congregación 
del Santo Oficio; 

d) dispensar, con justa causa, del ayuno y abstinencia, por un 
año cada vez, bien sea en todo el patriarcado, bien en alguna de sus 
partes (can. 265); 

e) conceder la subsanación en la raíz cuando para la validez del 
martimonio obsta defecto de forma de la celebración o algún impedi- 
mento de los que él puede dispensar (can. 267); 

f) aprobar confesores y predicadores para todo el patriarcado, 
los cuales, para el lícito ejercicio del ministerio, necesitan el consen- 
timiento del respectivo Ordinario (can. 270). 

Otras varias facultades competen a los Patriarcas, que no men- 
cionamos por no alargar demasiado. 


LI 


Tocante a los deberes, consignaremos los siguientes: 


a) Patriarcha obligatione tenetur: Romano Pontifici plenam obe- 
dientiam, fidelem subiectionem ac filialem venerationem profitendi, 
atque fidelitatis iusiurandum renovandi cum celebratur Synodus pa- 
triarchalis et quoties fidei professio praecipitur ; 

b) Intra annum a sua electione, ad Urbem, Beatorum Apostolo- 
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rum Petri et Pauli sepulcra veneraturus, accedendi, et Summo Ponti- 
fici se sistendi (can. 273) ; 

c) singulis quinquenniis relationem super statu patriarchatus iux- 
ta probatam formulam Summo Pontifici faciendi. Eo anno quo rela- 
tionem exhibere debet, ad Urbem accedat ut visitationem, de qua in 
can. 273, peragat (can. 275) ; 

d) residere debet in sede patriarchali, a qua abesse non potest 
nisi canonica ex causa (can. 276) ; 

e) divina Liturgiam pro populo totius patriarchatus, in sollem- 
nitatibus Nativitatis, Epiphaniae D. N. I. C., Paschatis, Pentecostes 
et Assumptionis B. M. V. applicare ne omittat, firmo praescripto can. 
404 (can. 277); 

f) Episcoporum officia de quibus in can. 400, tenent Patriar- 
cham pro universo patriarchatu, firmo singulorum Episcoporum offi- 
cio (can. 278 § 1); 

g) diligenter invigilare debet administrationi bonorum ecclesias- 
ticorum in toto patriarchatu (can. 280 § 1). 


15.—DE LOS PRIVILEGIOS DE LOS PATRIARCAS 


Aparte otros privilegios que por derecho común les concede o re- 
conoce el Romano Pontícife, todos los Patriarcas, una vez efectuada 
su entronización a tenor del can. 235, entre otras, gozan de las si- 
guientes facultades y privilegios: 

1. De oír en cualquier parte del mundo confesiones de los fieles 
de rito oriental, y aun de los religiosos y religiosas... ; 


2.° De predicar en todas partes la palabra de Dios; 


3. De bendecir en todas partes, con sola la señal de la cruz, 
aplicando todas las indulgencias que suele conceder la Sede Apostó- 
lica, cruces, coronas deprecatorias, medallas, imágenes, escapularios 
aprobados por la Sede Apostólica e imponerlos sin obligación de ins- 
cribir los nombres; 


4. De conceder indulgencias de trescientos días, lucrables toties 
quoties, en todos los lugares de su patriarcado, incluso los exentos, 
en las iglesias de su rito fuera de los términos del patriarcado, y en 
todas partes por los fieles de su rito; ` 


5.° De declarar en cualquier iglesia de su rito, aun fuera del 
patriarcado, uno de los altares privilegiado cotidiano perpetuo; 

6.” De usar, a tenor de las leyes litúrgicas, báculo pastoral y pa- 
lio en todo el patriarcado, incluso en los lugares exentos de su juris- 
dicción; sólo el báculo pastoral, aun fuera del patriarcado, pero en 
las iglesias de su rito; 
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7. De celebrar pontificales, usando también el báculo, en todas 
las iglesias de su rito, aun fuera del territorio oriental, avisando pre- 
viamente al Ordinario, si la iglesia es catedral; 


8. De emplear en sus escritos, si el uso legítimo lo autoriza, pe- 
culiar fórmula de bendición, aun la apostólica, excluídas las formulas 
propias de la Curia Romana ; 


9.° De usar las insignias y ornamentos de su dignidad, incluso 
fuera de la región o territorio oriental; 

10.° Del tratamiento de Beatitud; 

11.° De precedencia, aun fuera de la región o territorio oriental, 
sobre todos los Primados, Arzobispos y demás Metropolitanos, Obis- 
pos de cualquier rito oriental, aunque todos estén cada cual en su te- 
rritorio ; 

12. De asistir al lado del Romano Pontífice en las Capillas y 
otras ceremonias papales, guardando el orden de precedencia; 

13.? De nombrar procuradores o delegados que los representen 
o actüen en su nombre en la expedición de los negocios del patriarca- 
do, quedando en pie lo del can. 260 $ 1, n.? 2 (can. 283); 

14. Puede el Patriarca en todo su patriarcado, cumpliendo lo 
que deba cumplirse, y con la obligación de las correspondientes ins- 
cripciones, de acuerdo con los cánones: Administrar los sacramentos 
del bautismo y de la confirmación; asistir o bendecir los matrimonios 
o las promesas de los mismos (can. 284). 


16.—DE LA CURIA PATRIARCAL 


Por disposición del can. 286, para el gobierno de todo el patriar- 
cado debe el Patriarca organizar la curia patriarcal, distinta de la 
curia correspondiente a la de su propia diócesis. Y en cuanto sea po- 
sible, debe ser distinto el personal de ambas curias. 

A la curia patriarcal —que debe estar en la sede patriarcal— per- 
tenecen cuantos ayudan al Patriarca en el gobierno de todo el patriar- 
cado, y que pueden ser elegidos de ambos cleros a todo él ponen 
cientes (can. 286). 

Dicha curia consta: del Sínodo permanente —y éste, a su vez, se 
compone del Patriarca como presidente y de cuatro Obispos nombra- 
dos por cinco años—, o del Consejo a tenor de los cáns. 288, 296, del 
tribunal patriarcal (diverso del tribunal correspondiente a la diócesis 
propia del Patriarca), del Oficio de la administración patriarcal de los 
bienes temporales, de la cancillería patriarcal y de los consultores pa- 
triarcales (cáns. 287, 289 y 298). 

El cargo de secretario del Sínodo permanente lo desempeña uno 
de los Obispos sinodales designado por el propio Sínodo (can.. 291). 
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17.—DE LA SEDE PATRIARCAL VACANTE O IMPEDIDA 


Al vacar la sede patriarcal, si la Sede Apostólica no designa un 
Administrador, la administración del patriarcado pasa, salvo el dere- 
cho particular, al Obispo más antiguo por su consagración entre los 
que tienen un oficio con residencia en la curia patriarcal (can. 307). 

Cuando se halle impedida la sede patriarcal asumirá el gobierno 
de todo el patriarcado el Obispo residencial primero según el orden de 
predencia entre los sometidos al Patriarca, a menos que éste, por 
aconsejarlo así las circunstancias, designe otro Obispo o un sacerdo- 
te de los más destacados (can. 314). 


18.—DE Los ARZOBISPOS Y DEMÁS METROPOLITANOS 


Como por este epígrafe se echa de ver, el derecho oriental difiere 
del derecho de la Iglesia latina en ese punto; ya que en ésta los Me- 
tropolitanos aventajan a los simples Arzobispos, en cuanto que aqué- 
llos, además de la diócesis propia, que gobiernan como cualquier otro 
Obispo, tienen ciertas atribuciones en las diócesis sufragáneas que 
constituyen la provincia eclesiástica por ellos presidida (cfr. cáns. 
272-274, 277, 284, 291, 292 del Codex); mientras que los simples Ar- 
zobispos carecen de sufragáneos, y sólo tienen potestad sobre la pro- 
pia archidiócesis (cfr. can. 285 del Codex). 


Por el contrario, en las iglesias orientales los Arzobispos son de 
más categoría que los Metropolitanos, como puede verse en los cáns. 
320, 324,326, 339 del D. O., donde encontramos: 


Metropolitae... In archiepiscopatu (debet), de abusibus (contra fi- 


dem et disciplinam ecclesiasticam), certiorem facere Archiepiscopum... 


Metropolitae, non subiecto Patriarchae vel Archiepiscopo... (can. 320). 
Inter Metropolitas excellit Archiepiscopus... (can. 324). 


Ad Archiepiscopum... spectat: Metropolitas... ordinare eosque in- 
tronizare; Invigilare ut Metropolitae fidem et disciplinam ecclesiasticam 
integre custodiant et custodire curent a clero et populo, ac de abusibus 
Romanum Pontificem certiorem facere... (can. 326) 


19.—DE Los EXARCAS 


En el D. O. hay dos clases de Exarcas: a) los que fuera de los 
patriarcados presiden un territorio propio; b) los que presiden un te- 
rritorio no propio; y éstos, a su vez, se subdividen en: Exarcas apos- 
tólicos, y Exarcas patriarcales y arzobispales. 


Los primeros vienen a equipararse a los Abades y Prelados nullius 


— o a A "x 


— 
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del Codex; los segundos y terceros, a los Vicarios y Prefectos apos- 
tólicos del mismo (cfr. cáns. 362-391 del D. O., y cáns. 319-327, 
293-311 del Codex). 


20.—DE Los OBISPOS 


Acerca de su nombramiento, y de sus derechos y deberes, en gene- 
ral concuerdan el D. O. y el Codex, salvas algunas particularidades 
que anotamos a continuación. 


Por lo que atane a la idoneidad de los candidatos, el D. O., can. 
394 § 1, exige las mismas cualidades que el can. 331 del Codex, pero 
añade la siguiente: que no estén casados. 


En lo concermente a la adquisición de ciertos derechos, difiere el 
D. O. del Codex; pues según el primero no se necesita que hayan 
tomado posesión —el D. O. en vez de este vocablo emplea la palabra 
"administración"—, basta que hayan recibido la ordenación episco- 
pal —el Codex usa el término “consagración”— para obtener: a) la 
jurisdicción y el derecho a percibir las rentas de la mesa o palacio 
episcopal; b) la facultad de conceder cien días de indulgencia en los 
lugares de su jurisdicción; c) algunos de los privilegios de que gozan 
los Cardenales (cáns. 396 $ 2 y 416). 

Si el promovido al gobierno de una diócesis era ya Obispo consa- 
grado, comienza a disfrutar de los derechos consignados en a) y b) 
desde la provisión canónica. 

Asimismo, desde que el nombrado para Obispo recibe la ordena- 
ción episcopal o, si ya estaba ordenado, desde la provisión canónica, 
contrae la obligación de aplicar la Misa pro populo todos los domin- 
gos y fiestas de precepto, a tenor del can. 404. 

El Codex, por el contrario, para lo de a) y b) exige que el nue- 
vo Obispo haya tomado posesión de la diócesis (cáns. 339 y 349 $ 2); 
mientras que los privilegios mencionados en c) los adquiere desde el 
momento que recibe la noticia de su provisión canónica (can. 349 
$ 1). 

Tocante a la residencia, en lo fundamental coinciden ambos de- 
rechos; únicamente difieren en el detalle de no ausentarse de la cate- 
dral, que, según el Codex, comprende el Adviento, la Cuaresma y las 
fiestas de Navidad, Resurrección, Pentecostés y Corpus Christi (can. 
338 $ 2), al paso que el D. O. señala desde la Vigilia de Navidad hasta 
la Epifanía, la Cuaresma mayor y las fiestas de Resurrección y Pen- 
tecostés (can. 403 $ 3). 

Además, el D. O. menciona dos cosas que no hallamos en el Co- 
dex, y son éstas: 
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a) Los Obispos representan a la diócesis y la mesa o palacio epis- 
copal en todos los negocios jurídicos que, a tenor de los cánones, a 
ellas pertenecen (can. 398). 


b) Deben procurar los Obispos: 


1. Que en la propia catedral se celebre, todos los días, donde 
así se estila, por lo menos una parte del Oficio divino, según las le- 
gítimas costumbres de cada rito; | 


2. Asimismo que en todas las ciudades, por lo menos en una 
o en algunas iglesias, siquiera los domingos y días festivos y en las 
principales solemnidades de los santos conforme al calendario propio, 
y en sus vigilias, se celebren solemnemente los divinos oficios, con 
obligación de asistir a ellos el párroco, o el rector y demás ministros 
de la Iglesia. En cuanto a los demás presbíteros y clérigos de la civ- 
dad habrá de observarse lo dispuesto en el derecho particular (can. 
401). 


21.—DEL VICARIO GENERAL 


Por lo que a su nombramiento se refiere, están acordes el D. O. 
y el Codex. 

Respecto de los títulos académicos que debe poseer, según el can. 
367 $ 1 del Codex: in theologia et iure canonico doctor aut licentia- 
tus; según el can. 433 $ 1 del D. O.: in theologia aut iure canonico 
doctor vel prolyta. 

Como la partícula et, además del significado copulativo, tiene tam- 
bién el disyuntivo, equivalente a aut, el Codex la emplea en este 
último a veces, no resultando siempre claro en cuál de los dos la em- 
plea, y ello da lugar a confusiones, o por lo menos, a diversas inte- 
pretaciones. 

En el comentario al can. 367 del Código publicado por la B. A. C. 
nos mostramos partidarios de interpretar dicho et en sentido de aut, 
y ahora vemos con satisfacción aue el D. O. lo confirma. 

Tampoco nos desaerada lo que dice en el can. 434 $ 1, n. 2.: 
Syncellus (es decir, el Vicario General) agit ordinaria potestate etiam 
in us quae ex speciali mandato agit (el subrayado es nuestro): quo 
s obtento, actus ad quem lex huiusmodi mandatum reauirit est 
nullus. i 

El can. 368 § 1 del Codex dice así: Vicario Generali, vi officii, ea 
competit in universa dioecesi iurisdictio in spiritualibus ac temporali- 
bus, quae ad Episcopum iure ordinario pertinent, exceptis iis auae 
Episcopus sibi reservaverit, vel quae ex iure requirant speciale Epis- 
copi mandatum. i 


Séanos permitido reproducir aquí el comentario que, a propósito 
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de esto, pusimos en el Cédigo mencionado. “Hay variedad de pare 
ceres acerca de si es delegada u ordinaria la potestad con que el Vi- 
cario General tramita dichos negocios, cuando el Obispo le da el 
mandato. Estimamos preferible lo segundo, o sea, que es ordinaria, 
ya que, bien mirado dicho mandato no hace sino remover el obstá- 
culo o cumplir un requisito para que la potestad del Vicario pueda 
extenderse a tales casos, pero sin cambiar su naturaleza”. 

Huelga advertir que, así en este caso como en el anterior, al e- 
por confirmadas dichas opiniones con el D. O., no pretendemos indi- 
car que éste obligue en la Iglesia latina, sino únicamente manifestar 
que ofrece un medio muy valioso de interpretación; y no dudamo: 
que. todas esas cosas serán tenidas en cuenta el día —ojalá no esté 
lejano— que se lleve a cabo la revisión del Codex, para modificar su 
redacción introduciendo las mejoras que aparecen en el D. O. 


Administración de los bienes eclesiásticos de las diócesis. El D. O. 
manda establecer un Oficio en todas ellas para la administración de 
sus bienes. Así lo dispone el can. 438 $ 1. Pro administratione bono- 
rum ecclesiasticorum, quorum proprietas est penes ipsam eparchiam, 
constituendum est in curia eparchiali Officium quod constat oecono- 
mo, ad norman can. 429 $ 2, ratiocinatore et aliis necessariis ministris. 


En cuanto a la entrada en el Archivo episcopal, y a lo de sacar 
documentos del mismo, hallamos algunas variantes entre el Codex 
y el D. O., que indicaremos subrayando las palabras de los respec- 
tivos cánones donde aquellas se encuentran. 

Can. 444 § 1 (del D. O.) Archivum clausum sit oportet nec ulli 
illud ingredi liceat sine licentia aut solius Episcopi aut Svncelli simul 
et cancellarii (El can. 377 § 1 del Codex, dicen sine Episcopi aut 
Vicarii Generalis et cancellarii licentia). 

Can. 445 $ 1 (del D. O.). Ex archivo non licet efferre scripturas 
sine Episcopi vel Syncelli licentia eaedemaue quambrimum, semper 
tamen intra triduum (en el Codex. can. 878 $ 1: eaedemoue post 
triduum) in suum locum referantur. Unius autem Episcopi est pro- 
rogare hoc tempus... 

El Codex en vez de “Episcopus” emplea la palabra “Ordinario”, 
y en su virtud puede conceder la prórroga también el Vicario Gene- 
ral, según el can. 198. 


29.—DE LOS EXAMINADORES DIOCESANOS Y DE LOS PÁRROCOS 
CONSULTORES 


El D. O. se ocupa de ellos en los cáns. 452-457 repitiendo en sus- 
tancia lo dispuesto por el Codex en los cáns. 385-390. Sólo hallamos 
dos variantes, que son: a) el can. 385 del Codex al hablar del nom- 
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bramiento de los mismos, nada indica sobre si pueden ser elegidos 
para tales cargos sacerdotes extradiocesanos; pero el D. O., lo autori- 
za expresamente en el can. 452 § 1, 2.°, donde dice: Ad officium 
examinatoris eparchialis et parochi consultoris designari potest pres- 
byter etiam alius eparchiae, de consensu tamen sui Hierarchae"; 
b) para la remoción de los mismos el can. 388 del Codex exige cau- 
sa grave, y, además, que el Obispo oiga el parecer del Cabildo ca- 
tedral; en cambio, el can. 455 del D. O. deja esto ültimo a la dis- 
creción del Obispo. 


23.—DE LOS CONSULTORES DIOCESANOS 


Respecto de éstos son más numerosas las diferencias que existen 
entre ambos derechos. En efecto, comenzando por el canon que tra- 
ta de su institución, el Codex los considera como algo excepcional, 
mientras que el D. O. habla de ellos como de cosa normal. Y eso 
proviene de que en la Iglesia latina lo ordinario es aue en todas las 
diócesis haya Cabildo catedral, uno de cuyos cometidos es ayudar 
al Obispo, como su senado y consejo, y, mientras vaca la sede, 
suplirle en el gobierno de la diócesis (can. 391 § 1, del Codex). 

. Por eso dispone que en las diócesis donde aun no se ha podido 
erigir o establecer el Cabildo catedral de canónigos han de instituir- 
se consultores diocesanos que suplan al Cabildo catedral en cuanto 
éste constituye el senado del Obispo (cán. 423 y 427). 

Mas el D. O. ordena, en forma absoluta, que en todas las dió- 
cesis nombre el Obispo consultores diocesanos, para que le ayuden 
con su consejo y asistencia en el gobierno de la diócesis, y le suplan 
cuando ésta se halle vacante o impedida (can 458). A manera de 
corolario, advierte luego en el can. 464 $ 1 que, donde exista Cabil- 
do catedral, éste suplirá en todo al Colegio de consultores diocesa- 
nos; por consiguiente, la intervención aue los cánones asignan a 
dichos consultores en lo concerniente al gobierno de la diócesis, ya 
en sede plena, ya cuando se halla impedida o vacante, esa misma 
se ha de sobreentender aue compete al Cabildo catedral. El can. 427 
del Codex habla en sentido inverso. 

Otra diferencia consiste en que, según el can. 458 $ 1, 2.5, del 
D. O., pueden ser designados para el oficio de consultores diocesa- 
nos sacerdotes religiosos, si la necesidad lo exige, v con el consen- 
timiento del Patriarca. 

A propósito del can. 423 del Codex, había declarado la Comisión 
Intérprete, el 29 de enero del 1931", que los sacerdotes religiosos 


12 Con fecha 3 de octubre del año 1910 había declarado la Sagrada Congregación Consisto- 
rial que los Ordinarios podían elegir para dichos cargos sacerdotes extradiocesanos en las diócesis 
pequenas, o siempre que lo aconsejara alguna causa justa (C. I. C. Fontes, vol. 5, n.° 2076): 

13 AAS 23 (1931), 110. 
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no pueden ser nombrados consultores diocesanos, ni aun quando es- 
tén ya secularizados. 

El Obispo tiene obligación de pedir el consentimiento o el conse- 
jo de los consultores diocesanos, en conformidad con los cánones 
(can. 459 $ 1 del D. O.). En los cánones del Codex no se encuen- 
tra dicha prescripción. 

Los consultores diocesanos en la Iglesia latina permanecen en 
el cargo tres años; en la Oriental, diez años (cáns. 426 y 462, res- 
pectivamente). 

Finalmente, para remover un consultor de su cargo, segün el 
Codex, además de causa justa, el Obispo tiene que oír el parecer 
de los otros consultores. Esto último el D. O. lo remite al juicio del 
Obispo (cáns. 428 y 463, respectivamente). 


24. —De LA SEDE IMPEDIDA O VACANTE Y DEL ADMINISTRADOR DE LA 
DIÓCESIS VACANTE 


El D. O. le consagra los cáns. 467-482, que corresponden a los 
cáns. 429-444 del Codex. El can. 429 § 1 de éste coincide con el can. 
467 $ 1, 1.° del D. O.; pero este último añade que al eclesiástico 
designado por el Obispo le competen, por disposición del derecho, 
la misma potestad, facultades y obligaciones que al Vicario Gene- 
ral. Y después, en el § 2, 2.° , advierte que los consultores diocesa- 
nos deben nombrar Administrador de la diócesis, no sólo cuando 
falta el Vicario General o los sacerdotes designados por el Obispo, 
sino también cuando éstos, por cualquier motivo, no han podido 
asumir el gobierno de la diócesis. 

Al Administrador así nombrado le compete igual potestad que al 
de la diócesis vacante. 

Para el caso de que un Obispo incurra en excomunión, entredi- 
cho o suspensión, el D. O. distingue entre los Obispos que pertene- 
cen a un patriarcado, y los que se hallan fuera de él. Respecto ^: 
los primeros, de ‘momento proveerá el Patriarca, v luego ha de 
avisar a la Sede Apostólica; en cuanto a los otros, corresponde al 
respectivo Arzobispo, o al Metroplitano, avisar a la Sede Apostólica, 
en forma parecida a lo dispuesto en el can. 429 $ 5 del Codex. 


Tocante a los diversos modos como puede vacar una diócesis, 
enumera el can. 430 $ 1 del Codex la muerte del Obispo, la renun- 
cia de éste aceptada por el Romano Pontífice, y el traslado o pri- 
vación intimados al Obispo. 

De los oficios en general dice el can. 190 $ 1 que vacan por la 
renuncia de su titular legítimamente aceptada, una vez que se haya 
notificado al titular la aceptación de la renuncia por el Superior. 


[4 
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' Mas el can. 430 $ 3, según acabamos de ver, parece indicar que 
la diócesis vaca desde el momento en que fue aceptada la renuncia 
por el Romano Pontífice, y que circunscribe la necesidad de la previa 
notificación para los casos de traslado o privación. il 

El contraste, al menos aparente, entre ambos cánones, ha moti- 
vado que los autores se dividieran al comentar el ültimo, opinando 
algunos que en él se contenía una excepción a la regla general esta- 
blecida en el primero, al paso que otros trataban de conciliarlos, 
afirmando que también para surtir el efecto de vacar la diócesis por 
renuncia del Obispo era necesario que se le comunicara la aceptación 
de la misma por el Romano Pontífice. 

“Estos últimos pueden ahora invocar en su favor el can. 468 $ 1 
del D. O. así redactado: Sedes episcopalis vacat Episcopi morte, 
expressa renuntiatione a Romano Pontifice acceptata, firmo praes- 
cripto can. 248 $ 1, n. 3, —en esta última cláusula alude a las dió- 
cesis pertenecientes a un patriarcado, en las cuales el Patriarca es 
competente para aceptar la renuncia de los Obispos— postquam re- 
nuntianti significata est acceptatio, tacita renuntiatione ad norman 
can. 130 —este canon enumera los casos en que vacan los oficios 
por renuncia tácita admitida por el mismo derecho, y es parecido 
al can. 188 del Codex—, translatione ac privatione Episcopo intima- 
ta (las palabras que hemos subrayado no se encuentran en el can. 
430 $ 1 del Codex). Debemos reconocer que la redacción del $ 1 está 
mejor lograda en el D. O. que en el Codex. 

Ló mismo cumple afirmar del $ 3, n. 3 donde se habla de los de- 
rechos temporales que competen en la diócesis antigua al Obispo 
promovido a otra, mientras no haya tomado posesión de la nueva. 

Efectivamente, el Codex, habiéndolo equiparado al Vicario ca- 
pitular por lo que atañe a los derechos espirituales (n. 1), luego en 
el n. 3. dice que percibe íntegros los frutos de la mesa episcopal. 
En cambio, el D. O. también respecto de eso lo equipara al Vica- 
rio capitular (o, lo que es igual, al Administrador, va que en el D. O. 
denomínase así el encagrado de gobernar la diócesis cuando se ha- 
lla vacante), pues sólo le concede derecho a una congrua retribución, 
igual que al Administrador. : 

Otra variante hay, en el mismo capitulo, entre el D. O. y el Co- 
dex, la cual consiste en que, según éste, una misma persona puede 
ser designada para los cargos de Vicario capitular y de ecónomo; 
aquél no lo permite, y, además, reprueba la costumbre contraria 
(cáns. 433 $ 3 y 417 $ 2, respectivamente). 


25.—DE LOS PÁRROCOS 


Al dar la noción de párroco discuerdan parcialmente el D. O. 
y el Codex; debido a que el primero no admite vicarios actuales, de 
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suerte que aun las parroquias unidas a una casa religiosa o a otra 
persona moral deben ser gobernadas por párrocos. 

Conforme al can. 451 $ 1 del Codex: 

Parochus est sacerdos vel persona moralis —estas últimas pala- 
bras no se encuentran en el can. 489 $ 1 del D. O.— cui paroecia 
collata est in titulum cum cura animarum sub Ordinarii loci —el 
D. O. dice: sub Episcopi— auctoritate exercenda. 

Etiamsi paroecia unita fuerit domui religiosae vel alii personae 
morali, parochus debet constitui ad curam animarum exercendam 
(can. 489 § 2 del D. O.). Para esas parroquias el Codex dice: debet 
constitui vicarius, qui actualem curam animarum gerat, assignata ei- 
dem congrua frutuum portione, arbitrio Episcopi (can. 471 § 1). 

En los demás puntos de los cans. 451 y 489, respectivamente, - 
concuerdan ambos derechos, excepción hecha de equiparar.a los pá- 
rrocos, además de los cuasipárrocos, quilibet alii presbyteri quibus 
cura. animarum instar parochorum in determinato territorio stabili- 
ter commissa est. (Esto último lo añade el D. O.). 

En conformidad con lo dispuesto por el D. O. en el can. 489 $ 2 
acerca de las paroquias unidas a una persona moral, encontramos 
luego tres cánones (490-492) donde se establecen las correspondien- 
tes normas. Dicen así: 

Can. 490. 8 1. 1.° Sine indulto Sedis Apostolicae paroecia perso- 
nae morali, quoad spiritualia et temporalia, uniri valide non potest, 
firmo praescripto can. 260 § 3 (este canon concede esa facultad a los 
Patriarcas en su territorio) ; 

2. Hac unione paroecia realiter et in perpetuum personae mora- 
li unitur; quae, si sit religiosa, paroecia fit religiosa. Non admittitur 
tamen ut ipsamet persona moralis sit parochus; 

3.7 Patrimonium paroeciae ita personae morali unitae, ad admi- 
nistrationem quod attinet, distinctum servetur a. patrimonio ipsius per- 
sonae moralis. 

§ 2. Non admittitur unio paroeciae cum persona morali quod ad 
temporalia tantum. (Entre este canon y el 1425 del Codex hay cierta 
relación). e 

Can. 491. $ 1. Episcopus committere potest paroeciam alicui do 
mui religiosae precario tantum. jd 

$ 2. Ex hac precaria comissione paroecia non fit religiosa, sed sae- 
cularis remanet, et, ex rationabili causa, tum Episcopus commissic- ' 
nem revocare, tum Superior competens paroeciae renuntiare, potest, 
servatis clausulis conventioni adiectis. 

Can. 492. Praescripta canonum de paroecia domui religiosae quod 
ad spiritualia et temporalia unita intelligenda sunt, nisi rei natura aut 
legis textus contextusque obstet, etiam de paroecia religiosis preca- 
rio concredita. 
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Respecto de las cualidades que debe tener el candidato a párroco, 
y a la estabilidad en la parroquia hay perfecta armonía entre el D. O. 
y el Codex, según puede verse en los cánones 493-494 del primero, 
y: 453-454 del segundo. 


Tocante a la provisión de las parroquias y cuasiparroquias insufi- 
cientemente dotadas dispone así el D. O., can. 495: Hierarchae loci 
paroecias aut quasi-paroecias quae, iudicio Patriarchae cum consensu 
Synodi. permanentis, sufficientem dotem non habent, conferre possunt 
ad nutum. Curent tamen iidem Hierarchae ut quamprimum his paroe- 
ciis vel quasi-paroeciis congrua dos provideatur 


En cuanto a la provisión de las parroquias mientras la diócesis 
se halla vacante o impedida, el can. 455 § 2, n. 3 del Codex advierte 
que pertenece al Vicario capitular o a quien gobierne la diócesis: Pa- 
- roecias liberae collationis conferre, si sedes ab anno saltem vacaverit. 
El can. 496 § 2, n. 3 del D. O. afiade: vel impedita fuerit. Este deta- 
lle no carece de importancia, toda vez que el canon habla de diócesis 
vacante o impedida. 


Al tratar de los requisitos que han de cumplirse con motivo de la 
provisión de parroquias, el D. O., en el can. 500, correlativo al can. 
459 del Codex, teniendo en cuenta la respuesta de la Comisión In- 
térprete, del 24 de noviembre de 1920", una vez copiadas las pala- 
bras del can. 459 § 3, n. 3.°, del Codex. relativas al examen doctrinal, 
afiade: Periculum semel factum pro prima paroecia sufficit si trans- 
latio fiat proponente ac suadente Episcopo; renovandum vero est si 
translatio fiat al instantiam parochi, nisi Episcopus auditis examina- 
toribus synodalibus iudicet idoneitatem adhuc perdurare eamaue esse 
sufficientem al novam paroeciam. Examini subiiciendus non est paro- 
chus remotus a paroecia qui transfertur ad aliam paroeciam, neque 
parochus qui ex officio transfertur ad aliam paroeciam. 

En el $ 4 transcribe la respuesta de la citada Comisión Intérpre- 
te, del 25 de junio de 1932", merced a la cual en las regiones donde 
la provisión de parroquias se hace por concurso, no es necesario prac- 


ticarlo para la primera provisión de una parroquia nuevamente eri- 
gida. 


Cuándo adquieren los bárrocos la cura de almas.—En armonía 
con lo que arriba hemos visto respecto de los Obispos, el D. O., can. 
502, establece que los párrocos adquieren dicha cura, aue vale tanto 
como decir la potestad parroquial, desde el momento de la provisión 
canónica; mas para poder eiercerla necesitan adquirir la administra- 


M, 5 AAS 12 (1920), 574; 24 (1932), 284, respectivamente. 
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ción de la parroquia (0 sea, la toma de posesión, que dice el Codex, 
can. 461). l ] j | 
En cuanto a la residencia de los párrocos, el D. O. muéstrase más 
rígido que el Codex, ya que, segün el can. 506 $ 2, sólo pueden ausen- 
tarse de la parroquia cuarenta días al año..En todo lo demás coinci- 
de el canon: mencionado con el 465 del Codex. : 
Respecto de aplicar la Misa “pro bopulo", tampoco: van acordes 
ambos derechos. En primer lugar, el D. O.; can. 507 $ 1, a este efec- 
to equipará a los cuasipárrocos con los párrocos. En segundo lugar, 
les impone dicha obligación: omnibus diebus dominicis aliisque festis 
de praecepto —el Codex añade: etiam supressis—, salvo iure parti- 
culari praescribente ut divina Liturgia saltem decies in anno, in prae- 
cipuis sollemnitatibus applicetur —el Codex no hace esta salvedad 
(can. 466 $ 1). 


Por lo que a la celebración de los divinos oficios concierne, a lo del 
can. 467 del Codex, el D. O. afiade lo siguiente: Diebus dominicis et 
festis, praeter divinam Liturgiam, saltem partem officii, iuxta sui ritus 
praescripta et normas ab Hierarcha loci datas, celebret per se (paro- 
chus) aut per cooperatores (can. 508 $ 2). à 

Y en cuanto a los libros parroquiales, además de los sefialadós en 
el can. 470 $ 1 del Codex, el D. O. manda a sus párrocos que lleven 
también el de esponsales (can. 511 $ 1). 


26.—DE LOS VICARIOS PARROQUIALES 


A diferencia del Codex que admite cinco especies de vicarios pa- 
rroquiales, el D. O. sólo admite cuatro. Suprime los vicarios actuales 
porque, según hemos visto al tratar de la noción de párroco, el D. O. 
exige que se nombren verdaderos párrocos, aün para las parroquias 
anejas a una persona moral. 

Tocante al vicario ecónomo y al sustituto, el D. O. y el Codex 
coinciden, sin otra diferencia que al primero el D. O. lo denomina vi- 
cario administrador (cáns. 513-515, 472-474, respectivamente). 


En cuanto al vicario auxiliar o regente, el D. O., can. 516, co- 
mienza diciendo: Nisi aliter provisum sit vel in singulis casibus pro- 
videatur. 

Esto no se encuentra en el can. 475 del Codex; pero en lo restan- 
te coinciden, salvas algunas diferencias de redacción. 1 

Casi podemos decir eso mismo en orden a los coadjutores o vica- 
rios cooperadores. Pero, en cuanto a su nombramiento, el D. O., si- 
guiendo la costumbre que en varios otros cánones hemos observado, 
lo mismo cuando se trata de los seculares (can. 517 § 3), como de los 
religiosos (§ 4), no exige en forma absoluta —como hace: el Codex 
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(can. 476 $$ 3 y 4)— que el Obispo y el Superior religioso, respecti- 
vamente, oigan al párroco antes de nombrar o presentar el coadjutor, 
sino que lo deja a la prudencia de aquellos. 

Acerca de los derechos y obligaciones de los coadjutores, el D. O. 
can. 517 $ 6, después de reproducir casi a la letra el can. 476 $ 6 del 
Codex, haciéndose eco de la respuesta de la Comisión Intérprete, del 
31 de enero de 1942", advierte: Ratione autem officii facultate assis- 
tendi matrimoniis non gaudet. 

En lo que atañe a la remoción de los vicarios cooperadores o coad- 
jutores cuando su vicaría sea beneficial, el D. O., can. 518 $ 2, repite 
lo del Codex, can. 477 $ 2, pero suprime la palabra alí (parochi) que 
se les había deslizado a los redactores del Codex; y dice así: Sicubi 
sit vicaria beneficialis, vicarius cooperator removeri potest processu 
ad norman iuris, non solum ob causas propter quas parochi —el Co- 
dex dice: propter quas alí parochi— removeri possunt... 

Importa consignar asimismo que, tanto en los cánones relativos 
a los vicarios parroquiales, como en los de los párrocos, el D. O., 
cuando alude al Prelado diocesano, emplea el término Episcopus, 
más preciso que el Ordinarius loci generalmente usado por el Codex 
en los cánones correlativos. 


27.—DE LOS RECTORES DE IGLESIAS 


Son ligeras las variantes que hallamos entre los cánones a tales 
rectores dedicados por el D. O. y por el Codex. La más importante 
es la relativa a la administración de los bienes a dichas iglesias perte- 
necientes y al cuidado en la conservación y decoro del edificio y de 
los utensilios sagrados, cuando pertenecen a una comunidad religio- 
sa. El Codex nada provee a ese respecto en el can. 485, que es donde 
lo determina para las iglesias pertenecientes al clero secular; mien- 
tras que el D. O., después de señalar lo correspondiente a esas en el 
can. 525 $ 1, agrega en el $ 2: Si vero agatur de ecclesia quae perti- 
net ad aliquam Religionem, bonorum administrationi, sacrae supe- 
llectili atque aedium sacrarum conservationi et decori Superior reli- 
giosus consulere debet. 


28.—DE LOS LAICOS 


El D. O. les consagra los cáns. 527-558. 
El primero de éstos reproduce el can. 682 del Codex. 
El segundo, peculiar del D. O., encarga a los Ordinarios locales 


16 AAS 34 (1942), 50. 
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que den las normas oportunas para que los laicos presten su ayuda 
al clero. Se expresa de la siguiente forma: j 
Can. 528. § 1. Hierarchae locorum opportunis praescriptionibus 
curent, servatis normis de hac re ab Apostolica Sede datis, ut, idoneo- 
rum sacerdotum ductu, laici clericis adiutricem pro viribus operam 
praestent ad christianas leges propugnandas et secundum eas totam 
populi vitam componendam, vitae exemplo sua dicta confirmantes. 
§ 2. Laici, praesertim qui doctrina praecellant, ne omittant op- 
portunis rationibus graviores causas, quae ad sociales res attinent, 
catholicae doctrinae fraternaeque caritatis lumine collustrare. 


29.—DE LAS ASOCIACIONES DE FIELES EN GENERAL 


No son muchas ni muy importantes las diferencias que acerca de 
ellas encontramos en ambos derechos. Anotaremos las siguientes: a) 
Ut canonice agnoscatur consociatio oportet eam a legitima auctoritate 
ecclesiastica erectam vel saltem approbatam esse (can. 532 § 1 del 
D. O.). (Corresponde al can. 686 $ 1 del Codex); b) Fidelium conso- 
ciationes etsi ab Ecclesia nec erectae nec approbatae fuerint, subsunt 
nihilominus vigilantiae Hierarchae loci qui curare debet ne abusus in 
eas irrepant: si qui autem irrepserint, corrigere ac reprimere (can. 
532 $ 2 del D. O.). (En el Codex no encontramos un canon correlati- 
vo, si bien lo ahí establecido se encuentra por lo menos implicitamen- 
te en los cáns. 336 y 343; c) Vexillum et insignia consociationis pecu- 
liari approbatione indigent legitimae auctoritatis (can. 537 del D. O.). 
(En el Codex no figura una provisión semejante). 


30.—DE LAS ASOCIACIONES DE FIELES EN PARTICULAR 


El D. O. distingue cuatro especies de asociaciones en la Iglesia: 
las agregaciones a los monasterios, las terceras Ordenes seculares, las 
cofradías y las pías uniones (can. 548). 

La primera especie es peculiar de los Orientales; las otras tres le 
son comunes con la Iglesia latina (cfr. can. 700 del Codex). 

El can. 550 $ 1 del D. O. nos ofrece la noción de aquellas en estos 
términos: ie, 

Aggregationes ad monasteria sunt consociationes fidelium qui in 
saeculo ad christianam perfectionem contendunt, sub moderatione Su- 
perioris monachorum, secundum normas legitime approbatas. 

Se parecen bastante a las terceras Ordenes seculares (cfr. can. 


702 $ 1 del Codex, y can. 551 § 1 del D. O. 
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SAGRADA CONGREGACION DE RELIGIOSOS 


DECRETUM DE RELIGIOSIS SERVITIO MILITARI ADSTRICTIS 


Militare servitium, quod neglecto clericalis immunitatis privilegio 
a civili potestate religiosis et sodalibus Societatum vitae communis 
imponitur, divinam vocationem et spiritum religiosum, ut experientia 
docet, in discrimen facile adducit. Ut tam gravi occurreretur periculo, 
Apostolica Sedes peculiares normas constituere et cautelas inducere 
opportunum ac necessarium putavit. 

Hoc ducta consilio, Sacra Congregatio Negotiis Religiosorum So- 
dalium praeposita, die 1 ianuarii anno 1911, Decretum "Inter reli- 
quas" edidit, speciali approbatione. Sancti Pii X confirmatum, ipsum- 
que interpretata est et in usum deduxit iteratis declarationibus, veluti 
diei 1 februarii 1912, 15 iulii et 30 novembris 1919, 16 martii 1922. 

Cum tamen condiciones in quibus servitium militare in praesens 
obitur, postremis hisce temporibus valde sint mutatae, cumque prae- 
servationis media efficaciora in promptu habeantur, expedire visum 
est totam rem ex integro ordinari. - 

Quapropter, re mature perpensa in Plenario Coetu Eminentissimo- 
rum Patrum et accedente Ssmi. D. N. Pii Pp. XII approbatione in 
Audientia diei 30 iulii anni 1957, eadem Sacra Congregatio quae se- 
quuntur statuere decrevit. 


Art. 1.—Notio servitii militaris 


Servitium militare, in hoc Decreto, intelligitur servitium ordina- 
rium, quod, ex legum civilium praescripto, iuvenes religiosi primum 
in exercitus ordines asciti et sub potestate atque disciplina militari con- 
stituti saltem per semestre tempus, continuum aut intermissum, praes- 
tare debent, sive arma deferendo sive auxiliaria servitia quaelibet, 
etiamsi solum ad sanitatem pertinentia praebendo. 


Art. 2.—Vota perpetua et servitium militare 


Nemo potest ad professionem perpetuam valide admitti antequam 
servitium militare peregerit vel inhabilis ad idem absolute declaratus 
fuerit, aut iure quavis ratione ab ipso praestando in perpetuum liber 
evaserit. 11 


19 
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Art. 3.—Vota temporaria et servitium militare 


$ 1. Vota temporaria religiosi ad arma vocati, firmo praescripto 
$ 2, suspenduntur cum ipse disciplinae militari su. 

$ 2. Superior tamen maior, de consilio suorum Consultorum, re- 
ligioso ad militiam vocato qui certe dignum se praebeat votorum tem- 
porariorum conservatione tempore militaris servitii, ipsamque petat, 
eorumdem conservationem ad definitum tempus vel ad nutum pro 
sua conscientia et prudentia concedere potest. 

$ 3. Ipso militaris disciplinae tempore, idem Superior, ex iusta 
ac gravi causa potest vota, religioso ad normam § 2 concessa, denun- 
tiatione scripta suspendere; pariter restitutionem eorumdem votorum 
quae aut initio aut postea suspensa fuerint, concedere. 


Art. 4.—Condicio iuridica religiosi tempore militaris servitii 


$ 1. Sodalis, servitii militaris tempore, legitime a domo religiosa 
absens est et, proinde, vitae religiosae obligationibus manet obstrictus 
quae, iuxta Superioris maioris iudicium, cum eius condicione militari 
componi possunt. 

$ 2. Tempus quo, votis religiosis adstrictus, aliquis in militia 
transegit ad norman art. 3 §§ 2 et 3 computari po ad effectus can. 
574 § 1, firmo art. 6. 

§ 3. Sodalis, quamquam votis tempore servitii militaris non ad- 
strictus, membrum esse pergit suae Religionis, sub potestate suorum 
Superiorum constitutus. 

$ 4. Sodalis votis non adstrictus potest, ad norman can. 637, 
libere Religionem deserere, praemonitis, ad valorem actus, Superiori- 
bus per declarationem scriptis consignatam vel Superiori coram testi- 
bus oretenus factam. Declaratio voce facta statim vim exserit; scri- 
pta vero cum ipse sodalis certior factus fuerit Superiorem illam rece- 
pisse. 

Religio pariter potest sodalem, ad normam eiusdem can. 637, ob 
iustas et rationabiles causas, eadem servata forma, dimissum decla- 
rare. 


Art. 5.—De paupertate 


Quod ad bona attinet a sodalibus tempore servitii militaris acqui- 
sita et ad ea quae postea ex ipso militiae munere iis obveniunt, sive 
ipsi eiusdem servitii tempore votis adstricti sint, sive ab ipsis soluti, 
haec servanda sunt: 


$ 1.—1) Quidquid sodalis industria sua eu intuitu Religionis ac- 
quirit, Religioni acquirit. 
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2) Industria sua sodalis acquirit stipendia militaria et generatim 
quidquid ex eo quod miles est, ipsi obveniat. 

§ 2.—1) Praemium vero quod professo votorum simplicium da- 
tur et in patrimonium redigi potest, erit ad instar dotis in sortem con- 
vertendum, cuius fructus a Religione percipitur dum alumnus in ea 
permanet. Per obitum sodalis, praemium Religioni acquiritur. Sodali 
vero quavis de causa discedenti, idem integrum restituendum est sine 
fructibus iam maturis. Ceterum quoad regulares serventur cans. 581 
et 582. 

2) Pensiones, quae sodali obveniunt propter vulnerationem vel 
morbum in militia contractum, Religioni tribuuntur ad eamque per- 
tinent, dum ipse in eadem permanet; sibi ipsi acquirit si forte inde 
discesserit. 

. 3) Praemia, munera vel quaelibet huiusmodi largitiones ex obitu 
sodalis militiae addicti data, Religioni cedunt si ipse ut membrum 
Religionis occubuerit. " 


Art. 6.—Probatio post servitium militare 


Firmo praescripto can. 574, sodalis, peracto servitio militari, pe: 
aliquod tempus sub regimine vitae communis et in votis temporariis 
permaneat. Hoc tempus generatim non erit trimestri minus. Superior 
maior, de consultorum consilio, ex gravi causa hoc trimestre tempus 
breviare poterit vel iuxta suum prudens iudicium, ipsum usque ad 
annum prorogare antequam ad professionem perpetuam sodalem ad 
mittat. 

Art. 7.—Extensio Decreti 


$ 1. Praescriptis de quibus in superioribus articulis, congruis ad 
congrua relatis, obligantur etiam Societates in communi viventes sine 
votis. P 

$ 2. Firmo can. 556 $ 1, novitii, qui ad militiam vocantur, nisi 
legitime dimissi fuerint vel Religionem ipsi deseruerint, Religioni ad- 
dicti esse pergunt et privilegiis novitiorum fruuntur. 


Art. 8.—Relatio ad ius praecedens 


Professiones omnes, hucusque contra praescripta Decreti "Inter 
reliquas" et insequentium declarationum emissae, per praesens De- 
cretum ad omnes canonicos effectus sanantur. pops ces 

Contrariis quibuslibet non obstantibus et revocatis privilegiis seu 


concessionibus hac in re datis. 
Datum Romae, die 30 Iulii 1957. 


VALERIUS Card. VALERI, Praefectus 
ARCADIUS LARRAONA, C. M. F., a Secretis 


1 AAS 49 (1957), 871-874. 
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Los religiosos, igual que los clérigos de cuyos privilegios partici- 
pan (can. 614), están inmunes del servicio militar (can. 121). Sin em- 
bargo, en algunos lugares la autoridad civil no respeta ese derecho de 
la Iglesia, y ésta, para evitar mayores males, tolera que los clérigos 
y los religiosos presten dicho servicio; mas a fin de protegerles con- 
tra los peligros que la vida de cuartel puede ocasionarles, procura 
dictar las normas oportunas mediante cuya observancia se manten- 
gan firmes en su vocación. : 

Varias fueron a ese respecto las medidas adoptadas por la S. Con- 
gregación de Religiosos, según se indica en el preámbulo del Decreto 
cuyo texto latino hemos copiado arriba. ETA i 

Pero en vista de que últimamente han cambiado no poco las con- 
diciones en que se practica dicho servicio —agrega—, y se cuenta còn 
medios preservativos más eficaces, pareció conveniente reorganizar 
toda la materia por completo, estableciendo lo consignado en los ocho 
artículos de que consta el presente Decreto, y que vamos a exponer 
brevemente. 

En primer lugar cumple advertir que, de acuerdo con el can. 22, 
por tratarse de una reorganización completa de lo anteriormente dis- 
puesto acerca de la materia indicada, en adelante sólo tiene vigor lo 
establecido en este Decreto. 


Art. 1.—Noción del servicio militar. En el presente Decreto se 
entiende por servicio militar el servicio ordinario que, por disposición 
de las leyes civiles, los jóvenes religiosos enrolados por vez primera 
en el ejército y sometidos a su disciplina bajo la autoridad militar 
deben prestar al menos durante un semestre, continuo o interpolado, 
ya sea manejando las armas, ya prestando cualesquiera [servicios 
auxiliares, aunque sólo sea como sanitarios. ; 

No afectan, por consiguiente, las normas establecidas en este De- 
creto a los religiosos en los lugares donde se les obliga a permanecer 
en la milicia menos de seis meses, ni a los que, donde llegue o pase 
del semestre, una vez prestado el servicio militar, sean llamados de 
nuevo a filas por motivo de revueltas o de guerra. En cambio, sí 
afectan a quienes sean declarados ütiles sólo para servicios auxilia- 
res, ya porque adolezcan de algün defecto físico que les inhabilite 
para el manejo de las armas, ya porque la ley civil se contente con 
que los religiosos sólo atiendan a dichos servicios. Queda, pues, des- 
autorizada la opinión de los que defendían que el Decreto "Inter re- 
liquas" no comprendía a estos ültimos. uM 

Otro tanto debemos afirmar de quienes pretendían eximir del mis- 
mo a los religiosos de aquellas naciones donde el servicio militar obli- 
gatorio duraba menos de un año, basándose en que dicho Decreto ha- 
blaba de un servicio militar que los religiosos ad unum vel plures 
annos praestare debent. 


SAGRADA CONGREGACION DE RELIGIOSOS 149 


Art. 2.—Los votos perpetuos y el servicio militar. Nadie puede 
ser válidamente admitido a la profesión perpetua antes de haber 
cumplido el servicio militar o de que le hayan declarado absolutamen- 
te inhábil para el mismo, o por cualquier motivo se halle jurídica- 
mente libre de él a perpetuidad. 


Lo aquí dispuesto no tiene aplicación en aquellos lugares donde, 
como sucedía antes en España, la ley civil admita como equivalente 
al servicio militar el ministerio ejercido en las misiones durante el 
tiempo de servicio en filas, o conceda prórrogas para continuar los 
estudios a fin de que los religiosos puedan ordenarse de sacerdotes, v 
luego cumplan el servicio en calidad de capellanes castrenses. 


Art. 3.—Los votos temporales y el servicio militar. $ 1. Quedan- 
do firme lo dispuesto en el $ 2, se suspenden los votos temporales del 
religioso llamado a filas por el tiempo que se halle sometido a la dis- 
ciplina militar. 

$ 2. Sin embargo, al religioso que ofrezca seguridad de que es 
digno de continuar con los votos temporales durante el servicio mili. 
tar, y lo pida, el Superior mayor, con el consejo de sus Consultores, 
podrá concedérselo por un plazo determinado o a voluntad del mismo 
segün su conciencia y prudencia. 

$ 3. Mientras dura el servicio militar, dicho Superior, con causa 
justa y grave, por un comunicado escrito, podrá suspender los votos 
concedidos a tenor del § 2; e igualmente puede conceder el restableci- 
miento de los votos que se habían suspendido bien fuese desde un 
principio bien más tarde. 

No son de poca importancia los cambios introducidos por este 
artículo en relación con el derecho anterior. 

Efectivamente, según el Decreto “Inter reliquas" y las Declaracio- 
nes de la S. Congregación de Religiosos, con fecha 1 de febrero del 
1912, los votos emitidos antes del servicio militar continuaban en vi- 
gor durante el mismo, y, si por ser temporales, cesaban antes de 
cumplir el servicio, no podía renovarse la profesión hasta después 
de terminarlo, y los novicios sujetos al servicio militar sólo podían ser 
admitidos a la profesión hasta dicho servicio; mientras que ahora se 
les puede admitir a la misma por un afio, por dos o por tres, y los 
votos se suspenden o continúan durante el servicio, de acuerdo con 
lo establecido en el art. 3 del presente Decreto. 


Art. 4.—Condición jurídica del religioso durante el servicio mili- 
tar. $ 1. El religioso, mientras cumple el servicio militar, se halla le- 
gítimamente ausente de la casa religiosa y, por lo mismo, continua 
sometido a las obligaciones de la vida religiosa que, a juicio del Su- 
perior mayor, pueden compaginarse con su condición de militar. 
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§ 2. A los efectos del can. 574 § 1, y quedando en pie el art. 6, 
al que continuó ligädo con los votos se le puede computar el tiempo 
transcurrido en la milicia según la norma del art. 3 §§ 2y 3. — — 


§ 3. El religioso, aun cuando esté libre de los votos durante el 
servicio militar, continúa siendo miembro de su Religión, y se halla 
sometido a la potestad de sus Superiores: 


$ 4. El religioso no ligado con los votos, puede, a tenor del can. 
637, abandonar libremente la Religión, avisando previamente, y esto 
para la validez del acto, a los Superiores enviándoles una declaración 
escrita o, manifestándolo de palabra al Superior en presencia de tes- 
tigos. La declaración oral surte efecto inmediatamente; mas la escri- 
ta no lo surte hasta que el religioso se entere de haberla recibido el 
Superior. 

A su vez la Religión puede declarar dimitido al religioso, en con- 
formidad con el mismo can. 637, por causas justas y razonables, ob- 
servando la forma indicada. 

Al religioso de votos perpetuos alistado en la milicia lo equiparaban 
algunos autores al exclaustrado; pero la S. Congregación de Religio- 
sos, con fecha 5 de mayo de 1941”, declaró que se le debía conside- 
rar como ausente de la casa religiosa por causa grave. El presente de- 
creto aplica eso mismo a los profesos de votos temporales, segün ad- 
vierte el $ 1 del art. 4, el cual, ahí y en el § 3, indica las consecuencias 
que de ello se derivan, sin establecer ninguna diferencia entre aque- 
llos cuyos votos quedan suspendidos, y los otros a quienes el Superior 
haciendo uso de la facultad que le otorga el art. 3, les concede que si- 
gan en vigor. 

Por el contrario en los $$ 2 y 4 distingue entre unos y otros, no 
reconociendo como suficiente el tiempo transcurrido en la milicia por 
el religioso cuyos votos permanecieron en suspenso, para completar 
el trienio que exige el can. 574 8 1 antes de la profesión perpetua 
($ 2), y limitando al religioso no ligado con los votos la facultad de 
EY la Religión, siempre que cumpla los requisitos señalados 
en el 3 4 

El Decreto “Inter reliquas” (n. VI) excluía en absoluto el tiempo 
pasado en la milicia para el cómputo del mencionado trienio. Y en 


2 Véase CpR 26 (1947), 314. " 

? Segün las Declaraciones al Decreto "Inter reliquas" de la S. Congregación de Religiosos, 
con fecha 15 de julio del 1919, el religioso que no estuviera ligado con los votos podía aban- 
donar la Religión avisando de antemano a los Superiores mediante una declaración escrita; o an- 
te testigos, y aquella declaración debía conservarse en el Archivo de la Religión o del Instituto 
(AAS 11 (1919), 322, 2). 

Aunque el presente Decreto nada dice acercà de este ültimo requisito, no hay duda que pue- 
de servir de norma directiva, y aue los Superiores harán. bien conservando en el Archivo un testi- 


monio de la declaración oral, firmado por los testigos, o la declaración escrita enviada por el reli- 
gioso. 
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el n. VIII facultaba al Superior General con el consentimiento de sus 
Consejeros para despedir a los religiosos que durante el servicio mili- 
tar o después de haberlo terminado infundieran sospechas acerca de 
su perseverancia en la Religión o hubieran observado mala conducta 
en la milicia; quedando dispensados los votos por el hecho mismo de 
lá dimisión. Asimismo, cuando un religioso, durante la milicia o des- 
pués de terminada, deseaba quedar libre de los votos, autorizaba di- 
cho Decreto a los mencionados Superiores para dispensárselos ,trà- 
tándose de Institutos clericales; y en los Institutos laicales quedaban 
dispensados los votos por las letras de los Superiores concediéndo li- 
cencia para volver al siglo. 


Art. 5—.De la pobreza. En lo que atañe a los bienes adquiridos 
por los religiosos durante el servicio militar y a los que después, por 
razón del mismo les vengan, ya estuvieran ligados con los votos duran- 
te la milicia, ya libres de ellos, se han de observar estas normas: 

$ 1, 1) Cuanto el religioso adquiera por su industria o en consi- 
deración a la Religión, para esta lo adquiere. | : 

2) Adquiere por su industria el sueldo militar y, en general, todo 
aquello que.perciba por su condición de militar. 


$ 2,1) Mas la gratificación que se da al profeso de votos simples y 
que puede convertirse en patrimonio, se capitalizará en calidad de 
dote, cuyos réditos percibirá la Religión mientras el alumno perma- 
nezca en ella. Al morir éste, dicha gratificación pasa a ser propiedad 
de aquélla. Al religioso que abandone el Instituto, por cualquier mo- 
tivo que lo haga, se le restituirá la gratificación íntegra sin los réditos 
ya vencidos. Por lo que a los regulares concierne cúmplase lo dispues- 
to en los cáns. 581 y 582. 

. 2) Las pensiones que el religioso adquirió por señalados méritos 
de guerra, por heridas o enfermedades contraídas en el servicio, se en- 
tregan a la Religión y a ésta le pertenecen mientras el religioso con- 
tinúe en ella; pero las adquiere para sí en el caso de abandonarla. 

3) Las gratificáciones, obsequios y cualesquiera otros donativos 
concedidos por haber muerto el religioso en el servicio militar, per- 
tenecen a la Religión si él murió siendo miembro de la misma. 


Para que nadie se llame a engaño respecto del $ 1,2) de este ar- 
tículo, cumple advertir que la S. Congregación al mencionar sólo 
aquellas cosas que el religioso adquiere por su condición de militar, 
no excluye las otras que adquiera por su trabajo material o intelec- 
tual, v. gr., por hacer rosarios, pintar o dibujar, escribir articulos, 
durante el tiempo que le dejen libre sus ocupaciones militares. O sea, 
que se le aplica de lleno el can. 580, toda vez que, segün el art. 4 
$$ 1 y 3, continúa siendo religioso y, por ende, sometido a las obliga- 
ciones de tal. 
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La S. Congregación mencionó expresamente dichos «extremos, ya 
que respecto de ellos podían surgir dificultades, en vista de las: reso- 
Juciones que acerca de tales materias había dado el 16 de marzo de 
1922 BUE QN £x ; SA 

.En efecto, al contestar a varias dudas cuya solución le habían 
pedido, sobre.la pertenencia de- gratificaciones y pensiones concedi- 
das a-los religiosos militares, distinguió entre los que estaban ligados 
con los votos, y los que se encontraban libres de ellos, declarando 
que en el primer caso pertenecían a la Religión, y en el segundo, al 
religioso. 

Lo del $ 2,1), en su primera parte, y lo del n.° 2), concuerda con 
los cáns. 580 $ 1 y 551 $ 1. Dice así el can. 580 $ 1: Todo profeso de 
«votos simples, ya sean éstos perpetuos, ya temporales, si las consti- 
tuciones no determinan lo contrario, conserva la propiedad de sus 
bienes y la capacidad de adquirir otros, salvas las prescripciones del 
can. 569. ; i 

El can. 551 $ 1 dispone que “a la religiosa profesa que salga de! 
Instituto, por cualquier motivo que lo haga, se le ha de restituir la 
dote íntegra sin los réditos ya. vencidos”. ; Ach 

El § 2,1) del art. 5 termina diciendo que los regulares deben ob- 
servar lo dispuesto en los cáns. 581 y 582. Por consiguiente, el reli- 
gloso, miembro de una Orden, que durante los votos simples cumplió 
el servicio militar y obtuvo gratificaciones, etc., dentro de los sesen- 
ta días que preceden a la profesión solemne, salvo indultos peculiares 
concedidos por la Santa Sede, habrá de incluir aquellas en la renun- 
cia que debe hacer de todos sus bienes (can. 581 $ 1). Y si le conce- 
dieran dichas gratificaciones después de la profesión solemne, perte- 
necerán a la Orden, o a la Santa Sede si aquélla es incapaz de po- 
seer (can. 582). 3 


Art. 6.—Prueba después del servicio militar. Continuando en vigor 
lo del can. 574, el religioso, terminado el servicio militar, permane- 
cera durante algún tiempo bajo el régimen de la vida común y con 
votos temporales. Ese plazo por regla general no bajará de un trimes- 
tre. El Superior mayor, oído el parecer de sus consejeros, podrá con 
causa grave, abreviar el trimestre o, según su prudente juicio; r-- 
rrogarlo hasta un año, antes de admitir al religioso a la profesión 
perpetua. : 

El can. 574, mencionado al principio del artículo, exige que a la 
profesión perpetua precedan los votos temporales al menos por tres 
años. Por consiguiente, si el plazo de votos temporales anterior al 
servicio militar, y el pasado en la milicia con votos de acuerdo con lo 


4 AAS 14 (1922), 196-197. 
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establecido en el art. 3 de este Decreto, no da la suma de dos años y 
nueve meses, el religioso debe continuar con los votos temporales ‘el 
espacio necesario para completar dicho trienio. 

El Decreto “Inter reliquas" (nn. I y II) imponía un año por lo 
menos de votos temporales antes de la profesión perpetua a los reli- 
giosos que volvían de la milicia. Pero la S. Congregación de Religio- 
sos, el 1 de febrero del 1912, declaró que cuando el tiempo del ser- 
vicio militar fuera inferior a un año, bastaba con que los votos tem- 
porales posteriores a dicho servicio igualaran al tiempo invertido en 
éste”. : 

Art.7.—Extensión del Decreto. $ 1. Lo establecido en los artícu- 
los anteriores, obliga también, con las debidas adaptaciones, a las 
Sociedades que viven en común sin votos. 

§ 2. Quedando firme lo del can. 556 § 1, los novicios llamados 
a la milicia, si no fueron legítimamente despedidos de la Religión o 
ellos la abandonaron, continúan perteneciendo a la misma y gozan 
de los privilegios de los novicios. 

Nada tiene de extrafio que las normas de este Decreto se extien- 
dan a dichas Sociedades ($ 1), toda vez que, segün el can. 680, sus 
miembros, incluso los legos, gozan de los privilegios de los clérigos, 
consignados en los cáns. 119-123, y, en virtud del can. 679 $ 1 están 
sometidos a la mayor parte de las obligaciones que pesan sobre los 
religiosos. 

Por lo demás, el tantas veces mencionado Decreto "Inter reliquas" 
(n.° IX) también comprendía semejantes Sociedades. 

El can. 556 § 1, citado en el $ 2, enumera los tres capítulos en 
cuya virtud se interrumpe el noviciado de forma que se anula el 
tiempo anterior, debiendo comenzarlo de nuevo y continuarlo hasta 
el fin, siempre que el interesado desee profesar. Dos de esos capítulos 
quedan indicados en el Decreto. El tercero se realiza cuando un no- 
vicio, aun con intención de regresar a la casa de noviciado, perma- 
neció fuera de ella más de treinta días, seguidos o interpolados, por 
cualquier causa, y aunque haya sido con licencia de los Superiores. 
Pero en este ültimo caso el novicio alistado en la milicia continüa 
perteneciendo a la Religión y; por lo mismo, ésta queda obligada a 
recibirlo, una vez terminada aquella, a menos aue, durante la per- 
manencia en filas, por su mala conducta se hubiera hecho acreedor 
a que los Superiores de su Instituto le despidan 


Art. 8.—Relación con el derecho anterior. Todas las profesiones 
hasta ahora emitidas contra lo establecido en el Decreto "Inter reli- 


5 Véase AAS 4 (1912), 247, ad V. 
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quas” y subsiguientes declaraciones del mismo, se subsanan por el 
presente Decreto en lo que atañe a todos los efectos canónicos’: © 


Puesto que se trata de una subsanación en la raíz, si algún día 
llegara a descubrirse que alguna de aquellas profesiones había sido 
nula, merced a esta subsanación quedan a salvo todos los efectos 
canónicos, igual que si hubiera sido válida desde el principio, por 
analogía con el can. 1138 $$ 1 y 2, de acuerdo con el can. 20; a con- 
dición, claro está, de que el religioso y los Superiores hubieran pues- 
to el debido consentimiento, y no lo hayan revocado antes de comen- 
zar a regir el presente Decreto —o sea, antes del 26 de enero de 
1958—, a tenor del can. 586 $ 2. 


Fr. SABINO ALONSO MORÁN, O. P. 


Catedrático en la Universidad Pontificia de Salamanca 


$ En virtud del n.:.3 de las Declaraciones arriba mencionadas en la nota 3, para precaver 
toda duda respecto de las profesiones que, después de promulgado el Código, tal vez se hubie- 
ran hecho de buena fe contra lo establecido en el Decreto “Inter reliquas”, la S. Congregación 
facultaba a los Superiores para subsanarlas, con tal que el religioso prestara su consentimiento 
manifestándolo por escrito, que debía conservarse en el Archivo. : 
ed al presente Decreto la S. Congregación subsana por sí misma las profesiones mal 
»echas. 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 
LEGISLACION 


I: MATRIMONIO 


El Código Civil español ha sufrido, en general, pocas modificacio- 
nes a lo largo de sus ya dilatados años de vigencia. 

El hecho de que se haya preferido, normalmente, dictar disposi- 
ciones al margen del Código —Leyes especiales—, ha dado a nuestro 
primer Cuerpo legal una seguridad y permanencia que ahora se  pue- 
de apreciar en todo su valor. 

Es ocioso hacer hincapié en la importancia de la reforma que re- 
cientemente se ha llevado a cabo. Materia tan fundamental como la 
que es objeto de regulación por el Título IV del Libro I constituye el 
eje de la modificación del articulado, modificación que abarca, ade- 
más, a institutos tan vitales como la adopción, la capacidad jurídica 
de la mujer y los derechos sucesorios del cónyuge supérstite. 

El núcleo de la reforma, como se ha dicho; es el matrimonio. El 
Título IV, que hasta ahora había permanecido inalterado a pesar de 
las dispares disposiciones interpretativas que alguno de sus artículos 
motivó', y que superó ataques de fondo tales como la Ley de Matri- 
monio Civil de 1932, no podía dejar de acusar el impacto del Concor- 
dato de 1953. 

Por otra parte, los artículos reformados recogen, en parte, las mo- 
dificaciones introducidas en la regulación de nuestro sistema matri- 
monial por el Decreto de 26 de octubre de 1956 (B. O. de 13 de no- 
viembre) que dió nueva redacción a varios artículos del Reglamento 
provisional del Registro Civil, y por la publicación de la nueva Ley 
de Registro Civil de 8 de junio de 1957”. 

La Ley de 24 de abril de 1958’, que vamos a reseñar brevemente, 
introduce una modificación —la más extensa y sustancial de las pro- 
ducidas hasta ahora— para acomodar nuestro ordenamiento civil al 


Concordato. 


1 RR. OO. de 28 de diciembre de 1900, 27 de agosto de 1906 y 28 de febrero de 1907, OO. de 


10 de febrero de 1932 y 10 de marzo de 1941. 
2 Vid. Reseña del Derecho del Estado... R. E. D. C., II (1957) 383-384: 
3 B. O. de 25 de abril de 1958: 
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1. Clases de matrimonio.—La nueva redacción del artículo 42 
del Cédigo Civil, aparte de desterrar definitivamente de la terminolo- 
gía legal la expresión equívoca “formas de matrimonio”, ha precisado 
el carácter estrictamente subsidiario del matrimonio civil para el caso 
de que ambos contrayentes prueben que no profesan la religión cató- 
lica. 


2. Disposiciones referentes al matrimonio canónico. 


A. Competencia.—El matrimonio canónico en cuanto se refiere 
a su constitución y validez y, en general, a su reglamentación jurídi- 
ca, se regirá por las disposiciones de la Iglesia católica. De esta forma 
se expresa una de las remisiones en bloque más típicas de la coexisten- 
cia jurídica que se da entre el Estado y la Iglesia (art. 75). 


B. Efectos civiles. —De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 
XXIII del Concordato, el matrimonio celebrado según las normas 
del Derecho Canónico produce desde su celebración plenos efectos 
civiles (art. 76). 


C. Inscripción.—Los efectos civiles del matrimonio canónico se 
condicionan, sin embargo, a su inscripción en el Registro Civil. - 

Están obligados a promover la inscripción del matrimonio en el 
Registro Civil los propios contrayentes. A este fin pondrán por escri- 
to en conocimiento del Juez encargado del Registro competente, con 
24 horas de anticipación por lo menos, el día, hora y lugar del acto. 
El Juez dará recibo de dicho aviso y asistirá por sí o por delegado a 
la celebración del matrimonio canónico al sólo efecto de verificar ¡a 
inmediata inscripción en el Registro Civil. Si a pesar de haberse efec- 
tuado esta comunicación el matrimonio se celebrase sin la asistencia 
del Juez encargado, la inscripción se hará a costa del mismo. 

En todo caso, y sin perjuicio de las sanciones en que incurran por 
su culpa o negligencia los particulares y funcionarios obligados a. pro- 
mover o practicar la inscripción del matrimonio canónico, ésta podrá 
hacerse en cualquier momento, aun fallecidos los contrayentes, a pe- 
tición de cualquier interesado y mediante copia auténtica del acta 
sacramental o de certificación eclesiástica acreditativa del matrimo- 
nio (art. 77). x 

Cuando la inscripción se solicite una vez transcurridos cinco días 
desde la celebración del matrimonio no perjudicará los derechos legí- 
timamente adquiridos por terceras personas (art. 76). 


D. Supuestos especiales. 


a). Matrimonio “in articulo mortis”. Podrán los contrayentes dar 
aviso al encargado del Registro en cualquier instante anterior a la 
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patel y acreditar de cualquier manera que cumplieron con este 
eber. 

Si consta la imposibilidad de cumplir con el requisito citado no 
estarán sujetos a las sanciones establecidas (art. 78). 


b). Matrimonio secreto de conciencia ante la Iglesia. Basta su 
inscripción en el Registro especial que se lleva en la Dirección Gene- 
ral de los Registros, pero no perjudicará los derechos adquiridos legí- 
timamente por terceras personas sino desde su publicación en el Re- 
gistro Civil correspondiente. Esta publicación se practicará a petición 
de los cónyuges de común acuerdo, del sobreviviente si el otro hubie- 
re fallecido o del Ordinario en los casos en que cese para él la obliga- 
ción canónica del silencio, es decir, cuando haya peligro inminente 
de escándalo o de injuria grave contra la santidad del matrimonio, o 
si los padres no se preocupan de bautizar a los hijos de tal matrimo- 
nio, o si descuidan el darles educación cristiana, todo ello en atención 
a lo dispuesto en el canon 1106 del C. I. C. (art. 79). 


E. Causas matrimoniales. —El conocimiento de las causas sobre 
nulidad y separación de los matrimonios canónicos, sobre dispensa 
del matrimonio rato y no consumado y sobre uso y aplicación del pri- 
vilegio Paulino corresponde exclusivamente a la jurisdicción eclesiás- 
tica, conforme al procedimiento canónico, y sus sentencias y resolu- 
ciones firmes tendrán eficacia en el orden civil (art. 80). 

El artículo 82 regula los efectos civiles de las sentencias y resolu- 
ciones firmes dictadas por los Tribunales eclesiásticos. La jurisdicción 
civil promoverá la inscripción y cuidará de su ejecución, que se lleva- 
rá a cabo en virtud de comunicación canónica de las sentencias y 
resoluciones o a instancia de quien tenga interés legítimo y presente el 
oportuno testimonio. 


- 8. Disposiciones referentes al matrimonio civil | : 


A. Admisión de este tipo de matrimonio.—El artículo 86 del Có- 
digo Civil ha experimentado una modificación pareja a la del 42. En 
este sentido, además de los documentos ya exigidos por el anterior 
sistema, habrá de aportarse la prueba de no profesar la religión cató- 
lica ninguno de los dos contrayentes. La acatolicidad, pues, ha de 
darse en ambos contrayentes para la admisión al matrimonio civil y 
aquella condición ha de ser siempre probada. 


B. Separación personal.—Se ha desterrado también del Código 
el término “divorcio” para sustituirlo por el más adecuado de “sepa: 
ración personal”, lo cual obliga al retoque de algunos artículos y rú- 
bricas de Secciones. Así, el nuevo artículo 104 dispone que la separa- 
ción produce la suspensión de la vida en común de los casados y los. 
demás efectos prevenidos en el artículo 73, que luego veremos. 
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Hay que sefialar que el articulo 105, en sus numero primero, con- 
sidera como causa legítima de separación el adulterio de cualquiera 
de los cónyuges, lo cual es una importante novedad frente al criterio 
tradicional y poco justificable de ver causa de separación en el adul- 
terio de la mujer, en todo caso, y en el del marido sólo cuando resulte 
escándalo público o menosprecio de la mujer. También se añade como 
causa legítima el abandono del hogar. 


4. Disposiciones comunes a las dos clases de matrimonio 


A. Licencia.—La norma B) del Protocolo final del Concordato, 
en relación con su artículo X XIII disponía que habrían de ser puestas 
en armonía las normas referentes al matrimonio de los hijos, tanto 
menores como mayores, con los cánones 1034 y 1035 del Codex. 


Los preceptos del Código en relación con los llamados “consenti- 
miento” y “consejo” han sido reformados de acuerdo con la citada 
norma concordada. En primer lugar, se ha suprimido el “consejo” 
para los hijos mayores de edad, considerado como una restricción del 
“ius nupciandi” poco justificable. i 


Por lo que toca a la licencia como requisito legal previo a la cele- 
bración del matrimonio, los menores de edad habrán de acreditar que 
la obtuvieron de las personas a quienes corresponde otorgarla. Basta- 
rá para ello (art. 48) un documento autorizado por un Notario o por 
el encargado del Registro Civil del domicilio del solicitante. En el caso 
de matrimonio canónico podrá ser autorizado el documento por el 
párroco o por un Notario eclesiástico. 


Ninguno de los llamados a otorgar la licencia está obligado a ma- 
nifestar las razones en que se funda para concederla o denegarla. En 
caso de negativa el matrimonio podrá celebrarse si se autoriza por el 
Ordinario del lugar o por el Presidente de la Audiencia, según sea 
canónico o civil, los cuales examinarán las razones de la negativa y 
obrarán en consecuencia. La autorización, en todo caso, equivale a 
la licencia (art. 49). 


B. Prohibiciones.—Como consecuencia de la supresión del “con- 
sejo”, el artículo 45 en su apartado primero, prohibe el matrimonio 
solamente al menor de edad no emancipado por anteriores nupcias 
que no haya obtenido la licencia. Permanece en pie lo establecido con 
respecto a la viuda y a la mujer cuyo matrimonio hubiese sido decla- 
rado nulo y, con respecto al tutor se ha omitido la referencia a sus 


descendientes, sobre los cuales pesaba también la prohibición (art. 
45, 2.° y 3.9). 


. C. Sanciones.—Si, a pesar de la prohibición del art. 45, se casa- 
Ten las personas comprendidas en él, su matrimonio será válido, pero 
los cónyuges quedarán sometidos a las sanciones del artículo 50, del 
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cual se ha eliminado la referida al Cédigo Penal porque, como luego 
veremos, también éste ha sido convenientemente reformado. 

Se han mantenido sustancialmente las sanciones contenidas en los 
números uno, tres y cuatro del anterior texto legal, pero se ha supri- 
mido la que imponía la prohibición de recibir ninguno de los cónyu- 
ges entre sí cosa alguna por donación o por testamento. 

El nuevo régimen de prohibiciones ha obligado a revisar algunos 
artículos que hacían referencia al 45 y siguientes. Así, el 1333 al ha- 
blar de la donación hecha por razón de matrimonio, dispone que po- 
drá revocarse si, siendo menores los contrayentes, se casaren sin haber 
obtenido la licencia o autorización... y el artículo 1340 en su nueva 
redacción prescribe que el padre o la madre, o el que de ellos viva, 
están obligados a dotar a sus hijas legítimas, fuera del caso en que, 
necesitando éstas la licencia de: aquellos para contraer matrimonio 
con arreglo a la Ley, se casen sin obtenerla ni obtener tampoco la 
autorización de que se ha hablado. 


5. Efectos de la nulidad del matrimonio y de la separación de los 
conyuges. oe 
La sección V del Libro I de nuestro Código ha experimentado en 
esta ocasión notables cambios debidos a la tendencia claramente ma- 
nifestada de asegurar seriamente los derechos y legítimos intereses de 
los cónyuges y más en particular de la mujer por ser los de ésta los 
que de ordinario están más expuestos a sucumbir. Al propio tiempo 
se dedica una atención especial a los hijos, que en las situaciones de 
crisis matrimonial han de polarizar las medidas cautelares más cui- 
dadosas. 


A. Medidas provisionales previas a la interposición de la deman- 
da.—La mujer que se proponga demandar la separación o nulidad 
de su matrimonio puede pedir que se le separe provisionalmente de su 
marido y que se le confien con igual carácter los hijos menores de sie- 
te años, se le señale un domicilio y, si es menor de edad, la persona 
bajo cuya custodia haya de quedar, así como los auxilios económicos 
necesarios a cargo de su cónyuge. Todas estas medidas quedarán sin 
efecto si no se acredita dentro de los treinta días siguientes la inter- 
posición de la demanda o cuando se justifique la inadmisión de la 
misma (art. 67). 


B. Medidas provisionales posteriores a la admisión de la deman- 
da.—Admitida ésta, el Juez adoptará, durante la sustanciación del 
proceso, las medidas siguientes: 

1) Separar a los cónyuges en todo caso. ; 

2) Determinar cual de los cónyuges ha de continuar en el uso de 
la vivienda común, teniendo en cuenta, ante todo, el interés familiar 
más urgentemente necesitado de protección, así como las ropas, obje- 
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tos y muebles que podrá llevar consigo el cónyuge que haya de salir 
de la vivienda. 

3) Fijar discrecionalmente en poder de cuál de los cónyuges han 
de quedar todos o alguno de los hijos y quien de ellos ejercerá la pa- 
tria potestad. Prevé además este apartado la posibilidad de que los 
hijos queden encomendados a personas o instituciones adecuadas, así 
como el modo, lugar y tiempo en que el cónyuge apartado podrá vi- 
sitar a los hijos y comunicar con ellos, de acuerdo con lo dispuesto 
por el Juez. 

Los apartados 4.”, 5.” y 6.” se refieren al régimen económico matri- 
monial, alimentos y litis expensas, respectivamente (art. 68). 


C. Efectos de la ejecutoria de nulidad del matrimonio.—E] ar- 
tículo 70 introduce dos novedades: En primer lugar, se eleva el tope 
de edad, que antes estaba a los tres años, a siete para la atribución 
de los hijos varones al padre y las hijas a la madre, siempre que haya 
habido buena fe. Por otra parte, y para prevenir cualquier conflicto 
que pudiera dimanar de la discordancia con el ordenamiento canónico, 
se establece que deberá estarse a lo decretado acerca del cuidado de 
los hijos por el Tribunal que conoció sobre la nulidad o la separación 
de los cónyuges. 

Por motivos especiales, y en lo que no haya dispuesto la sentencia 
de nulidad, el Juez que haya de ejecutarla podrá también neón su 
criterio discrecional, según las peculiaridades del caso. 

En todo caso, lo dispuesto sobre atribución de los hijos al m y 
a la madre no tendrá lugar si los padres, de comün acuerdo, proveye- 
ren de otro modo al cuidado de aquellos, dejando siempre a salvo lo 
dispuesto por el Tribunal (art. 71). 


D. Efectos de la ejecución de separación.—Con respecto a los 
hijos, la norma general no ha sufrido variación: quedarán o serán 
puestos bajo la potestad y protección del cónyuge inocente. Si ambos 
fueran culpables $e autoriza al juez para que, discrecionalmente, pro- 
vea de tutor a los hijos. No obstante, si en là causa no se ha dispuesto 
otra cosa, la madre Ule a su cuidado los hijos menores de siete 
afios. 


A la muerte del cónyuge inocente volverá el culpable a recobrar 
la patria potestad y sus derechos si la causa que dió origen a la sepa- 
ración no afectare a la formación moral de los hijos. En otro caso. se 
les proveerá de tutor. 

Como en el artículo anterior, se concede tanto al Juez que sustan- 
ció la causa como al encargado de la Beeren amplia discreciona- 
lidad (art. 73). 

Al régimen patrimonial se dedican los cuatro últimos eS 
de este artículo. 
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6. Disposiciones procesales complementarias.—Necesariamente, 
la reforma del articulado del Código Civil habría de tener como con- 
secuencia obligada una serie de reformas parciales y paralelas a la 
introducida en nuestro primer Cuerpo legal. No es extraño, pues, que 
la Ley de Enjuiciamiento Civil se haya visto sometida a revisión par- 
cial, revisión que ha tomado cuerpo en la Ley de 24 de abril de este 
año* que modifica el Titulo IV de la primera parte del Libro III de 
nuestra Ley Procesal Civil. 

No nos parece oportuno comentar en detalle el texto de las modi- 
ficaciones ya que no hacen otra cosa que desarrollar los preceptos con- 
tenidos en los artículos 67 y siguientes del Código Civil, ya reseñados. 

El Título IV en su nueva redacción tiene una rúbrica general, 
“Medidas provisionales en relación con las personas”. y dos secciones, 
la primera de las cuales se refiere a las “Medidas provisionales en re- 
lación con la mujer casada” y la segunda a las “Medidas provisiona- 
lés en relación con los hijos de familia”. 

Baste indicar, como lo hace la Exposición de Motivos de la citada 
Ley, que la reforma tiende primeramente a eliminar por innecesaria- 
mente vejatoria para la mujer la institución del depósito, sustituyén- 
dola por una medida provisional que, cumpliendo los mismos fines 
que aquel perseguía, parece más acomodada a la realidad. En segun- 
do lugar, puntualiza los efectos que en la institución matrimonial, 
entendida en un sentido amplio, produce la preparación o incoación 
de un proceso matrimonial o un sumario por amancebamiento o adul- 
terio. Finalmente, se tiende a que las nuevas normas sean de fácil 
aplicación tanto al proceso matrimonial de que conoce la jurisdicción 
civil como al atribuído a la competencia de la jurisdicción eclesiás- 
tica. . i | 


7. Celebración de matrimonios ilegales.—Han quedado suprimi- 
dos del Código Penal como consecuencia de la reforma de su articu- 
lado promulgada por Ley de 24 de abril pasado', los artículos 478, 
474, 475, 476 y 477, que contenían figuras delictivas tales como con- 
traer matrimonio mediante algán impedimento dispensable, el matri- 
monio de menores sin el consentimiento exigido, el de la viuda que 
se casare antes de los plazos establecidos en la legislación civil, el 
adoptante que contrajere matrimonio con el hijo o descendiente adop- 
tivo y el tutor en los supuestos del art. 477. Tal supresión obedece 
—no hay que decirlo— a la acomodación que el Concordato está 
imponiendo a los distintos cuerpos legales y, más directamente, a la 
reforma coetanea del Título IV del Libro I del Código Civil. 

No cabe. duda, por otra parte, que todos los supuestos delictivos 


O. de25 de abril de 1968. 
O. de 25 de abril de 1958. 
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enunciados entran en el concepto canónico de legitimidad del vínculo 
y los efectos civiles de tales uniones están previstos en el Código, por 
lo que conservar en el Código Penal tales figuras delictivas constitui- 
ría un atentado y un freno a la cristiana libertad en la celebración del 
matrimonio. 

Del artículo 478 ha desaparecido la alusión al “eclesiástico” por no 
encajar en nuestro sistema matrimonial concordado, con lo cual ha 
quedado redactado en la forma siguiente: “El Juez que autorizare 
matrimonio prohibido por la Ley o para el cual haya algún impedi- 
mento no dispensable, será castigado con las penas de suspensión y 
multa de 1.000 a 5.000 pesetas. Si el impedimento fuera dispensable 
la pena será de multa de 1.000 a 2.500 pesetas”. 


8. Segundas nupcias.—Aunque sea muy de pasada, no puede de- 
jarse de aludir a un precepto del Código Civil —art. 168— que, en la 
reforma tantas veces citada, ha cambiado de signo. Hasta ahora, la 
mujer que pasase a ulteriores nupcias perdía la patria potestad sobre 
sus hijos, salvo lo previsto en el propio artículo. El artículo modifica- 
do dispone que las ulteriores nupcias del padre o de la madre no afec- 
tarán a la patria potestad, pero el Juez podrá conceder la emancipa- 
ción de los hijos mayores de dieciocho años, si lo pidieren, previa au- 
diencia del padre o madre. Lo mismo sucederá en el caso de hijos na- 
turales reconocidos. 


9. Registros Consulares.—Las inscripciones de los actos del es- 
tado civil de los españoles en la Zona Norte del antiguo Protectorado 
de Marruecos estaban sujetas a un régimen especial, extraño al pre- 
ceptuado en el artículo 24 de la Ley del Registro Civil de 17 de junio 
de 1870. 

La declaración de independencia de aquel territorio y el posterior 
Convenio sobre régimen judicial de 11 de febrero de 1957 han moti- 
vado un cambio sustancial en el régimen de aquellas inscripciones. 

La orden del Ministerio de Justicia de 28 de enero de 1958° deter- 
mina que, a partir del 1 de julio del presente año, los Cónsules radi- 
cantes en la Zona Norte de Marruecos, como encargados del Registro 
Civil, procederán a abrir los libros de las cuatro Secciones del mismo, 
inscribiendo en ellos los actos que se refieran al estado civil de los es- 
pañoles acaecidos dentro de su demarcación (art. 1). 

Los' ocurridos con anterioridad a dicha fecha se transcribirán di- 
rectamente en el Registro de la Dirección General, mediante las cer- 


tificaciones literales que a través de los Cónsules de España en Ma- 
rruecos se obtengan de los Jueces de Paz. 


6 B. O. de 6 de febrero de 1958. 
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II. ENSEÑANZA 


1. Convalidación de Títulos.—Una Orden del Ministerio de Edu- 
cación (MEN) de fecha 23 de noviembre de 1957', regula la equipara- 
ción del Diploma obtenido en la Escuela Espafiola de Medicina para 
Misioneros, dependiente del Consejo Superior de Misiones, organismo 
adscrito al Ministerio de Asuntos Exteriores, al Título de Ayudante 
Técnico Sanitario. 

De acuerdo con la expresada Orden, los Diplomas extendidos por 
la Escuela Espanola de Medicina para Misioneros tendrán validez ofi- 
cial exclusivamente para las Misiones. Los diplomados por tal Escue- 
la que deseen ejercer con carácter general sus funciones en lugares 
distintos deberán someterse a un examen de Reválida en una Facul- 
tad de Medicina con objeto de convalidar el Título de Ayudante Téc- 
nico Sanitario. Solo serán admitidos a dicho examen los que acrediten 
documentalmente haber actuado durante dos afios, como mínimo, en 
las Misiones (arts. 2 y 3). 


2. Patronatos Diocesanos de Educación Primaria: 


A. Creación.—La Orden del MEN del 31 de enero de 1958* decla- 
ra constituído el Patronato Diocesano de Educación Primaria de la 
Diócesis de Barcelona, del cual dependerán todas las Escuelas Nacio- 
nales Parroquiales existentes en la Diócesis y aquellas otras Escuelas 
que a petición del mismo se concedan. 

En la propia Orden se enumeran la composición del Consejo Es- 
colar Primario, cuya presidencia de Honor se otorga al Excmo. Sr. 
Obispo de la Diócesis y al Director General de Ensefianza Primaria, 
y las facultades del mismo. 

En términos análogos están concebidas las Ordenes de 5 de marzo, 
24 de marzo y 14 de abril’, todas del presente año, por las que se 
crean y regula el funcionamiento de sendos Patronatos de Educación 
Primaria en las Diócesis de Ciudad Real, Bilbao, Mallorca, Tenerife 
Tortosa y Lugo. 


B. Propuestas de Maestros Nacionales.—El régimen de propuesta 
de Maestros Nacionales para las Escuelas de Patronato o Preparato- 
rias en las localidades de más de 10.000 habitantes ha sido modifica- 
do de manera amplia y generosa por un Decreto del MEN de 23 de 
diciembre del pasado año”. 


7 B, O. de 9 de enero de 1958. 

8 B. O. de 3 de marzo de 1968. 

9 B. O. de 29 de marzo, 1, 12 y 26 de abril de 1968. 
10 B. O. de 20 de enero de 1968. 
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En este sentido, los Maestros Nacionales que tengan aprobado el 
Concurso-oposicién para plazas en localidades de más de 10.000 habi- 
tantes en convocatorias anteriores al citado Decreto podran ser pro- 
puestos en propiedad definitiva para servir Escuelas de Patronato o 
Preparatorias en localidades de ese censo de población, aunque no 
hubiesen tomado en su día posesión de la Escuela lograda por la opo- 
sición, incurriendo, de ese modo, en la declaración de pérdida de los 
derechos derivados de la misma. 

Se facilita así la provisión de las vacantes en las Escuelas de Patro- 
nato al tiempo que se reconoce la eficacia del esfuerzo realizado por 
candidatos al Magisterio Nacional sin que, por otra parte, se modi- 
fiquen las situaciones administrativas de los interesados. 


3. Enseñanza de la Religión. 


A. Profesores de Institutos de Enseñanza Media.—El Decreto 
de 21 de marzo pasado”, orgánico de las Cátedras de Institutos Na- 
cionales de Enseñanza Media, es fundamental en esta materia. 


Al señalar en su art. 1.° las asignaturas para cuya enseñanza habrá 
cátedras en tales Centros docentes, previene que aunque las plazas de 
profesores de Religión no tengan la condición legal de Cátedras, los 
profesores titulares de esta asignatura gozarán de la misma condición 
académica que los catedráticos numerarios de los Institutos, a tenor 
del art. 54 de la Ley de Ordenación de la Enseñanza Media. 


En cada Instituto habrá como mínimo una plaza de profesor de 
Religión y otra de Adjunto de la misma asignatura (art. 2). 


B. Profesores adjuntos.—Una disposición del MEN, con rango 
de Decreto, establece las reglas para la formación inicial del Cuerpo 
de Adjuntos Numerarios de Institutos Nacionales de Ensefianza Media. 

Baste decir, ya que la disposición resefiada —de fecha 21 de mar- 
zo de 1958"— abarca otros muchos aspectos, que los Profesores de 
Religión procedentes de Institutos Locales, aunque incluídos en el 
Cuerpo de Adjuntos Numerarios, podrán seguir desempefiando fun- 
ciones de Profesores Numerarios de Religión y gozando, en tal su- 
puesto, de todos los derechos académicos que a estos corresponden y 
de las remuneraciones distintas del sueldo que les estén reconocidas. 


Los actuales Profesores suplentes de Religión serán considerados 
adjuntos interinos de esta disciplina y percibirán sus haberes con car- 
go a las dotaciones vacantes del Cuerpo de Adjuntos numerarios (dis- 
posiciones transitorias 2.* y 3.*). 


1 B, O. de 2 de abril de 1958. 
1 B, O. de 1 de abril de 1958. 
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C. Horario docente minimo.—Con carácter general se ha esta- 
blecido por el MEN, por Orden de 27 de marzo de 1958", un Horario 
semanal obligatorio mínimo para el ejercicio de la docencia de los 
profesores de los Institutos de Enseñanza Media, estructurando al 
propio tiempo un sistema de mutuos complementos para aquellos que 
no alcancen el mínimo de doce unidades didácticas semanales. 


Supuesto especial es el de los Profesores de Religión, que no po- 
drán desempeñar funciones docentes en otras asignaturas si no son 
Licenciados en Filosofía y Letras o en Ciencias, aunque no alcancen 
en su asignatura respectiva el mínimo de doce unidades didácticas. 


Para que otros profesores puedan completar unidades didácticas 
en la asignatura de Religión necesitarán licencia del Ordinario, lo 
cual representa una aplicación analógica del apartado 3.” del artículo 
XXVII del Concordato. 

A efectos económicos, los profesores de Religión a quienes no se 
hubiera podido encomendar doce unidades didácticas pero que ha- 
yan desempefiado con regularidad funciones docentes conforme al 
horario asignado percibirán media cuota de derechos obvencionales. 


D. Remuneraciones.—Una Orden del MEN de 2 de enero de 1958” 
reconoce a los profesores especiales de Religión de las Escuelas de Ma- 
gisterio el derecho a percibir, a partir del 1 de enero del presente año, 
el sueldo o gratificación anual de 15.120 pesetas, de conformidad con 
la vigente Ley de Presupuestos (art. 11). me 

Por otra parte, el Texto Refundido de las normas para la distri- 
bución de las tasas correspondientes a exámenes de los grados de Ba- 
chiller determina que los profesores de Religión nombrados por el Or- 
dinario eclesiástico cobrarán sus derechos de examen a razón de 10 ptas. 
por alumno matriculado (Resolución del MEN de 4 de marzo de 
19585). : 


4. Exámenes y Cuestionarios.—Las Instrucciones para los exá- 
menes de Grado elemental y superior del Bachillerato, aprobadas por 
el MEN por Orden de 2 de enero de 1958" contienen preceptos que 
juzgamos de interés para esta Resefia. Así, por lo que toca a los Tri- 
bunales que han de juzgar tales pruebas se previene que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 104 de la Ley de Ordenación de la En- 
señanza Media, la Inspección de Enseñanza Media solicitará de los Or- 
dinarios de las Diócesis en que hayan de celebrarse los exámenes la 
designación de un Profesor oficial de Religión como Vocal titular y 


13 B, O. de 24 de abril de 1958. 
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5 B d 

B d 


16 


e 4 de abril de 1958. 
e 21 de enero de 1968. 


166 DIEGO PENA JORDAN 


otro como suplente, que deberán actuar en cada uno de los Tribunales 
de los Grados elemental y Superior para juzgar de la Reválida de esa 
materia a los alumnos que se presenten ante cada Tribunal. 

Los alumnos pertenecientes a Centros situados en la demarcación 
de una Diócesis que se examinen en localidad enclavada en otra dis- 
tinta, lo harán ante el Vocal de Religión designado por el Ordinario 
de esta última Diócesis. 

Se prevé el caso de exámenes en domingos y días festivos, que po- 
drán desarrollarse previo permiso de la Autoridad competente. 

El apartado VI de las Instrucciones trata de las “Pruebas”, que 
serán escritas y constarán en cada Grado de una prueba de aptitud 
y otra de calificación. En esta última será preceptivo un tema de Re- 
ligión, enviado por el Ministerio y de materias incluídas en los cues- 
tionarios oficiales. La duración del ejercicio será de una hora. 

Al “Modo de juzgar los ejercicios de ambos Grados” está dedicado 
el Apartado VII de las “Instrucciones”. La calificación de los ejer- 
cicios de Religión se hará por el Vocal de la asignatura. Aunque dicha 
clasificación es de exclusiva competencia de tal Vocal, se concede a 
todos los miembros del Tribunal la potestad de solicitar del presiden- 
te que los ejercicios escritos sean elevados a la Inspección Central y 
sometidos a los Delegados de la Autoridad eclesiástica cuando esti- 
maren que dicha calificación no es equitativa, sin perjuicio de que de 
momento prospere la calificación del Vocal religioso. - 

Por la Delegación de la Autoridad eclesiástica en la Inspección se 
estudiarán las reclamaciones formuladas a efectos de proponer a la 
Jerarquía eclesiástica competente los remedios oportunos, si fueren 
necesarios. 


Hemos de citar, por último, la Orden del MEN de 19 de diciem- 
bre del pasado año” que aprueba los Cuestionarios de Formación 
religiosa del Bachillerato Laboral Superior. 


5. Libros de textos.—Como es sabido, los libros de texto de las 
Escuelas Primarias, Institutos y Colegios de Enseñanza Media, Escue- 
las de Comercio, Escuelas Técnicas de Grado Medio, Centros de En- 
señanza Media y Profesional y Escuela de Magisterio están sujetos 
a un sistema de previa aprobación por el Ministerio de Educación 
Nacional. 

Un Decreto de 21 de marzo pasado”, al desarrollar las normas 
para la mejor selección de tales libros, previene en su artículo primero 
que quedan exceptuados de los trámites comunes los libros que hayan 


Y B., O. de 1 de febrero de 1958. 
18 B, O. de 1 de abril de 1958. 
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de utilizarse en las Escuelas Primarias o del Magisterio de la Iglesia, 
cuya aprobación, de acuerdo con el art. 48 de la Ley de Educación 
Primaria, corresponde a la Jerarquía eclesiástica. 


También gozan de esta excepción los libros de texto para la ense- 
ñanza de la Religión, cuya aprobación compete a la Autoridad ecle- 
siástica, de acuerdo con el último párrafo del art. XXVII del vigente 
Concordato. 


El propio Decreto, al enumerar la composición de la Comisión Per- 
manente del Consejo Nacional de Educación que ha de dictaminar 
sobre la calidad de tales textos, incluye a un representante de la 
Jerarquía eclesiástica. 


6. Disposiciones relativas a Centros de Enseñanza privados.— 
Una Orden del MEN de 14 de enero pasado” establece el procedimien- 
to para la concesión de subvenciones a los Centros de Enseñanza Pri- 
maria privados. 


Las instancias, junto con la documentación que determina la men- 
cionada Orden, serán elevadas al Ministerio por conducto y previo 
informe de las Inspecciones Provinciales de Enseñanza Primaria, cum- 
pliendo previamente los Colegios de la Iglesia lo que ordena el párrafo 
2.° del apartado c) del art. 25 de la Ley de Educación Primaria, esto 
es, el refrendo del Ordinario de la Diócesis de que dependan a la Me- 
moria que deban presentar, en la que se justificará la eficacia de la 
ayuda y los resultados pedagógicos alcanzados. 


Por último, y para concluir con este Apartado, hemos de hacer alu- 
sión a una Orden del tantas veces citado MEN, fechada el 28 de marzo 
pasado”, que viene a refundir, de acuerdo con la experiencia recogida 
y los informes suministrados por las distintas Inspecciones y, en lo que 
se refiere a los Centros de la Iglesia, el div :amen de la Jerarquía y la 
Inspección eclesiástica, las normas dicte.ias el 3 de junio del pasado 
año* referentes a los porcentajes de alumnos gratuitos externos en Cen- 
tros no estatales. 


7. Tolerancia.—El artículo 4.” del Convenio Cultural Hispano-ma- 
rroquí, cuyo Instrumento de Ratificación fue firmado en Madrid el 
7 de iulio de 1957 por los respectivos Plenipotenciarios”, prevé la po- 
sibilidad de creación por parte de las Altas Partes contratantes de Cen- 
tros de enseñanza primaria, secundaria, profesional, técnica, superior 
y de investigación científica. Se comprometen, por otra parte, a tomar 


19 B. O. de 13 de febrero de 1958. 

2 B. O. de 11 de abril de 1958. 

21 Vid. Reseña de Derecho del Estado... R. E. D. C., II (1957) 385-386. 
22 B. O. de 4 de febrero de 1958. 
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las medidas oportunas para garantizar la admisión en sus propios 
Centros docentes, a petición de las familias interesadas, de los alum- 
nos nacionales de la otra Parte. Todos los Centros arriba menciona- 
dos se abstendrán de dar a los súbditos de la otra Parte enseñanzas 
que puedan perturbar su formación patriótica o religiosa, lo cual im- 
plica una excepción personal, frente a la obligatoriedad de la Ense- 
ñanza de la Religión en nuestros Centros docentes, en beneficio de la 
libertad religiosa de los pertenecientes a otros credos. 


III. Los ECLESIÁSTICOS Y LOS CARGOS PÚBLICOS 


1. Incapacidades y prohibiciones.—En la reforma del Código Ci- 
vil a que se ha hecho mención más arriba continúa la prohibición a los 
religiosos profesos de ejercer los cargos de tutor y protutor (art. 237). 
Se ha ampliado, además, la posibilidad de excusa de la tutela y pro- 
tutela en atención a la condición religiosa ya que, frente al antiguo 
texto del art. 244 que sólo concedía esta posibilidad a los Arzobispos 
y Obispos y a los eclesiásticos con cura de almas, la nueva redacción 
incluye en su apartado 3.” a los eclesiásticos en general. 

Un Decreto del Ministerio de Justicia de 21 de febrero de 1958” 
aprueba la nueva redacción del Reglamento Orgánico del Estatuto 
del Ministerio Fiscal. Es preciso notar, aunque sólo sea de pasada, que 
en el Título II, cap. I, que trata de las clases, condiciones, incompa- 
tibilidades y prohibiciones, se establece que para ser nombrado fun- 
cionario del Ministerio Fiscal se requiere ser español, mayor de edad, 
varón y de estado seglar. : 


2. Participación de eclesiásticos en cargos públicos. 


A. Comisión Asesora de Estadísticas de Enseñanza.—La Orden 
de la Presidencia del Gobierno de 12 de marzo pasado” amplía la ci- 
tada Comisión en un puesto de Vocal, que ocupará un representante 
de la Iglesia. 


B. Consejo de Protección Escolar de las Hurdes.—Por Decreto 
del MEN de 27 de enero de 1956 se constituyó un Consejo de Protec- 
ción Escolar de las Hurdes (Cáceres), cuya acción se extiende a las 
Escuelas Nacionales existentes y las que se creen en lo sucesivo. Al- 
canza, además, a las Escuelas Públicas de la Iglesia que lo soliciten. 

Al modificarse parcialmente la referida disposición- por otra de 
igual rango de fecha 21 de marzo de este año* se da entrada en el 


23 B. O. de 18 de marzo de 1958. 
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Consejo al Arcipreste o Cura Párroco que designe el Obispo de la Dió- 
cesis y a un representante del Consejo Superior de los Jóvenes de Ac- 
ción Católica. 


C. Comisión Asesora de Medios Visuales.—La Orden del MEN 
de 12 de diciembre del pasado año” reorganiza esta Comisión, que tie- 
ne por misión asistir y asesorar a la Comisaría de Extensión Cultural 
en la organización, montaje y ejecución del Servicio de Cine educati- 
vo, así como la orientación, vigilancia y coordinación de los progra- 
mas cinematográficos destinados a Centros docentes. 

Dentro de la Comisión Asesora se crea una Sección Consultiva 
Técnica Docente, en la cual participará un asesor religioso designado 
por la Jerarquía. 


3. Por ültimo, y aunque la inclusión en este Apartado no es muy 
correcta, hemos de citar el nuevo precepto en orden al uso indebido 
de hábito eclesiástico, producto de la reforma que en el articulado 
del Código Penal ha impuesto la Ley de 24 de abril de este afio”. 

La modificación en este punto sigue al pié de la letra el texto del 
art. XVII del Concordato, con lo cual al art. 324 del Código Penal 
se le adiciona un nuevo párrafo: “El uso indebido de hábito eclesiás- 
tico o religioso, tanto por seglares como por los clérigos y religiosos 
a quienes les estuviera prohibido por resolución firme de la Autoridad 
eclesiástica oficialmente comunicada al Gobierno, será castigado con 
la pena de prisión menor". 


IV. LUGARES Y TIEMPOS SAGRADOS 


1. Inviolabilidad de los lugares sagrados.—La reforma a que se 
ha aludido del Código Penal ha alcanzado al Título XII, que com- 
prende entre otros delitos contra la libertad y seguridad, el de allana- 
miento de morada. En la primitiva articulación del expresado texto 
legal no se incluía una defensa expresa de los lugares sagrados, en con- 
secuencia con la norma del canon 1.160. 

El nuevo artículo, introducido por la Ley de 24 de abril de 1958” 
con el número 492 bis, determina que el que quebrantare la inviola- 
bilidad de un lugar sagrado, edificio religioso u otro inmueble prote- 
gido por dicho privilegio por Ley Especial o convenio internacional, 
incurrirá en la pena de arresto mayor y multa de 5.000 a 25.000 ptas. 

Si el reo fuera funcionario público o Agente de la Autoridad y 


2% B. O. de 10 de febrero de 1958. 
27 B, O. de 25 de abril de 1958. 
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obrase con abuso de su cargo, se impondrá la pena de prisión menor 
y multa de cinco mil a veinticinco mil pesetas. Todo ello, en aplica- 
ción de la norma contenida en el artículo XXII números 1, 2 y 3 del 
vigente Concordato. 


2. Calendario de festividades.—El propósito de establecer un úni- 
co criterio para todas ellas y conseguir, además, que el número de días 
de trabajo sea el máximo, ha animado al Gobierno a dictar una nor- 
ma con rango de Decreto, fechado el 23 de diciembre del pasado año”, 
que viene a regular con carácter general las festividades del año. 

A este fin —se lee en la Exposición de Motivos—, es conveniente 
considerar días inhábiles para oficinas públicas estatales, paraestata- 
les, provinciales y municipales, Tribunales de Justicia, Centros de En- 
señanza y actividades mercantiles y laborales aquellas festividades 
religiosas previstas en el canon 1.247 del Código de Derecho Canóni- 
co, sin perjuicio de que las autoridades eclesiásticas y civiles puedan 
en su día decidir de común acuerdo la reducción de su número o el 
traslado de las mismas. 

Así, son días inhábiles a efectos administrativos, judiciales, aca- 
démicos, mercantiles y laborales todas las fiestas de precepto eclesiás- 
co, a saber: todos los domingos del año, las fiestas de la Navidad, 
Circuncisión, Epifanía, Ascensión, Corpus Christi, Inmaculada Con- 
cepción, Asunción de la Santísima Virgen María, San José, los Santos 
Apóstoles Pedro y Pablo, Santiago y la Fiesta de Todos los Santos. 

Asimismo, se tendrán por días festivos de carácter general, dada 
la especial tradición y devoción del pueblo español, el Jueves Santo, 
a partir de las dos de la tarde y el Viernes Santo (art. 1.°). 

Además, se tendrán por días inhábiles, pero sólo dentro de los 
límites de la Diócesis o territorio respectivo, los días en que se celebre 
una festividad religiosa local que, por disposición de la Autoridad 
eclesiástica, sean de precepto (art. 2). El día 1 de mayo, bajo la ad- 
vocación de San José Artesano, es fiesta laboral en todo el ámbito de 
la Nación (art. 4). 

Por último, y con aplicación exclusiva para todos los Centros de 
Enseñanza, se declaran festivos, los días comprendidos entre el 22 de 
diciembre y el siete de enero, ambos inclusive, y la Semana Santa, 
que comprende desde el Domingo de Ramos al de Resurrección. 
Igualmente lo serán el día de Santo Tomás de Aquino para los Cen- 
tros de Enseñanza Superior y Media, y el del Patrocinio de San José 
de Calasanz para los de Enseñanza Primaria (art. 6). 

La disposición reseñada se desenvuelve, como es lógico, dentro de 
los límites establecidos por el artículo V del Concordato. 


2 B, O. de 1 de enero de 1958. 
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El anterior Decreto se ha completado con una Orden de la Presi- 
dencia del Gobierno, de fecha 29 de marzo pasado" que declara 
días inhábiles en su integridad a efectos judiciales y para protestos 
notariales de letras de cambio el Jueves y Viernes Santo. Esta decla- 
ración complementaria obedece a la peculiaridad de las antedichas 
funciones, que exigen una computación por días completos. 


El Ministro de Trabajo, por su parte, ha dictado unas normas 
complementarias de carácter laboral en relación con el calendario de 
fiestas, que han sido recogidas en el Decreto de 7 de febrero de 1958" 


El artículo 3 de esta disposición establece que los Delegados de 
Trabajo propondrán al Ministerio, para que éste a su vez lo someta 
a la aprobación del Gobierno, que se consideren festivas con carácter 
abonable y recuperable las fechas que por costumbre religiosa o cívica 
se estime conveniente respetar en cada localidad de su jurisdicción. 


Por último, una Orden del mismo Ministerio, de 8 de febrero”, 
modifica la R. O. de 31 de octubre de 1921 que autorizaba determi- 
nadas excepciones del descanso dominical en Zamora, y consigna que 
únicamente subsistirán las excepciones establecidas respecto al día de 
San Pedro y a la Feria Mayor, cuando sea domingo el 12 o 13 de sep- 
tiembre. 


V. LEGISLACIÓN FISCAL 


1. Impuesto sobre los rendimientos del trabajo personal.—A par- 
tir del 1 de enero de 1958, la Contribución Industrial, de Comercio y 
Profesiones, en lo que afecta a los profesionales, y la Tarifa I de la 
Contribución sobre Utilidades de la Riqueza Mobiliaria han quedado 
integradas en un sólo tributo con sustantividad propia. La Instrucción 
provisional y la Tarifa de cuotas de licencia fiscal para la exacción de 
este impuesto han sido aprobadas por Orden del Ministerio de Hacien- 
da de 27 de enero de 1958*. 

En dicha Tarifa, y en el apartado C) del grupo primero, que com- 
prende a aquellos profesionales relacionados con los Tribunales ecle- 
siásticos, se fija la cuota que pagarán los Notarios y los procuradores 
de los Tribunales eclesiásticos en consideración a la población en que 
ejerzan su actividad, oscilando entre 1300 y 136 pesetas para los pri- 
meros y 652 y 60 para los segundos, según estén establecidos en Ma- 
drid, poblaciones que tengan Silla Metropolitana, Silla Episcopal, etc. 


30 
31 
32 
33 


. O. de 2 de abril de 1958. 

O. de 22 de febrero de 1958. 
O 

O 


. de 21 de febrero de 1958. 
. de 18 de febrero de 1958, 
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En el epígrafe 41, con cuota de 676 pesetas, están comprendidos 
los Agentes que se ocupan de expedir preces a Roma. 

Es de tener en cuenta que esta cuota fija o de licencia se considera 
como mínima y deducible de la cuota resultante en función de las re- 
tribuciones que obtengan en el ejercicio de su profesión. 


2. Impuesto de Derechos Reales y sobre transmisión de bienes.— 
El Texto Refundido de la Ley y Tarifa de los Impuestos de Derechos 
Reales y sobre transmisión de bienes, aprobado por Decreto del Mi- 
nisterio de Hacienda de 21 de marzo de 1958", incluye en su exten- 
so articulado algunas disposiciones que, en síntesis, creemos oportuno 
recoger. 


A. Exenciones.—Gozarán de la exención del impuesto de dere- 
chos reales, conforme al número 60, apartado c) del art. 3.” letra A, 
las enajenaciones de toda clase de terrenos para la construcción de 
Iglesias o capillas destinadas al culto. 


Igualmente estarán exentos los actos y contratos en que la obliga- 
ción de satisfacer el impuesto recaiga sobre los establecimientos de 
beneficencia o de instrucción püblica sostenidos con fondos del Esta- 
do, la Iglesia o Corporaciones Locales (art. 3. ^ B, número 3) y la 
Obra Pia de los Santos Lugares (núm. 6). 


El artículo 64 establece la exención del impuesto sobre el caudal 
relicto a aquellos bienes y derechos en cuya propiedad hayan de su- 
ceder al causante los establecimientos de beneficencia o instrucción 
pública y privada y las herencias y legados a que se refiere el número 
5 del artículo XX del Concordato*. i i 


El Título III del Texto Refundido está dedicado al Impuesto so- 
bre los bienes de las personas jurídicas. Aquí también hay que señalar 
una importante exención, que recoge en sus diversos apartados las 
enumeradas en el artículo XX, núm. 1, del Concordato. 


Se declaran exentas del referido impuesto : 


a) Las iglesias y capillas destinadas al culto católico y asimismo 
los edificios y locales anejos destinados a sus servicios o a sede de Aso- 
ciaciones católicas. 


b) Las residencias de los obispos, de los canónigos y de los sa- 
cerdotes con cura de almas, siempre que el inmueble sea propiedad 
de la Iglesia. 


^ B. O. de 29 de abril de 1958. 

?5 "Las donaciones, legados o herencias destinados a la construcción de edificios de culto 
católico o de casas religiosas o, en general, a finalidades de culto o religiosas serán equipara- 
dos, a todos los efectos tributarios, a aquellos destinados a fines benéficos o benéfico-docentes” 
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c) Los locales destinados a oficinas de la Curia Diocesana y a 
oficinas parroquiales. 


d) Las Universidades y los Seminarios destinados a la formación 
del clero. 


e) Las casas de las Ordenes, Congregaciones e Institutos religio- 
sos y seculares canónicamente establecidos en España. 


f) Los Colegios y Centros de enseñanza dependientes de la Je- 
rarquía eclesiástica, que tengan la condición de benéfico-docentes. 


g) Los objetos destinados al culto católico. 


h) Los huertos, jardines y dependencias de los inmuebles expre- 
sados siempre que no estén destinados a industria o a cualquier otro 
uso de carácter lucrativo. 


- Los bienes comprendidos en los apartados a); b), c) y g) no nece- 
sitan obtener declaración especial de exención. En los casos de los 
apartados e), f) y h) la exención se declarará, si fuese procedente, a 
solicitud de parte por el Ministro de Hacienda, previa la justificación 
necesaria para acreditar el destino o aplicación de los bienes. 

: Quedan, pues, en situación poco clara las instituciones del apar- 
tado d), Universidades y Seminarios, al no resultar incluídas en nin- 
guno de los dos posibles sistemas de concesión de exención. Quizá 
habría que pensar en un simple error material fácilmente subsanable 
por una declaración correctora de la Administración. En todo caso, 
una interpretación lógica y sistemática del precepto habría de inclinar- 
se por incluir este tipo de personas morales eclesiásticas entre las que 
gozan de un régimen de excepción "ipso iure". Sería interesante que 
por parte de algün interesado se elevase consulta al Ministerio de 
Hacienda para dejar definitivamente aclarado este extremo. 


B. Tipos impositivos.—La Tarifa para la exacción del Impuesto 
de Derechos Reales recoge, por orden alfabético, los diversos concep- 
tos sujetos a imposición con los tantos por ciento respectivos. Así, 
las adquisiciones de bienes y derechos de todas clases realizados por 
los establecimientos benéficos o de instrucción de carácter privado o 
fundación particular, vienen gravadas con el 0,50 por ciento. Por el 
mismo tipo tributan las transmisiones de bienes o derechos que por 
actos "inter vivos" o por testamento se destinen a la fundación de es- 
tablecimientos o instituciones de beneficencia o de instrucción pri- 
vados. 

En el número 10 de la Tarifa se encuentran gravadas con el 0,60 
por ciento las transmisiones de bienes de Capellanías y cargas ecle- 


siásticas, Patronales, Memorias y obras pías y la redención de dichas 
cargas que se realicen con arreglo al acuerdo que se celebre con la 
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Santa Sede en cumplimiento de lo prevenido en el articulo XII del 
vigente Concordato. 

En el número 32, correspondiente a las herencias en favor de as- 
cendientes o descendientes por adopción, se incluyen, aplicándoles los 
mismos tipos, las transmisiones de bienes que por herencia o legado 
causen los religiosos profesos en beneficio de la Orden, Congrega- 
ción o Comunidad a que pertenezcan. s 

Los legados en favor del alma tributarán según una escala (núme- 
ro 39) que va desde el quince por ciento para las cantidades inferiores 
a 10.000 pesetas hasta el treinta y siete por ciento para las superiores 
a los cien millones. No están gravadas las cantidades que no lleguen 
a mil pesetas. 

Las instituciones o legados en favor del alma serán equiparados a 
aquellos destinados a fines benéficos o benéfico-docentes, siempre que 
al solicitarse la liquidación se justifique, mediante certificación expe- 
dida por el Ordinario de la Diócesis, la entrega por los herederos o 
albaceas para finalidades de culto o religiosas de los bienes objeto de 
la institución o légado. - 

Por último, las adquisiciones a título oneroso de terrenos para la 
edificación de templos destinados al culto católico tienen como tipo 
el 0,30 por ciento. Las adquisiciones de terrenos para la edificación 
de templos destinados al culto católico, cuando tengan lugar por he- 
rencia, legado o donación, así como las de bienes por los mismos títu- 
los para finalidades de culto o religiosas, tributarán por el número 8 
de la Tarifa, es decir, el 0,50 por ciento. 


VI. OTRAS DISPOSICIONES 


1. Bomficación de orfandad.—Una Orden de la Presidencia del 
Gobierno de 14 de marzo de 1958* aclara y enumera una serie de 
normas a tener en cuenta para la concesión de la “Bonificación de 
Orfandad”, creada por D. L. de 7 de noviembre de 1957. Por lo que 
toca a esta reseña, no es preciso fijar la atención más que en la norma 
segunda, que establece la pérdida del derecho a la bonificación cuan- 
do el huérfano contraiga matrimonio o tome estado religioso, cual- 
quiera que sea su edad. 


_ 2. Santo Patrono.—Los Estatutos del Instituto Nacional de Pre- 
visión, aprobados por Orden del Ministerio de Trabajo de 24 de este 
año”, disponen en su artículo 13 que el citado Instituto está bajo el 


“6 B. O. de 17 de marzo de 1958; 
7. B. O. de 3 de febrero de 1958. 
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patrocinio de la Virgen Maria, en su advocación de Nuestra Señora 
del Perpetuo Socorro. 


3. Honores militares —La Presidencia del Gobierno, por Orden 
de 17 de marzo pasado* dispuso que para dar mayor solemnidad a 
los actos religiosos que se celebraron con motivo del traslado a Madrid 
de la milagrosa reliquia del Lignum Crucis se le rindieran los honores 
militares maximos, desde su salida del Monasterio de Liébana hasta 
su regreso al histórico lugar. 

Iguales honores se han de rendir a la Santísima Virgen de la Fuen- 
santa durante los actos religiosos que se celebren con motivo de la 
peregrinación del pueblo de Valencia en visita de gratitud a Murcia, 
conforme a lo dispuesto por la Presidencia del Gobierno en la Orden 
de 25 de marzo pasado”. 


Diego PEÑA JORDÁN 


Prof. Av. de la 2.” Cátedra de Dro. Canónico 
ea la Universidad de Madrid, 


38 B. O. de 18 de marzo de 1958. 
39 B. O. de 28 de marzo de 1958. 
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SENTENCIAS 
DE LOS TRIBUNALES ECLESIASTICOS 


SACRA ROMANA ROTA 


Coram R. P. D. Ovipio BEJÁN, Ponente 


MONASTERIEN 
Nullitatis Matrimonii 


SENTENTIA DEFINITIVA 


In NoMINE DOMINI. AMEN 


FACTISPECIES 


1. Titius, actor in causa, natus die 10 octobris 1923, Saturnali- 
bus anni 1946 in choreis quibusdam cognovit Caiam, conventam, die 
3 aprilis 1925 natam. Inchoata amicali conversatione, brevi post iuve- 
nes illicitis relationibus indulserunt. 

Quodam die, cum puella se uterum derere adverterit, de re certio- 
rem fecit Titium; vir, cognita praegnantia, consiliuminiit cum Caia 
de contrahendo matrimonio, quod tamen, uti contenditur, conditioni 
de prole ex se suscepta, subordinabat. 

Parentes Titii inde ab initio, matrimonium filii cum Caia adversa- 
ti sunt; cum tamen in notitiam venerint sceleris a iuvenibus patrati, 
illud per matrimonium reparandum etsi aegre, tulerunt. 

Imminentibus nuptiis, cum dubium exortum fuerit in mente pa- 
tris actoris de nascituri paternitate ope filii, iussu ipsius medicalis in- 
spectio conventae peracta est; sed res absque exitu mansit, ob decep- 
tionem, fraude obtentam ex parte Caiae. - 

Matrimonium rite celebratum est die 26 iunii 1946, in ecclesia 
paroeciali loci v. d. H., dioec. Monasteriensis. 

Vita communis pacifice instaurata est; elapsis duobus mensibus 
Caia filium peperit: talis praematurus partus causa exstitit abruptio- 
nis vitae coniugalis; instante enim patre, Titius uxorem definitive 
deseruit et a civili auctoritate s. d. divortium obtinuit die 15 ianuarii 
1947. 


2. Per libellum litis introductorium diei 22 iulii 1947 Titius cau- 
sam nullitatis sui matrimonii inchoavit penes Tribunal. Monasteriense, 
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ob conditionem a se appositam et non verificatam, scl. ut proles nas- 
citura ex se concepta esset. Sententia tamen diei 11 maii 1949 votis 
actoris contraria fuit. 

Appellatione interposita ad Tribunal Coloniense, sententia diei 22 
octobris 1951, prior reformata fuit. 

Causa, ob appellationem ex officio a defensore vinculi interposi- 
tam, ad N. S. O. delata est et hodie Nobis respondendum venit 
dubio, sub sueta formula concordato: “An constet de matrimonii nu- 
llitate, in casu". 


IN IURE 


3. Matrimonium solo consensu nupturientium, iure habilium, 
perficitur; qui consensus actu voluntatis constituitur, nullaque huma- 
na potestate suppleri valet (can. 1081, par. 1). Quocumque ideo mo- 
do talis consensus limitatur in suo esse, destruitur ipsa causa efficiens 
contractus matrimonialis. 


Inter modos quibus limitatur vel suspenditur valor consensus, ad- 
numeratur et conditio. 


Haec solet definiri circumstantia alicui actui adiecta, ex qua ipsa 
actus pendet. Conditio proprie dicta non habetur nisi circumstantia 
ex qua actus pendet sit eventus futurus et incertus; si praesens sit 
aut praeteritus, actus non suspenditur sed statim ac ponitur valet aut 
non valet prout eventus aut circumstantia adest aut non. 

Quando, uti in casu, aliqua determinata qualitas in comparte de- 
sideratur et contenditur hanc sub forma verae conditionis sine qua 
non fuisse appositam, scite cavendum est ne sub conceptu iuridicae 
conditionis intelligantur etiam error circa qualitatem, vel illa conditio 
quam vocant interpretativam, vel praerequisitum aliquod ad con- 
cludendum matrimonium. Error enim circa qualitatem aliquam per- 
sonae, excepto casu de quo in can. 1083, par. 2.1,2, non reddit inva- 
lidum matrimonium etsi det causam contractui. Voluntas autem in- 
terpretativa non est voluntas sed potius animi dispositio (cfr. D'Anni- 
bale: Summ., I, 135), quam certe superat voluntas contrahendi. Vul- 
garis ratio intelligendi praerequisitum ad concludendum matrimonium 
ut conditionem, longe prorsus est a vero conceptu conditionis a qua 
pendet ipsa existentia consensus. Tali enim in casu hypothesis non 
fingitur de ipso consensu dando vel non dando, sed de aliquo alio 


consensum antecedente (c. Mannucci, S. R. R. Dec., vol. XVIII 
1926, dec. XLI, n.° 8, p. 327). 


Praesuppositum, ut recte scribit Windscheid, 'é una condizione 
non isvolta (unentwickelte), una limitazione di volontà, che non si 
e svolta fino ad essere una condizione. Chi manifesta un volere sotto 
una presupposizione, vuole, al par di colui che emette una volontà 
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condizionata, che l'effetto giuridico voluto abbia ad esistere soltanto 
dato un certo stato di rapporti, a egli non giunge a far dipendere 
l'esistenza dell'efetto da questo stato di rapporti. La conseguenza di 
ció é che l'effetto giuridico voluto sussiste e perdura, sebbene venga 
meno la presupposizione" (Il diritto delle Pandette, trad. Fadda e 


Bensa Torino, 1930, I, p. 332 ss.). 


4. Talis distinctio inter conditionem quae afficit contrahentis vo- 
luntatem ex qua pendet validitas contractus et conditionem quae tan- 
git tantummodo propositum contrahendi, constanter revocatur et ur- 
getur in iurisprudentia N. S. F. Propositum enim contrahendi cum 
tantum promissionem consensus matrimonialis afficiat, essentiam con- 
tractus non ingreditur et ideo non secumfert conditionem a qua pen- 
det valor consensus; agitur enim de actu qui extraneus prorsus est 
ab attingendo consensum, qui nondum ortum habuit (cfr. Sent. d. 24 
oct. 1936, c. Heard, v. XXVIII, pp. 636-637; c. Canestri, d. 16 
dec. 1950). 


Conditio iuridica e contra, tunc tantum habetur quando positivo 
actu voluntatis quis ita consensum allgat existentiae exquisitae cir- 
cumstantiae vel qualitatis in comparte, ut ea deficiente consensum 
nullius valoris esse velit. Talis actus voluntatis potest non modo ex- 
plicite, sed etiam implicite vel tacite haberi, nam “eadem est vis taciti 
et expressi" (D'Annibale, Summ. I, n.? 41, nota 25); in his ultimis 
duobus casibus vero nemo non videt quam difficile sit illum positivum 
actum voluntatis probare, adeo ut non paucae sententiae explicitum 
actum exigere videantur (cfr. c. Heard, d. 27 aprilis 1946, v 
XXXVIII, p. 259; c. Canestri, d. 17 maii 1946, vol. cit. p. 309). 


5. Quaeri potest et debet utrum conditio alligata proposito con- 
trahendi virtualiter perseveret usque ad consenus manifestationem : 
alis verbis, si quis, etsi non elicuerit ipsum consensum, manifestav t 
tamen conditionem sine qua non voluit contrahere, praesumendum 
ne est tali in agente hanc conditionem, semel positam, virtualite: 
perseverare usque ad consensus praestationem, ideoque alligatam fuis- 
se ipsi consensui? Responsio negativa danda est; legitur in una c. 
Wynen: “Qui ipsam substantiam seu ipsum consensum.nondum po- 
suit, huic rei non existenti nequit adiicere circumstantiam a qua valor 
ipsius actus pendeat. Aliter utique esset iudicandum si post inquisitio- 
nem institutam et praecipue post promissionem matrimoni! datam, 
nüpturiens, ob quamdam incertitudinem vel dubitationem quae 1n eius 
mente mansit, sibi proponeret aliisque manifestaret: contraham, dum- 
modo altera pars illa qualitate, sub formula sine qua non postulata, 
reapse praedita sit" (Sent. d. 20 martii 1940, v. XXXII. p. 228): 

Quae omnia supponunt in agente novum actum voluntatis, quo 
positive constet praerequisitam qualitatem non tantum proposito con- 
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trahendi, sed existentiae ipsius consensus alligatam fuisse. Ad rem, le- 
gitur in una Matriten., c. Exc.mo Jullien, (d. 30 ianaurii 1957): 

“Quocirca, qualitas, quae antea contractui Jocum dederat, potest tran- 
sire in veram conditionem a qua contrahendum matrimonium pen- 
det, quoties novus ponatur actus voluntatis, quo contrahens potius 
illam qualitatem, quam ipsum matrimonium, positive vult”. 


6.—Hisce principiis expositis, tenuerunt Patres DD. admitti non 
posse ea quae leguntur in appellata sententia: "Propositum nubendi 
conditionatum implicite continet consensum conditionatum... Concen- 
sus absolutus impossibilis est, si propositum nubendi conditionatum 
est, nisi conditio apposita revocata est" (S. p. 68). 


Fatendum est haud deesse casus in quibus Iudex maximam diffi- 
cultatem experitur in constabiliendo facto positivae appositionis condi- 
tionis; videre enim debet an contrahens qui affirmat se conditionem 
suo consensui apposuisse, hanc revera apposuerit et qua ratione po- 
suerit; vel potius quid aliud dixerit aut fecerit quod confundi possit 
cum verae conditionis appositione. 


Iure non requiritur certa ac determinata formula ad conditioner 
apponendam; tamen ad diiudicandam eius vim, constare oportet de 
forma qua expressa est; sed hoc satis non est, nam probatio tam gra- 
vis rei non ex quibusdam verbis desumi debet, sed ex integris sermo- 
nibus, ex tota serie factorum: facta enim verbis validiora sunt. 


Ipsa dein verba de conditione a contrahente apposita caute acci- 
pienda sunt, nam ut legitur in una c. Wynen (vol. XXVI - 1934, p. 
650): "Coniux... qui, si cognovisset ante nuptias veritatem (seu non 
adesse in comparte qualitatem a se desideratam) numauam matrimc- 
nium cum ea contracturus fuisset, facile et bona fide sibimetipsi per- 
suadet se matrimonium iniisse tantum sub conditione ut altera pars re- 
vera desiderata qualitate praedita fuerit. Idem valet de testibus, qui 
causam actoris adiuvare intendunt". 


7.—Ad dignoscendum utrum aliauo in casu agatur de conditionat> 
consensu, Rotalis Iurisprudentia prae oculis habet aliaua elementa na- 
turae psychologicae. 


"In primis est considerandum dubium, quo motus coniux conditio- 
nem apposuerit: non quod sine dubio conditio haberi nequeat, sed 
quia, re psvchologice spectata, nemo ad conditionem apponendam 
ducitur nisi dubio aliquo angatur vel obiectivo, vel saltem subiectivo, 
licet pathologico... Ouo maior est amor inter nupturientes, eo gravius 
dubium exigitur: nam leve dubium per amoris ardorem facile diluitur" 
(Sent. d. 17 ianuarii 1956 c. Felici). 


Duo praeterea criteria peculiariter utilia sunt: “Ouorum primum 
quanto aestimaverit contrahens obiectum assertae conditionis. Nam auo 
pluris id aestimaverit, eo facilius concedi potest contrahentem de exis- 
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tentia illius obiecti formasse veram conditionem. Alterum criterium 
consistit in ratione agendi ex parte asserti conditionate contrahentis ut 
primum is cognovit obiectum praetensae conditionis deficere seu con- 
ditionem tempore nuptiarum non fuisse adimpletam. Nam quo celerius 
ille abrumpit vitam coniugalem, eo efficacius ostendit se nonnisi con- 
ditionatum consensum praestitisse...” (Sent. d. 5 ianuarii 1950 c. Wy- 
nen). Adnotare tamen praestat circumstantiam improvisae vitae com- 
munis abruptionis, non esse univocam, quia non solet verificari taa- 
tummodo in casu consensus conditionati, sed etiam v. g, in matrimonio 
per errorem super qualitate inito, praesertim si talis error dolo vel 
fraude alterius partis inductus fuerit (cfr. Sent. d. 2 dec. 1927, vol. 
XIX p. 478; Sent. d. 18 martii 1950, c. Mattioli). 

Quocumque modo res se habeant, cum appositio conditionis cui 
consensus alligetur res sit insolita valde, ea in foro externo non evin- 
citur nisi argumentis vere conludentibus; in singulis huiusmodi causis 
iudicandis sequens opportunum monitum prae oculis habendum est: 
"Postquam nuptiae infelicem exitum habuerunt. sponsi facile sibi fa- 
ciunt fucum atque confundentes errorem de qualitate accidentali et 
spem delusam cum vera conditione sub praetextu nullitatis quaerunt 
excussionem legitimi oneris" (Wernz-Vidal: Ius Matrim., n. 470). 


IN FACTO. 


8.—In supplici libello Titius actionem nullitatis sui matrimonii cv 
Caia sic perstringit: “Ei dixi me eam ducturum non esse nisi ea con- 
ditione ut proles expectanda ex me concepta esset; si ex alio viro con- 
cepta esset, de matrimonio verbum esse non posse" (p. 1-2). 

Tria en casu quaeruntur: A) An revera Titius ea coram Caia di- 
xerit; et quatenus affirmative: B) An Henricus iuxta interpretatio- 
nem suam consensum conditionatum praestiterit; et quatenus affirma- 
tive: C) An tempore celebrati matrimonii, Caia praegnans ex Titio 
fuerit. 


9.—A) Actor, praeterquam in supplici libello, etiam in iurata sua 
depositione affirmat de matrimonio contrahendo primum sermonem 
factum fuisse cum sponsa ipsi dixisset se gravidam esse. Deponit enim: 
“Quindecim fere diebus post Saturnalia prima vice cum sponsa cortum 
feci. Ego coitum petivi, illa statim consensit... Iterum commercium 
factum est mense martio; quindecim diebus post commercium secun- 
dum, sponsa mihi dixit se in expectatione prolis ex me esse... Ego spon- 
sáe graviditatem mihi annuntianti respondi ac verbotenus: Si infans 
ex me conceptus est, te in matrimonium ducam". Semper cogitave- 
ram ne proles mea sine patre per vitam transiret. Tum discessimus 
consili matrimonii inter nos contrahendi" (6-7/5, 7). 

Conventa, e contra, plene contradicit assertis actoris; prae pri- 


184 NULLITATIS MATRIMONII 


mis contendit se nonnisi mense iunio 1946 actorem certiorem reddi- 
disse de sua praegnantia; vir —uti mulier fatetur— “neque miratus 
est neque demissus erat, sed statim dixit: si ita est, nimirum matri- 
monium contrahemus". Conditionis appositionem conventa penitus ex- 
cludit: "Coram me numquam verba protulit in hunc sensum: Nisi 
infans ex me est, te non ducam" (32/7; 33/10). 


10.—Testes qui iuxta actorem rem ab ipso sciverunt ante nuptias, 
duo indicantur, W. et B. 


W., in prima sua depositione nil positivi ad rem affirmat; de as- 
serta conditione mulieri expressa ne verbum quidem; immo, contra- 
rium potius ex quibusdam testis declarationibus eruitur, nempe Titium 
adeo suasum fuisse de nascituri paternitate quam suam retinebat, ut 
obstrictum se vidisset ad mulierem ducendam. Deponit enim testis: 
"Ut Titius mihi dixit, iam octo diebus post (commercium carnale) ei 
declaravit se gravidam esse... Ex nuntio eius elucebat, cum res ita 
essent, se sibi obstrictum videri ad eam ducendam; neque enin ius- 
tum esse alimenta solvere et infantem ita deserere. Sed eam ducere 
debere quippe qui ambo catholici essent" (21/7); et subiungit: "Ex 
dictis eius semper conclusi tantum eum ad matrimonium sibi obstric- 
tum videri... puto eum sibi firme persuasisse se patrem infantis esse. 
Enuntiatum "Infans ex me est, ergo matrimonium fiet", non a sensu 
eius alienum fuisse mihi videtur. Ultra nihil dicere de ea re possum" 
(21/9, 10). Quibus ex verbis, ut facile apparet, manifestatio condi- 
tionatae volutantis contrahendi ex parte actoris tum conventae, tum 
testi, minime confirmatur. immo, potius excluditur. 


Depositio B. suspectam reddit rationem agendi actoris: sequentia 
enim affirmat: "(actor) mihi suggessit ut sub iuramento enuntiarem 
se mihi dixisse se Caiam ducturum non esse nisi infans ex se esset" 
(23/2); testis actori respondit id fieri potuisse, sed ob temporis lap- 
sum, rem iureiurando affirmare non posse. De facto, B. nil valet re- 
ferre circa assertam appositam conditionem. 


Actor, in actu appellationis adversus negativam sententiam primi 
gradus, explicare satagit silentium testis W. quoad conditionis appo- 
sitionem ; scribit enim: "quomodo vero testis hoc (nempe verba con- 
ditionem exprimentia) proferre poterat, cum ei certae quaestiones pro- 
ponerentur" (49)? Id tamen veritati non respondet: quaestio enim 
septima testibus proposita, responsionem exigebat specificam quoad 
rem de qua agitur (cfr. p. 11). 


Verum quidem est, testem W., in altera sua depositione, quaesitui 
omnino suggestivo sibi proposito respondisse: “Quid patri (actoris) 
nuntians graviditatem accurate dixerim, nescio... (actor) declaravit 
Caiam non ducere, si infans vere ex se esset, rectum non esse" et sta- 
tim subiungere: "Ad enuntiatum patris Titii: “W... mihi ante nuptias 
declaravit filium meum sibi dixisse Caiam gravidam esse, neque vero 
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eam in matrimonium ducturum esse, nisi infans ex se esset”, declaro: 
Hoc ita est: Titius mihi ita dixit: “Nisi infans ex me est, Caiam non 
ducam”, atque hoc dictum... porro patri tradidi” (37/3). 


Perspecta hac altera depositione testis W. sequentia Patres DD. 
adnotanda duxerut: cum aperte contradicat praecedenter assertis tes- 
tis, cumque agatur de declarationibus prolatis paucis mensibus post 
susceptam primam depositionem, suspicio collusionis et subornatio- 
nis ex parte actoris, legitime coniicienda est: aliter enim explicari ne- 
quit tam incongruens ratio deponendi testis. Ista deductio magis con- 
firmatur sive ei altera depositio testis W. in se ipsa examinetur; ex 
una parte testis affirmat se nescire quid patri actoris dixerit; ex alia 
vero confirmat actorem sibi dixisse: "Nisi infans ex me est, Caiam 
non ducam", atque talia verba patri actoris tradidisse. Sed ex contex- 
tu de positionis clare apparet postremam affirmationem haud fuisse 
sponte a teste prolatam: nonnisi enim postquam testi, verba patri ac- 
toris tribuuntur, revocata sunt, hic confirmare veluit manifestationem 
voluntatis actoris, illa sub forma conditionata. Quod responsio sug- 
gesta fuerit testi, evidentius eruitur si consideretur eundem paulo an- 
tea in eadem responsione confirmare quae anta dixerat, nempe acto- 
rem suasum fuisse de obligatione sibi copulandi conventam; verba 
enim" (actor) declaravit Caiam non ducere, si infans vere ex se esset, 
rectum non esse", aliter interpretari nequeunt. 


.1).—Vis probandi, iam in se suspecta, depositionum testis W , 
magis adhuc infirmatur si declarationes perpendantur patris actoris; 
iste enim in prima depositione quaedam reposuit quae congruere mi- 
nime apparent cum assertis sive actoris, sive testis W. Iuxta actorem, 
pater suus notitiam de praegnantia conventae recepit a teste W.; hic 
autem, ut supra visum est, de re prorsus siluit in prima depositione 
et nonnisi in altera excussione circumstantiam confirmare ausus est, 
modo iam descripto. | 

E patris actoris autem prima depositione, clare omnino eruitur 
eundem, si notitias aliquas habuit sive de primo carnali commercio 
filii cum conventa, sive de praegnantia puellae, de his nonnisi occa- 
sione civilis precessus pro obtinendo s. d. divortio, edoctum fuisse 
MS 5 

Pater declarat se scire sponsam "octo vel quindecim diebus post 
commercium sexuale filio meo declarasse "se ex eo gravidam esse"; 
ignorat tamen quid filius sponsae dixerit; silet insuper de colloquio 
habito, hac de re, cum teste W. 

In altera depositione, pater actoris rem diversimode prorsus expo- 
suit; hac vice contendit se ab W. sex circiter hebdomadibus ante nup- 
tias, certiorem factum fuisse de puellae graviditate (28/12); illa occa- 
sione, iuxta eiusdem patris actoris depositionem “W... mihi declara- 
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vit... filium meum sibi dixisse Caiam gravidam esse, neque vero eam 
in matrimonium ducturum esse, nisi infans ex se esset” (29/8). 

Patens, ut apparet, deprehenditur contradictio cum praecedenter 
assertis; superius adnotata circa vim et valorem depositionum testis 
W., omnibus perpensis merito applicari possunt etiam depositionibus 
patris actoris. 

Iudicio Patrum DD., graves mutationes et contradictiones quae 
deprehendutur in depositionibus testium principaliorum circa rem in 
casu, potissime demonstrandam, valde obstant certitudini morali quae 
in animo Iudicis requiritur, ad norman can. 1869, par. 1. 

Manifestatio conditionatae voluntatis contrahendi ex parte actoris 
sive conventae, sive aliis expressae, praecisione quoque facta a prae- 
scripto can. 1791, qui cavet de efficacia probationis pre unum testem 
directum, in casu, ex allatis argumentis, certe probata dici nequit; 
consequenter ipsum fundamentum causae, a limine in dubium vo- 
candum est. 


12).—B) Dato, sed ex iam deductis non concesso, quod actor reap- 
se coram Caia, asserta verba conditionem exprimentia dixerit, quae- 
rendum manerat num asserta conditio positive alligata fuerit existen- 
tiae ipsius consensus. 

Ad rem omni ex parte obiective dirimendam, iudicium ferre du- 
xerunt Patres DD. de hac quoque quaestione. 

Omnibus causae actis rite cribratis, censuerunt Patres DD. de ap- 
positione conditionis verae, limitantis concensum, non constare. Prae- 
primis, verba "si infans ex me conceptus est, te in matrimonium du- 
cam" ambigüitate non carent. Significare enim possunt: si uterum ex 
me geris consensum do, si non geris, consensum nego. 


At verba eadem aliud quoque significare possunt, scilicet: si ute- 
rum geris, uti asseris, matrimonium contraham; atqui credo te opera 
mea gravidam esse, ideo accipio matrimonium ,quod secus tecum non 
contraherem. 

Quid revera sub concisa illa dicendi brevitate significaverit Titius 
id desumatur oportet non solummodo ex verbis istis, sed ex cunctis 
circumstantiis, quae declarare valeant voluntatem proferentis. 


_ Ut in "iure" adnotatum est, conditionis appositio est revelatio du- 
bii; in casu, actor nullo dubio laboravit, neque subiectivo, neque ob- 
lectivo: quaenam enim fuerit mens actoris, ex actis causae, obsque dif- 
ficultate erui potest. 

Constat in primis actorem, statim ac eidem praegnantia nuntia- 
ta fuit a muliere, huic credidisse. Asserit quidem Titium se mulieri, 
praegnantiam nuntianti, dixisse illa verba conditionem exprimentia ; 
sed res non intelligitur: iuvenes ad invicem sese amabant; actor ad- 
mittit pluries rem carnalem cum Caia, ante nuptias habuisse; nullam 
profert rationem dubitandi de sua paternitate. 
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Hisce circumstantiis attendis, actoris verba —si et quatenus adiit- 
tantur—, intelligi nequeunt nisi de praerequisito aliquo ad contrahen- 
dum; ex ipsiusmet enim Titii depositione eruitur assertam conditio- 
nem mulieri propositam fuisse antequam iuvenes consilium inierint de 
matrimonio contrahendo (S. p. 7/7). Post nuntiatam sibi gravidita- 
tem, actor, neque statim, neque postea, sollicitus fuit de investiganda 
veritate tan gravis circumstantiae. Contrahere voluit qui suasus fuit 
de sua paternitate. 


13).—Hac de re, depositiones testium sat explicitae sunt. 

Sorores actoris, quae, per transennam notetur, excludunt Titium 
umquam dubium aliquod fovisse de sua paternitate, ignorant prorsus 
cuiuscumque conditionis appositionem (17/8; 17/10; 19/2; 19/10). 
M., noverca actoris, fidem facit se, una cum marito (patre actoris), 
initio magnopere aversasse matrimonium Titii; postea, uti ipsa 
fatetur, "cum accepissemus eum (Titium) deliquisse, matrimonio in- 
stabamus" (15/4). 

De asserta apposita aliqua conditione a Titio, noverca ne verbum 
quidem facit; si de tali conditione reapse actum fuisset, vix praesumi 
potest testem, saltem a suo viro, nullam notitiam recepisse. Iuxta no- 
vercam, Titius "omnino amore puellae devinctus erat neque easdem 
dubitationes ac nos de paternitate habebat" (35/5). 

Pater quoque actoris affirmat: "coram me dubitationes non pro- 
tulit... num de asserta paternitate dubitaverit, omnino ignoro" (13- 
14/8, 10). 

Ipsemet testis W., in prima depositione explicite declaravit acto- 
rem secum numquam de dubitationibus locutum fuisse (21/8); immo 
putat Titium "sibi firme persuasissse se patrem infantis esse" (21/10); 
testis autem, ex dictis actoris semper conclusit "tantum eum ad matri- 
monium sibi obstrictum videri" (21/9). 


14).—Quid novi accidit imminentibus nuptiis: quaedam mulier, 
G. J., parentibus actoris rumores retulit circa praegnantiam conventae, 
quae multo longius progressa fuisset ut actor pater infantis esset. 

Dubio sic exorto in mente patris actoris, ab eodem imposita fuit 
medicalis inspectio conventae, eo fine ut determinaretur terminius a 
quo praegnantiae Caiae. 

Circumstantia gravitate non caret; si illa occasione actor condicio- 
nem apposuisset, res valde deponent in favorem sui assumptus. 

Actor oboedivit quidem iussui patris, postulantis inspectionem con- 
ventae, sed, ex actis causae, nullimode ruitur Titium cogitasse de con- 
ditione aliqua apponenda, vel saltem de confirmanda iam apposita. 
Id prae primis, ab ipso actore implicite excluditur, cum ipse declarare 
tantum valeat se, testibus W. et B., mentem suam manifestasse tan- 
tummodo ante inspectionem conventae, ideo quando, uti supra oscen- 
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sum est, nulla ratio aderat alligandi alicui conditioni valorem ipsius 
consensus. 

E depositione autem novercae actoris, testis minime suspectae, eru- 
itur Titium, occasione inspectionis medicalis conventae, anxium potius | 
fuisse don quidem de conditione apponenda, sed de confirmanda sua 
certitudine, se nempe patrem infantis esse: "Filius (i. s. Titius) valde 
laetus cum altero ab inspectione die, testimominum proponeret, dixit: 
Nunc ergo videtis verum esse infantem ex me esse"; immo, testis, ad- 
dere non omisit:"... usque ad partum infantis filio omnio in mentem 
non venisse fieri posse ut pater infantis non esset" (36/7, 8). Verba 
gravissima, quae, si ex una parte clare pandunt animi dispositionem 
actoris in contrahendo, ex alia vero excludunt ipsam possibilitatem 
appositionis conditionis. 

Deducendum ideo manet praegnantiam Caie causam fuisse contra- 
hendi; consensum autem absolute elicitum fuisse, absque ulla restric- 
tione mentali vel limitatione. Ex actis causae ,si et quatenus actoris 
affirmationes veritate neterentur, ad maximum erueretur asserta ver- 
ba, improprie conditionem exprimentia, propositum tantum contrahen- 
di praecessisse, quando igitur de consensu dando vel non dando, sermo 
nondum erat nec fieri poterat. Ex collectis enim probationibus non 
constat Titium, post iam elicitum propositum contrahendi, novo expli- 
cito actu voluntatis subordinare voluisse suum consensum assertae ex- 
quisitae qualitatis in muliere. 


15).—Quaestio utrum Caia, tempore celebrati matrimonii, praeg- 
nans ex Titio fuerit, attentis superius deductis, iam non ponitur. Ex 
actis causae eruitur actorem deceptum fuisse a conventa; admiratio- 
nem quam Titius manifestavit occasione praematuri partus, confirmat 
superius citata verba novercae actoris, atque implicite excludit appo- 
sitionem conditionis. 

Desertio tecti coniugalis ex parte actoris et quidem statim execu- 
tioni mandata ac cognita fuit dolosa deceptio patrata ex parte con- 
ventae, argumentum constituere potuisset validum ad deducendam 
conditionem; sed uti “in iure" revocatum est. circumstantia impro- 
visae vitae communis abruptionis univoca non est: in casu, iudicio 
Patrum DD., talis circumstantia verificata non est in matrimonio con- 
ditionato, sed in matrimonio ab actore inito ob errorem, dolo et frau- 
de partis conventae inductum. 

Consequenter, cum praesenti in causa, de appositione conditionis 
limitantis consensum non constet, superfluum duxerunt Patres DD. 
quamlibet ulteriorem disceptationem circa purificationem assertae con- 
ditionis instituere. 


16. Quibus omnibus in iure et in facto perpensis, Nos infrascripti 
Auditores de Turno, pro Tribunali sedentes et solum Deum prae oculis 
habentes, Christi Nomine invocato, edicimus, declaramus et definiti- 
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ve sententiamus: Non constare de matrimonii nullitate, in casu, ad 
propositum dubium respondentes: Negative. 


Ita pronunciamus, mandantes Ordinariis locorum et ministris tri- 
bunaliumad quos spectat, ut executioni mandent hanc nostram defi- 
nitivam sententiam et adversus reluctantes procedant ad norman SS. 
Canonum, iis adhibitis executivis mediis, quae opportuniora et effi- 
caciora pro rerum adiunctis exstitura sint. 


Romae, in Sede Trib. S. R. Rotae, die 4 novembris 1957. 


CAROLUS LEFEBVRE 

HENRICUS EWERS 

Ovipius BEJAN, PONENS 
EDMUNDUS ULINSKI, NOTARIUS 
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NOTAS 


SACERDOCIO E IMPERIO 
EN LOS SIGLOS XII Y XIM 


A propósito del libro del P. CAsTILLO Lara, S. D. B. 
“COACCION ECLESIASTICA Y SACRO ROMANO IMPERIO” 


I.—Interés politico de la Historia 


Los pueblos como los indivíduos tienen días de luz y días de som- 
bra. En sus crisis el hombre prudente acude a la experiencia de los 
viejos. El consejero de los pueblos es la Historia: por algo la llama- 
ban los antiguos "magistra vitae". Todos los pueblos cultos tienen su 
historia. 

Y este acudir al pasado es tan real en la Humanidad, que la cien- 
cia histórica nace y tiene sus mejores días precisamente en las gran- 
de crisis de las naciones. Nunca como entonces se siente la necesidad 
de “escarmentar en cabeza ajena". Cuando en la escalada se llega 
a lo desconocido, es necesaria la presencia del guía. Siempre que el 
progreso coloca al hombre en una cumbre virgen, el timonel de la 
sociedad tiene necesidad del historiador. En este movimiento pendu- 
lar “pasado-futuro” consiste el magisterio de la Historia. 

Podrá variar la dirección inicial: “El historiador clásico se pre- 
gunta: “¿Cómo ha sucedido?”. El historiador moderno: “¿Cómo 
iremos adelante ?””. Uno y otro, sin embargo, siguen el mismo ritmo. 
El historiador ha de ser un erudito y un vidente, un sabio y un orien- 
tador: un educador. Ha de escudrifiar en el cafíamazo de la historia 
humana los hilos invisibles, que puedan sustentar el paisaje del futuro. 
Ha de conocer la trama para adivinar la solución. 

De ahí la necesidad de una crítica severa y objetiva, que fije con 
la mayor precisión posible, los estadios primeros a examinar, y el 
recurrir cada vez más frecuente a la génesis y desarrollo de la misma 
vida interna de las instituciones para la interpretación adecuada del 


1 Kart Lówirm, El sentido de la Historia, Madrid, 1956, p. 32 s. 

3 “Adivinar”: no somos deterministas. Por más que los ciclos históricos tengan su eco 
y la curva del tiempo alcance límites parejos, siempre quedará a salvo, en el trazo del porve- 
nir, el designio divino en juego misterioso con la libertad del hombre. 
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acontecer pretérito. Esta es la razón del creciente interés actual de los 
historiadores por disciplinas, al parecer ajenas a su especialidad, co- 
mo la economía, la política, el arte, la moral, la religión, la profecía, 
la psicología colectiva... 

Con esta amplitud de miras se estudia en la actualidad la vida del 
Medievo. Precisamente por opuesto, nuestro mundo materialista y 
desengañado siente la necesidad de otras auras más ingénuas y espi- 
rituales. 

Se palpa en el ambiente una era de acercamiento colectivo, casi 
internacional, a Dios. La Iglesia Católica, más espiritualizada desde 
1870, conquista sectores insospechados de la opinión pública. Crecen 
las conversiones de los indivíduos y de las naciones. La influencia 
mundial de la cátedra de Pedro es de todos conocida. 

Caminamos hacia un mundo mejor. Ciertamente: es un hecho. 
Pero no es menos cierto que a esta aurora dichosa ha de preceder su 
noche. No hay paz sin guerra. Y este porvenir, casi presente, trae en 
su seno la inseguridad y la desconfianza. Por ello la inquietud de todos 
los que se sienten responsables en esta hora crucial de la historia hu- 
mana, por preparar las estructuras básicas del nuevo orden social: 
internas y externas y, entre éstas, muy en particular las referentes a 
las relaciones entre el poder temporal y el espiritual. 

Estamos en la cumbre blanca y, ante el temor de que fracasen los 
esfuerzos de tantas jornadas de sudor, la mirada ansiosa busca en el 
pasado un punto de referencia que indique el camino. Con preferencia 
—ya lo hemos dicho— la consideración de todos los que trabajan en 
relaciones humanas y espirituales se centra en el estudio de la Edad 
Media. Interesa la noticia de aquella época tan rica en estas expe- 
riencias. Pero noticia objetiva, imparcial’: con sus inconvenientes 
para evitarlos y sus aciertos para aprovecharlos; no se trata de co- 
piar sino de acomodar. Las estructuras son como los vestidos: al 
crecer el cuerpo social resultan insuficientes. 

De este modo, al tiempo que se esclarecen dudas y desconfianzas 
sobre estos problemas, se asegura la esperanza insegura de una Hu- 
manidad que, después de tantas desilusiones, casi acaba por no tener 
ilusión en nada. 


II.—La canonistica clásica como auxiliar de la Historia Eclesiástica 
medieval. 


A este propósito, y como auxiliar de la Historia Eclesiástica de 
este período, se está desarrollando, gracias a Dios con increíble pro- 


3 Cfr. Pío XII, Discurso al X Congreso Internacional de Ciencias Históricas, “Ecclesia” 
15 (1955, ii) S17. $ ! iu x 
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vecho, la Historia de la Canonística Clásica, tanto en el campo doc- 
trinal como en el práctico y disciplinar. 


_ En el campo doctrinal, tal vez el más necesitado, se está traba- 
jando actualmente en la edición del “Corpus Glossarum”. Colabora 
un equipo de especialistas bajo la dirección del Prof. STEPHAN KUTT- 
NER y con la ayuda del “Institute of Research and Study in Medieval 
Canon Law”. En mayo de 1955 pusieron la Sede internacional de 
estos estudios en Washington D. C.*. 


Los resultados que se esperan de esta labor serán, sin duda, de 


categoría, a juzgar por el fruto conseguido en las primeras experien- 
cias. 


1) Los Glosadores. 


Sobre la base, principalmente, de la colección de manuscritos pu- 
blicada por el propio KuTTNER', el P. ALFONSO M.* STICKLER S. D. B., 
antiguo alumno suyo, acometió el laborioso esfuerzo de seleccionar” 
y estudiar los textos de los Decretistas y Decretalistas referentes a 
doctrina política; en concreto los que podían iluminar el problema 
central de la Edad Media: las relaciones entre Sacerdocio e Imperio. 

Las principales conclusiones de sus estudios! recogidas, sobre to- 


4 “Il Diritto canonico assieme a quello civile costituiva in quei secoli il perno, la base del 
pensiero e della vita. Nel Medio Evo domina, diversamente dai giorni nostri, la coscienza so- 
ciale e quanto al suo apogeo trova la scienza giuridica, ha trovato il suo piü appropriato 
strumento di espressione teorica per tutte le categorie di pensiero e di vita sociale. L'uomo 
medievale non é un sonnambulo ma assai concreto e costruisce l'edificio delle sue idee su ques- 
te basi positive; e perció non puó cogliere il pensiero genuino medievale chi, nelle ricerche 
attorno alle varie sue manifestazioni sociali, compresa la questione centrale su Sacerdozio e 
Regno, non parte dal pensiero giuridico o lo lascia da parte. 

Del resto, un confronto tra i vari generi di produzione letteraria di quei tempi dimostra 
chiaramente la dipedenza di teologi, pubblicisti, eccetera dalle opere dei giuristi-canonisti in 
tutte le questioni della vita collectiva (A. M. SrickLER, Sacerdozio e Regno nelle muove ri- 
cerche attorno ai secoli xii e xiii mei Decretisti e Decretalisti fino alle decretali di Gregorio 
ix (Miscellanea Historiae Pontificiae 18), Roma, 1954, p. 2 s.). 

5 La labor propiamente dicha, como tal equipo conjunto, empezó en septiembre del mis- 
mo afio 1955. Presididos por Kuttner, tuvieron una sesión plenaria en Roma bajo los auspi- 
cios y en el edificio de la Biblioteca Apostólica Vaticana. Las conclusiones, eminentemente 
prácticas, giraron en torno a esta cuádruple cuestión: 1) de organizatione totius cooperationis 
singulorum virorum et Sedium cum Instituto Internationali Centrali; 2) de objectis laboris; 
3) de eorum distributione; 4) de methodo in textuum transcriptione et editione adhibenda. 
Para una exposición más detallada cfr. STICKLER, Monumenta Iuris Canonici, "Monitor Ec- 
clesiasticus" 81 (1956) 494-500. 

6 STEPHAN KurTNER, Repertorium der Kanonistik, Città del Vaticano 1937 (Studi e Testi 71). 

7 * né il Decreto né le varie collezioni delle Decretali trattano ex professo in una sede 
tutto il complesso delle relazioni tra Sacerdozio e Regno. Troviamo disposizioni ed accenni 
in vari testi sparsi qua e lá nelle fonti. I glossatori si occupano dunque di queste questioni 
solo incidentalmente..." (STICKLER, Sacerdotium et Regnum mei Decretisti e primi Decreta- 
listi. Torino 1953 (Biblioteca del “Salesianum” 27), p. 11 s.). É 

8 Cfr. el elenco completo de los mismos en STICKLER, Sacerdozio e Regno..., p. 8. 
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do, en el trabajo que leyé ante el magno Congreso de Ciencias His- 
tóricas celebrado en octubre de 1953 en la Pontificia Universidad 
Gregoriana de Roma con motivo de su Cuarto Centenario”, son las 
siguientes : 


a) Se impone, cada vez con mayor insistencia, “la importancia, 
quizá fundamental, del conocimiento del pensamiento jurídico cano- 
nístico clásico para un exacto conocimiento de las ideas y de las ins- 
tituciones medievales en todos los campos del pensamiento y de la 
vida””. 

Esta labor “se encuentra frente a un grande y grave obstáculo: 
la mayor parte de los textos y de las obras de este primer siglo de 
florecimiento generador y constructor de la canonística clásica están 
inéditos, esparcidos casi por todas partes en los distintos países de 
Europa””. 

“Es verdad que conocemos ya un cierto número de textos, publi- 
cados generalmente en el curso de estudios histórico-literarios de la 
canonística clásica, pero sin ninguna preocupación o intención sis- 


9912 


temática respecto al derecho público””. 


Estos textos conviene interpretarlos debidamente, de acuerdo con 
los principios de hermenéutica propios de la historia y de la época” 


b) Pese a la fragmentariedad de las fuentes poseídas, se advier- 
te, con gran sorpresa de todos, que los canonistas de los siglos xii y 
xiii, en la exposición teórica, no estaban de acuerdo” respecto al pro- 
blema básico “utrum Imperator gladium habeat a Papa”. 


Sin embargo, en la práctica, las dos sentencias opuestas resuelven 
los puntos de contacto de modo que siempre queda a salvo la mútua 
independencia de ambos poderes. Y esto es de suma importancia ya 
que “los mismos canonistas nos advierten que por las soluciones en 
los casos concretos de la práctica jurídica se conoce el pensamiento 


159) 


teórico de los autores””’. 


c) La raíz de esta aparente diversidad y confusión teórica está, 
según el P. STICKLER, en que unos y otros, aunque conocían su verda- 
dero sentido, confunden y mezclan en la práctica de su exposición 


9 Cfr. la cita completa en la anterior nota 4. 

10 Ibid., p. 1. 

M Ibid., p. 26. 

13 Sacerdotium et Regnum... Cit., p. 6; cfr. también p. 17. 

3 Ibidem. Precisamente con esta intención escribió este artículo: el mismo subtítulo lo 
indica: Contribuzioni meihodologiche di ricerca... 

14- Semejante conclusión deduce Mons. M. MACCARRONE respecto a los teólogos en su estudio 
"Potestas "directa" e "Potestas indirecta" mei teologi del xii e xiii secolo (Miscellanea Historiae 
Pontificiae 18) Roma 1954, pp. 27-47. 

15 Sacerdozio e Regno..., p. 18. 
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los conceptos de Regnum e Imperium y el sentido coactivo del Gla- 
dius con el que él llama sentido político. 

En efecto, según ha logrado demostrar este ilustre investigador 
en el problema de las relaciones entre Iglesia y Estado" en la Edad 
Media jugaban un papel decisivo dos conceptos propios de aquella épo- 
ca y estrechamente ligados entre sí: el concepto de Imperium (“la 
función protectora material del brazo secular a favor de la Iglesia”) y 
el de Gladius (“poder coactivo máximo” material = gladius materialis, 
o espiritual = gladius spiritualis"). 

Al propio tiempo da por probadas (no conocemos los artículos en 
que estudia esto) estas dos afirmaciones: 


—el Estado tiene obligación de defender a la Iglesia. 


—-la Iglesia está “revestida del supremo poder coactivo material, 
como propia prerrogativa jurisdiccional”: posee, pues, las dos espadas, 
la espada espiritual, o sea el anatema, supremo medio coactivo espiri- 
tual, y la espada material, o sea el poder coactivo máximo material. 


Según esto, cuando esta función protectora es el ejercicio del “de- 
ber que tiene la autoridad civil, ya por su naturaleza, de proteger 
los supremos valores de la colectividad humana, esto es, los religiosos 
espirituales, en el ámbito y en la extensión, aún territorial, de la pro- 
pia jurisdicción civil, como fue ejercido por los Emperadores romanos 
al hacerse cristianos”, tenemos el concepto civil de Imperio (=Impe- 
rium civile); algo, por tanto, que lleva consigo la idea de Regnum 
(=poder secular civil). 

Pero si, al descuidar la autoridad civil su función protectora pro- 
pia, la Iglesia se veía en la necesidad de defenderse por cuenta propia, 
delegando para ello en algún príncipe sus “prerrogativas jurisdiccio- 
nales coactivas eclesiásticas”, porque non decebat que los clérigos 
ejercieran la coacción material, entonces tendremos el concepto ecle- 
siástico de Imperio (=Imperium ecclesiasticum). 

Esto es lo que solía expresarse con la frase “la Iglesia ha dado la 
espada material a uno”, es decir, “lo ha hecho emperador (sensu 
ecclestastico). 

Por donde se ve con toda claridad, dice el distinguido Profesor, 
“El fundamento propio y la fisonomía jurídica del Imperium bajo el 


16 Usaremos de la palabra “Estado” sin pretensiones de tomar parte en las discusiones que 
existen sobre el verdadero carácter del poder civil medieval. X : A 
17 “Tn questo senso “dare la spada materiale ad uno" significa dargli i1 proprio potere coat- 
tivo materiale massimo. Esclusivamente in questo senso trovisamo ancora la figura Pied pis 
X ot cae . L . L em- 
i i scienza canonistica, e presso il suo grande con 
materiale presso Graziano, padre della : > es , Dil at oundpite al Tipera- 
poraneo S. Bernardo di Clairvaux. La Chiesa dá la spada materiale ai p I A 
tore supratutto, e questi la vibrano ad mutwm sacerdotum vuol dire dunque che puppis 
dá il suo potere coattivo materiale da esercitarsi per interesi ecclesiastici dai principi e dall'Im- 


peratore" (Sacerdozio e Regno..., p. 10). 
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punto de vista de la Iglesia y de los Papas...: el Emperador es el 
delegado permanente y el ejecutor ex professo de este poder ecclesias- 
tico (material); sin tocar por ello lo más mínimo su propio poder civil- 
estatal”. 

Ahora bien, como de ordinario esta delegación se hacía al más 
poderoso, al que podía ejercerlo con mayor eficacia, se da el caso de 
que el Imperium civile (=Regnum) y el Imperium ecclesiasticum 
(=delegación del poder coactivo material eclesiástico), es decir, las 
dos espadas materiales (la propia y la delegada), se vienen a unir 
en la misma persona con el consiguiente peligro de confusión no sólo 
para el interesado, que puede creer que le pertenecen, como propias, 
atribuciones que sólo son delegadas; sino también para los juristas 
de aquella época quienes, según sigan una u otra acepción de “Im- 
perio”, dirán si el Emperador, esta persona en concreto”, recibe o no 
el gladius materialis (en globo, sin distinguir porque externamente no 
se apreciaba cuándo obraba con el poder propio o con el delegado) 
del Papa y, por tanto, si le es o no independiente en su ejercicio. 


Un paso más y la confusión será completa: como en realidad el 
poder que más destaca en el Emperador es el coactivo material, para 
muchos el gladius materialis empieza a significar todo el poder civil, 
con lo que se ha venido a quitar al gladius su significado específico 
coactivo, sustituyéndolo por el genérico global (político, según Stt- 
KLERI). En adelante los curialistas, aue auieran hacer depender al Em- 
perador totalmente del Papa, sólo tienen aue recoger aauellas expre- 
siones en aue aparece el Emperador como el delegado coactivo material 
del Pontífice. Y, a su vez, los imperiales que quieran atribuir al Em- 
perador completa independencia respecto al poder papal, se aprove- 
chan de aauellos textos, incluso pontificios, en aue claramente se afir- 
ma que el Emperador ha recibido su poder, en general o en especial 
el coactivo propio, de Dios". 

Así explica el P. STICKLER la triple categoria en que divide a los 
glosadores de la época clásica : 


a) “La primera continúa el pensamiento claramente dualista de 
Graciano: ambos poderes vienen de Dios: el eclesiástico es cualitati- 
vamente superior y por lo mismo es independiente, atin en las cosas 
materiales, del poder secular. Este, a su vez, es autónomo en su es- 
fera, pero las personas que lo ejercen están sometidas bajo el punto 


18 Ibidem. 

19 Aparte de la tendencia medieval a lo concreto, el hecho de que se hable o escriba la 
mayoría de las veces en polémica, hace que se ponga como términos de relación a personas 
concretas. 

20 Cuando los Papas urgían a los príncipes a cumplir con el deber, impuesto por Dios, 
de defender los intereses espirituales de sus súbditos. 
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de vista espiritual a Ja autoridad eclesiástica””. Son la mayoría de los 
que se conocen. 


b) “El segundo grupo de glosadores, por el contrario, está bajo 
la impresión de la creación pontificia (del Imperio) para la defensa 
propia y de toda la Iglesia’. 

c) “Un tercer grupo, canonistas que se pueden llamar con verdad 
hierócratas, o sea hombres que defendían un poder eclesiástico pa- 
pal aún im temporalibus en el sentido de una superioridad jurídica del 
Papa sobre el Emperador con todas las consecuencias prácticas, al 
menos de iure”. 

d) A pesar de todo, como punto clave de la doctrina, queda siem- 
pre en pie el hecho, extrafio para los que tachan a la Iglesia de hieró- 
crata en esta época, de que la Escuela de Bolonia “ove, nell’ assis- 
tenza e nella participazione alle lotte, purtroppo assai concrete, tra 
i Papi e gli Imperatori, la penna si unisce alla spada e dove i pit 
grandi canonisti dell'epoca classica della scienza di Diritto Canonico 
stanno forgiando le norme che governano e determinano l'azione pratica 
in questa Bologna, non ostante tutte le incoerenze e confusioni, il tra- 
dizionale dualismo é quanto mai vivo, anzi vittorioso""'. 


e) Luego —concluye el P. STICKLER— “si sacamos ahora la con- 
clusión de este sintético exámen del pensamiento canonístico clásico 
hasta las Decretales de Gregorio ix, debemos constatar que nuestros 
resultados no corresponden a lo que se ha escrito y dicho hasta ahora 
sobre el hierocratismo, que llenaría incluso la canonística de principio 
del siglo xiii, invadiendo y conquistando definitivamente el pensamien- 


to sobre las relaciones entre Sacerdotium y Regnum"". 


2) Documentos pontificios y conciliares. 


En esta misma dirección, y partiendo de sus conclusiones, el P. 
Rosario CASTILLO LARA, S. D. B., alumno de STICKLER y profesor 
como él en la Facultad de Derecho Canónico del Pontificio Ateneo 
Salesiano de Turín, ha estudiado el problema Sacerdocio-Imperio en 
los documentos conciliares y pontificios de este mismo período". 

Viene a ser una continuación y confirmación de la obra de su 


21 Sacerdozio e Regno... p. 17. 
22 Ibidem, p. 20. 
23 Ibidem, p. 22. 
24 Ibidem, p. 24. 


25 Ibidem. 
28 Rosario CASTILLO Lara, Coacción eclesiástica y Sacro Romano Imperio, Augustae Tau- 


rinorum 1956 (Pontificium Atheneum Salesianum. Facultas Turis Canonici. Studia et Textus 
Historiae Iuris Canonici 1) xxii-305 págs. 
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maestro. Esta es la razón de nuestra —tal vez demasiado extensa— 
introducción. Hemos querido recoger la teoría en su fuente para que 
el lector comprenda mejor el alcance e interés de la obra del P. Cas- 
TILLO, importantísima y decisiva, en cuanto que permite, como él mis- 
mo dice, “captar con mayor seguridad, sin peligro de fáciles engaños, el 
genuíno pensamiento de la Iglesia, ya que se trata de los documentos 
que más directa y fielmente pueden reflejarlo en forma oficial” (pág. 
3). 

Siguiendo un método jurídico-histórico, analiza los textos corres- 
pondientes al período de la formación del Derecho Canónico, que es 
el estudiado por STICKLER; y empieza desde ALEJANDRO iii y no desde 
GRACIANO, precisamente “porque ya el Profesor STICKLER había reali- 
zado un estudio similar en el Decreto y en los documentos conciliares 
y pontificios hasta GRACIANO y SAN BERNARDO”. Acaba “con la Unam 
Sanctam, con la cual, en cuanto a ideas políticas, puede decirse ter- 
minado el período de formación, ya que en ella, al decir de los his- 
toriadores, llega al culmen la tensión doctrinal y práctica entre las 
dos autoridades” (pág. 3). 

La finalidad y objeto de su libro están claramente definidos en 
el subtítulo del mismo: “Estudio jurídico-histórico sobre la potestad 
coactiva material suprema de la Iglesia en los documentos conciliares 
y pontificios del período de formación del Derecho Canónico clásico 
como un presupuesto de las relaciones entre Sacerdotium e Imbperiim”. 

La selecta bibliografía que aporta y el reposado análisis de los 
diversos documentos eclesiásticos honra a la colección “Studia et 
Textus Historiae Turis Canonici”, que con esta obra ha encabezado 
el Rvdo. P. STICKLER, cumpliendo así inicialmente lo que había pro- 
metido en el primer volúmen de su “Historia Juris Canonici (Histo- 
ria Fontium”)”. 

La obra, de acuerdo con la finalidad impuesta por el Autor, que- 
da dividida en dos partes, que van precedidas de un pequeño tratado 
introductorio sobre el poder coactivo eclesiástico v las formas me- 
nores de coacción material empleadas por la Iglesia en su historia. 
En total veinte páginas densas de contenido. 


Establece en ellas, en primer lugar, “los principios directivos de 
la coacción eclesiástica”: espíritu de mansedumbre y de justicia (p. 
11); carácter subsidiario de la coacción material (p. 11), sin dejar 
por ello de serle propia (pag. 12 y 13); y el triple fin medicinal 
(pag. 13), vindicativo (ibid.) y de ejemplaridad (pag. 14). 

El análisis de las formas menores de coacción material, agrupadas 
en penas personales (flagelación, incapacitación, cárcel, exilio) y rea- 


U Historia Iuris Canonici Latini, I Historia Fontium, Augustae Taurinorum 1950, pág. vii. 
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les (confiscación, demolición de casas), sitúa al lector ante el in- 

terrogante de si “se ha limitado a ellas, en el período histórico que 

estudiamos, el poder coactivo de la Iglesia” (pag. 25). Es el pórtico 

para entrar de lleno en el tema, que considera presupuesto indispen- 

ls para la recta penetración de la historia del medievo eclesiás- 
co: 


A) LA COACCION MATERIAL ECLESIASTICA SUPREMA 


A ella dedica la primera parte de su estudio (págs. 29-159). 


. Presenta, como estadio inicial, el estado actual de la cuestión 
sin tomar posición entre los partidos de los publicistas. Su punto 
de vista es puramente histórico”. 

En secciones aparte estudia las dos expresiones supremas del ius 
gladii: la effusio sanguinis y la vis armata. 

La effusio sanguinis immediata, es decir, la que ejerciera directa- 
mente la misma autoridad eclesiástica, por medio de sus ministros, 
aparece abiertamente fuera del poder social de la Iglesia, de lo cual 
es manifestación la constante y absoluta prohibición, repetida a los 
clérigos, de intervenir en cualcuier acto del que se siga de algún modo 
derramamiento de sangre. l 

La expresión más perfecta y defnitiva de este sentir eclesiástico 
la tenemos en el canon 18 del iv Concilio de Letrán (a. 1215): 


“Sententiam sanguinis nullus clericus dictet aut proferat: sed nec san- 
guinis vindictam exerceat, aut ubi exerceatur intersit. Si quis autem huius- 
modi occasione statuti, ecclesiis vel personis ecclesiasticis aliquod prae- 
sumpserit: inferre dispedium, per censuram ecclesiasticam compescatur. 

Nec quisquam clericus litteras scribat aut dictet pro vindicta sanguinis 
destinandas. Unde in curiis principum haec sollicitudo non clericis, sed 
laicis committatur. ; 

Nullus autem clericus rotariis aut balistariis aut huiusmodi viris san- - 
guinum praeponatur, nec illam chirurgiae partem subdiaconus, diaconus 
vel sacerdos exerceat, quae ad ustionem vel incisionem inducit’”. 


Es lo que más tarde condensaron los canonistas en estos aforis- 
mos: “Ecclesia abhorret a sanguine", “Ecclesia non sitit sanguinem". 
Cuanto a la effusio sanguinis mediata concluye así: 


“Es conveniente distinguir: s} 
Si por ius mediatum se entiende sólo el derecho de exigir del Es- 


28 “Sobra decir que estamos en plenísimo acuerdo... en que todo derecho de la Iglesia a 
un ius gladii en la forma effusio sanguinis es hoy completamente inútil; pero de esta inutilidad 
práctica actual no se puede en ninguna forma arguir que la Iglesia nunca haya poseído ese 
derecho o que en ciertas ocasiones haya sobrepasado los límites de su poder” (pág. 35). 

29 Mansi, xxii, 1006 ss.; cit. en pág. 40. 
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tado el uso de su propia potestad coactiva material suprema en fa- 
vor de la Iglesia, hemos visto que los textos no son contrarios ; antes 
bien insisten en el correlativo derecho de la Iglesia a pedirla y deber 
del Estado a prestarla. 

Si, por el contrario, se quiere entender un ejercicio de la potestad 
coactiva material de la Iglesia, hecho por medio del Estado (minis- 
tro, mero ejecutor), hemos encontrado que los textos de nuestras 
fuentes son abiertamente contrarios. 

Queda, sin embargo, en pie la cuestión de un nudum ius, acerca 
del cual las fuentes no nos proporcionan elementos suficientes como 
para una conclusión, en un sentido determinado". 

La sección segunda, dedicada a la vis armata como expresión 
del supremo poder coactivo material de la Iglesia o ius glad, es más 
larga. ¡Como que constituye la base de su tesis!: el supremo poder 
coactivo material eclesiástico como presupuesto para resolver el pro- 
blema medieval de las relaciones entre el Sacerdocio y el Imperio. 

Aclara al principio que no se trata de una vis armata virtual: “cl 
poder exigir autoritariamente del Estado la prestación de su fuerza 
armada para fines puramente eclesiásticos, o sea, lo que comunmen- 
te se entiende por invocar el auxilio del brazo secular” (pág. 69). 
Esta “la dejamos a un lado como pacíficamente admitida”. Lo que se 
pretende es “registrar en las fuentes documentos sobre una posible 
vis armata propiamente eclesiástica” (pág. 71). 

A este fin repasa en sendos capítulos el estado del problema (pág. 
69), la “prohibición del porte de armas y la participación de los clé- 
rigos en la guerra” (pág. 74), las diversas Cruzadas contra los infie- 
les (pág. 83), contra los herejes (pág. 116) y contra los cristianos re- 
beldes (pág. 137). 


Sus principales afirmaciones son estas: 


[11 


a) "El porte de armas ofensivas es prohibido a los clérigos ter- 
minantemente. La violación grave y habitual trae consigo la pérdida 
del privilegio clerical (es decir, la degradación) y a veces otras gra- 
ves sanciones (excomunión, inhabilidad, privación de beneficios, mul- 
tas, etc.). Hay una excepción en el caso de necesidad: la legítima de- 
fensa. Atin en este caso de necesidad prevista, se exige en muchos ca- 
sos la licencia del Obispo" (pág. 79). 


. b) ^A los clérigos les está terminantemente prohibido todo ejer- 
cicio de las armas" (pág. 82). 


3% Añade también: “Es, por otra parte, cierto que la negación del ejercicio no envuelve de 


por sí negación del nudum ius, que podría muy bien formar parte de la generalis potestas re- 
gendi concedida por Cristo a la Iglesia" (pág. 66). 
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. €) “Sin embargo, junto a estas categóricas y constantes prohibi- 
ciones, presentan las fuentes conciliares y pontificias otros textos que, 
encuadrados dentro de la acción histórica que acompañan o condicio- 
nan, parecen señalar precisamente el ejercicio de una "vis amata’ 
propia de la Iglesia” (ibid.). 


d) Tales son los referentes a las Cruzadas. 

De estos textos se puede deducir que: a) cuando había una nece- 
sidad espiritual (en el sentido amplio que entonces se le daba? ; 
b) y los medios coactivos espirituales no bastaban a resolver el con- 
flicto?; c) y “el Estado negase su apoyo, o no pudiera prestarlo, o 
la Iglesia estimase conveniente no pedirlo” (pág. 116); d) entonces 
la Iglesia echa mano de un poder supremo coactivo material (ecle- 
siástico), poder subsidiario, según se deja ver por las afirmaciones 
anteriores, que aparece por primera vez en aquella época (al menos 
en esta forma concreta?) y que tarda en ser admitido sin discusión, 
si es que alguna vez se logró”. 


e) De donde concluye el Autor: esto no se puede explicar sin 
admitir en la Iglesia el derecho a una vis armata. Luego las Cruzadas 
son la manifestación práctica del derecho de la Iglesia a disponer 
de una coacción material suprema propia bajo la forma de vis arma- 
ta, es decir, a tener ejército propio. 

He aquí su razonamiento: 


“Del breve recorrido analítico a través de las fuentes pontificias y con- 
ciliares referentes a las Cruzadas, podemos recoger los siguientes elementos: 

Estas expediciones de índole militar presentan siempre una finalidad 
primordial religiosa, lo cual las coloca bajo la dependencia directa de la 
Santa Sede. 

Como lógica consecuencia, se sigue la participación principal que co- 
rresponde a ésta en la preparación y actuación de la Cruzada: el Papa 
la promulga, recluta el ejército con medios puramente espirituales como 
son la predicación, las indulgencias y el voto, y mantiene la suprema di- 
rección del ejército por medio de sus Legados. 

Las Cruzadas son un fenómeno, como dijimos, muy complejo, en el 


31 "Correspondía al Papa proteger a los cristianos, reprobar los crímenes cometidos en los 
paises cristianos, combatir el cisma y la herejía, prohibir todo abuso contra el poder de la 
Iglesia, oponerse a las intromisiones en los bienes eclesiásticos, defender la fe que en cualquier 
forma se encontrase amenazada. Dans tout ces cas —observa Pissad— le pape ne sortait pas 
de ses tributions en employant tous les moyens capables d'intimider ou d'anéantir ses aver- 
saires, et, en particulier, en dechinant la guerre, car il s'agissait de Vintérét de l'Eglise aui 
prime tout" (pág. 100). 

32 Cfr. todo lo referente al carácter subsidiario de la coacción material: pp. 11, 119, 142, 149; 
y lo que se dice sobre la colaboración que deben prestarse ambas autoridades, civil v religiosa 
(pág. 179 ss.). 

33 Cfr. pp. 84 y 105. 

3$ Cf pp. 98-99) 
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cual convergen multitud de factores religiosos y sociales y del cual no 
se puede pretender dar soluciones simples y rectilineas. 

Sin embargo, como elemento básico y fundamental, nos parece poder 
señalar en ellas una manifestación de la potestad coactiva material su- 
prema de la Iglesia, bajo la forma de una vis armata propia, donde el 
ejercicio de las armas está, naturalmente delegado a los laicos” (pág 114). 


f) El último peldaño de la teoría lo coloca en el capítulo VI con 
el concepto de “la delegación coactiva en manos de los laicos": 

En efecto, de la absoluta y terminante negación del derecho de la 
Iglesia a cualquier effusio directa sanguinis y de la consiguiente pro- 
hibición, repetida frecuentemente a los clérigos, de llevar armas e 
intervenir en las guerras, se podría deducir, no ya la contradicción 
sino, hasta la inutilidad de un derecho a ejército propio. 

Ya antes había dicho que derecho a effusio sanguinis y derecho 
a una vis armata propia no son lo mismo (cfr. pág. 72). Ahora aña- 
de: la dificultad, que plantea la prohibición hecha a los clérigos, se 
salva con que no sean estos, sino les seglares, los cue diriian el 
ejército y hagan la guerra. Lo cual no afecta, de suyo, a la existencia 
de este derecho por parte de la Iglesia, ya que el concepto de delega- 
ción exige que el delegado actúe con la autoridad y responsabilidad 
del mandante: en este caso “los laicos... ejercen un poder que no 
es puramente laical o secular, sino eclesiástico, procedente de la Igle- 
sia, de ella dependiente y por ella controlado” (pág. 153). 


B) LA IGLESIA Y EL ESTADO A LA LUZ DEL PODER COACTIVO. 


Como claramente lo indica el título, esta segunda y última parte 
de la obra del P. CASTILLO LARA se reduce a hacer las aplicaciones de 
los principios establecidos al caso de las relaciones entre Sacerdocio 
e Imperio*. 

A este fin repasa la doctrina eclesiástica sobre el Estado (cap. I: 
págs. 165-185) y su función coactiva en la Iglesia (cap. IT: págs. 186- 
200). Contra el parecer de la casi totalidad de los historiadores demues- 
tra con abundancia de textos cómo persevera en este período de la 
Edad Media el dualismo gelasiano, con el reconocimiento del “origen 
directamente divino del poder y su plena autonomía en la esfera pu- 
ramente temporal”. 

Sin embargo, añade, dualismo no quiere decir separación absolu- 
ta, sino independencia y colaboración. La colaboración que puede 
prestar el Estado es su ayuda material. Esta será, por tanto, una 


AO n : " . 
* “El concepto del poder supremo y, más precisamente aün, de un poder coactivo material 


supremo propio de la Iglesia, desempefia en esas relaciones un papel más preponderante del 
que hasta ahora se le ha asignado" (pág. 163). 
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obligacion sagrada del Principe cristiano, pues si ha recibido el poder 
de Dios y lo que procede de Dios, procede ordenadamente (Rom. 
xiii), debe servir a Dios y, en consencuencia, a su Iglesia. 

Hasta tal punto considera la Iglesia este deber del Estado (pág. 191, 
notas), que se encuentra con derecho a exigirlo, conminándolo inclu- 
so con penas, si faltare (cfr. pág. 192, nota 43). 


No quiere esto, sin embargo, decir —continúa exponiendo el Au- 
tor— que la única finalidad del Estado sea servir a la Iglesia (=ser 
un instrumento de la Iglesia): la Iglesia sólo habla de lo que a ella 
afecta, aunque de acuerdo con la concepción ético-religiosa del Esta- 
do medieval", dejando el resto del poder a ejercer, según Dios, pero 
independientemente (cfr. pág. 196 abajo). 


Esto, sobre todo se explica —dice el P. CASTILLO— con el concep- 
to postgregoriano del término Ecclesia: “el término Ecclesia, a raíz 
de la lucha de las investiduras, toma un sentido más eclesiológico, lo 
cual no significa puramente espiritual, sino —de acuerdo con la vo- 
luntad de su Fundador— una sociedad espiritual sí, pero visible, 
con su organización jerárquica, jurídica. Como dice LADNER: que 
comprendiese no sólo el Corpus Christi mysticum, sino también el 
Corpus Christi juridicum. En este nuevo sentido, la ecclesia tiene un 
solo jefe: el Papa. 


Y para designar la unión de todos los cristianos se emplea de pre- 
ferencia el término Christianitas. No con el sentido vago que presen- 
taba el de Ecclesia Universalis en el período pregregoriano, sino con 
uno más terreno, social-político: un conglomerado de las gentes cris- 
tianas, a la manera de un grandioso organismo jurídico-espiritual, que 
recibía su característica fundamental de la Iglesia, que era en reali- 
dad la que la informaba, le daba su ser específico de Cristiandad. 


En el período postgregoriano, nos encontramos ante dos realida- 
des sociales: la Iglesia, en su sentido jerárquico-espiritual, cuya ca- 
beza exclusiva era el Papa; y la Cristiandad, que admitía la sobe- 
ranía espiritual (nótese bien) del Papa, pero que no excluía la exis- 
tencia de los poderes temporales, con su finalidad específica, subor- 


36 “La función coactiva del príncipe en el ordenamiento canónico responde pertectamente 
a la esencia de la autoridad temporal medieval. En una sociedad como la medieval, donde los 
valores de la fe superaban a los otros, no era posible que el Estado se desentendiese del fenó- 
meno religioso. Aún más, la religión era el alma del Estado: era sobre todo la religiosidad 
programática e institucional, formal y substancial lo que caracterizaba la monarquía medieval. 
El Rey era, por definición, cristiano y debía vivir y obrar como cristiano, defender y hon- 
rar a la Iglesia y a la religión. Por consiguiente, el Estado medieval era un Estado ético-reli- 
gioso, donde tales normas eran a la vez criterio organizador y funciones institucionales. Se 
comprende, pues, cómo sea concebido como primordial deber del príncipe cristiano el colabo- 
rar con su potencia material a hacer efectivo ese ordenamiento —el canónico— mirado como 
el más perfecto y el que prácticamente trataba de actuar el reino de Cristo en la tierra” 


(pág. 198 ss.). 
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dinada sí a la Ley de Dios (el ratione peccati), pero in genere suo 
independiente. 
En resumen, los dos poderes, que en el periodo pre-gregoriano 
estaban en el seno de la Iglesia, se desplazan ahora al mundo. 
¿Cómo explicar ahora la funcionalidad dentro de la Iglesia, que 
asignan todavía al Estado los textos arriba citados? ¿No se convierte 
con ello a los reinos en instituciones eclesiásticas ? 


INOCENCIO iii presenta los dos poderes como instituídos por Dios al 
servicio de la Iglesia: Ad sponsae suae, umiversalis videlicet ecclesiae 
munimentum, pontificalem et regiam Dominus instituit dignitatem. 
Y las fórmulas gelasianas, que se repiten en este período sitúan los 
dos poderes en el firmamento de la Iglesia. 

Estos deben ser interpretados a la luz de la evolución a que nos 
hemos referido, por la cual la función política de las autoridades 
seculares fue separada del interior de la Iglesia. No indican, pues, 
que el poder civil institucionalmente está dentro de la Iglesia, sino 
señala la causa final que desde el ángulo visual eclesiástico se le asig- 
na. 

En una palabra, los reinos funcionalmente, en forma parcial están 
para la Iglesia, institucionalmente no están en la Iglesia. 

Esto resalta más con una sencilla consideración que podríamos 
llamar de perspectiva. Es sabido cómo de todo el poder civil que la 
Iglesia admite como autónomo, hay una faceta que más le interesa, 
que le toca más de cerca: la función coactiva, de la cual es, en parte, 
la destinataria beneficiada. 

Por eso en los textos aparece continuamente presentada sólo esa 
función y se da como razón de ser del príncipe cristiano ese servicio 
coactivo material en la disciplina eclesiástica. Es en sí una cuestión 
de perspectiva: los textos pontificios hacen resaltar lo que más le in- 
teresa sin negar ni desconocer por eso los otros aspectos del poder 
temporal. 

Claro está, por otra parte, que en el desempeño de esa función 
coactiva en el ordenamiento canónico, está el poder secular subordi- 
nado a la única autoridad en la Iglesia, a la jerarquía, al Papa. 

Con esa función entra el Estado dentro del círculo de la Iglesia ; 
pero no se agota allí todo su ser: institucionalmente permanece fue- 
ra. La Iglesia no lo absorbe: tiene otros menesteres en lo temporal 
que ésta le reconoce” (págs. 195 s.). 

De esta doble actuación del Estado a favor de la Iglesia: una ha- 
ciendo uso de su propio poder y en cumplimiento de su sagrado de- 
ber, otra ejerciendo por delegación de la Iglesia el supremo poder 
coactivo material eclesiástico, que los clérigos no podían ejercer por 
sí mismos, explica el contenido de la expresión “brazo secular” con 
su doble aspecto: cuando el Estado hace uso de su propio poder coac- 
tivo, se trata del brazo secular en sentido lato; cuando actúa como 
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delegado de la autoridad eclesiástica, estamos ante el brazo secular 
en sentido estricto. 

“Los dos brazos —dice— son correlativos. Cuando falta el brazo se- 
cular en sentido lato, es decir, cuando el Estado no quiere o no puede 
intervenir con su propio poder, debe la Iglesia echar mano a su pro- 
pia potestad coactiva material y sacar a relucir el brazo secular en 
sentido estricto, como hicimos notar tantas veces en la primera parte. 


En otras ocasiones, sin embargo, bien puede reunirse en una sola 
persona como cuando el príncipe obra no sólo con su propio poder 
a también con el poder recibido de la Iglesia por delegacién” (pag. 
200). 

Y así se introduce en la figura de la espada como símbolo coacti- 
vo. El desarrollo de este capítulo es un abierto avance en la penetra- 
ción de este término del que tanto, y con tan poca razón, se ha abu- 
sado. 

Como la doctrina, que expone, es repetición de la que oímos al 
P. STICKLER, nos contentaremos con el esquema final del Autor: 

“Resumiendo, pues, las conclusiones de este capítulo, podemos 
decir que el significado primitivo genuíno y más constante que, en los 
documentos conciliares y pontificios de este período, toma la espada 
material o sus sinónimos, es el del poder coactivo material supremo. 

Así mismo, la espada espiritual, o similares expresiones, corres- 
ponden al poder coactivo espiritual supremo” (pág. 221). 

Con estas aclaraciones quedan al descubierto, según él, las cau- 
sas que condujeron a las desviaciones de expresión y de doctrina en 
la concepción de las relaciones entre Sacerdocio e Imperio, motivan- 
do la tan común atribución de hierocracia a la actitud del Pontifica- 
do: el no distinguir el doble sentido (estricto o lato) del brazo secu- 
lar, de una parte, llevó a muchos a exagerar la intervención de la Igle- 
sia sobre el Estado, al interpretar situaciones de delegación como de 
auténtico y propio poder temporal, al creer que los Papas hablaban 
de todo el poder estatal, cuando en realidad sólo se referían a la fun- 
ción coactiva delegada de la Iglesia (=brazo secular sensu stricto). Y, 
al revés, juzgan contradictorias y ventajistas las alusiones de los Pon- 
tífices al origen directamente divino de la coacción material propia- 
mente estatal (=brazo secular sensu lato). 

Por otra, el tránsito, insensible, del significado coactivo al político 
(=general, integral) en el uso de la figura de la espada, junto con 
“el concepto poco preciso que se tenía del poder coactivo material su- 
premo propio de la Iglesia” (pág. 227), pudo justificar que las afirma- 
ciones de los Papas referentes al gladius materialis que Dios concedió 
a su Iglesia (=poder coactivo material eclesiástico supremo), fuesen 
interpretados como atribuciones de un poder directo in temporalibus 
(=gladius materialis sensu político, gladius temporalis). Y que al 


208 FRANCISCO DE P. VERA URBANO 


hablar la Iglesia del poder coactivo material eclesiástico supremo 
(=gladius materialis ecclesiasticus) que el Emperador habia recibido 
de la Iglesia por delegación, el sentido traslaticio politico hiciera apa- 
recer al Estado como institución pura y simplemente eclesiástica, de- 
rivando su ser y su poder de la Cátedra de Pedro. 


Si a esto se añade el doble concepto de Imperio (cfr. lo que diji- 
mos al exponer el pensamiento de STICKLER, c), tenemos ya la 
doble y opuesta perspectiva en que se colocaban el Emperador y el 
Papa al hablar del ejercicio del poder secular en la Iglesia, y la con- 
siguiente e irreductible lucha entre las.dos autoridades. 


111. —Crítica de la teoría 


Como se puede apreciar por el amplio resumen, que hemos ofre- 
cido en las páginas anteriores, la obra del P. CASTILLO LARA, a más de 
ser un eco y confirmación de la doctrina del P. STICKLER, constituye 
ella, en sí misma, un esfuerzo magnífico, que debe ser tenido en cuenta 
por quienes deseen penetrar en la historia político-religiosa de los si- 
glos xii y xiii. 

Está, pues, de enhorabuena el Pontificio Ateneo Salesiano de Tu- 
rín con este trabajo de su joven y distinguido profesor. No extraña 
que, después de esta valiosa confirmación, la teoría del P. STICKLER 
vaya conquistando, entre sus adeptos, nombres tan ilustres como los 
de Yves CoNGAR", MACCARRONE", KEMPFF”, B. TIERNEY”, etc. 

Sin embargo, como toda teoría, no deja de tener sus puntos me- 
nos claros. De propio intento no hemos querido subrayar los que he- 
mos encontrado, para no turbar la exposición del pensamiento de los 
preclaros autores: no se trata de una polémica sino de una presen- 
tación. 

Juzgaría, empero, contrario a la sinceridad, que debe reinar en 
el campo de la investigación, sobre todo de la histórica”, no exponer 
mi punto de vista, no tanto para contrastarlo con el de los PP. STI- 
CKLER y CASTILLO, cuanto para someterlo a la consideración de tan ex- 
celentes especialistas. Me anima la confianza de que ya ambos han 
oído mi opinión respecto a estos problemas, y el último de ellos in- 
cluso me pidió que se la expusiera, después que leyera su obra, en- 
tonces todavía en prensa. 


+ L'ecclésiologie de S. Bernard, en "Analecta Sacri Ordinis Cisterciensis" 9 (1953), 169 s. 
38. Art. cit. 


Papsttum und Kaisertum bei Innocenz iii, Roma 1954, pág. 190 s. 


Some recents works on the political theories of the medieval canonistis, en “Traditio” 
10 (1954), 610. 


4 Pío XII, Discurso cit. p. 319. 
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En mi modesta apreciacién la sentencia expuesta tiene dos puntos 
de indiscutible avance en el campo jurídico-histórico: la pervivencia 
de la concepción dualista y el significado coactivo del vocablo “gla- 
dius”. Los testimonios aducidos, tanto de parte de los glosadores co- 
mo de los documentos oficiales, son decisivos. 

En consecuencia estimo un verdadero acierto cuanto se dice del 
origen directamente divino del poder civil y de su función protectora 
propia; así como la doctrina acerca de los principios que rigen la 
coacción eclesiástica y su aplicación al ius gladii bajo la forma de la 
effusio sanguinis. 

No encuentro, sin embargo, legítima la conclusión a que llega el 
P. CASTILLO en el caso de las Cruzadas. Ciertamente la Iglesia inter- 
viene directamente por motivos religiosos más o menos amplios, con- 
forme a la mentalidad medieval, publicando la cruzada, reclutando 
el ejército y hasta dirigiendo las operaciones militares. Pero de esto 
no se puede deducir, como única conclusión posible, la afirmación 
para la Iglesia del ius glad? en la forma suprema de la vis armata*; 
pues, aparte de la contradicción que entraña esto con cuanto se ha 
dicho acerca de la effusio sanguinis y de la prohibición de llevar o 
ejercer las armas, queda por examinar todavía otra hipótesis más en 
consonancia con los principios expuestos y casi unánimemente admi- 
tida por los cultivadores de la historia política*. 

Veamos por partes. 


1.—Que se da abierta contradicción es cosa clara. El mismo au- 
tor lo reconoce. Así empieza el capítulo, que sigue al análisis de la 

effusio sanguinis y de la vis armata: 
“Los capítulos anteriores, con la abundante documentación textual 


allí aducida, nos han colocado frente a dos afirmaciones que, de ser vis- 
tas sólo superficialmente, se tendrían por opuestas e irreconciliables”. 


Y, aunque después añade como explicación : 

“La oposición de esos dos parciales resultados de nuestra investigación 
es, con todo, sólo aparente y su conciliación se encuentra en el hecho de 
que no son los clérigos los encargados de ejercer inmediatamente el minis- 
terio de las armas (lo cual sí implicaría contradicción), sino los laicos. Pe- 
ro dichos laicos —como hacíamos notar— ejercen un poder que no es 
puramente laical o secular, sino eclesiástico, procedente de la Iglesia, de 
ella dependiente y por ella controlado” (pág. 158). 


la realidad es, al menos en nuestro criterio, que no resuelve nada. 
Pues la delegación, aparte de ser una hipótesis más dentro de la teo- 
ría del supremo poder coactivo material eclesiástico*, a nuestro modo 


43 Cfr. CASTILLO Lara, Coacción eclesiástica..., pág. 114. 
43 Cfr. más adelante, pág. 211 del presente estudio. 
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de ver, lejos de aclarar la contradicción, la confirma, al menos teó- 
ricamente. 


En efecto, el concepto de delegación exige que el delegado actúe 
con la autoridad y responsabilidad del mandante. El propio autor lo 
repite a saciedad: 


“los laicos... ejercen un poder que no es puramente laical o secular, 
sino eclesiástico, procedente de la Iglesia, de ella dependiente y por ella 
controlado” (cit.). 

“Por medio de la delegación, el titular de un poder puede enconmendar 
su ejercicio inmediato a segundas personas, conservando íntegro el dere- 
cho, que ni disminuye ni se aminora. El delegado, en tal caso, obra en 
representación del delegante, en virtud del poder que de él recibe, dentro 
de los límites y para los fines u objetivos por él fijados” (pág. 154). 

“Esta (la Iglesia) mantenía la alta dirección de las operaciones y era, 
en último término, responsable de ese ejército cristiano” (pág. 154%). 

“Todo su poder (habla de Simón de Monfort, jefe del ejército cruzado 
contra los Albigenses), en esa campaña, le proviene de la designación de 
la Iglesia: es el poder coactivo material sumo eclesiástico el que ejerce; 
está, en otras palabras, convertido en el brazo secular de la Iglesia, 
que ejerce las funciones que serían indignas de los ministros del Señor” 
(pág. 156). 


Es decir, la autoridad eclesiástica obra por medio del poder secu- 
lar que, en este caso, es un instrumento, ministro, mero ejecutor de 
la coacción eclesiástica material suprema 


Ahora bien, después de estas afirmaciones, oigamos estas otras 
palabras del mismo P. CASTILLO: 


“Si, por el contrario, se quiere entender (por ius mediatum effusio- 
nis) un ejercicio de la potestad coactiva-material de la Iglesia, hecho por 
medio del Estado (ministro, mero ejecutor), hemos encontrado que los 
textos de nuestras fuentes son abiertamente contrarios” (pág. 66). 


Cabe todavía que se nos diga: es que la vis armata de la Iglesia, 


en los casos que hemos aducido, no tendía directamente a una effusio 
sanguinis. 


4 "En nuestro período aparece con Inocencio iii claramente formulado el concepto ecle- 


siástico de Imperio". Lo lógico sería que él hubiese hablado también de delegación, si es ver- 
dad que el Imperio como tal es un delegado eclesiástico. Sin embargo, no es así: "Es cierto 
que Inocencio no habla de la concesión de la espada material al Emperador, pero al hablar de 
la provisión del Imperio deja claramente sentados los derechos de la Iglesia, a la cual perte- 
nece el negocio principaliter et finaliter” (pág. 277). 

5 El subrayado de esta cita y el de la siguiente es nuestro. 
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El propio autor responderá por nosotros: 


“Las cruzadas no son simples peregrinaciones... En nuestro período 
presentan un inconfundible carácter guerrero: son verdaderas expedicio- 
nes armadas. 

No hacen falta muchos textos para probar esta afirmación casi evi- 
dente: no hay una sola bula de cruzada de la cual no se pueda colegir 
que los Papas exhortan a los cristianos a una expedición bélica” (pág. 
4) e): Ss 


Y, por muy suaves que fuesen en aquella época las guerras, siem- 
pre llevarían consigo derramamiento de sangre y muertes. 

Pero todavía hay más: en las cruzadas intervenían los clérigos 
como sujeto activo, aunque no podían combatir personalmente (cfr. 
pág. 92); lo que contrasta abiertamente con toda la legislación conci- 
liar contemporánea”. Ma 


Si recordamos, además, que el canon 18 citado del Concilio iv de 
Letrán prohibía toda intervención, aün indirecta, de la que pudiese 
seguirse mutilación o muerte (cfr. pág. 40 ss.), creemos que basta ya 
para negar a la Iglesia, atin en los casos aducidos de las cruzadas el 
ejercicio del derecho a una vis armata propia. Pues, aunque effusio 
sanguinis y vis armata no son la misma cosa; ciertamente, al menos 
a nuestro parecer, la segunda incluye a la primera, y, por tanto, la 
“incompatibilidad esencial” (pág. 46), que se atribuye a la effusio 
sanguinis respecto de la mansedumbre eclesiástica, hay que afirmarla 
con creces al hablar de cualquier clase de vis armata eclesiástica en 
ejercicio, al menos". 

¿Qué interpretación daremos, pues, al hecho de las cruzadas? 


Creemos que sólo se trata de guerras defensivas: el ejercicio co- 
lectivo del derecho natural a la legítima defensa". Es una consecuen- 
cia del concepto dominativo del poder, propio de aquella época. Y 
ya estamos ante la otra hipótesis a que nos referíamos: 


2.—El poder en el Estado medieval tiene un carácter eminente- 
mente patrimonial. La potestas era más un dominium que un impe- 
rium. Es el influjo del Derecho Germánico”. En esto se diferencia la 
idea política germánica de la clásica romana del Bajo Imperio. 

Contra el concepto clásico de un Estado abstracto, fruto de una 


£ Cfr. en la misma página algunos ejemplos. 

41— Cfr. pág. 97.nota 7; 89 n. 13; 43 nn. 27, 28, 310832235 A 

48 Dejamos lo del nudum ius, ya que aquí lo que se pretende es deducir un derecho preci- 
samente de una actuación. 

A Pag. 75 nota 7 Ss.) Sin. 88. ; 

30 Ivo A. Zeicer, S. J., Historia Iuris Canonici, II De Historia Institutorum Canonicorum, 


Roma 1940, pág. 90 ss. 
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concepción republicana y de la doctrina naturalista, la doctrina ger- 
mánica representa en lo político la valoración de lo concreto y de lo 
personal”. "NA 

Sobre el primero, principalmente después del advenimiento de la 
democracia, se ha podido construir toda una teoría del Estado como 
persona jurídica. La organización política medieval, fundada en la 
propiedad privada, sirvió de base a HALLER para su teoría de los Es- 
tados patrimoniales". 

"El poder se hereda de padres a hijos tanto en el reino como en 
los señoríos. A veces el reino se divide entre los hijos del monarca 
muerto. Parece que hay una correlación estrecha entre poder y pro- 
piedad, y la hay de hecho. Las personas no están en la posición de 
ciudadanos que constituyen la cosa pública”, sino es más bien subor- 
dinación personal hacia los señores... Todas las relaciones políticas 
en esa época pueden reducirse a los conceptos puramente privados de 
propiedad y servidumbre. El gobernante no es más que el dueño. Los 
demás son sus sujetos. No dejaría de ser significativo que la misma 
palabra “vasallo”, con la que se nombra a quien entra en relación de 
fidelidad con el señor (y el vasallaje es institución capital en el Esta- 
do de la Edad Media) proceda del celta gwas, que significa sier- 
TO 


Concebido el poder como dominio (potestas = dominium), el obje- 
to del poder resulta, por consiguiente, un patrimonio: patrimomum 
regale o patrimonium pontificium, según la autoridad. Se reduce, pues, 
la potestas a la administración del propio patrimonio: disponer de lo 
propio, ordenarlo y defenderlo. De ahí que las principales manifes- 
taciones del poder social fueran la jurisdictio y la coactio: la prime- 
ra para designar a cada uno lo suyo (su puesto, su "parcela"); la 
segunda, con una doble función a su vez, una interna, correlativa a 
la jurisdictio, para hacerla eficaz, y otra externa para impedir que 
otros vengan a turbar la tranquila posesión del propio dominio; al 
fin, un poder "excluir" a otros del propio patrimonio. 


No tiene, pues, de extraño el que el poder social adquiera un ca- 
rácter preponderantemente militar y coactivo. Y así se explica cómo, 
al emplear la figura de la espada para simbolizarlo, ain conservando 
su primordial sentido coactivo (que, como ha demostrado el P. Sri- 


51 ANGEL LóPEZ-AMO, El poder político y la libertad, Madrid 1952; cfr. todo el cap. v: 
Estado medieval y Estado moderno, pág. 207 ss. 

52 Karl Ludwig Von. Harrer, Restauration der Staatswissenschften, Winterthur 1820, 
53 De ello es modelo el “populus romanus". 

55 Lórez-AMO, op. cit. pág. 219. Y, sobre todo, en esta materia, es clásico Otto Von 
GIERKE, Das deutsche Genossenschaftsrecht, Berlín 1868, el vol. I: Rechtsgeschichte der 
deustschen Genossenschaft: puede verse, por citar algo, el § 7, pág. -54. Cfr. también 
L. WECKMANN, La sociedad Feudal, Esencia y supervivencia. México 1944, p. 15. 
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CKLER es el suyo propio), incluya al mismo tiempo un significado más 
general (el que llama STICKLER politico), que llega incluso a imponerse 
como definitivo. 

Como confirmación de cuanto venimos diciendo, puede verse el 
significado histórico-jurídico medieval de las voces "dominium" y “po- 
testas" en Du CANGE” y L. FERRARI” y la misma evolución histórica 
del vocablo y concepto de “soberanía”. i 

Por consiguiente, a nuestro parecer, no interesa destacar tanto el 
significado coactivo del “gladius”. En la práctica da igual que se le 
dé el significado específico (coactivo) como el general (politico). Te- 
niendo el mando un significado prevalentemente dominativo, la coac- 
cién adquiere tal relieve, que viene a simbolizar todo el poder. 

Según esto —nos dirán—, ¡acuellos pasajes, en aue el Papa se 
atribuye a sí mismo la posesión de las “dos espadas”, han de tener 
necesariamente un sentido hierocrático ! id 

No lo creemos así. Nos explicaremos: por lo pronto son pocos los 
textos en que se atribuyen al Papa las "dos espadas"; casi siempre 
suele hablarse de las “dos espadas de Pedro" o “de la Iglesia”, que 
es cosa diversa. Y, aün en aquellos párrafos, en que abiertamente se 
habla del “Papa”, siempre se añade, o está implícito en el contexto, 
aue se trata del Papa “como Vicario de Cristo". 

A nuestro modo de ver, éste es otro problema, lizado naturalmen- 
te a cuanto hemos dicho del concepto dominativo del poder, pero que 
depende de otro aspecto de la mentalidad medieval: el concepto de 
"Ecclesia". 


3.—En la literatura cristiana el término “Ecclesia” ha sufrido una 
evolución progresivo-regresiva*. Al principio tiene un significado par- 
tienlarista. casi privado, como la comunidad de los creventes. Más 
tarde toma carta de ciudadanía al adauirir el Cristianismo carácter 
de asociación religiosa pública, hasta oficial, pero sin exceder los lí- 
mites de una sociedad espiritual. En este sentido se coloca frente al 
reino del César: los dos, cada cual en su provio aspecto, rigen el 
mundo. La expresión más clásica de esta versión se contiene en la 
carta del Pana GrrAsro T al Emperador Anastasto (a. 494): 


“Duo quippe sunt, imperator auguste, quibus principaliter mundus 
hic regitur: auctoritas sacrata pontificum, et regalis potestas'””. 


55 Glossarium mediae et infimae latinitatis, III, 172 ss.; VII, 303 ss. À 

36 Bibliotheca canonica juridica moralis Theologica, vol. iii, Matriti 1795, pág. 95 ss.; 
vol. iv ad v. “jurisdictio” pag. 346 ss. 

57 Lo Grasso, Ecclesia et Status, Romae 1952, nn. 447, 486, 495. AM i 

58 GERHART B. LADNER, The concepts of “Ecclesia” and “Christianitas’ and their relation 
to the idea of papal “plenitudo potestatis” from Gregory vii to Boniface viti, (Miscellanea 
Historiae Pontificiae 18), Roma 1954, 49-77. 
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El derecho público la ha consagrado con el apelativo de “fórmula 


gelasiana”. 

En la baja Edad Media, consumada la invasión del Imperio Ro- 
mano de Occidente, la Iglesia se encuentra frente a unos pueblos jó- 
venes, llenos de vigor pero faltos de la formación social universalista y 
jurídica del mundo civilizado. Lógicamente crece su papel: a medida 
que el Credo cristiano va conquistando adeptos entre ellos, la fe em- 
pieza a informar sus vidas y la moral evangélica dirige la cosa pú- 
blica. Después, sobre la base de esa unidad religiosa, los Obispos y los 
Monjes irán instalando, depurados y cristianizados, los esquemas cul- 
turales y administrativos de Grecia y Roma. La Iglesia se ha con- 
vertido en guía del nuevo Occidente: un mundo nuevo, un enjam- 
bre de pueblos regidos y aglutinados por el estrecho lazo de la cari- 
dad. Tiene un doble valor eso de que “la Iglesia es la Madre de los 
pueblos cristianos”: ha ensanchado sus fronteras y ahora el voca- 
blo “Ecclesia” empieza a tener un significado transcendente, integral: 
es el Corpus Christi mysticum, dentro del cual tenían su sitio y des- 
arrollaban su propia misión el Sacerdote y el Rey, el Papa y el Em- 
perador. 

Como esta concepción de la “ecclesia” se desarrolló en el occiden- 
te cristiano, sobre todo en el período de Carlomagno, la llamaremos 


con el profesor LADNER “tradición carolingia””. 


Según ella, Papa y Emperador eran dos servidores de la “Iglesia”: 
los dos brazos (espiritual y secular) de la Iglesia. Cada cual desde su 
ee respectivo protegía el patrimonio eclesiástico (= patrimonium 
idei). 

En otras palabras: el cristiano tenía sus intereses espirituales y 
temporales defendidos por la doble espada, papal e imperial, cada 
una en el ámbito de su propia competencia. 


Ambas proceden directamente de Dios (dualismo); ambas son in- 
dependientes en el propio ejercicio. Pero esta independencia no quiere 
decir desconocimiento: ambas deben reconocerse y ayudarse. De la 
mutua colaboración ha de resultar el bien total: la defensa del patri- 
monium fidei. 

Cuando no basta la fuerza material, el Papa prestará su coacción 
espiritual; cuando la coacción espiritual sea insuficiente, el Empera- 
dor prestará su coacción material”. 

_ Las dos autoridades funcional e institucionalmente son eclesiás- 
ticas: han sido puestas por Cristo al servicio de su Iglesia. 


, 


59 Lo Grasso, op. cit., n.° 108. 

60 Cfr. G. Scuntrer, Kirche und Kultur im Mittelalter, 3 vols., Paderbon 1927-1929 
91 Art. cit., p. 50. i i 
$2 Cfr. CASTILLO, op. cit., p. 239 notas; p. 249 ad not. 91, 
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En este sentido el Imperio tiene un carácter especial, distinto del 
de todos los otros reinos temporales: es el principal encargado de la 
protección material de la Iglesia, su advocatus. defensor. Y esta mi- 
sión especial la recibe de Cristo, de la Iglesia por medio de su Jefe 
visible el Papa, el Vicario de Cristo (“de altare beati Petri”y”. 


Pero una cosa es que Cristo, Pedro, el Papa dé una comisión es- 
pecial a un rey (el más poderoso) ungiéndolo al modo bíblico como 
defensor del pueblo de Dios (=nombrándolo emperador), y otra que 
el Emperador sea un delegado de la Iglesia (semsu gelasiano) o del 
Papa. 

Con esta comisión no se da.al Emperador poder especial. Sólo se 
le confía algo especial para que lo defienda: se le amplía el campo a 
su competencia para que ejerza la protección material (suya propia) so- 
bre un objeto, que de suyo sólo tendría protección espiritual. 

Más bien, diríamos, se le facilita el cumplimiento del sagrado de- 
ber, que tiene como Gobernante (sobre todo en aquella época) de 
poner su espada al servicio de Cristo. 


En esta concepción de la “Ecclesia” es evidente que el Papa tiene 
una doble personalidad —prescindimos de la que tiene como Rey de 
los Estados Pontificios—: una como “señor” del patrimonio religioso 
particular (=patrimontum pontificium), como Jefe religioso, con un 
poder exclusivamente espiritual; y otra como Vicario de Cristo y 
Cabeza visible de la “ecclesia” integral. 

En este último sentido se confunde con Cristo, Pedro, la Iglesia : 
es el instrumento por medio del cual actúa Cristo. Baio este aspecto 
es el encargado de ese patrimonio total cristiano, del patrimonium 
fidei. En este sentido se puede decir aue el Papa tiene la “blenitudo 
potestatis" aún temporal; pero sólo en el sentido de la “Eger cui 
lenia": todo poder viene de Dios y, para ser ordenado (Romanos 
xiii), ha de ejercerse según Dios. Ahora bien, en la presente econo- 
mía, el servicio de Dios incluve el servicio a la Iglesia, aue es la obra 
de Dios. Luego sólo poniendo a disposición de la Iglesia el propio 
poder temporal o recibiendo misión especial en ella (=en la “eccle- 
sia”), se puede decir que se tiene un poder legítimo (=ordenata po- 
testas). 

En este sentido solamente se puede decir aue el poder temporal 
es recibido de la Telesia: en cuanto que ha recibido su "legitimación", 
su "ordenación a Dios", de ella*. 


63 Sería interesante estudiar las relaciones entre Petrus y Ecclesia en la literatura de esta 
época. ; i T 
$4 Prescindimos de aquellos textos claros, en que, según LADNER (art. cit., p. 63 ss), "ple- 
nitudo potestatis" tiene sólo un significado espiritual, legaticio o romano. w 

65 Cfr. más adelante (pág. 28, b.) lo que diremos en el análisis de la “Eger cui lenia”. 
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Por el contrario, el salirse de la “recta ordinatio ad Deum” por 
el uso indebido del poder, quita legitimación (en el sentido expuesto) 
al propio poder, provocando la declaración formal del que es, como 
Vicario de Cristo, el encargado de la supervisión de todo lo que se 
realice en la Iglesia universal”. 

Complemento de esta privación es la desvinculación de los súbditos. 
Aunque no hacía falta, pues al cesar uno de los términos de la relación 

“autoridad-súbdito”, cesa la misma relación, el Papa suele, a continua- 
ción de la privación (cfr. lo que diremos al hablar de Inocencio iv), li- 
brar a los súbditos del juramento de fidelidad, prohibiéndoles todo tra- 
to y reverencia al despojado”. 

Naturalmente este carácter eclesiástico del Imperio (el sentirse 
el Emperador con misión divina en la Iglesia y sobre el Papa”), se 
prestaba a abusos e ingerencias”. Así como, a pari, el hecho de que 
el ejercicio del poder temporal en la Iglesia, sobre los cristianos, tu- 
viese que estar controlado por el Papa, como Vicario de Cristo”, se 
prestaba asimismo a excesos por parte del Pontificado. Es lo aue se 
tradujo en la célebre lucha de las investiduras. 

Gregorio vii se encuentra con esta situación tan compleja y quiere 
deslindar los campos. Para ello restaura el antiguo concepto gelasia- 
no de la “ecclesia” como corporación jurídica espiritual frente al Es- 
tado en el mundo. i j 

El cambio fue. sin embargo, lento. Nótese la evolución de su pen- 
samiento en estos dos documentos: 


“Nam sicut duobus oculis humanum corpus temporali lumine regi- 
tur, ita. his duabus dignitatibus (i.e. Sacerdocio e Imperio) in pura reli- 
gione concordantibus corpus ecclesiae spirituali lumine regi et illumina- 
ri probatur””. 

"Credimus prudentiam vestram non latere omnibus aliis excellentiores 
apostolicam et regiam dignitates huic mundo ad eius regimina omni- 
potentem Deum distribuisse. Sicut enim ad mundi pulchritudinem oculis 
carneis diversis temporibus repraesentandam solem et lunam omnibus 
alis eminentiora disposuit luminaria, sic ne creatura, quam sui benigni- 
tas ad imaginem suani in hoc mundo cfteavérat, in errores et mortifera 
traheretur pericula, providit ut apostolica et regia dignitate per diversa 
regeretur officia"? 


86 Lo Grasso, of. cit., n.° 501. 

87 Jbid., nn. 294 y 441. Puede darse incluso el caso de cesar la excomunión y no devolvér- 
sele, en cambio, el poder y la obediencia de los sübditos: cfr. Lo Grasso, n.° 329. 

$8 Cfr. G. Virtostapa. Historia de la Iglesia, II La Edad Media, Madrid, pág. 100. n. 4. 

$9 Así como se consideraba al Papa como jefe supremo en lo espiritual, pretendía el Em- 
perador que se le tuviese por jefe supremo temporal, atin sobre las cosas materiales de la Igle- 
sia (sociedad religiosa), condicionando la protección a este sometimiento: cfr. Lo GRASSO, 
n.° 346 comparado con el 331. 

7 Tbid., n.° 494. 

1 A Rodolfo de Suavia, a. 1073; cit. en LADNER p. 51, nota 9. 

7 A Guillermo el Conquistador, a. 1080; cit. ibid., nota 10. 


SACERDOCIO E IMPERIO 217 


Sin embargo, la realidad es que el concepto carolingio siguió vigien- 
do paralelamente a la concepción de S. GREGORIO vii (— concepción 
gregoriana”), llegando a veces a mezclarse con él en una confusión 
de términos y doctrina, que LADNER llama “tradición carolingia inver- 
lida", : 

. Nos encontramos, pues, en este período con una triple concepción 
de la "Ecclesia", que condiciona, a su vez, una triple concepción de 
las relaciones “Sacerdocio-Imperio”: concepción carolingia, gregoria- 
na y carolina invertida. ¿Cuál de ellas prevalece en los siglos xii y 
xiii ? 

La respuesta, entendemos que no puede ser general. Será cues- 
tión de ir repasando los distintos documentos, que mayor dificultad 
encierren, y el mismo contexto aclarará el significado. 

Sin embargo, nos atreveríamos a pensar que prevalece, con mu- 
cho, la tradición carolingia. Aán cuando en el empleo del término 
"ecclesia" se note realmente una restricción de sentido, persiste todo 
el esquema doctrinal propio del concepto integral del mismo. 

Cada Pontífice explotará después la idea que más exijan las cir- 
cunstancias o que se adapte mejor a su propia mentalidad jurídico- 
eclesiástica; pero siempre el punto de partida será el mismo: La Igle- 
sia es el reino de Cristo, el patrimonio que conquistó con su sangre. 
Tiene la misión más grande que puede caber en este mundo: llevar 
al hombre a su destino sobrenatural eterno. Para ello ha recibido de 
Cristo la delegación de su poder”. Luego tiene la mayor excelencia 
bor la suprema categoría de su fin, y, en consecuencia, el Papa, como 
Vicario de Cristo, bosee la más alta autoridad hwmana. 

Desde la aparición de la Iglesia el poder temporal ya no tendrá 
más misión que preparar el orden social terreno apto para el desen- 
volvimiento de la gracia: ha de poner, pues, a su servicio la fuerza 
material de que dispone. Es el único medio de entrar en el plan de 
Dios. De otro modo no sería un “poder ordenado" (Rom. xiii), sino 
tiranía, ya que no conduce a la salvación (“Eger cui lenia”). 

Esta misión de lo temporal en la Iglesia auedará consagrada con 
la elección y coronación de Carlomagno. El Emperador será desde 
ahora, con mayor razón, algo eclesiástico no sólo por su finalidad 
sino hasta por su institución”: el brazo secular de la Iglesia. Ahora 
se podrá decir con verdad que la Iglesia tiene "las dos espadas", al 
comprender dentro de su ámbito los dos supremos poderes (Sacerdo- 
cio e Imperio) o, si se prefiere, las dos supremas coacciones, la espi- 


735 LADNER, art. cit., p. 55. 

"^ Ibid., p. 56. 

75 Cfr. Castitto L., op. cit., pág. 242 nota 69 y Lo Grasso, n.° 450. 
76 Cfr. Casto L., pág. 239 nota 58; Lo Grasso nn. 366 y 455. 
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ritual y la material, una en manos del sacerdote y la otra, a disposi- 
ción también del sacerdote (“ad nutum sacerdotis”) porque lo mate- 
rial debe estar al servicio de lo espiritual, pero en las manos del sol- 
dado ("militis manu”). 

¡Qué natural parece ahora la expresión de San Bernardo en el 
célebre texto del “De Consideratione" : 

Uterque ergo Ecclesiae et spiritualis scilicet gladius, et materialis ; 
sed is quidem pro Ecclesia, ille vero et ab Ecclesia exserendus: ille sa- 
cerdotis, is militis manu, sed sane ad nutum sacerdotis, et iussum impe- 
ratoris". 


Aunque, ciertamente, la última vez, que emplea el término “Eccle- 
sia", le da un sentido restringido de Cuerpo jurídico-espiritual (“sa- 
cerdotis manu”), nadie negará que las otras dos veces, que lo usa 
("uterque ergo Ecclesiae... pro Ecclesia...”), y todo el contenido doc- 
trinal del párrafo están plenamente dentro de la tradición carolingia. 

Por consiguiente, las expresiones pontificias y conciliares, que repi- 
ten el pensamiento y hasta las palabras del Santo, son justas ni ne- 
cesitan de alambicadas distinciones para escapar al mote de hiero- 
cracia. 

No hay, pues, que temer a INOCENCIO iii cuando dice a FELIPE ii 
AUGUSTO, Rey de Francia, que proceda contra los herejes que devas- 
tan la Iglesia, 

"eo quod gladium quem Petrus per seipsum exercet, non metu- 
Unt 


La mentalidad del Pontífice es claramente carolingia, como lo 
prueba la alusión al pasaje de San Bernardo v lo confirma este otro 
texto mucho más claro: 


"Ad firmamentum igitur coeli, hoc est universalis ecclesiae, fecit Deus 
duo magna luminaria, id est, duas magnas instituit dignitates, quae 
sunt pontificalis auctoritas, et regalis potestast”, 


Otro tanto hay que decir de Honorio iii, cuando afirma: 


"duplici gladio Petri nos circa femur accinximus, obviantes olle pesti- 
fere®!, 


y de las siguientes citas de GREGORIO ix: 


"Ilud autem adiicimus quod utrumque gladium ad Romanum perti- 
nere Pontificem ex evangelica lectione tenemus. Etenim loquente Jesu 


"7 Lo Grasso, n.° 368. 

BaCi nota 63. 

73 PL 215; cit. en CASTILLO, pág. 237 n.° 49. 

% Lo Grasso, n.° 427. 

31 Cit. en CASTILLO, pág. 241 n.° 63; cfr. también nota 64, 
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discipulis de acquisitione gladii spiritualis, illi duos ibi positus ostende- 
runt, quod Dominus dixit sufficere ad cohibitionem videlicet spiritualis 
et corporalis offensae. Si materialem gladium pertinere concedis ad po- 
tentiam temporalem, attende quid in Mathei evangelio Dominus dicat 
Petro: Converte gladium tuum in locum suum. Dicendo tuum materialem 
signavit gladium, quo percusserat ille servum principis sacerdotum. De 
spirituali nemini venit in dubium, cum ei, id est, Petro, per cuiusdam 
spiritualitatis apicem ligandi atque solvendi commiserit potestatem. Uter- 
que igitur gladius ecclesiae traditur: sed ab ecclesia exercetur unus: alius 
pro ecclesia, manu saecularis principis est eximendus, unus a sacerdote, 
alius ad nutum sacerdotis administrandus a milite", 

"Imperatore constantinopolitano negligente defendere libertatem, ec- 
clesia gladii spiritualis et materialis obtinens a Domino potestatem, ut 
alterum ipsa exerat et ut alter exeratur indicat, imperium eidem Carolo, 
qui non solum violatores libertatis ecclesiae sed et rerum eclesiasticarum 
sua virtute compescuit turbatores, contulit?” . 

"Sic quondam Moyses, ad quem fiebat sermo Domini, qui est gla- 
dius specialis, Amalech oratione, Josue vero minister eius ut legitur fe- 
rro prostrabat, et non solum nichil sine oratione materialis gladius pote- 
rat, sed desinente hac ille protinus succumbebat. Denique tantam hec 
inter se desiderant unitatem, ut cum fecisse de uno Dominus acquiren- 
do gladii mentionem, duo in eodem loco protinus sint ostensi, respon- 
dentibus iis quibus de mistica mercatione fuerit imperatum: "Ecce gla- 
dii duo hic", id est, non hic unus et alius alibi sunt, sed hic in uno loco, 
videlicet propter unum quod est necessarium, ad totum hominem qui ex 
duabus constans substantiis ad duo diversa nititur corrigenda", 


y de la “Eger cut lema" de INOCENCIO iv”. El P. CastTILLO le dedica 
siete páginas (págs. 245-252). Creemos, sin embargo, que no resuelve 
el problema que plantea el documento. Se atiene a demostrar el sig- 
nificado coactivo de la espada y, después de varios intentos, acaba 
casi por dar la mano al enemigo: “...el Papa trataba de rechazar 
las intrusiones indebidas en el seno de la Iglesia. Esta preocupación 
principal domina toda la epístola: al afirmar la plenitud de sus dere- 
chos, no es de extrafiar que algunas de sus afirmaciones pudiesen pa- 
recer verdaderas extralimitaciones, que, sin embargo, deben siempre 
ser interpretadas a la luz del pensamiento decididamente dualista del 
Pontífice" (pág. 252). 

Sin embargo, dentro de la concepción carolingia de la "Ecclesia" 
el texto tiene un sentido clarísimo como ninguno. Es una contestación 
a las protestas v acusaciones de FEDERICO 11 contra su destitución de- 
cretada en el Concilio de Lyón. El Emperador había acusado de nu- 


82 Cit. ibid., p. 242, n.° 68. 
3 Ibid., n.° 69. 
84 [bid. p. 245, n° 77. 
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lidad a la sentencia dada por incompetencia del juez (el Papa) y por 
incumplimiento de las formalidades procesales Termina asi d res- 
cripto imperial: 


"Advertat igitur prudentia tua, si predicta sententia nulla ipso iure, 
nullus ipso iure processus —non magis in nostram quam in omnium re- 
gum et principum ac quorumlibet dignitatum temporalium perniciem-— 
debeat observari, quam nulla nostrorum Germanie .principum, a quibus 
assumptio status et depressio nostra dependet, presentia vel consilio fir- 
maverunt. Advertat et aliud: qualis ex istis initiis exitus expectetur®. 


INOCENCIO iv acepta la polémica en el campo escogido por FEDERI- 
co ii y responde también con razones jurídicas. De ahí la importan- 
cia del documento. Daremos un resumen de sus ideas. 


a).—Resistir al juicio del Vicario de Cristo es resistir a la ordena- 
ción de Dios", porque: 


"Generali... legatione in terris fungimur Regis regum, qui non solum 
quemcumque, sed ne quid de rebus aut negotiis intelligeretur exceptum, 
sub neutro genere generalius universa complectens, etiam quodcumque 
ligandi super terram pariter et solvendi apostolorum principi nobisque 
in ipso plenitudinem tribuit potestatis, etiam ut doctor gentium huius- 
modi non restringendam estenderet ESL "An nescitis, quoniam an- 
gelos judicabimus? Quanto magis secularia"!|. Nonne ad temporalia quo- 
que porrectam exposuit datam eidem in Becas potestatem, ut hiis inte- 
llieatur minora subesse, quibus subdita sunt maiora?*?". 


De otro modo la autoridad pontificia sería menor que la del Sacer- 
docio antiguo, de quien se dijo: "Ecce constituit te super gentes et 
super regna, ut evellas et plantes?" 


b).—La consecuencia es clara: 


"Relinquitur ergo Romanum Pontificem posse saltem casualiter suum 
exercere pontificale iudicium in quemlibet Christianum, cuiusqumque con- 
ditionis existit, presertim si de ipso alius iustitiae debitum nolit red- 
dere vel non possit, maxime ratione peccati, ut peccatorem quemcum- 


85 Casi podría afirmarse con certeza la paternidad de la “Eger cui lenia" por el hecho de 
que se encuentra en la misma línea de pensamiento de otros textos admitidos ciertamente como 
de Inocencio iv. Así por ejemplo éste, que cita y comenta el P. Castro en la p. 170: “Ha- 
biendo los soberanos recibido la potestad de lo alto, desuper, del cielo, celitus, deben adecuar 
su ejercicio a la voluntad de Dios: Collata celitus tibi potestas tunc erit tibi utilis et salubris 
si ad divine dirigatur beneplacitum voluntatis, dice en una epístola al Rey de Aragón" (of. 
ds Doe 170). 

Lo Grasso, n.° 445, 

87 Ibid., n.° 446. 

88 Ibid., n.° 447. 

89 Tbid., n.° 448. 
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que, postquam in profundum viciorum venerit per contemptum, tan- 
quam publicanum et ethnicum haberi constituat et a fidelium corpore 
alienum sicque saltem per consequens privatum, si quam habebat, tem- 
poralis regiminis potestate, que procul dubio extra ecclesiam efferri om- 
nino non potest, cum foris, ubi omnia edificant ad gehennam, a Deo 
. nulla sit ordinata potestas%”. 


Hemos subrayado de propio intento las últimas líneas de este pá- 
rrafo, porque queremos destacar una idea eminentemente carolingia 
que es, a nuestro juicio, el eje de toda la epístola. Es la del Apóstol 
a los Romanos, en su capítulo xii: todo poder viene de Dios; quae 
autem sunt a Deo ordinata sunt. Luego el poder también debe ser 
ordenado, debe conducir a Dios. Ahora bien, en la presente economía 
el orden hacia Dios exige el servicio a la Iglesia. Luego sólo en ella 
se puede dar una "ordinata potestas”; fuera todo poder es tiranía, 
porque no conduce a la salvación sino "ad gehennam", ya que “ex- 
ira Ecclesiam nulla salus". Luego la excomunión, al situar al peca- 
dor fuera de la Iglesia (“tamquam publicanum et ethnicum... et a cor- 
pore fidelium alienum") lo coloca en un estado de “desorden” y por 
tanto de “ilegitimidad segün Dios" ("sicque saltem per consequens pri- 
vatum, si quam habebat, temporalis regiminis potestate"). 

El Papa, pues, se sitúa en un plano puramente espiritual: juzga 
de la indignidad del pecador; lo conmina y, si no se corrige, lo ex- 
pulsa de la comunión de los fieles. La “deordinatio” será una con- 
secuencia; el Papa se limita a denunciarla v a prohibir que tal po- 
der “desordenado” se ejerza en la Iglesia, sobre los cristianos. 


c).—Esta había sido la conducta de INOCENCIO iv con FEDERICO: 


"Nos itaque super premisis et quam pluribus aliis nefandis excessibus 
cám fratribus nostris et sacro concilio deliberatione prehabita diligenti, 
cum Jesu Christi vices licet immeriti teneamus in terris nobisque in bea- 
ti Petri apostoli persona sit dictum: “quodcumque ligaveris super te- 
rram etc", memoratum principem, qui se imperio et regnis omnique ho- 
nore ac dignitate reddidit tan indignum, quique propter suas iniquitates 
a Deo regnet vel imperet est abiectus, suis ligatum peccatis et abiectum 
omnique honore ac dignitate privatum a Domino ostendimus, denuntia- 
mus ac nihilominus sententiando privamus, omnes qui ei iuramento fide- 
litatis. tenentur astricti, a iuramento huiusmodi perpetuo absolventes, 
auctoritate apostolica firmiter inibendo, ne quisquam de cetero sibi tam- 
quam imperatori vel regi pareat vel intendat, et decernendo quoslibet, 
qui deinceps ei velud imperatori aut regi consilium vel auxilium prestite- 
rint seu favorem, ipso facto excommunicationis vinculo subiacere"?, 


90 Ibid., n.° 449. 
91 Ibid., n.° 441. 
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No pasa inadvertida al Pontífice la razón de su actuación: “cum 
Jesu Christi vices licet immeriti teneamus in terris nobisque in bea: 
Petri apostoli persona it dictum...”; que es la que después, según 
hemos visto, repite cuando se le pide explicación de su intervención : 
"generali namque legatione in terris fungimur Regis regum””. Inter- 
viene, pues, no como un sacerdote cualquiera", sino como Vicario de 
Cristo, Cabeza visible del Cuerpo Místico de Cristo, a quien ha sido 
confiada la supervisión del reino de Dios en la tierra: la "Ecclesia" in- 
tegral”. 


d).—Como ejemplo de lo que ha dicho antes sobre la “ordimata 
potestas” cita el caso de Constantino: antes de su conversión no ejer- 
cía poder legítimo (ordenado a Dios por medio de la Iglesia), sino 
tiranía; al entrar en la Iglesia y poner su poder al servicio de Cristo, 
recibió la legitimación (la "ordinatio"). Luego: 


"Minus... acute perspiciunt, nescientes rerum investigare primordia, 
qui apostolicam sedem autumant a Constantino principe primitus ha- 
buisse imperii principatum, qui prius naturaliter et potentialiter dignos- 
citur apud eam, Dominus enim Jhesus Christus Dei Filius, sicut verus 
homo verusque deus, sic secundum ordinem Mechisedech verus rex ac 
verus sacerdos existens, quemadmodum patenter ostendit nunc utendo 
pro hominibus honorificentia regie maiestatis, nunc exequendo pro illis 
dignitatem pontifici apud Patrem in apostolica sede non solum ponti- 
ficalem sed et regalem constituit monarchatum, beato Petro eiusque 
successoribus terreni simul ac celestis imperii commissis habenis, quod 
in pluralitate clavium competenter innuitur, ut per unam, quam in 
temporalibus super terram, per reliquam, quam in spiritualibus super coe- 
los accepimus, intelligatur Christi Vicarius iudicii potentiam accepisse”. 


e).—La afirmación, que sigue, es casi una conclusión de lo que 
antes ha expuesto, y debe entenderse de acuerdo con ello: 


"In gremio enim fidelis ecclesiae ambo gladii habentur administra- 
tionis utriusque reconditi, prout apostolica demonstrat assertio et auc- 
toritas divina consentit, unde quisquis ibidem non fuerit, neutrum ha- 
bet. Neuter quoque non creditur iuris, cum de materiali eidem Domi- 
nus non dixerit "abice", sed “converte gladium tuum”, ut ipsum vide- 
licet per te ipsum ultra non execerceas, "im vaginam". Tuum gladium 
tuamque vaginam signantius, ut apud suum vicarium, capud ecclesiae 
militantis, etsi non executionen huius gladii divino ei prohibita interdic- 
to, auctoritatem tamen, et quae eadem executio producitur, in legis mi- 
nisterium, malorum vindicem bonorumque tutorem innueret residere. 


93 Ibid., n.° 447. 
33 Ibid., nn. 442, 445. 
9 Ibid., n.° 438. 
% Ibid., n.° 450. 
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Huius siquidem materialis potestas gladii apud ecclesiam est implicata, 
sed per imperatorem, qui eam inde recipit, explicatur et, que in sinu 
ecclesiae potentialis est solummodo et inclusa, fit, cum transfertur in 
principem, actualis. Hoc nempe ille ritus ostendit, quo summus pontifex 
cesari, quem coronat, exhibet gladium vagina, plenitudine videlicet apos- 
tolice potestatis...%”. 


f).—E] resto del documento es una aplicación práctica al caso de 
FEDERICO ii, haciendo ver en él el Papa que no ha excedido sus fa- 
cultades”. 


g).—Y como el Emperador había hablado en su carta del resenti- 
miento "omnium regum et principum ac querumlibet dignitatum tem- 
poralium™”, dando a entender que este ejemplo incitaría a los Obispos 
a hacer otro tanto con los reyes y príncipes que de ellos habían re- 
cibido la unción y la coronación”; el Papa añade que no se preocu- 
pen ni hagan caso de la insinuación del Emperador “qua monstrare 
satagit. dampnationem suam ceteris forte minacem, ut aliis fiat per 
terrorem similitudinis odiosa, eam inquiens in se ceptam sed in aliis 
fimendam'””. Pues es distinto el poder de los otros Obispos y dis- 
tinto el caso de FEDERICO, quien como Príncipe de los Romanos, 
como Emperador y hasta como Rey feudatario de Sicilia está más 
íntimamente ligado, aún en lo temporal, al Vicario de Cristo™. 


Del mismo modo, por el predominio de la mentalidad carolingia, 
nos parece que tiene su explicación adecuada la bula “Unam Sanc- 
QUI em 

BONIFACIO viii sube al trono en una época de franca decadencia 
medieval. La Cristiandad sufre los efectos de unas corrientes ideoló- 
gicas, que van desintegrando el mundo medieval (carolingio en la 
práctica) tanto en el orden espiritual como en el político civil. 

Es el tiempo de los Albigenses, cátaros, valdenses, "espiritales" 
y tantas otras corrientes heréticas, a quienes estorba para sus "anhe- 
los de mayor elevación" el gaje jurídico y centralista de Roma. En el 
ambiente se palpa ya el tono antipontifício que ha de desembocar 
en la teoría conciliarista. Todavía están recientes las discusiones con 

-los orientales sobre el Primado Romano (CowciLio ii de Lyón). En 
una palabra: en lo religioso se está gestando la escisión eclesiástica, 
que realizará más tarde el protestantismo. 

En lo político ocurre otro tanto. La corriente humanista, primer 


% Ibid., n.° 452. 
97 [bid., n.9 463. 
98 Ibid., n.° 445. 
99 "Avertat et aliud (prudentia tua): qualis ex istis initiis exitus expectetur" (ibid.). 
X90 ]bid., n.° 484. 
10 7bid., n.9 485, 
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fruto del Renacimiento italiano, empieza sus ataques contra el pre- 
dominio eclesiástico: los literatos desprestigiarán con la sátira la vi- 
da de la clerecía; detrás vendrán las nuevas corrientes culturales con 
su desprecio por la escolástica; la filosofía política prepara el nacer 
de las nuevas nacionalidades. Es el tiempo del Dante (+1321), Mar- 
SIGLIO DE PADUA (+1343), PETRARCA (+1874), Boccaccio (+1375) y 
otros. , 

En estas circunstancias ocurre la elección de BENEDETTO CAIETANI 
(1294). Hombre culto, conocedor del derecho y de la vida eclesiás- 
tica, se daba perfecta cuenta de la enfermedad del gastado mundo 
medieval. i 

Ahora, al caer sobre sus hombros la plenitud del cargo pastoral, 
se siente el primer responsable y hace un supremo esfuerzo por salvar 
la crisis. El pontificado de BoNrracio viii representa :el último intento 
de restauración de la mentalidad carolingia. Contra la división pre- 
dica la unidad eclesiástica ;. contra la desintegración el centralismo 
pontificio. : 

Su pensamiento, sin embargo, no añade nada nuevo a la doctri- 
na de los teólogos y juristas de su tiempo. La misma bula “Clericis 
laicos”, con la que comienza la lucha con FELIPE iv el Hermoso, no 
es más que la explanación del canon 44 del Concilio de Letrán. 

En la “Unam Sanctam” se nota la influencia directa de HuGo DE 
SAN VÍCTOR, SAN BERNARDO, INOCENCIO iii y sobre todo, de INOCENCIO 
iv: no en vano había sido notario papal en su tiempo. 


Está, pues, en una línea espiritualista: para él tódo arranca del 
poder vicario", poder único, general y supremo —casi divino'"—, 
al que, por expresa ordenación de Dios, todo debe estar subordinado: 
sólo así se puede estar en el orden de la salvacién™. 


Lo que INocENCIO iv había dicho a FEDERICO ii acerca de la subor- 
dinación del poder temporal en general, y en especial del imperial, 
BONIFACIO viii lo aplica a todos los hombres. La diferencia es justa : 
INOCENCIO responde a un caso concreto y a razones concretas; BONI- 
FACIO, en cambio, tiene presente una necesidad general y habla en 
términos, generales también, a todos los fieles, no respondiendo sino 
exponiendo como Maestro infalible una doctrina de salvación'5, He 
aquí sus principales ideas: | 


a).—La fe nos dice que hay una sola Iglesia, católica y apostólica, 
fuera de la cual no se puede hallar salvación ni remisión de los pe- 
cados. Sólo por ella entra el hombre a formar parte del Cuerpo mís- 


102 Tbid., nn. 486, 487, 495. 
13 Tbid., n.° 495, 

14 Ibid., nn. 491, 497. 

15 Ibid. 
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tico de Cristo, que es el nuevo Arca de Noé, destinado en la actual 
ley de la Providencia para salvar a sus escogidos, y que tiene una 
sola Cabeza, el Romano Pontifice, sucesor de Pedro y Vicario de 
Cristo, como el otro Arca que también tuvo un sólo gobernador y 
rector. 


“Unam sanctam ecclesiam catholicam et ipsam apostolicam urgente 
fide credere cogimur et tenere, nosque hanc firmiter credimus et sim- 
pliciter confitemur, extra quam nec salus est, nec remissio peccato- 
rum...; quae unum corpus mysticum repraesentat, cuius corporis caput 
Christus, Christi vero Deus. In qua unus Dominus, una fides et unus 
Baptisma. Una fuit nempe diluvii tempore arca Noe, unam ecclesiam 
praefigurans, quae in uno cubito consummata unum, Noe videlicet, gu- 
bernatorem habuit et rectorem, extra quam omnia subsistentia super te- 
rram legimus fuisse deleta!*", 

"Igitur ecclesiae unius et unicae unum corpus, non duo capita, qua- 
si monstrum, Christus videlicet et Christi vicarius Petrus, Petrique suc- 
cessior, dicente Domino ipsi Petro: "Pasce oves meas’. 


b).—Quien rehusare, pues, el pastoreo de Pedro reniega de su mis- 
ma adhesión a Cristo, pues Cristo no excluyó a ninguno: 


"Meas, inquit et generaliter, non singulariter has vel illas: per quod 
commisisse sibi intelligitur universas. Sive ergo Greci sive alii se dicant 
Petro eiusque successoribus non esse commissos: fateantur necesse est 
se de ovibus Christi non esse, dicente Domino in Johanne, unum ovile, 
unum et unicum esse pastorem!*", 


Hasta ahora no nos hemos tropezado todavía con ninguna afir- 
mación hierocrática. Lo que sigue continúa en el mismo plano espi- 
ritual. 


c).—Ciertamente —viene a decir el Papa siguiendo a San Bernar- 
do y, por tanto, en plena mentalidad carolingia— en esta Iglesia exis- 
ten dos poderes supremos (el Pontificado y el Imperio); pero esto 
no significa nada contra la unidad de dirección que, por divina ins- 
titución, debe reinar en ella. Pues, segán el plan de Dios de "infima 
per media ad. suprema reduci", el poder temporal, ya que es inferior 
en honor y categoría al poder espiritual, debe seguir su orientación 
y servirle. De otro modo no habría orden en los poderes que han de 
regir "la ecclesia integral". 
"In hac (sc. en la "ecclesia") eiusque potestate duos esse gladios, spi- 
ritualem videlicet et temporalem, evangelicis dictis instruimur. Nam di- 
centibus apostolis: “Ecce gladii duo hic", in ecclesia scilicet, quum apos- 


16 Jbid., n.° 491. Cfr. el paralelo con el n.° 449. 
1? Tbid., n.° 492. 
108 Ibid. 


226 FRANCISCO DE P. VERA URBANO 


toli loquerentur, non respondit Dominus, nimis esse, sed satis. Certe qui 
in potestate Petri temporalem gladium esse negat, male verbum attendit 
Domini proferentis: “Converte gladium tuum in vaginam”. Uterque 
ergo in potestate ecclesiae, spiritualis scilicet. et materialis. llle. sa- 
cerdotis, is manu regum et militum, sed ad nutum et patientiam sacer- 
dotis. Oportet autem gladium esse sub gladio, et temporalem auctorita- 
tem spirituali subiici potestati. Nam quum dicat Apostolus: “Non est po- 
testas nisi a Deo; quae autem sunt a Deo, ordinata sunt”, non ordinata 
essent, nisi gladius esset sub gladio, et tanquam inferior reduceretur per 
alium in suprema. Nam secundum B. Dionysium lex divinitatis est in- 
fima per media in suprema reduci. Non ergo secundum ordinem univer- 
si omnia eque ac inmediate, sed infima per media, inferiora per suprema 
ad odinem reducuntur. Spiritualem autem et dignitate et nobilitate te- 
‘rrenam quamlibet praecellere potestatem, oportet tanto clarius nos fa- 
teri, quanto spiritualia temporalia antecellunt. Quod etiam ex decimarum 
datione, et benedictione, et sanctificatione, ex ipsius potestatis aceptio- 
ne, ex ipsarum rerum: gubernatione: claris oculis intuemur. Nam, veritate 
testante, spiritualis potestas terrenam potestatem instituere habet, et 
iudicare, si bona non fuerit" 19, 


Ahora bien, esta subordinación es exigida solamente en virtud de 
la autoridad espiritual. Contra los que piensen de modo diferente 
puede valer la siguiente defensa del propio BONIFACIO viii: 


"Quadraginta anni sunt quod nos sumus experti in iure, et scimus 
quod düae sunt potestates ordinatae a Deo. Quis ergo debet credere vel 
potest quod tanta fatuitas, tanta insipientia sit vel fuerit in capite nos- 
tro? 

Dicimus quod in nullo volumus usurpare iurisdictionem regis, et sic 
: frater. noster Portuensis dixit. Non potest negare rex, seu quicumque 
alter fidelis, quin sit nobis subiectus ratione peccati..." . 


Y por si alguien duda de que su pensamiento pueda haber tenido 
evolución o de que en la ocasión, en que tal aclaración hizo, se refe- 


` ría a otra cuestión, las palabras, que siguen, lo deben sacar de la 
duda: 


"Praedecessores nostri deposuerunt tres reges Franciae... Cum rex 
commisit omnia quae ili commiserunt et maiora, nos deponeremus re- 
gem ita sicut unum garcionem, licet dolore et tristitia magna”, 


La relación entre el "ratione peccati", o sea entre la subordinación 
espiritual, y la "depositio" es clara; aunque ciertamente hoy no se 
-afirmaria lo mismo. Es una consecuencia del juicio pontificio en la 
comunidad medieval carolingia. ` 


109 Ibid., n.° 494. 
MONT bid n9 489. 
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Las mismas palabras finales del párrafo de la “Unam Sanctam", 
que nos ocupa: “Nam, veritate testante, spiritualis potestas terrenam 
. potestatem instituere habet, et iudicare, si bona non fuerit", tan usa- 
das por los partidarios de la interpretación hierocrática, no tienen 
más que un sentido prevalentemente espiritual, abiertamente caro- 
lingio, que confirma cuanto habíamos dicho sobre la orientación po- 
lítico-religiosa de la “Unam Sanctam". Pertenecen al tratado “De Sa- 
cramentis christianae fidei” de Hugo de San Víctor (+1141). De él 
lo toma BONIFACIO viii" e indudablemente con la misma finalidad 
e idéntico significado: basta leer el contexto". Mons. MACCARRONE tie- 
ne una explicación y resumen muy buenos, que por su autoridad y 
claridad copiaremos: 


“La seconda parte del secondo libro del De sacramentis christianae 
fidei, che contiene la frase in questione, comincia trattando dell'unitá 
della Chiesa, da. cui passa a parlare dei due poteri che in esse vi sono, 
delineando la dottrina che sono distinti e paralleli l'un l'altro, peró lo 
spirituale é piü elevato del temporale perché piü degno: Quanto autem 
vita spiritualis dignior est quam terrena, et spiritus quam corpus, tanto 
spiritualis potestas terrenam sive secularem potestatem honore. ac. dig- 
nitate praecedit. Lo svolgimento é tradizionale nella concezione dualistica 
gelasiana, e sarebbe facile porre a fianco numerosi testi anteriori, che 
presentano lo stesso schema e le medesime espressioni. Ció che é nuovo 
sono le parole che seguono, sempre citate staccate da questa frase prece- 
dente, cui invece sono legate da un na iniziale: Nam spintualis potes- 
tad terrenam potestatem et instituere habet ut sit, et iudicare habet si 
bona non fuerit". Quel nam ci accerta che la frase é introdotta allo scopo 
di dimostrare l'idea immediatamente precedente della maggiore dignitá 
del sacerdozio, ed il contesto successivo conferma che Ugo continua a 
parlare della superioritá della potestá spirituale (prior in tempore et maior 
dignitate), dimostrata dalla consacrazione regale per opera della potestá 
spirituale. Questo infatti é il senso proprio del passo in discussione, e la 
institutio della potestá temporale, che egli rivendica a quella spirituale, 
non é pit della consacrazione del sovrano compiuta dal sacerdote. Non 
si tratta di minimizzare il testo, ma di comprenderne i termini. La 
genuina esegesi delle sue parole é fatta dallo stesso Ugo nel passo che 
ancora segue, che non si puó staccare dal precedente: Unde in ecclesia 
adhuc sacerdotalis dignitas potestatem vegalem consecrat, et sanctificans 
per benedictionem et formans per institutionem. Si ergo, ut dicit Apos- 
tolus, qui benedicit maior est, et minor qui benedicitur, constat absque 
omni dubitatione quod terrena potestas, quae a spirituali benedictionem 
accipit, iure inferior existimetur’™. 


11 Por ello no nos parece improbable que, en lugar de la expresión "Veritate testante", 
que suele acompafiar a las citas evangélicas o de la Escritura en general, el original de la 
Bula dijese "Victoriensi Testante", y que, al trascribirse la abreviatura (lo más lógico en la 
escritura gótica, que sería la de la Bula) se hiciese indebidamente. 

13 Lo Grasso, nn. 364-366. 

13 Art. cit., p. 29-80; cfr. lo que sigue. 
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La orientación carolingia de Hugo de San Victor aparece ‘clara 
en el mismo resumen de Mons. MACCARRONE: “...comincia trattando 
dell'unitá della Chiesa, da cui passa a parlare dei due poten che in 
essa vi somo...”. Si después él hace referencia a “la concezione dualis- 
tica gelasiana”, es porque lo que pretende subrayar es el dualismo. 
El P. MACCARRONE no se plantea este problema del concepto de “eccle- 
sta”. 

Y, respecto al "judicare si bona non fuerit”, el pensamiento de 
BONIFACIO viii, como el de Hugo de San Victor, es el tradicional en la 
Iglesia, que vemos remontarse incluso a los tiempos del Papa GELA- 
sio i, en que el Imperio éra cosa independiente de la Iglesia”*: 

“Tanto gravius est pondus sacerdotum, quanto etiam pro ipsis regi- 
büs hominum in divino reddituri sunt examine rationem. Nosti etenim, 
fili clementissime, quod... rerum ‘praesulibus divinarum devotus colla 
submittis... itaque inter haec ex illorum te pendere iudicio, non illos ad 
tuam velle redigi voluntatem" 5, 


d).—El final de la Bula es una conclusión de lo dicho anterior- 
mente: 

"Sic de ecclesia et ecclesiastica potestate verificatur vaticinium Hie- 
remiae: “Ecce constituit te hodie super gentes et regna” et cetera, quae 
sequuntur. Ergo, si deviat terrena potestas, iudicabitur a potestate spi- 
rituali; sed, si deviat spiritualis minor, a suo superiori; si vero suprema 
a solo Deo, non ab homine poterit iudicari, testante Apostolo: “Spiri- 
tualis homo iudicat omnia, ipse autem a nemine iudicatur" V6, 


Y la razón es porque, al tomar el lugar de Cristo, el Papa se co- 
loca casi fuera del orden humano de la autoridad: 


"Est autem haec auctoritas, et si data sit homini, et execeatur per 
hominem, non humana, sed potius divina potestas, ore divino Petro data, 
sibi suisque successoribus in ipso Christo, quem confessus fuit petra fir- 
mata, dicente Domino ipsi Petro: “Quodcumque ligaveris etc.”™. 


e).—Luego para entrar en el plan de Dios, en el camino de la sal- 
vación, es necesario obedecer al Sumo Pontífice. Lo contrario seria 
resistir a la ordenación de Dios y escindir la unidad eclesiástica : 


"Quicümque, igitur, huic potestati a Deo sic ordinatae resistit, Dei 
ordinationi resistit, nisi duo, sicut Manichaeus, fingat esse principia, 
quod falsüm et haereticum iudicamus... Porro subesse Romano Pontifici 
omni humanae creaturae declaramus, dicimüs, diffinimus omnino esse de 
necessitate salutis'!!, 


Cfr. lo que dijimos sobre el concepto gelasiano de "ecclesia": pág. 21, 3.— 
15 Lo Grasso, n.° 108-109; cfr. ‘también MaccaRRONE, art. cit., p. 30-81. 
16 Tbid., n.° 495. 

17 Ibid. 

1? Ibid., n.° 497. 
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Si, además, contamos con expresiones claras en que estos Pontí- 
fices abiertamente admiten el origen directamente divino del poder 
civil^, creemos que no se les puede tachar de hierócratas. Maxime 
cuanto esta mentalidad, sin duda extrafia para nosotros, era la que 
informaba la misma legislación civil. De ello tenemos las siguientes. 
manifestaciones : 


a) los reyes y príncipes buscan, al ser elegidos, la coronación 
pontificia como una confirmación de su poder ante el pueblo. 


b) en los casos de conflicto entre reyes o entre pretendientes a un 
trono, se acude al Papa para que él decida. 


c) especial dependencia existe naturalmente en el caso del Empe- 
rador. 


d) cuando algún emperador, rey o príncipe secular permanece 
por más de un año bajo la excomunión eclesiástica, los súbditos se 
consideran libres del juramento de fidelidad prestado. 


4.—Segün esto ¿qué hay que decir de las intervenciones militares 
de las Cruzadas? 


A nuestro modo de ver, que se trata de una organización de la 
defensa colectiva del "patrimonium fidei" (de la "ecclesia" en senti- 
do carolingio). 

En circunstancias normales el mundo carolingio dispone de una 
doble coacción o poder independiente para servicio de la Iglesia: el 
poder sacerdotal y el imperial. Al primero corresponde el ejercicio 
de la coacción espiritual (el anatema), al segundo la coacción mate- 
rial (el ius gladii). De la buena armonía de estos dos poderes supre- 
mos resultará el bien total eclesiástico: 


"Nobis enim duobus regimen huius seculi principaliter est commissum : 
qui si unanimes fuerimus et concordes in bono, profecto, sicut propheta 
testatur, sol et luna in ordine suo stabunt, eruntque prava in directa et 
aspera fient plana, cum nobis duobus, favente Domino, nihil obsistere 
vel resistere possit, habentibus duos gladios, de quibus apostoli dixerunt 
ad Dominum “Ecce gladii duo hic" (Lc. xxii) et de quibus Dominus 
respondit apostolis: "Satis est” (ibid.), quia nimirum pontificalis aucto- 
ritas et regalis potestas, ambae videlicet in nobis supremae, quae per 
illos duos gladios designantur, plene sibi sufficiunt ad suum officium 
feliciter exsequendum, si utraque pars per reliquam fuerit potenter adiu- 
ta" 


119 (Cfr. CasrILLO, op. cit., p. 166, 2. ; : E 
1200 Lo Grasso, n.° 408. A pesar de la expresión "regimen huius seculi", creemos que el 


pensamiento de Inocencio iii es carolingio por la alusión a San Bernardo y por tratarse del 
Emperador, que es institución eclesiástica, sobre todo a partir de él, según confiesa el 
P. Casto. Puede verse además todo el contexto en ML., 216,1162. 
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A pesar de esto, sin embargo, el Papa, como Vicario de Cristo, 
es el último responsable de este “patrimonio de Cristo”. Y, asi como 
tiene poder de decidir cuándo debe el poder temporal ejercer su fun- 
ción defensiva (ad nutum sacerdotis) y de juzgar la intervención del 
mismo, del mismo modo ha de procurar que no quede indefensa la 
Cristiandad” cuando el encargado de esta defensa material no quiere 
o no pueda realizarla, como es el caso de las cruzadas. 


En este caso el Papa organiza por su cuenta la defensa material, 
y para ello acude a todo y a todos (a veces a los simples fieles”) para 
movilizar esa fuerza necesaria para la eficaz protección de la fe o de 
los cristianos. 

Ahora bien, de esto no creemos que se pueda concluir un derecho 
a vis armata propia, por muy subsidiaria que se diga. En ese caso se 
podría hacer la misma aplicación a una agrupación humana cualquie- 
ra, un colegio, por ejemplo, que se hallase en sitio desierto y sufriera 
el ataque de un grupo armado. Supongamos que la fuerza militar 
oficial no puede venir o se desentiende del caso. En su defecto, los 
encargados del colegio movilizan a los alumnos, distribuyen conve- 
nientemente las armas que poseen y organizan así una defensa eficaz. 

Estimamos que esto no basta para concluir que el colegio obró 
en ejercicio del derecho a poseer ejército propio, sino más bien ejer- 
citando el derecho natural a la legítima defensa, aue en este caso se- 
ría ejercicio colectivo de un derecho colectivo, pero nada más. Sobre 
todo si, como en el caso de la Iglesia, nos encontramos con manifesta- 
ciones oficiales clarísimas, doctrinales y legales, de aue. tal derecho 
no. iría en consonancia con la categoría jurídica de la sociedad ecle- 
siástica y con el espíritu del Evangelio. M 

Confirmación de esto puede ser lo que dice.el P. CASTILLO de “el 
concepto poco preciso que se tenía entonces del poder coactivo mate- 
rial supremo propio de la Iglesia” (pág. 227) y la misma repugnan- 
cia con que cierto sector recibió la organización de las primeras cru- 
zadas™. DAL) 

Habría, pues, que acudir a otras razones para sacar adelante la 
tesis del supremo poder coactivo-material eclesiástico. 

Aparte de esto, el hecho de que el Emperador sea. “minister Eccle- 
siae”; que reciba la espada de la Iglesia y aue la ejerza “ad nutum 
sacerdotis", no creemos que sean pruebas suficientes para arguir ne- 
cesariamente la deleeación propiamente dicha de un poder eclesiás- 
tico. Con lo que dijimos al principio sobre el concepto de delegación 
y con la explicación, aue hemos dado después de los textos, pueden 


11 Lo Grasso, n.° 379, p. 168. 
122 Cfr. CASTILLO, of. cit., p. 92. 
133 Cfr. CasTILLO, op. cit., p. 98 s, 
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quedar suficientemente justificados y explicados esos datos históricos. 


Esto es lo que se nos ocurre después de un análisis casi exclusivo 
de los textos y de la corta bibliografía, que teníamos a mano. No 
quisiéramos ser demasiado optimistas, pero nos parece que nuestra 
explicación tiene fundamento. Por eso hemos querido aprovechar la 
ocasión presente y someterla a la consideración de tan autorizados 
especialistas. Tal vez puedan ayudar a aclarar algunas de las incóg- 
nitas, que tiene planteadas en este punto la historia juridico-eclesiasti- 
ca. de la época medieval. 


Francisco de P. VERA URBANO 


Profesor en el Seminario Diocesano de Málaga 
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¿SE HALLAN VIGENTES AUN LAS 
LEYES DESAMORTIZADORAS? 


Las vicisitudes por las que pasó la legislación desamortizadora; en 
España concluyeron con el Convenio-Ley de 4 de abril de 1860. 

En virtud de él se reconoce la plena facultad de disposición de sus 
bienes a la Iglesia; ya que si bien el art. 3.” del Convenio es notoria- 
mente impreciso y no hace referencia a dicha facultad de disposición 
sin embargo ésta se deduce claramente del mismo precepto al recono- 
cer la “propiedad sin limitación ni reserva alguna” y al derogar la ley 
desamortizadora de uno de mayo de 1855. 

Pero respecto a los bienes que la Iglesia adquirió con anterioridad 
al indicado convenio continuaron vigentes las indicadas leyes en cuya 
virtud en principio hay que considerarlos sometidos a desamortización 
y por tanto ni son inscribibles a nombre de la Iglesia en el Registro de 
la Propiedad ni puede la Iglesia disponer de ellos ya que con arreglo 
al procedimiento desamortizador la disposición de ellos se realiza por 
el Estado. Esta es al menos, la opinión dominante v que sigue por 
ejemplo en la actualidad Roca SASTRE. 

No se aplica esta regla a los bienes exceptuados de desamortización, 
lo que debe acreditarse mediante traslado de la orden ministerial en 
que conste o mediante certificado del Diocesano de que se halla com- 
prendido en la lista por triplicado de bienes no incluídos en los inven- 
tarios de los sujetos a desamortización. 

La consecuencia de todo lo anterior es que los bienes adquiridos 
por la Iglesia con anterioridad a] Convenio-Ley de 1860, sometidos a 
desamortización y que conserve la Iglesia en su poder no pueden ser 
enajenados por ésta ya que es el Estado el que debe venderlos. 

Es cierto que serán pocos los bienes que queden en estas circuns- 
tancias pues la inmensa mayoría de los bienes de la Iglesia fueron ena- 
jenados en pleno furor desamortizador; pero a pesar de ello no deja 
de tener interés plantear el problema de si en la actualidad continúan 
vigentes dichas leyes. 

Las leyes, dice el art. 5." del Código civil, solo se derogan por otras 
posteriores, y no prevalecerá contra su observancia el desuso, ni la 
costumbre o la práctica en contrario. 

En el ámbito civil no existe un precepto expreso que derogue la 
legislación decamortizadora, al menos aue yo sepa. 
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Con anterioridad al concordato, la única duda era la de si el pase 
regio concedido al Codex convirtió a este en ley del Estado. Algunos 
autores, e incluso alguna disposición estatal' así lo creyeron. 

Sin embargo la tesis que puede considerarse prevalente” es la de 
que el simple “pase” concedido al Codex no lo convirtió en ley del 
Reino como claramente se deduce de los términos de la concesión, del 
contraste con otras disposiciciones eclesiásticas a las aue se concedió 
el pase “a fin de que se cumpla y apliaue como ley del reino” o “que- 
dando éste incorporado a la legislación eclesiástica de España””. 

Sin entrar en una discusión que excede del fin de esta breve nota, 
nos basta según la tesis del autorizado canonista citado para compren- 
der que el Codex, cuya vigencia es y era indiscutible para regir la 
organización y gobierno de la Iglesia, incluso en el ámbito civil, no la 
tuvo en cambio para derogar las leyes desamortizadoras por no tener 
él carácter de ley y no cumplir por tanto el requisito del artículo 5 del 
Código civil. 

El Fuero de los Españoles tampoco parece que tuvo fuerza sufi- 
ciente para derogar las indicadas leyes pues si bien es cierto que en 
su artículo sexto reconoce la religión católica con los “derechos y pre- 
rrogativas que le corresponden en conformidad con la Ley Divina v 
el Derecho Canónico”, no comprende ninguna norma que signifique 
derogación de aquellas y la expresada del art. 6 parece más bien, como 
en general todo el fuero, un programa a cumplir que un precepto di- 
rectamente obligatorio. d A 

Esta es la razón por la que la generalidad de los hipotecaristas en- 
ten dieron vigentes las leves desamortizadoras. El mismo reglamento 
hipotecario vigente de 14 de febrero de 1947 en su art. 19 parece darlas 
pur actuales al establecer aue “en Ja misma forma (se refiere a la mis- 
ma forma que los bienes del Estado que se regulan en los artículos 
anteriores) se inscribirán los bienes. que pertenezcan a la Iglesia o a 
las Entidades eclesiásticas, o se les devuelvan, y deban quedar amor- 
lizados en su poder”. Es decir presupone que hay bienes de la. Iglesia 
que no deben quedar amortizados v limita la inscripción a aquellos, 


¿Cómo ha incidido sobre esta realidad el concordato de veintisie- 
te de agosto de 1953? El más destacado de los hipotecaristas españo- 
les, Roca SASTRE, en la última edición de su Derecho Hipotecario, se 


1 Así la Orden ministerial de Justicia de 12 de marzo de 1941 v la, Resolución de! Ministerio 


de Gobernación de 7 de abril de 1942. 

* En este sentido se pronuncia, por ejemplo, entre los últimos Micvrtez Domtncurz en “El 
concordato entre la Santa Sede y El Estado Español. Revista de Derecho Notarial: n.° III 
pg.16 ss. 

: 3 Así al Decreto Ne Temere sobre regulación de la forma de celebración de los matrimo- 
nios canónicos. ; 

* En esta forma se concedió al Decreto de la Sagrada Congregación Concistorial, Maxima 
Cura sobre la remoción administrativa de los párrocos. 


t 
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limita a transcribir el art. 4.° del concordato y reproduce a continua- 
ción la doctrina anterior íntegramente, de donde parece deducirse que 
en su opinión son todavía aplicables dichas leyes. 

MIGUELEZ entiende que al referirse el art. 4 del concordato a “to- 
da clase” de bienes ha derogado implícitamente la legislación des- 
amortizadora y que la Iglesia y las entidades eclesiásticas pueden sc- 
guir poseyendo, sin necesidad de permutarlos a tenor del Convenio- 
Ley de 1859, los escasisimos bienes inmuebles que hoy conservan, 
de los que poseían antes del Convenio y que les fueron devueltos con 
la obligación de permutarlos. 

Es cierto que el n.° 2 del artículo final del Concordato dice que 
“con la entrada en vigor de este Concordato ouedan derogadas todas 
las disposiciones contenidas en Leves, Decretos, Ordenes y Regla- 
mentos que en cualquier forma, se opongan a lo que en él se estable- 
ce”. No hace falta, pues, comenta MIGUELEZ, acto especial deroga- 
torio de dichas normas, bastando para entenderlas derogadas la en- 
trada en vigor del concordato. 


Pero ¿existe verdaderamente en el concordato alguna norma que 
derogue si no expresamente por lo menos tácita pero ineludiblemente 
aquellas leyes? 

Para contestar es imprescindible el examen del art. 4 del indicado 
texto legal. Establece que “El Estado español reconoce la personali- 
dad jurídica y la plena capacidad de adquirir, poseer y administrar to- 
da clase de bienes a todas las instituciones y asociaciones religiosas...” 
““...8) La gestión ordinaria y extraordinaria de los bienes pertenecientes 
a entidades eclesiásticas o asociaciones religiosas y la vigilancia e inspec- 
ción de dicha gestión de bienes coresponderán a las Autoridades com- 
petentes de la Iglesia”. 

A primera vista sorprende la redacción del precepto. En efecto 
parece que al reconocer la plena capacidad de adquirir, poseer y admi- 
nistrar... excluya al silenciarla la facultad de disponer (y precisamente 
las leyes desamortizadoras juegan sobre dicha facultad de disposición 
impidiendo hacerlo a la Iglesia y traspasando aquella facultad al Es- 
tado). l 

Civilmente, en efecto, se separa netamente la facultad de admi- 
nistrar de la de disponer, y si bien las relaciones entre una y otra son 
dudosas si parece evidente que el concepto de administración en prin- 
cipio al menos, no implica una facultad de disponer, sin perjuicio de 
que como veremos en breve no repugne tampoco un concepto de ad- 
ministración que incluya dicha facultad. 

La disposición, pues, del art. 4.° deja perplejo al intérprete ya que 
si verdaderamente se hubiera querido desautorizar la opinión que da 
por vigentes las indicadas leyes habría sido muy oportuno o bien una 
declaración expresa derogatoria, o bien al menos la concesión clara 
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de una facultad de disposición a la Iglesia que vemos silencia el at. 
4.” indicado. 

Y esto es tanto más grave cuanto que la "plena capacidad" que 
reconoce el precepto parece luego limitarse a las tres series de actos 
que añade: “adquirir, poseer y administrar”. 

Quizás el punto de apoyo a una interpretación que incluya la fa- 
cultad de disposición entre las reconocidas a la Iglesia en el citado 
artículo se halle en el último párrafo que habla, para atribuirla a la 
Iglesia de “gestión ordinaria y extraordinaria”. Es sabido que frente 
al criterio cerrado de la doctrina antigua que consideraba incompati- 
ble la administración con la facultad de disposición se ve abriendo 
hoy paso otra interpretación, principalmente entre los autores italia- 
nos, que admite junto a una administración ordinaria otra extraordi- 
naria formada por actos de disposición (Así a partir de D'ORAZZI, 
primero con timidez NATOLI y ya con mayor amplitud ANDREA FE- 
RRARA y sobre todo MIRABELLI, etc.). Quizás una interpretación am- 
plia del término administración que puede abonar el tenor del mismo 
artículo 4.° salvaría la incongruencia que implica el párrafo 1.° del 
citado artículo y suprimiría de una vez el anacronismo que significa 
la vigencia actual de la legislación desamortizadora aunque sea den- 
tro de muy estrictos términos. 

Sin embargo de la lectura del precepto más bien parece despren- 
derse que los autores del Concordato no tuvieron en cuenta al redac- 
tarlo la existencia de la legislación en cuestión ya que de otra suerte 
resulta incomprensible no hicieran alguna referencia a la misma. Y 
es de esperar que el intento de acompasar la legislación de la Iglesia 
y el Estado no olvide este punto oscuro ocupándose de él mediante 
normas adecuadas. 


JosÉ M.* De PRADA 
NOTARIO 
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Actas del Congreso Nacional de Perfección y Apostolado celebrado bajo la presi- 
dencia del Emmo. Sr. Cardenal VALERIO VALERI, Prefecto de la Sda. C. de 
Religiosos, en Madrid, del 23 de septiembre al 3 de octubre de 1956. Vol. I: 
Introducción histórica y sesiones comunes.* 


Imposible destacar en una breve reseña esta obra monumental, preciosa en 
calidad, inmensa en cantidad, verdadera enciclopedia sobre la perfección y el 
apostolado. El tan difícil “multa et multum” se abrazan aquí como hermanos ge- 
melos. El Congreso no ha terminado: “scripta manent”. 

Tenemos a la vista el 1 volumen precursor de otros tres “que han de recoger 
todo el fruto del animoso e inteligente esfuerzo que se derrochó en tan feliz oca- 
. sión”, dice en la presentación don José María García Lahiguera, Obispo Auxiliar 
del de Madrid Alcalá, Presidente de la Comisión General del Congreso y uno de 
sus principales fautores. Nadie como él para decirnos toda la verdad de aquel 
congreso y de estas Actas. 

“Fueron diez días de intenso trabajo —dice— preparado, en parte al menos, 
durante cerca de dos años. Más de doscientas sesiones se celebraron a lo largo 
de los días del Congreso, en las cuales otros tantos especialistas trataron con in- 
terés y preparación los temas correspondientes... A los temas fundamentales se 
habían presentado numerosas comunicaciones escritas”. 

El Congreso se propuso “un estudio amplio de todos los puntos de interés re- 
ferentes a la naturaleza de la perfección y del apostolado, con su organización en 
los diversos encuadramientos canónicos, a la formación de los llamados a esta 
misión divina, y a la práctica y ejercicio de la perfección y del apostolado en sus 
diversos modos y aspectos”. “Los temas dedicados a la formación —formación 
religiosa, sacerdotal y apostólica— de los candidatos a la vida de perfección y 
apostolado atrajeron con preferencia la atención de los congresistas”.  - 

Las Actas interesan vivamente a los asistentes al congreso que por ellas sa- 
borearán sus frutos. Pero también y no menos a los asistentes, que dada la si- 
multaneidad de tantas sesiones nos hubimos de quedar con las ganas de asistir a 
todo, pues realmente no se sabía cuál era lo mejor. 

Programa completísimo; especialización y competencia e nlos oradores y es- 
critores de fama universal que estudiaron idénticos y diversos temas con la ven- 
taja de los distintos aspectos y perspectivas o la coincidencia confirmativa de 


. criterios. 


1 Segün la práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de Derecho Canónico o 
materias afines se nos envíen en doble ejemplar (a no ser que se trate de obras de subido precio). 
De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. i 2 

* Es propiedad del Secretariado del Episcopado Español » de la Confederación Española 
Je: Religiosos. Cuidada la edición por “Editorial Coculsa". (Madrid, 1957), 1.248 pp., 24 cm. 
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Constituyen una verdadera biblioteca de espiritualidad apostdlica. Todos pue- 
den encontrar algo interesante en ellas: estudiosos, gobernantes, formadores y di- 
rectores de obras de apostolado... “Estos trabajos han de ser utilísimos como 
punto de partida para ulteriores investigaciones y estudios”. “Serán una poderosa 
ayuda en el movimiento de renovación de la vida de perfección que se ha desper- 
tado en el mundo en estos últimos años, y que prendió tan temprana y vigorosa- 
mente en España”. 

El 1 volumen nos brinda el amplio y precioso material de las Sesiones Comu- 
nes en número de diez. I: La perfección y el Apostolado en la Iglesia. II: La or- 
ganización de la perfección y del Apostolado en la Iglesia. 111: Los Institutos 
Seculares y la organización de la perfección y del Apostolado en la Iglesia. IV: 
Asociaciones sacerdotales de perfección. V: La Acción Católica y las otras Aso- 
ciaciones católicas: VI: Amor al propio Instituto y egoísmo colectivo. VII: La 
formación religiosa, sacerdotal y apostólica en sus diversas etapas. VIII:. La for- 
mación intelectual. TX: Apostolado seglar. X: Coordinación y unificación del 
Apostolado de ambos cleros. Ciento veinticuatro clarísimos autores se registran 
en el índice, muchos de los cuales tuvieron diversas aportaciones a distintos temas. 

Precede al libro, como imprescindible Introducción la Reseña histórica .sobre 
la preparación y celebración del Congreso, incluyéndose como preciosas piedras 
claves la Carta de S. S. el Papa, los discursos del Emmo. Sr. Cardenal Valerio 
Valeri y del Emmo. Sr. Cardenal de Toledo, la homilía del Excmo. Sr. Nuncio 
de Su Santidad y el Saludo del Excmo. Sr. Patriarca, Obispo de Madrid-Alcalá. 


1.248 grandes páginas en papel biblia, bien aprovechadas, con una esmerada 
selección de tipos. No es un libro, es un arsenal, una biblioteca, una enciclopedia. 
Y lo será más' cuando veamos coronada la obra con los otros tres: volúmenes. El 
Congreso no ha terminado. 

HORTENSIO VELADO 


El derecho de los indios a la libertad y a la fe, por ALBERTO DE LA HERA. Separa- 
ta de 97 páginas del “Anuario de historia del Derecho español”. Madrid 1956. 


El presente trabajo es una memoria de licenciatura de la Facultad de Filosofía 
y Letras de Madrid. Lleva por subtítulo, La bula “Sublimis Deus” y los proble- 
mas indianos que la motivaron. 


Al frente de la primera página figura este sumario, que expresa su contenido: 
Introducción. I Actitudes ante el derecho de los indios a la libertad y a la fe: 1 
La Corona y los conquistadores; 2 Los teólogos y juristas. Elaboración doctrinal 
del derecho de los indios a la libertad y a la fe; 3 Los misioneros. La práctica 
misional. II Proclamación papal del derecho de los indios a la libertad y a la fe: 
4 La intervención pontificia. La bula Sublimis Deus y los documentos menores 
que la acompañan; 5 La acogida real a la bula y la supervivencia de la interven- 
ción pontificia. Indice de fuentes y de bibliografía. 


“No se ha realizado la valoración jurídica de la Sublimis Deus” (p. 88, docu- 
mento “muy poco conocido en relación con la gran importancia que posee” (p. 5). 
Pero esta bula no es un documento solitario; “es cabeza de otros varios” que ema- 
naron de la curia romana debido a las gestiones del dominico Bernardino de Mi- 
naya. “La historia de estas gestiones, el análisis de los documentos, el estudio 
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de los problemas que venían a resolver y de las soluciones que les dieron es cuanto 
constituye el tema de este trabajo” (p. 7). 


Con indicaciones anotadas tiene bastante el lector, si conoce algo de los puntos 
que aquí se discuten, para apreciar el interés del folleto. 


El estudio y exposición de las cuestiones que van desfilando a lo largo de sus 
páginas contiene, sobre todo en la segunda parte, algunas aportaciones nuevas 
en datos y en la interpretación de los hechos, que conviene subrayar. El historial 
de las bulas Sublimis Deus y Altitudo divini consilii y el breve Pastorale officium 
en su origen, presentación al Consejo y suerte posterior queda muy aclarado, des- 
haciendo el embrollo que solía reinar sobre esto. En cuanto a los otros dos do- 
cumentos pontificios, Veritas ipsa y Unigenitus Deus, cree que no han existido, 
pues, aunque se habla de ellos, nadie ha señalado concretamente su existencia dis- 
tinta de los otros. La Veritas ipsa es una creación imaginaria motivada por la 
cláusula Hinc Veritas ipsa de la Sublimis Deus. Y otro tanto parece haber suce- 
dido con la Unigenitus. 


Reconocemos con el autor que la supuesta bula Veritas ipsa es una reproduc- 
ción literal de la parte dispositiva de la Sublimis Deus. Pero el caso de la Unige- 
nitus es totalmente diverso, y así no cabe aplicarle la misma regla. De ésta no co- 
nocemos más que el nombre. Nuestra ignorancia, como argumento puramente ne- 
gativo, tiene valor muy circustancial, y sobre él no se puede basar una conclusión 
en firme. 


Por las cartas de la reina al provincial dominicano consta que Minaya presen- 
tó sus bulas y breve —"ciertas bulas y un breve"— al Consejo. De esos documen- 
tos pontificios hoy podemos identificar dos bulas y el breve. Y aunque es de supo- 
ner que presentase todos los obtenidos en relación con el orden temporal, pues 
de otro modo no podrían surtir efecto, eso no quita que no alcanzase además otras 
gracias. El licenciado Padilla en su relato autobiográfico dice que, estando él en la 
Isla de Santo Domingo, llegaron allí Las Casas y Minaya, y que éste traía "muy 
grandes poderes cerca de la conversión de los indios y para edificar monasterios 
y hacer recogimiento de clérigos para la conversión de los indios". Tenía esto lu- 
gar entre 1538 y 1539. Segün lo cual, las facultades fundacionales de que después. 
echará mano Minaya estaban basadas también en documentos papales. Por lo 
visto, eso no interesa a nuestro autor, quien, haciendo caso omiso de un testimo- 
nio tan terminante que no se digna mencionar, niega también (p. 88) que el domi- 
nico haya regresado a las Indias. 


De todos modos, queda bien patente es este trabajo la labor de nuestro religio- 
so en cuanto se relaciona con la bula Sublimis Deus. El mencionado regreso a 
América tuvo que ser a cencerros tapados, y las diligencias de Loaysa para traer- 
lo de Nueva España han tenido que dejar alguna huella en la documentación de 
Indias, aunque hasta el presente no se haya dado con ellas. 


Un nuevo dato sobre Minaya que hasta el presente nadie ha recogido es su 
presencia en Trento en 1545. Espíritu inquieto, como se revela a través de sus 
peregrinaciones en torno a las bulas, no se cuidaba mucho de actuar con sumisión 
a los poderes constituídos. De ahí que éstos le siguieran los pasos, malográndose 
en parte por ese motivo el fruto de sus esfuerzos, como sucedió con la Sublimis 
Deus. Y extrafia que sobre este particular nuestro autor, fijándose en detalles se- 
cundarios, censure con insistencia al sefior Hanke, cuando gracias a la labor me- 
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ritoria del mismo ha podido él desenvolverse con holgura. La historia es obra de 
crítica, pero sin olvidar la aportación solidaria de todos. 


Wi, 38}, DERE 


May, GEORG, Die geistliche Gerinchtsbarkeit des Erzbischofs von Mainz im Thü- 
vingen des späten Mittelalters. Der Generalgericht zu Erfurt. St. Benno-Verlag, 
Leipzig 1956, XXIV-330 pags., 15’5 x 23 cm. 


El Estudio filosófico-teológico de Erfurt edita la colección Erfurter Theologis- 
che Studien, en la cual esta obra hace el número segundo. La organización judi- 
cial eclesiástica, concretamente en Alemania, ha sido objeto de múltiples estudios 
históricos. La bibliografía que abre paso al presente volumen es impresionante. 
Existen no sólo tratados generales sino monografías sobre muchas de las distintas 
diócesis alemanas. El arzobispado de Maguncia, de una historia tan brillante dentro 
de la iglesia alemana, contaba ya con algunas muy amplias y cuidadas. Pero a 
pesar de ello, nos dice el autor, seguía notándose cierta escasez de conocimientos 
respecto al Tribunal del arzobispado de Maguncia en Erfurt. Por ello, se decide 
a poner la última mano en el tema. El trabajo es largo, prolijo y a la vez conci- 
so y ceñido a los datos esenciales de cada punto. Su lectura es agradable y segui- 
da, ya que generalmente la erudición va en notas. 

Es imposible resumir en pocas palabras una obra de contenido tan variado. 
Consta la obra de dos partes, la primera estudia la prehistoria e historia medieval 
del Tribunal General de Erfurt. La situación e importancia de esta ciudad moti- 
varon sus esfuerzos constantes por lograr independencia judicial, justificada ade- 
más por las dificultades de distancias y por la escasa atención que le dedicaba la 
silla arzobispal. Aprovechando las luchas entre el Pontificado y el Imperio, por su 
fidelidad al Papado y tras varias vicitudes, alcanzó finalmente la ciudad de Erfurt 
de Bonifacio VIII el codiciado privilegio De mon evocando, por el cual los ciuda- 
danos y habitantes de la ciudad o territorio agraciado no estaban obligados a 
atender las citaciones judiciales de tribunales extraños. Se instituye en Erfurt un 
tudex generalis o cognitor generalis, representante del arzobispo en materia judi- 
cial, cuya actividad da lugar al presente estudio. Con un examen del proceso evo- 
lutivo seguido por esta institución se cierra la parte primera. En la segunda y úl- 
tima se analiza la estructura jurídica del Tribunal: su competencia territorial, per- 
sonal y real, la jurisdicción criminal, el procedimiento y la composición del Tri- 
bunal. En el ultimo apartado se explican las relaciones del mismo con otros tri- 
bunales de la archidiócesis maguntina, esto es, las distintas instancias, y las relacio- 
nes con la ciudad de Erfurt. 

Martin MERINO 


LóBmMANN, Benno, Der kanonische Infamiebegriff in seiner, geschichtlichen Ent- 
wicklung. St. Benno-Verlag. Leipzig, 1956, 144 págs., 15'5 x 23 cm. 


Se trata del primer número de la colección Erfurter Theologische Studien. La 
intención primera del autor fue escribir sobre la infamia en el derecho actual. 
Pronto vio la necesidad. de un estudio histórico previo. Por fin, su estudio se li- 
mita al desarrollo histórico del concepto de infamia. La parte central del estudio 
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es la doctrina de Suárez sobre el tema, precedida de un examen rápido del con- 
cepto de infamia en el Corpus Iuris Canonici, que recoge únicamente los rasgos 
generales de la evolución en el Decreto de Graciano. 

La infamia no es posible entenderla prescindiendo de las irregularidades, cuyo 
origen está en las exigencias de San Pablo al ordenado, que sea sine crimine y que 
tenga bonum testimonium. El crimen da lugar a la infamia criminalis, criminosus 
e infamis son una misma cosa para Graciano; la carencia del bonum testimonium, 
al defectus famae. La infamia fue primitivamente reservada al primer caso. Pero 
ambos conceptos se relacionan en el sentido de que la infamia criminalis es causa 
del defectus famae, que continuaba aun después de la penitencia y creaba al or- 
denando una irregularidad solo extinguible por dispensa. 


La Glosa distingue entre infamia iuris e infamia facti (ésta diversa del defectus 
famae y de la infamia criminalis). Las expresiones proceden del Derecho romano 
posterior. Y corresponden, la primera a la infamia romana en sentido estricto y 
la segunda, a la turpitudo. ¿Proviene también del Derecho romano el contenido 
de la infamia facti, al igual que el de la infamia iuris? Ciertamente, no. Su ori- 
gen está en el Derecho canónico, como evolución de los conceptos de defectus fa- 
mae e infamia criminalis, al cambiar la práctica respecto a las irregularidades. Se 
plantea el problema de si ambas formas tienen como base un concepto ünico de 
infamia. 

En los trabajos realizados hasta el presente, nos dice Lóbmann, se entiende 
la infamia como simple pérdida de la buena fama. Pero, como tanto la Glosa co- 
mo el Decreto utilizan el antiguo concepto de la infamia criminalis, resultan di- 
ficultades insolubles si prescindimos de los pasos seguidos en su evolución. El es- 
tudio de Suárez hace ver su imposibilidad de lograr una terminología clara por- 
que emplea ambos conceptos indistitamente. 


La aceptación de la infamia romana introduce un elemento extraño en el De- 
recho canónico preexistente. Este se apoya en la "fama", concepto no jurídico de 
origen social. La infamia es la pérdida de la buena fama. Frente a él, la infamia 
romana incluye un concepto meramente jurídico, la existimatio. En la recepción 
de la infamia romana conserva el Derecho canónico como base su concepto de 
fama-infamia intentando incorporarle el concepto de la existimatio. Gran parte de 
los problemas presentados nacen precisamente de estos esfuerzos, particularmente 
en Suárez. Contraponiendo estos dos conceptos se demuestra que en el fondo del 
concepto de infamia existen dos conceptos distintos de fama y que, por consiguien- 
te, no existe un concepto unitario de la infamia. 


Al tratar de la división de la infamia en infamia iuris y facti, los autores par- 
ten de un división lógica. La primera nace da la ley y tiene, por tanto, efectos 
jurídicos; la segunda nace de la opinión general y no produce efectos jurídicos. 
Pero de hecho la primitiva infamia canónica, aunque nacida de la opinión, tenía 
efectos jurídicos. Se hallaba, pues, en el medio entre ambas y no era posible ar- 
ticularla en la división usual. Esta infamia “intermedia” fue el impedimento prin- 
cipal para una clara división de la infamia. El problema está latente en la mayor 
parte de los autores. que entienden la infamia facti como puramente natural, 
pero reconociéndola efectos jurídicos, sin examinar la posible conciliación de am- 
bas. En Suárez el contenido de esta infamia intermedia está incluído en su infamia 
legalis, pero no emplea una distinción terminológica particular. Passerini es el 
primero y el único que la distingue terminológicamente, pero no es capaz de in- 
corporarla satisfactoriamente a la división usual en a iuris y facti. Esta in- 
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famia intermedia ha pasado a ser actualmente la infamia facti del derecho en 
vigor. 

Por otra parte, es posible constatar que la terminologia juridica romana ha 
influido intensa y duramente en la doctrina canónica acerca de la infamia, espe- 
cialmente sobre las maneras de adquirir la infamia canónica ipso facto y per senten- 
tiam, en las que se han mezclado las concepciones canónica y romana, lo cual se 
refleja todavía en el derecho vigente sobre la infamia. Elemento perturbador fue 
la inseguridad de los conceptos publicum y notorium. “Rozar en Derecho canó- 
nico el concepto de publicidad es como tocar un nido de avispas; seguramente 
no existe otro punto tan poco claro y en el que existan opiniones tan dispares 
como en el problema de la publicidad”. (Ch. Meurer) La mayor parte de los au- 
tores utilizan estos conceptos indistintamente, lo que en la infamia lleve necesaria- 
mente a la confusión de dos problemas completamente diversos: el problema del 
delictum publicum, que afecta a la naturaleza de la infamia, y el problema del 
delictum notorium, que afecta a la adquisición de la misma. 


Veamos finalmente cómo evolucionan las relaciones de intercambio entre el De- 
recho romano y el canónico en lo referente a la infamia en general. El Derecho 
canónico poseía desde el principio una doctrina propia sobre la infamia y, aunque 
al recibir la infamia romana aceptó ciertamente el Derecho canónico del romano 
tanto su contenido como sus expresiones, no obstante, su vitalidad era tal que 
pudo incorporar a su propio derecho la infamia del Derecho romano. El Derecho 
canónico produjo nuevas formas de la institución aceptada. Terminológicamente, 
aún hoy se notan las huellas de la recepción. En relación con el contenido, el 
Derecho canónico en el correr del tiempo ha logrado liberarse nuevamente de la 
influencia de los casos de infamia del Derecho romano. El CIC recoge los últimos 
momentos de esta evolución. Se da una nueva ordenación de los casos de infa- 
mia y los delicta infamantia tomados del Derecho romano se traspasan a una nue- 
va institución, la exclusión de los actos legítimos, mientras la infamia en sentido 
estricto se somete a una nueva regulación según criterios estrictamente canónicos. 
Este hecho significa que el Derecho canónico ha roto los vínculos que le unían a 
la infamia romana, lo que es una señal de su vitalidad siempre renovada. 


MARTÍN MERINO 


ESTUDIOS DE DERECHO ARAGONES.—HOMENAJE A LA MEMORIA DE 
Don Juan Moneva y PuyoL.—Zaragoza 1954, 688 páginas, 24 cms. 


Fue don Juan Moneva Puvor catedrático de Derecho canónico en Zaragoza 
durante treinta años, cultivó el Derecho aragonés, husmeó en los archivos, traba- 
jó en laboratorios químicos, comentó sobre los clérigos del Quijote, escribió sobre 
el Honor, sobre el silencio, sobre educación: redactó una gramática castellana, 
pronunció numerosísimas conferencias y escribió innumerables artículos. El titu- 
lado “Señor Juez”, llegó a ser famoso. 


En homenaje a esta notabilísima personalidad, el Consejo de estudios de De- 
recho Aragonés ha publicado este libro, con el cual pretende honrar al que fue 
su fundador y su primer presidente, don Juan Moneva y Puyol, Libro en el cual 
descubrimos dos partes correspondientes al doble carácter que ha querido darse 
al homenaje; en la primera parte se expone la figura del que fue gran jurista ara- 
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gonés ; en la segunda se le rinde homenaje con la publicación de veinte magníficos 
estudios de muy variados temas. 


Colaboran en la primera parte don Salvador Minguijón, don Emilio Laguna, 
don Luis Horno y don José Lorente, con los temas, Don Juan Moneva y Puyol; 
Don Juan Moneva siempre maestro; Perfil humano de Moneva; Don Juan Mone- 
va y Puyol, jurista aragonés. 


De los trabajos que contiene la segunda parte destacaremos únicamente los 
que tienen especial interés para nuestros lectores. 


Don MIGUEL SANCHO IZQUIERDO escribe sobre el Derecho natural en el ordena- 
miento jurídico aragonés. Considerando la presencia del Derecho natural en nues- 
tro ordenamiento jurídico como fundamento inspirador de las instituciones jurí- 
dico-positivas de nuestro ordenamiento; como fuente supletoria en las lagunas de 
las mismas instituciones y como límite del Derecho positivo y de la libertad indi- 
vidual. Estudia como principales ejemplos de la influencia del Derecho natural, 
la organización de la familia aragonesa, los principios recogidos en el proemio de 
la compilación de Huesca y las resoluciones de la jurisprudencia que ha interpre- 
tado las normas legales guiada por los dictados de Derecho natural. 

Don José ORrLANDIS Rovira firma un estudio sobre los orígenes del monaquis- 
mo dúplice en España, fenómeno que conoció en la España de la Alta Reconquista 


una extraordinaria difusión. El doctor Orlandis considera que el monaquismo dú- 
plice en España no es un fenómeno que deba atribuirse a un origen único, sino 
más bien un resultado de varias influencias. El autor ha estudiado algunas de ellas 
que a su parecer ejercieron especial influencia. En primer lugar la “tuitio” o pro- 
tección que los monjes habían de ejercitar sobre las religiosas, atendiendo a los 
negocios temporales que afectaren al monasterio de modo que éstas pudieran de- 
dicarse más plenamente al servicio divino, viniendo obligadas en compensación a 
elaborar la vestimenta para los religiosos; lo cual dio lugar al establecimiento de 
pequeñas comunidades de varones junto a los monasterios de monjas. En segundo 
lugar, la aparición de los monasterios familiares, cuya constitución era dúplice por 
su misma naturaleza, y que tanto éxito habían de conocer en los primeros siglos 
de la Reconquista. Por último las audaces y originales novedades ideadas por 
San Fructuoso, las cuales no fueron introducidas ciertamente para favorecer la 
formación de comunidades mixtas, pero el hecho es que estableció las bases de un 
proceso que la evolución de los tiempos y de las instituciones abocaron al resul- 
tado de fomentar el monaquismo düplice. 

Don José Castán ToBERAs es autor de un trabajo titulado “Los problemas 
civiles de la llamada “inseminatio artificialis” en los seres humanos”. Lo dedica 
“a la memoria de mi maestro de cánones en la Universidad Cesaragustana, don 
Juan Moneva y Puyol, pensador y escritor de extraordinario ingenio”. Separar la 
función de la procreación del amor conyugal significa, en el artículo de Castán, 
destruir el derecho de familia, suprimir sus principios morales; es contraria a la 
moral de la Iglesia católica y también al sistema de nuestro Derecho civil. No 
cabe esperar efectos beneficiosos de tales prácticas. 

Con relación a los hijos el Sr. Castán distingue los siguientes casos: a) No ca- 
be reconocimiento de paternidad por el dador si la mujer inseminada es viuda o 
soltera ; los hijos serán ilegítimos no reconocidos. b) Si la mujer es casada el hijo 
será legítimo si el semen perteneciera al marido, aunque parece que éste podrá 
impugnar la paternidad en caso de ausencia ; si el semen es de un tercero la impug- 
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nación será dificilísima en virtud del principio de que el padre es el marido de la 
madre. : 

Termina con unas consideraciones "de iure condendo" de las cuales destacamos 
la idea de que el principio de la presunción Pater is est es excesivamente rígida 
en nuestro Derecho; el autor prefiere la formulación del c. 1115 § 1.° que atem- 
pera el alcance de la presunción con la frase misi evidentibus argumentis contra- 
rium probetur. 

Del estudio de don Jesús IRIBARREN sobre Las segundas nupcias en el Derecho 
navarro y en la costumbre destacaremos las indicaciones que en la primera parte 
se hacen sobre la influencia del cristianismo, el cual, aunque estableció que los 
hombres pudiesen casarse más de una vez, lo hizo como una concesión de algo no 
deseable; como dice la Partida cuarta, “E esto hizo por desviar pecado de fornicio, 
porque tenía que menor mal era casar que facer tan gran pecado". Discurre a conti- 
nuación el autor sobre los problemas que presentan las segundas nupcias en rela- 
ción con la patria potestad, la legítima, la colocación de bienes, el usufructo vi- 
dual, el usufructo de la administración de los bienes de los hijos y el régimen 
económico del segundo matrimonio, así como su relación en las reservas heredita- 
rias y la eficacia de los pactos en capitulaciones matrimoniales autorizando las 
segundas nupcias. 

Don Jost Maria BELLED HEREDIA ha escrito un largo trabajo sobre Advera- 
ción del testamento ante párroco en Aragón. Se refiere únicamente a una de las 
formalidades del testamento, la adveración; y aun dentro de ella, estudia solamen- 
te un problema concreto: el que se plantea cuando el párroco o uno de los testi- 
gos, o ambos conjuntamente, o éstos y aquél no pueden concurrir al acto de la 
adveración por cualquier motivo que generalmente será la muerte de uno de ellos. 
Después de estudiar ampliamente el problema hace el autor una crítica del sistema 
actual apuntando ideas acertadas para la futura ordenación de esta materia. 

A juicio del autor se debe exigir taxativamente la circunstancia del peligro de 
muerte en el testador pera que pueda otorgarse el testamento ante párroco y tes- 
tigos, proveer a que el escrito se conserve y señalar un procedimiento para que el 
juez se asegure de la autenticidad del testamento, incluso de una manera más 
sencilla que por la adveración. No cree que sea necesario establecer un plazo de 
caducidad del testamento ante el párroco. En general las modificaciones propues- 
tas por el Sr. Belled tienden a facilitar la solución adecuada de las situaciones 
creadas por el fallecimiento o imposibilidad de concurrir a la adveración en que 
se encuentra, segün la legislación vigente, el párroco o los testigos. 


ABs Es 18), 


Castan Lacoma (Laureano) Un proyecto español de Tribunal internacional de Ar- 
bitraje obligatorio en el S. XVI, formulado por el Mtro. Avila. Prólogo del 
Excmo. Sr. Don Alberto Martín Artajo. (Tarragona). Biblioteca “Antonio Agus- 
tín, 1957. Un volumen de 168 pp. 85 pesetas. 


En realidad el libro lleva consigo, en el autorizado prólogo de Martin ARTAJO, 
la recensión hecha. Porque ya en las primeras líneas advierte el prologuista la 
principal característica del libro: “Promete al lector, bajo la tasada rúbrica que 
lleva... el estudio concreto de cierto proyecto de arbitraje obligatorio que ha en- 
contrado en los escritos luminosos el Beato Maestro Juan de Avila; pero nos da, 
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luego, mucho más de lo ofrecido. Basta, para percatarse de ello, echar una ojea- 
da sobre el índice del libro”. 

Esta es la verdad. Casi diríamos que el estudio del proyecto del Beato Maes- 
tro ha sido un pretexto para darnos una magnífica historia de una idea: la de 
los medios pacíficos de editar los conflictos internacionales. A lo largo de las pá- 
ginas del libro asiste el lector al drama de los esfuerzos que va haciendo la inte- 
ligencia humana por apartar de manera eficaz el fantasma de la guerra. Ve como 
se originan las ideas, apenas esbozadas, y van adquiriendo cuerpo y desarrollo. 
Ve como fracasan unas y dan lugar a otras. Por eso resulta de apasionante inte- 
rés la lectura de tantos datos como CASTAN ha logrado reunir en su libro: Ideas 
acertadas unas, utópicas otras, en la línea de la ortodoxia las más, heterodoxas 
algunas, originales a veces, meras copias en otras ocasiones... Lo que importa es 
mantener, como lo hace el autor, sostenido el interés del lector por la titánica lu- 
cha mantenida durante tantos siglos. Sin que pueda tampoco sustraerse a la im- 
presión de asombro que le causa contemplar lo que en siglos pasados pesaba Es- 
paña en el pensamiento europeo, y aun mundial. Se ve que los libros españoles 
se editaban entonces en todas las ciudades europeas, y se leían y comentaban en 
todas las Universidades. 


Además de la historia de una idea es este libro descripción y análisis de un 
proyecto: el que el Beato Juan de Avila proponía al Concilio de Trento, al -su- 
gerir la creación de un Tribunal permanente de arbitraje obligatorio. El análisis 
está hecho con un profundo conocimiento de la terminología corriente entre los 
internacionalistas y de la clasificación técnica de los medios pacíficos de resolver 
los conflictos internacionales hoy en uso. La fórmula propuesta por el Beato. pa- 
rece digna de este estudio, pues se anticipa, con notable claridad de ideas y mag- 
nífico sentido moderno, a lo que siglos mas tarde habría de proponerse y aun, par- 
cialmente, llevarse a la realidad. El autor ofrece además, en un capítulo previo, 
un estudio de la formación jurídica del Maestro Avila que permite encuadrar 
exactamente el proyecto del que fue autor. 

Pero el libro quiere ser algo más aún: un alegato, un nuevo argumento más, 
en favor de la tesis del origen español del Derecho internacional. La tesis, como 
es sabido, no es nueva, y el mismo autor se cuida de alegar tesimonios de espa- 
fioles y extranjeros que la defienden. Pero el proyecto del Beato Maestro añade 
indiscutiblemente nueva fuerza a alguno de los argumentos que ya venían utili- 
zándose, y que el mismo autor ha recogido y catalogado con cuidado. 


En síntesis podríamos repetir aquí cuanto el prologuista ha dicho del libro, 
pero nos bastará copiar la conclusión a la que él mismo llega: “A los españoles 
de hoy que ven con frialdad, si no con indiferencia, los progresos, aunque lentos, 
reales, del orden internacional, este libro les enseñará que ningún pueblo se ha 
interesado tanto como el nuestro, ninguna Escuela tanto como la española, en 
favor de esa jurídica ordenación que hoy se intenta. Y que es de ley honrar a 
nuestros antepasados, esforzados paladines de la santa causa de la unidad sus- 
tancial del género humano, continuando hoy sus esfuerzos en eficaz colaboración 
con tantos y tantos hombres e instituciones que, con plena buena fe y con ardor 
encomiable, se empeñan en dotar a la humanidad de cauces jurídicos para que 
diriman sus diferencias y contiendas, sin hacer uso de las armas... Rompamos 
pues, con los prejuicios de un mal entendido patriotismo, de un seudopatriotismo, 
que nos lleva a repugnar, sin fundamento, toda idea supranacional, y reanudan- 
do honrosas tradiciones, pongámosnos en cabeza de este movimiento. Y no sirva 
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de pretexto para rehuirlo el hecho cierto de que esta organización de naciones con- 
serva vestigios de paganía y presenta resabios de sectarismo anticristiano. Porque 
acaso la Providencia nos reserve a nosotros, los países católicos, el honor y el ser- 
vicio de bautizarla definitivamente con el signo pacífico de la Cruz”. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


L. PEeREÑA VICENTE. El sistema de “El tostado” sobre el Derecho de gentes. 
C. S. I. C., Instituto Francisco de Vitoria. Madrid 1956, 93 págs. 


A los diversos trabajos monográficos que en honor de Alfonso de Madrigal, 
llamado “El Tostado”, aparecieron con motivo del Centenario de su muerte (1956) 
se añade el de PERENA VICENTE, bien conocido ya por otros estudios sobre relevan- 
tes figuras españolas del Derecho. En el presente trabajo que se acerca a las 100 
páginas aborda un interesante aspecto del autor estudiado: sus ideas acerca del 
Derecho de Gentes. La labor era difícil porque había que ir entresacando textos 
de sus Comentarios a los diversos libros del Antiguo Testamento, ya que los he- 
chos de la Historia de Israel constituyen el marco y casi la base sobre la que “El 
Tostado” va madurando sus conceptos jurídicos. Sus reflexiones personales, festo- 
neadas por algunas citas de Padres, de Graciano o de Sto. Tomás —principales 
fuentes de su pensamiento— y de esta manera diseminadas, son reducidas a sis- 
tema por PERENA VICENTE, haciéndolas girar sobre dos ideas polares: la paz y la 
guerra. 


“El Tostado” nos define expresamente el Derecho de Gentes. Se mueve siempre 
entre los conceptos de Derecho natural, entendido este con sentido objetivista, 
racional y universalista, y de Derecho positivo, cuya función es determinar, de- 
clarar y aplicar el Derecho natural, y en el que juega papel muy importante el 
factor histórico y la costumbre. Así enmarcado, el autor nos sintetiza la definición 
equivalente que resulta del pensamiento del “Tostado” (p. 32): “Derecho de Gen- 
tes sería el Derecho natural histórico universalmente vigente por medio de institu- 
ciones positivas”. La paz internacional y la guerra, el fundamento y causas o ti- 
tulos justos para esta, la soberanía y el arbitraje, la responsabilidad internacional 
de los sujetos que en ella intervienen, las sanciones y las normas de justicia que 
han de presidir toda guerra, etc., son otras tantas cuestiones estudiadas a la luz 
de textos hábilmente rebuscados en la obra del Tostado. 


A la hora de definir su influjo en los autores posteriores y de compararlos con 
ellos, PERENA confiesa que “El Tostado” no logró definir con fórmula precisa el 
Derecho de Gentes, aunque aporta conceptos y atisba fórmulas. Sin embargo, su- 
po descubrir su carácter histórico y consuetudinario, desarrollar conceptos tan 
básicos como los de arbitraje y sanciones, acercarse muchísimo a los maestros del 
XVI y XVII al referir las causas justas de guerra y por último equipararse a 
cualquiera de ellos al describirnos el proceso quasi jurídico —así lo llama el autor— 
de la declaración de guerra. Al “Tostado lo citarán Vitoria y Covarrubias, Azpil- 
cueta y Castro, Molina y Báñez, Suárez y Grocio. De ahí que resulte justificada 
la frase del autor (p. 63): “Las dos fuentes de carácter enciclopédico pertenecien- 
tes a la Edad Media que más influyeron en los internacionalistas españoles del si- 
glo XVI están caracterizadas por la Summa de Santo Tomás y los comentarios de 
“El Tostado”. Páginas más atrás nos dirá en frase conclusiva y final (p. 66): “Es 
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uno de los maestros que más influyeron en el origen del Derecho internacional 
moderno”. 


Felicitamos a PEREÑA VICENTE por la maestría con que sistematiza las ideas 
de “El Tostado”, por la paciencia con que ha rebuscado los textos perdidos en 
13 de los 27 grandes tomos en folio de aquel, por el acierto de haber añadido a su 
estudio un apéndice con los más importantes de ellos (pp. 67-92) facilitando así 
el acceso a los mismos a los internacionalistas, y en fin, por la feliz idea de hacer 
entrar Alfonso de Madrigal precisamente con su estudio en la gran legión de los 
jusnaturalistas españoles de nuestro siglo de Oro. Con ello se suma al muy bene- 
mérito, aunque tristemente frustrado esfuerzo iniciado por la “Biblioteca Interna- 
cionalista de Clásicos españoles” por publicar los textos y estudiar la doctrina 
de todos nuestros internacionalistas. ¿No sería factible el recoger aquel noble 
proyecto y el integrar en él todo un esfuerzo colectivo yde grupo? 


J. I. TELLECHEA 


Munpay, James E.: Ecclesiastical Property in Australia and New Zealand: An 
Historical synopsis and comparative study of the general law of the Curch, 
canons 1495-1551, and the Decrees of the Fouvih Plenary Council of Australia, 
Decrees 653-685 (Washington The Catholic University of America Press, 1957), 
XIV-138 pp. 


La parte VI del libro III del Código de Derecho Canónico trata de los bienes 
temporales de la Iglesia. Esto, por si solo, demuestra la importancia que los bie- 
nes temporales tienen dentro de la Iglesia. Pero ademas se ve la gran importan- 
cia de dichos bienes en el plan de la Iglesia por la multiplicidad y los detalles de 
la legislación que ha marcado los esfuerzos de os legisladores al través de toda la 
historia de los tiempos primitivos del cristianismo para adquirir y para salvaguar- 
dar el patrimonio eclesiástico. En cierto sentido se puede afirmar que no existe 
materia tan íntimamente unida con la historia y el desarrollo de la Iglesia como 
la de su aspecto temporal. “La historia de los modos de adquisición y los métodos 
de administración de la propiedad se presenta al jurisprudente como la historia de 
las vicisitudes y los triunfos de la misma Iglesia”. Dejando a un lado el valor exac- 
to de la afirmación del autor de este libro, sí podemos afirmar con toda seguridad 
que un conocimiento más profundo de la legislación eclesiástica acerca de la adqui- 
sición y administración de la propiedad en el correr de los siglos proporciona una 
mejor comprensión y apreciación de las leyes actuales del Código sobre estas ma- 
terias. 

El Rev. James Munday, de la archidiócesis de Sydney, nos ofrece un estudio 
detallado sobre la propiedad eclesiástica en Australia y Nueva Zelanda, estudio 
interesante ya que las vicisitudes de la Iglesia en aquellas latitudes fueron muy 
diferentes de las de otros países. Es cierto que, por la especial legislación estatal 
del país, la cuestión de la propiedad de la Iglesia no ha tenido los graves proble- 
mas de las diferentes naciones de Europa o América. Su misma juventud ha po- 
dido evitar los conflictos endémicos que ha habido entre la Iglesia y el Estado en 
los siglos XVIII y XIX. A pesar de todo, la Iglesia ha tenido también sus pro- 
blemas en Australia sobre los bienes materiales y la posesión y adquisición de los 
mismos. Esto justifica el estudio del Rev. James Munday. Aparte del interés es- 
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pecial que en aquellas regiones pueda ofrecer la legislación general del Código, la 
tesis doctoral que reseñamos tiene el interés de la legislación especial según los 
Decretos del IV Concilio Plenario de Australia y Nueva Zelanda, tenido el año 
1937 en Sydney. 

El concepto de “bienes eclesiásticos” o “propiedades eclesiásticas” viene clara- 
mente definido en el c. 1497. Además el mismo Código establece la capacidad ad- 
quisitoria de la Iglesia, independientemente de la potestad civil, y la finalidad de 
los dichos bienes (c. 1945). Como consecuencia de su propia personalidad como 
sociedad jurídicamente perfecta, la Iglesia posee una autónoma independencia de 
la autoridad civil en la elaboración de sus actos jurídicos. Su misma naturaleza 
en cuanto sociedad externa, visible y material, exige acomodarse a las formas de 
culto divino que coexisten con la naturaleza de sus miembros, que son simplemente 
almas, sino almas y cuerpos. Los medios externos y visibles de la Iglesia ayudan 
a la expresión de los sentimientos internos. La Iglesia ha necesitado siempre, a 
ejemplo de su divino Fundador, bienes materiales para su mantenimiento y para 
su extensión, y para ayudar y socorrer a las necesidades mil que atormentan a 
sus fieles. 


A pesar de todo no siempre se ha reconocido a la Iglesia la capacidad de adqui- 
rir bienes y de conservarlos o aumentarlos, en la medida de sus necesidades. Al 
aumentar y crecer y desarrollarse el número de los fieles, creció y se aumentó la 
propiedad o bienes de la Iglesia. Y en la misma medida creció y aumentó la ava- 
ricia y envidia del poder civil, siempre dispuesto a enriquecerse a costa de la ex- 
propiación de los bienes eclesiásticos. Una de las consecuencias de la Reforma en 
Inglaterra fue la negación del derecho de adquirir o conservar los bienes que pa- 
saron a la corona o a la Iglesia de Inglaterra. Junto con la expropiación de los 
bienes eclesiásticos, sobrevino la dispersión de los fieles que se vieron obligados 
a emigrar a otros países. Las colonias inglesas, en especial Australia, vieron agra- 
vado el problema de los bienes de la Iglesia ya que no había allí reminiscencias 
de la gloria antigua de la Iglesia católica. 

La tesis presente está concebida en la misma forma que todas las que cono- 
cemos de la misma Universidad Católica: una parte histórica y otra canónica. Es 
decir: precede una breve sinopsis histórica, y sigue un comentario a los cánones 
o decretos que tratan de la materia. Esta vez la sinopsis histórica es muy breve, 
aunque contiene las suficientes noticias para darnos cuenta precisa y exacta del 
estado de las cosas en Australia en relación con el hecho histórico de los bienes 
de la Iglesia. Por otra parte la juventud de la Iglesia en aquellas regiones y el 
realtivo modernismo —en el tiempo— de la jerarquía Católica en Australia y Nue- 
va Zelanda, no permiten hacer una historia más larga. 

Analiza el autor el descubrimiento de Australia por el navegante portugués 
De Quirós, en 1606, el poco o nulo interés que los españoles prestaron a ese des- 
cubrimiento, y el “redescubrimiento” de James Cook en 1770. Como consecuencia 
de la pérdida de las colonias inglesas de América, fue preciso encontrar otras re- 
giones a donde poder llevar a los enemigos del poder, ya políticamente ya reli- 
giosamente, y entonces se pensó en las tierras descubiertas por el Capitán James 
Cook. El primer contingente de prisioneros llegó bajo el mando del Gobernador 
Phillip en 1788. 

La historia de la Iglesia en Australia comprende cuatro períodos distintos durante 
el siglo XIX. El primer período abarca desde la llegada de este primer contingen- 
te de prisioneros hasta 1820 en que llegan los Padres Therry y Connolly; el segun- 
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do hasta 1850; el tercero hasta 1880, y el cuarto hasta la Federación en 1901, 
Es fácil comprender el estado de las cosas en el primer período, cuando la Iglesia 
Católica no tenía ningún derecho ni oficial ni legalmente. Se aplicaba sencillamen- 
te toda la ley inglesa. Todo el país pertenecía a la Corona. Y sólo la Iglesia de 
Inglaterra, como iglesia oficial, era capaz de poseer. Además, por ley, toda la 
población de prisioneros debía trabajar y atender a la Iglesia de Inglaterra, bajo 
severas penas, Poco a poco estas leyes se fueron suavizando hasta que, en el se- 
gundo período, la Iglesia Católica en Australia pudo disfrutar de cierta tolerancia, 
más nominal que real. Luego adquirió una igualdad religiosa, al menos según la 
ley, hasta que pudo exigir sus derechos en plan de igualdad con los otros credos. 
Es el período cuarto, en que tienen lugar los dos primeros Concilios Plenarios de 
la Iglesia en Australia, en 1885 y 1895. 


El autor se ocupa de la “recepción y aplicación de la ley común de Inglaterra 
en Australia”. Pese a las teorías que intentaban un modo diferente de aplicar 
la ley, Australia entró en la órbita de las leyes inglesas. Poco a poco, y en la 
medida que los católicos se fueron emancipando en la metrópoli, el Catolicismo 
fue adquiriendo nuevos derechos y gozó de las mismas leyes que los protes- 
tantes en relación con las escuelas y lugares de culto. La Iglesia Católica, en cuan- 
to reconocida por la ley como un “cuerpo”, pudo gozar de los salarios oficiales, 
a pesar de la oposición de los protestantes. Ya desde 1834 se consideraron como 
válidos los testamentos o donaciones para el mantenimiento de los obispos de la 
Iglesia Católica, para la ayuda de los colegios, capillas y escuelas y, en general, 
para promover la religión Católica. La Commonwealth o Federación, establecida 
en 1901, trajo consigo delicados problemas junto con la división de poderes. Sin 
embargo, la constitución de la Commowealth garantizaba la libertad de todas las 
religiones, en el sentido de que protegía aquellas doctrinas religiosas que no se 
oponían a la moralidad y la seguridad militar de la nación. 


Las páginas 18-128 contienen el comentario canónico. El autor trata, siguiendo 
la legislación del Código de Derecho Canónico y los Decretos del IV Concilio Ple- 
nario, las cuestiones relacionadas con la propiedad eclesiástica: Derechos de la 
Iglesia para poseer; Métodos o formas de adquirir la propiedad: Diezmos y pri- 
micias, “cathedraticum”, tasas extraordinarias diocesanas, prescripción, donación 
y testamentos, etc.; Administración de los bienes eclesiásticos; Alienación de los 
bienes de la Iglesia: Contratos, naturaleza y requisitos de la alienación, modos 
de la alienación, etc.; Fundaciones pías: naturaleza y establecimiento y admi- 
nistración de las mismas. 


Del estudio del Rev. Munday, se deduce que, en general, toda la cuestión 
de la propiedad o de los bienes eclesiásticos en Australia sigue la legislación gene- 
ral de la Iglesia, establecida en el Código. Como es natural en aquellas regiones 
influídas por la legislación americana e inglesa, el método de posesión sigue la nor- 
ma que se ha llamado “by a corporation aggregate”, es decir una sociedad de tres 
o más miembros, guardianes, designados por el ordinario, aunque también se ad- 
mite la “corporation sole” o “fee simple”, forma mucho más rara que la gene- 


ralmente admitida. 
Como todas las otras tesis de la Universidad Católica de Washington, ésta tie- 


ne el mérito de ofrecer un estudio completo sobre una cuestión determinada, si bien 
es muy poca la contribución para una investigación sobre un punto difícil u oscuro 
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de la historia o de los cánones. Sigue, como todas ellas, el mismo método, y pode- 
mos afirmar que, como casi todas ellas, cumple con su cometido. 


Fr. José Oroz RETA 


BawrmNGUE, Pedro N.: The Provincial Council of Manila of 1771. Iis text fo- 
ilowed by a commentary on Actio II, "De Episcopis" (Washington The Cat- 
holic University of America Press, 1957), XIV-260 pp. 


La Iglesia siempre ha tenido especial cuidado en el mantenimiento de la fe y 
de las costumbres, Para eso ha procurado, como uno de los medios más eficaces, 
la reunión periódico de concilios provinciales, A pesar del interés de la Iglesia en 
que tales concilios se tuvieran dentro de un tiempo determinado y fijo, a veces 
las dificultades fueron tales que pasaron muchos años y a veces casi siglos sin que 
se reunieran los siguientes concilios provinciales. Tal es el caso del Concilio Pro- 
vincial de Manila, del año 1771, convocado por el Arzobispo de Manila, Basilio 
Sancho de Santa Justa y Rufina, por orden del rey de España, Carlos III. 


Según la legislación tridentina, el Metropolitano tenía el derecho y la obliga- 
ción de convocar los concilios provinciales. En caso de enfermedad o de otro im- 
pedimento cualquiera, le correspondía esta obligación al “antiquior coepiscopus”, 
de entre los obispos sufragáneos. A pesar de los graves reproches que algunos his- 
toriadores han hecho a la colonización española, lo cierto es que el gobierno espa- 
ñol se había preocupado ampliamente de las leyes que iban a regir en los países 
por él descubiertos o sujetos a sus dominios. En cierto sentido se puede afirmar 
que la historia de España en los países colonizados es la misma historia del Cato- 
licismo por la estrecha unión que existe entre las leyes estatales y las eclesiásti- 
cas. Frente a todas las objeciones de algunos historiadores de la actuación española 
en países de misión se alza el testamento de Isabel la Católica y las Leyes de 
Indias. 


En virtud del Real Patronato de las Indias, concedido a los monarcas espa- 
Holes por la Santa Sede para atender a la expansión del reino de Cristo entre los 
países sujetos a la corona de España, se nota una cierta intervención en el go- 
bierno y administración de la Iglesia, intervención que se aumenta bajo el rei- 
nado de los Borbones, cuyas tendencias absolutistas son bien conocidas. La con- 
vocación de los concilios provinciales de Indias requerían la orden o permiso del 
rey. El metropolitano, habiendo recibido dicha orden tenía que entendérselas con 
los oficiales de las colonias: el Virrey y el Capitán General del distrito. 


Los asuntos de las Islas Filipinas exigían, según Carlos III, la convocación de 
un Concilio provincial, ya que no habido otro desde el año 1595. Así pues, en 
agosto expidió una Real Cédula o Tomo Regio ordenando a los Arzobispos de 
Indias y de Filipinas la celebración de un concilio provincial sin dilación posible. 
El Arzobispo de Manila, Baslio Sancho de Santa Justa y Rufina, después de ven 
cer no pocas dificultades, convocó el concilio para el mes de mayo del año 1771 
Fueron convocados los obispos sufragáneos de Nueva Cáceres, de Cebú y de Nue. 
va Segovia. Asistieron como secretarios los PP. Ildefonso García y Joaquín Trag- 
gia, de las Escuelas Pías; y acudieron representantes del clero secular, de los 
Dominicos, de los Franciscanos, de los Agustinos y de los Agustinos Recoletos, 
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Se designaron igualmente tres jurisconsultos, dos notarios, dos promotores fis- 
cales y un maestro de ceremonias. El Gobernador Anda representaba al Rey. 


Este concilio provincial de Manila da ocasión al Rev. Pedro N. Bantigue para 
hacer un estudio del mismo, con las referencias oportunas a los tiempos de en- 
tonces y a las intromisiones del poder real en los asuntos de la Iglesia, sobre todo 
en tiempo del Rey Carlos III. Adelantamos, como síntesis de nuestra recensión, 
que esta tesis difiere muy poco de las otras a que nos tiene acostumbrados la 
Universidad Católica de Washington. Si bien no se hace notar en el índice de la 


obra las dos partes, histórica y canónica, nos encontramos con esas dos partes muy 
bien limitadas. 


El capítulo primero sirve de introducción al estudio, y trata de la legislación so- 
bre los concilios provinciales a partir del Concilio de Trento, sus antecedentes his- 
tóricos, las leyes de Indias sobre los Concilios Provinciales. Reproduce, como apén- 
dice al capítulo, documentos de los Reyes Carlos I, Felipe II, Felipe III y Feli- 
pe IV, y algunas de las Leyes de Indias que afectan a los concilios provinciales. 


El capítulo II estudia el concilio provincial de Manila de 1771. La promulga- 
ción de la Real Cédula o Tomo Regio de 1769, las vicisitudes del Concilio y las 
sesiones del mismo. A continuación, en el capítulo III, se ocupa del manuscrito 
que contiene las actas del concilio de Manila, indicando sus características internas, 
sus grafías, etc. Reproduce luego el texto de dicho concilio. 


El capitulo IV constituye la parte canónica propiamente tal, o comentario del 
texto del Concilio. Ante la imposibilidad de hacer un comentario de todo el tex- 
to, el autor, con muy buen acuerdo, se ha limitado a la Actio II, "De Episcopis", 
del día 15 de agosto. Tal es, en líneas generales, el contenido del libro que, aparte 
del profundo comentario canónico a la Actio II de Episcopis donde el autor de- 
muestra un perfecto conocimiento del asunto, indica el interés de los monarcas es- 
pañoles por la conservación de la fe y de las costumbres en las regiones a ellos 
sometidas. El trabajo del Dr. Bantigue se basa en una selecta bibliografía y en 
la investigación de los archivos y pontificios o episcopales. 


FR. José Oroz RETA 


STUDI ECONOMICO-GIURIDICI. Stato, Subditi e Sovrano nei giuristi tedeschi del 
XVIII secolo per E. Bussi. Alcune considerazioni sulle radici ideologiche dello 
Stato accentrato moderno per M. Capurso. Procurator e preclusione processua- 
le per F. Bonifacio. A proposito di Libertas per R. Danieli. Istituto di scien- 
ze giuridiche, economiche e politiche della Universita di Cagliari. Vol. 
XXXVIII. Padova 1956, 186 pp. 


No resefiamos un libro en el sentido estricto del vocablo. Se trata de una co- 
lección de estudios económico-jurídicos, sobre temas bien diversos, publicados 
bajo el título de “Studi economico-giuridici” por la Facultad de Jurisprudencia 
de la Universidad italiana de Cagliari. 

El primero de ellos, que llena más de la mitad de la obra, lleva el título de 
“Stato, Sudditi e Sovrano nei giuristi tedeschi del XVIII secolo" y ès original del 
profesor Emit1o Bussi. Ordinario de Historia del Derecho Italiano en aquella Uni- 
versidad. 
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¿El autor se presenta el problema de porqué las ideas y entusiasmos de la Revo- 
lucién Francesa, saludada en tantas partes como el alba de una nueva era, ape- 
nas encontraran eco en la nación alemana. El profesor Bussi encuentra la solu- 
ción de este problema en el hecho de que, con anterioridad a aquel suceso, duran- 
te el siglo XVIII, existió en esta nación una escuela de juristas, “non inferiore 
certamente per meriti e valore a quella luminosa dei pandettisti” (pág. 12), que 
enseñando a los gobernantes los límites de sus derechos y a los súbditos el ám- 
bito de sus deberes, había elaborado ya una idea de sociabilidad y reafirmado un 
sentimiento de solidaridad, hasta conseguir prácticamente en la nación alemana 
aquel siempre difícil equilibrio entre la autoridad y la libertad, haciéndola, por 
lo tanto, en aquella época, campo poco propicio a revoluciones y violencias. 


Para llegar a esta conclusión, el autor estudia el pensamiento de los principa- 
les representantes de esta escuela sobre temas tan fundamentales como las rela- 
ciones entre súbditos y soberano, sus respectivos derechos y deberes, virtudes que 
han de adornar al príncipe y vicios que este ha de repudiar, etc, etc. Tales son 
los puntos esenciales de este interesante studio que, haciendo gala de una erudi- 
ción sorprendente, nos ofrece el profesor Bussi. 


El autor centra su estudio en dos de los principales representantes de la es- 
cuela: VEIT LUDWIIG von SECKENDORFF (1626-1692) y Jonam HEINRICH GOTTLOB 
von Justi (1702-1771). Ambos ofrecen tratados magistrales sobre la materia. 
Muchas de sus ideas son de palpitante actualidad; es más, en algunos aspectos 
se muestran precursores de cierta legislación de nuestros días; tal sucede cuando 
hablan de la necesidad de una legislación sobre pensiones de inutilidad y de 
vejez; sobre seguros sociales; sobre la intervención del Estado en la tasa de 
los precios de artículos de primera necesidad; sobre la ayuda que este ha de 
prestar a los que emprenden nuevas construcciones, instalan nuevas industrias, 
etc, etc. 


El autor, dejándose llevar de un legítimo entusiasmo hacia los autores que 
comenta, tiene alguna frase exagerada que conviene anotar. 


En la página 34, el profesor Bussi parece encontrar una incompatibilidad 
entre el principio del "origo majestatis a Deo" y el derecho del cuerpo social a 
negar la obediencia al soberano, en ciertos casos (derecho que puede llegar hasta 
la deposición de este), en el sentido de que admitido el primero hay que negar 
lógicamente el segundo. 


No he llegado a investigar el alcance que da el articulista a dicho principio, 
pero si en él encierra el dogma católico del origen divino del poder, hay que negar 
tal incompatibilidad. Toda la escolástica había defendido el "origo potestatis a 
Deo", tan claramente contenido en las epístolas paulinas yen otros textos escri- 
turarios y, al mismo tiempo, la existencia de un poder constituyente en el cuerpo 
social, que este puede ejercitar en ciertas circunstancias y que puede llegar hasta 
la deposición del soberano, en ciertos casos extremos. Me abstengo de aducir tex- 
tos, ya que tal fue la doctrina comün de nuestros teólogos y canonistas. 

En la página 40 encontramos el siguiente párrafo: 

“Certamente é innegabile quanto osserva a questo proposito F. K. v. MOSER, 
che cioe le discussioni sul contratto sociale avessero portato molto di buono “per- 
ché non viene mai detto né troppo spesso né troppo forte che i re ediprincipi ci 


sono per gli uomini e non gli uomini per i principi. É abbastanza triste che cid 
non sia detto né spesso, né abbastanza alto ai principi". 
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Creo que esta doctrina habia sido proclamada “troppo spesso e troppo forte” 
por teólogos y canonistas católicos de primera fila, bastante antes del contrato 
social y de los juspublicistas alemanes... Cito algunos, por vía de ejemplo. 


Del canonista español NAVARRO DE AZPILCUETA es el siguiente texto: 


“Regna non esse inducta propter reges, sed reges propter regna. Et ideo regna 
esse regibus suis potiora, immo et superiora, casibus illis, quibus reges potestate 
sibi concessa abuterentur ad eorum destructionem, vel ad finem contrarium illius, 
ad quem regna illa se ipsis regibus concesserunt, vel concedere debuerunt” (Re- 
lectio in c. Novit, notab. 3, n.° 100). 

En prueba de su aserto alega el siguiente texto del teólogo francés JAcoBo 
ALMAIN : 

“Regnum non esse regis, sed communitatis, et ipsam regiam potestatem jure 
naturae esse ipsius communitatis et non regis, ob idque non posse communitatem 
ad se penitus addicare” (1. c.). 

Otro autor galaico, Juan Mayor había escrito: 

“Populus totus est supra regem ideoque rex utilitatem reipublicae dissipans et 
evertens incorregibiliter, est deponendus a conmunitate cui preest” (De potestate 
Papae in temporalibus, pág. 1). 

Ni hace falta llegar al siglo XVI para encontrar textos que hagan resaltar la 
idea del deber en la función del príncipe. Así se expresaba otro teólogo francés, 
varios siglos antes: 

“Error est dicere terrenum principem in nullo suis subditis, dominio durante, 
obligari, quia secundum jus divinum et naturalem equitatem, quemadmodum sub- 
diti fidem, subsidium et servitium debent domino, sic etiam dominus subditis suis 
fidem devet et protectionem. Et si eos manifeste et cum obstinatione in injuria et 
facto persequatur princeps, tum regula haec naturalis “vim vi repellere” locum 
habet...” (GEHSON., De remediis contra adulatores, en Opera omnia, t. 2, col. 
827). 

El segundo artículo, titulado “Alcune considerazioni sulle radici ideologiche 
dello Stato accentrato moderno” se debe a la pluma del profesor MARCELLO CAPUR- 
so, Ordinario de Derecho del Estado en la misma Universidad. 

El autor busca las últimas causas, las raices más profundas, del Estado cen- 
tralizado, fenómeno modernamente identificado con todos los regímenes e ideologías 
políticas, y encuentra aquellas en esa tendencia connatural del espíritu humano 
para reducir la multiplicidad a la unidad. A esa tendencia centralizadora coadyu- 
vó no poco el concepto providencialista del mundo y de la vida, eminentemente 
jerárquico, inyectado por la Iglesia en la cultura europea del medioevo. 

Sin embargo, a pesar de esta concepción católica de la vida, tan favorable al 
centralismo estatal, es un hecho histórico que el Estado centralizado no llegó a 
desarrollarse hasta más tarde, hasta la filosofía recionalista. El autor encuentra la 
explicación de este fenómeno en el hecho de que el medioevo es la época del mis- 
terio, de lo imprevisible, de lo que huye del control humano, y esto es contrario 
al centralismo. 

“Fra la prospettiva dello Stato accentrato moderno, che intende regolare tutto 
a priori e non lasciare nulla al caso, e la prospettiva che abbandona all’ azione di 
entità misteriose e fantastiche gran parte della vita umana, esiste un abisso in- 
colmabile. La preordinazione esclude il mistero, non si concilia con l'idea che il 
mundo possa essere influenzato da forze che sfuggono al controllo della volunta'e 


della ragione umana" (pág. 130). 
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Para el autor, es la cultura renacentista y su desarrollo, principalmente en la 
filosofia racionalista cartesiana, juntamente con la obra cientifica de Galileo, las 
que, abriendo un proceso de reduccién del campo del misterio, han dejado el ca- 
mino expedito al Estado centralizado. De aquí, la gran relación existente entre 
el racionalismo y el centralismo estatal. En una palabra, para el profesor CAPUR- 
SO, es Descartes, con su filosofía racionalista, el que más ha influído en la cons- 
trucción del Estado moderno centralizado. “Certo, il desiderio di rafforzare l'au- 
toritá del potere centrale e la sua efficacia diretiva ha contribuito fortemente alla 
creazione di struture statali accentrate", pero, continúa más tarde, "lappello alla 
ragione, a un ordinamento razionale della vita associata, e'il grande principio con 
cui avanza nell'eta'moderna l'accentramento statale" (pág. 146). 

He aquí la conclusión a la que llega el autor a través de treinta y cuatro pági- 
nas de apretada literatura. 

El tercer estudio recoge una comunicación presentada al Congreso Jurídico 
Nacional celebrado en honor de Carlos Fadda (Mayo, 1955), y es original del ju- 
rista italiano FRANCO Bonrracio. La intitula "Procurator e preclusione processuale”. 

El autor hace un profundo estudio de la exceptio procuratoria, entendida en 
su sentido estricto, o sea, fundada en el defecto de autorización del dominus. Fru- 
to de su estudio son las siguientes conclusiones: a) en contra de la opinión de 
algunos romanistas alemanes, la figura jurídica de la exceptio procuratoria existía 
ya en la época clásica del Derecho Romano; b), ya en esta misma época, la litis 
contestatio concluída con el procurator, en cuanto este obra ex voluntate domini, 
precluía la acción del principal, es decir, cerraba el camino al dominus para una 
nueva proposición de la acción. 

Finalmente, el estudio titulado “A proposito di Libertas", de Roporro DANIE- 
LI, es una nota de ocho páginas sobre el concepto de libertad en el Derecho 
Romano. 

En contra de la opinión de WIRSZUBSKI, para quien, entre los romanos, la 
plena libertas es sinónimo de civitas, el autor cita situaciones jurídicas, como la 
de los dediti-recepti in potestatem y de los dediti-recepti in fidem, que gozaban 
de una libertad segregada de cualquiera ciudadanía. 

"De queste brevi osservazioni, concluye el autor, ci sembra appaia come i 
Romani abbiano saputo, fin da epoca assai risalante, concepire —certo non per 
se— una libertas disgiunta da qualsiasi cittadinanza" (pág. 186). 


Eupoxio CASTAÑEDA 


BERNARD F. DrurscH, Jurisdiction of Pastors in the external forum, The Catho- 
lic University of America Press, Washington, D. C. Un volumen de XVI 
210 pp. Precio 2 dólares. 


El presente volumen es una tesis doctoral presentada ante la Universidad Ca- 
tólica de América, entidad que la ha editado. 

El problema de este trabajo es verdaderamente interesante y ofrece amplias 
perspectivas para el canonista, ya que es uno de los puntos de Derecho Canónico 
público sobre el que existen grandes divergencias, no sólo entre los canonistas, 
sino también entre éstos y los teólogos. 


La obra está dirigida, según el método habitual en las tesis presentadas ante 
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dicha Universidad, en dos partes: un resumen de los antecedentes históricos del 
objeto del trabajo y.un estudio del Derecho vigente. 


La primera parte comprende dos capítulos que tratan, respectivamente, de la 
jurisdicción y cura de almas antes y después del Concilio de Trento. La materia 
expuesta en cada. uno de estos capítulos está a su vez distribuída en varios artícu- 
los y éstos en secciones. Es un indudable mérito del autor esta división en peque- 
ños períodos para dar una visión más exacta de la doctrina antigua. Esta parte 
está tratada con dignidad, aunque el autor no parece dominar la técnica de la 
investigación histórica; además, sobre todo en el primer capítulo, depende, quizás 
con exceso, de otros autores. La amplitud del tema, toda la ciencia canónica an- 
terior al Código, difícilmente podría conciliarse con un estudio detenido y por ello 
esta parte se- resiente. de falta de profundidad. Precisamente porque este defecto 
es consecuencia: del método seguido, no queremos pasar adelante sin hacer algunas 
observaciones 'sobre él. Es cierto que el Derecho de la Iglesia es muy tradicional 
y, en este sentido, la Santa Sede ha. recomendado, repetidas veces, el estudio del 
Derecho antiguo. Pero esto, en absoluto justifica que todo trabajo sobre- un punto 
de «Derecho «canónico deba contener noticias históricas sobre él. En todo caso por 
necesidades - de interpretación, cuando se trate de normas que no modifican el 
Derecho anterior al Código, deberá acudirse al derecho antiguo a tenor del canon 
6. En este.caso los textos antiguos deben utilizarse, no como fuente de investiga- 
ción histórica propiamente dicha, sino como elementos para la construcción siste- 
mática. Pero nos parece reprobable que, por principio, se añadan los anteceden- 
tes históricos:que, por carecer. de la técnica peculiar de la investigación histórica, 
nunca pasan-de mediocres y que, como en este.caso, no se utilizan apenas para. la 
elaboración doctrinal. Por otra parte, más que trabajos de historia del Derecho, 
estas: introducciones acostumbran a ser noticias más o menos exactas de opiniones 
de los autores antiguos, muchas veces incompletas y de segunda mano. 

- El estudio. del Derecho vigente comienza con una introducción en la que el 
autor, con muy buen. acuerdo, señala la causa de la diversidad de opiniones: el 
uso del término "jurisdicción" en diversos. sentidos, tanto por los teólogos como 
por los canonistas. 

Con el fin de evitar tal confusión estudia primero el concepto teológico de ju- 
risdicción (cap. III) concluyendo que es el poder activo por el que un hombre 
aütoritativamente actúa como causa segunda principal para dirigir a los demás a 
SUD yadi 

Analiza a continuación la noción de “fuero”, afirmando que la distinción entre 
fuero interno y externo es, en cierta manera, inexacta, ya que por la naturaleza 
del poder eclesiástico es preciso partir de un concepto unitario de fuero. 

.-- Para DEYTSCH el fuero externo es una parte del fuero interno, que sería el 
concepto: total. Pertenecen al fuero externo aquellos actos que pueden ser objeto 
de prueba jurídica; los demás, al interno. 

El capítulo V trata de la jurisdicción en el Código, analizando distintos aspec- - 
tos de la cuestión. 
ds el capítulo VI, el más interesante por su íntima conexión con el tema cen- 
tral del libro, estudia las relaciones entre la jurisdicción y los demás poderes que 
aparecen en el Código. Comienza con un análisis del poder de las sociedades en 
general, estudia a continuación la potestad dominativa pública y presta especial 
atención a la naturaleza, jurisdiccional o no, de la facultad del párroco de asistir 
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al matrimonio, inclinándose por la segunda opinión. Termina el capítulo con un 
estudio detenido de la administración de los bienes eclesiásticos, que él califica 
como un acto de la potestad de régimen. 

El capítulo VII y último, dedicado a la jurisdicción de los párrocos en el fue- 
ro externo, es la aplicación del estudio anterior al objeto del trabajo. 


DeurscH se inclina por la doctrina que admite que los párrocos tienen alguna 
jurisdicción en este fuero. 
A continuación añade las conclusiones y los índices de rigor. 


No queremos terminar sin hacer algunas observaciones críticas sobre esta se- 
gunda parte que constituye el cuerpo fundamental del trabajo. El autor, como se 
desprende del título y de sus afirmaciones, intenta en el capítulo III un estudio 
canónico del problema. Desde este punto de vista, el enfoque metodológico del 
trabajo no es muy correcto. El primer error que comete el autor es apoyar toda 
su tesis en un concepto teológico de jurisdicción que vicia el planteamiento 
mismo del problema. No es, en efecto, ningún secreto que el concepto ju- 
rídico de jurisdicción difiere notablemente del teológico, no porque existan diver- 
gencias radicales entre la Teología y el Derecho Canónico, sino porque el objeto 
de éste es solamente la actividad jurídica de la Iglesia, mientras aquélla tiene una 
visión total de ésta. El concepto de Derecho canónico que el autor nos propone, 
considerando que su objeto es todo fenómeno eclesiástico capaz de prueba jurídi- 
ca, e. d. pública (en sentido vulgar, no iuspublicista), supone un vicio de raíz, 
puesto que, como es sabido, no es la publicidad, una verdadera característica del 
Derecho, ni siquiera la sola alteridad (vgr. usos sociales) sino, entre otras, la inter- 
subjetividad y la obligatoriedad. 


En este sentido DEUTSCH muestra poca familiaridad con la técnica jurídica. 
Producto de este defecto son sus argumentos (no la idea, que nos parece acerta- 
da) en favor de la unidad de fuero y su interpretación del $ 1 del canon 202, con- 
fundiendo lo que realmente es válido en el fuero externo con lo que se considera 
como tal por falta de prueba en contrario. Lo mismo podemos decir cuando afir- 
ma que el poder de jurisdicción es un derecho subjetivo, o cuando sostiene que la 
predicación es un fenómeno jurídico. 

Pese a estos defectos, es un trabajo ambicioso, que contiene algunas ideas, si 
no brillantes, al menos un tanto nuevas. La presentación tipográfica es excelente. 


F. J. HERvADA 


FEDERICO SCHAFFSTEIN.—La ciencia europea del Derecho penal en la época del hu- 
manismo.—Traducción castellana de José María Rodríguez Devesa, Ayudante 
de Derecho Penal en la Universidad de Madrid.—Instituto de Estudios Polí- 
ticos. —Madrid, 1957. Un volumen de 185 páginas, 19 cms. 


Quien lea la gran mayoría de los tratadistas de Derecho penal, sin la suficiente 
preparación histórica (y este es el caso de los estudiantes que por vez primera se 
enfrentan en la Facultad con un autor de Derecho penal), creería que el Derecho 
penal comienza con Beccaria y Carrara, y que antes de estos gloriosos nombres, solo 
están las tinieblas medievales, como se decía cuando estos autores escribieron, 
cuando la filosofía era “iluminista”, y su siglo, el de las luces. Hoy no tenemos ese 
concepto tenebroso de la edad media ni tan luminoso, del siglo XVIII y XIX, pero 
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en gran medida, se sigue escribiendo de Derecho penal a base de autores moder- 
nos, como si las preocupaciones intelectuales sobre el problema de la pena hubieran 
nacido de la nada hace doscientos años. 

Los que piensan así harán bien en leer el precioso libro que con el título “La 
ciencia europea del Derecho penal” ha escrito FEDERICO SCHAFFSTEIN, profesor 
ordinadio en la Universidad de Góttingen. 

Contra lo que sugiere el título, no se trata de una visión histórica completa del 
Derecho penal en la época del humanismo, sino de un estudio sobre cuatro gran- 
des figuras que en esa época destacaron grandemente en el Derecho penal. Cada 
uno de estos cuatro estudios ha sido concebido para ser publicado separadamente ; 
el último de ellos, sobre Tiberius Decianus, se basa en otro artículo del mismo au- 
tor ya publicado en la Revista “Deustche Rechtswissenchaft” en el año 1938. 

La elección de las cuatro figuras, en las cuales el autor quiere concretar el es- 
tado de la ciencia penal del siglo XVI, es un grande acierto ya que estos nombres 
son los que realmente priman en sus respectivos países en la penología y los que 
han servido de paradigma en la dogmática juridico-penal de la época. Estos auto- 
res son: un alemán, Petrus Theodoricus (Peter Dietrich), un español, Diego de 
Covarubias, un francés, Andreas Tiraquellus (André Tiraqueau), y un italiano, 
Tiberius. Decianus, cada uno de los cuales ocupa un capítulo del libro. 

Los cuatro capítulos son magníficas condensaciones de la vida, de la obra, y de 
de la influencia de los autores estudiados. Refiriéndonos especialmente a nuestro 
compatriota Diego de Covarrubias, el autor reconoce el alto puesto que nuestro 
penalista ocupa en la ciencia de su época, y particularmente en le española; su 
influencia universal está bien demostrada por las siete ediciones de sus obras com- 
pletas, dos de ellos en Francfort y una en Ginebra. Tampoco impidió, dice acerta- 
damente Schaffstein, la posición confesional de este autor, español, católico y 
canonista, que su influjo en Europa se produjera precisamente a través de juristas 
protestantes como Carpzovius y Grotius” (pág. 61). 

Recoge el autor de la Enciclopedia Espasa la biografía de Covarrubias. En cuan- 
to a su doctrina está perfectamente definida, destacando como es de rigor, sus ideas 
sobre la voluntad directa e indirecta, como también la responsabilidad del embria- 
gado, del furiosus, del impuber y del durmiente. , 

El profesor de la Universidad de Madrid don José María Rodríguez Devesa ha 
logrado una perfecta traducción del libro que presentamos, vertiendo a un perfec- 
to y elegante castellano los capítulos del maestro alemán. La edición, a cargo del 
Instituto de Estudios Políticos es perfecta. 

TGI B: 


“Errureica” I Cardinali I. A. Schuster in memoriam (Montserrat, 1956) Un vo- 
lumen de XX + 596 pp. 


Forma parte este volumen de la colección "Scripta et Documenta" que vienen 
publicando, a partir de 1954, los monjes del celebérrimo monasterio de Montserrat 
sobre temas muy diversos: Miscelanea bíblica, metodología teológica, fuentes bi- 
bliográficas, temas de historia general y de la espiritualidad etc. Toda colección 
lleva la impronta de un riguroso sentido científico, y creemos uu constituye una 
magnífica aportación que el Monasterio hace a las ciencias eclesiásticas contempo- 
ráneas. 
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El volumen del que ahora nos ocupamos está dedicado, según su mismo título 
indica, a temas litúrgicos. Se trata de una colectánea de trabajos escritos en honor 
del difunto Cardenal Schuster, a quien se dedican en un elegante prólogo latino del 
Rvdmo. Padre Abad, y de quien se da una documentada bibliografía precedida 
de unas páginas dedicadas a los datos más importantes de su vida. 


La mayor parte de los temas quedan al margen de la especialidad de nuestra 
revista: teología del año litúrgico, uso de la Biblia en la liturgia, vestigios del lu- 
cernario en Occidente, estudio de algunos repertorios de piezas litúrgicas y de al- 
gunos símbolos, revisión de los títulos de sermones y homilías del breviario etc. 


Hay sin embargo dos trabajos sobre los que quisiéramos llamar la atención. 

El primero, comprendido entre las páginas 67-90, está dedicado por dom Adal- 
berto M. Franquesa al tema de la concelebración. Como es sabido de todos esta 
institución ha vuelto a traer la atención de los investigadores, y no es raro que 
aquí o allá se manifieste también, junto con este renovado interés científico, un 
difuso deseo de verla restaurada. 

A tales deseos de restauración ofrece cauce el trabajo del Padre Franquesa, ya 
que examinando los testimonios que acerca de la antigua concelebración nos han 
quedado, la muestra revestida de un triple carácter: como señal de la comunión 
en una misma fe y en una misma autoridad; como prueba de honor a un Obispo 
o sacerdote extranjero o peregrino; por exclusión de la misma del sacerdote u 
Obispo excomulgado. 

Por eso concluye que “una concelebración privada que sustituya las misas pri- 
vadas no tiene apoyo en la tradición. La concelebración ideal es la de los sacerdo- 
tes con su propio Obispo o con el que le represente... No queremos negar con 
ello que tanto el problema de una concentración sacerdotal, como la significación 
especial pueden hallarse de un modo ordinario en ciertos lugares, como por ejem- 
plo, en monasterios donde el número de sacerdotes esa muy crecido... (sin embar- 
go) una concelebración diaria, con solo sacerdotes tal como la practican hoy los 
orientales, ciertamente no es tradicional. Afanas'ev la llama “una paradoja litúr- 
gica”. No obstante no deja de tener un profundo sentido de unidad y caridad sa- 
cerdotal, que en ciertas ocasiones... podría ser una solución y dignificación del 
santo sacrificio. Pero, en todo caso, la concelebración eucarística ideal sería siem- 
pre la de los sacerdotes con su Obispo propio, sobre todo en ocasiones solemnes, 
o de una particular significación eclesiástica”. 

Ya en esta misma revista? nos hicimos eco del voto formulado por Mons. Na- 
buco en pro de una codificación clara de los privilegios de los Abades. Nos refe- 
ríamos allí? a un estudio que precisamente aparece en el tomo que estamos rese- 
fando, debido a la pluma de dom AcusríN M. ViLa-ABADAL De iure pontificali 
abbatum regularium qui regimine gaudent. Mantiene el autor un punto de vista 
radicalmente diferente del sostenido por Mons. Nabuco, pero lo hace a base de 
un profundo estudio de las fuentes. Examina, en efecto, cual es el Derecho ac- 


1 Algunas de las afirmaciones de FRANQUESA han de ser rectificadas a la vista de la 


reciente respuesta del Santo Oficio. Pero se trata de afirmaciones hechas de manera pasajera, 
al margen del objeto directo del trabajo. 

2 L. Ecneverrfa En torno al vigente derecho ceremonial REVISTA ESPAÑOLA DE DE- 
RECHO CANONICO. 11 (1956) p. 703, en el cuerpo y en la nota 12. 

3 [bid. Pág. 705, nota 16. 
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tual, prescindiendo de los antecedentes históricos, de los abades regulares, tan- 
to según el Derecho canónico, cuanto por lo que resulta del Misal romano y del 
Pontifical romano. A su juicio “el abad recibe las insignias pontificales con un ri- 
to sagrado, y en lo sucesivo no puede actuar sino pontificalmente... Indican los 
mismos ritos qué ha de hacerse, cuando dentro o fuera de su monasterio celebra : 
la sede muestra en efecto el ápice del honor o la entronización :luego cuando ha 
de celebrar en su monasterio, se sienta en el trono, y cuando fuera, en el faldis- 
torio, según indica el Derecho común”. 

Confesamos que el estudio del P. ViLa-ABADAL, hecho concienzudamente es dig- 
no de ser tenido en cuenta, y abre el camino para la ansiada codificación de los 
derechos pontificales de los abades. 

La presentación tipográfica de la obra es verdaderamente ejemplar por su lim- 
pieza y elegancia. En los trabajos escritos en castellano se han deslizado algunos 
catalanismos. Los magníficos índices, comprendidos entre las páginas 533-596, fa- 
cilitan el rápido y cómodo manejo de la obra. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


W. CESARINI Srorza, Filosofia del Diritto, Milano, Giuffrè, 1955, págs. 185. 


He aquí un libro, notable por su claridad, su lógica, su profundidad y sus agu- 
das observaciones sobre el origen y las características del derecho; pero, inspirado 
en una concepción positivista y racionalista del mismo. 

Después de establecer certeramente en el primer capítulo la diferencia entre el 
conocimiento filosófico y el conocimiento científico del derecho, en el capítulo 
segundo, en el que nos habla de la distinción entre el principio constitutivo y los 
principios regulativos del derecho, encontramos ya las primeras manifestaciones 
de su concepción positivista del derecho. En contraposición a la teoría católica 
del derecho, que sostiene la existencia de un orden ético-jurídico absolutamente 
válido e inmutable y en cuya base se encuentra la antítesis entre autoridad de Dios 
y autoridad del Estado, “riconoscendosi soltanto nella prima la fonte inmediata 
della giustizia, mentre la voluntà del legislatore umano è ritenuta, di per se stessa, 
priva di forza vincolatrice" (p. 12), pone la doctrina "diffusa tra i giuristi, secondo 
la quale il diritto ha come unica fonte della sua esistenza e validità la volontà 
dello Stato" (p. 12). Y afiade: "E pure molto seguita, odiernamente, la dottrina 
che sostiene l'esistenza di un ordine etico-giuridico assolutamente valido e immu- 
tabile ma independente da Dio... Invece del diritto naturale-divino, si concepisce 
allora un diritto naturale laico, fonte di diritti individuali, la cui elaborazione 
costituisce uno dei maggiori meriti del razionalismo moderno" (p. 12). Las afirma- 
ciones, que se encuentran más abajo sobre el concepto de principios regulativos, 
quizás, podrían ser interpretadas sin recurrir a una concepción positivista. Pero, 
ya en el primer párrafo del capítulo tercero, en el que nos habla del principio 
constitutivo del derecho en la filosofía moderna, aparece clarísimamente el pre- 
dominio de la mencionada concepción. “El origen o la fuente primera de la juri- 
dicidad de las acciones —escribe— consiste en un determinado proceso de la vo- 
luntad, que en ellas se manifiesta" (p. 17). Y un poco más abajo sostiene que los 
juristas consideran la “cosidetta” voluntad del Estado como la fuente por excelen- 
cia del derecho. “La idea —añade— de que la voluntad humana, en una manifes- 
tación peculiar suya, es el principio constitutivo del derecho no es más que un 
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aspecto de la concepción fundamental de la filosofía moderna, según la cual el 
espíritu humano, como pensamiento y voluntad, es el que crea inagotablemente 
el mundo al que pertenecen los hombres. 


Consecuentemente con las afirmaciones sobre el principio constitutivo del de- 
recho, en dos capítulos cuarto: Las reglas prácticas en la dialéctica del querer; 
quinto: La doble forma de la sociabilidad. Institución y organización; sexto: La 
norma jurídica, defiende teorías sobre los caracteres de la norma y relación jurí- 
dica, que en gran parte no podemos admitir. En el capítulo séptimo: Autoridad 
y propiedad, al exponer las relaciones entre el que manda y el destinatario de esos 
preceptos, es decir, entre gobernantes y gobernados, sostiene que: “cualquier he- 
cho político, reducido a su núcleo específico, consiste en el contraste y choque de 
fuerzas, que por sí mismas son fuerzas económicas o morales o religiosas, etc. ; 
pero que asumen un significado político en el empeño de superarse y dominarse 
mutuamente. El momento político se presenta siempre como situación de supre- 
macía, conseguida por fuerzas individuales o sociales, es decir, del imponerse vo- 
luntades más fuertes sobre otras menos fuertes, que permanecen por un cierto 
tiempo en estado de sujeción, pero del cual tienden a liberarse para llegar ellas a 
su vez a dominar... Condición prácticamente necesaria para establecerse relacio- 
nes políticas es la existencia de individuos, dotados de cualidades específicas por 
lo que se refiere a la fuerza física o moral o a ambas, cualidades que les ponen en 
situación de imponerse, de hecho, a la voluntad del otro... No sin motivo la teo- 
ría sociológica sobre el origen del Estado hace nacer a éste del choque entre dos 
grupos, es decir, de la guerra, con la consiguiente diferenciación entre el vencedor 
y el vencido, entre dominadores y dominados, gobernantes y gobernados” (pp. 82- 
83). 

Dadas estas afirmaciones, no es de extrañar que en el capítulo octavo: Dere- 
cho público y derecho privado, sostenga que “la autoridad se justifica por sí so- 
la...; la autoridad en tanto se justifica y vale en cuanto subsiste y perdura la 
voluntad o tensión volitiva, dirigida a crear la obligación” (p. 92). Esto está com- 
probado, según el autor, por el hecho de que cuando un Gobierno no es capaz de 
imponer su voluntad, cae. Es el caso de la revolución, que no consiste en el rebe- 
larse de los gobernados contra la autoridad, sino en que ésta ya no es capaz de 
forzarles a la obediencia. 

“De aquí se sigue —continúa más abajo— contra la teoría del consentimien- 
to— que en cualquier forma de Estado el poder o la autoridad del mismo es ne- 
cesariamente absoluto, es decir, absolutus, desligado de todo vínculo o límite, 
como el “soberano” de Hobbes. El poder del Estado, revista la forma que sea, es 
necesariamente un poder, de hecho, que no presupone ninguna situación jurídica... 
Para los juristas no hay más derecho que el positivo, cuya existencia depende 
exclusivamente de la manifestación imperativa del Estado. Pero el análisis filosó- 
fico demuestra que la así llamada voluntad del Estado... se reduce a la actividad 
concreta de determinados hombres, en cuya voluntad eficaz se transforma la vo- 
luntad estatal de palabra en hecho. Esto no excluye que una parte más o menos 
grande de la actividad estatal se desenvuelva en conformidad con normas que el 
Estado mismo ha establecido preventivamente” (p. 94); pero que el Estado, en 
último término, esa persona, que gobierna las cumplirá o no, según le convenga. 

Inspirados en estos principios positivistas están también los capítulos noveno: 
Derecho y obligación en la relación jurídica; décimo: Estructura del derecho 
subjetivo y undécimo: Formación y actuación de la relación jurídica. Pero, dón- 
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de aparece con más claridad y fuerza esa concepción positivista es en los tres 
últimos capítulos. En el duodécimo: La sinrazón jurídica y la sanción, niega que 
la coercibilidad, que el autor confunde con la coactividad, sea una cualidad esen- 
cial de la norma jurídica y sostiene que la sinrazón jurídica (el ilietto o delito) 
sólo existe cuando hay enfrente una voluntad eficaz de derecho. Así un tentativo 
revolucionario, al cual logra resistir el poder constituído y someterlo, debe ser 
considerado como un acto ilícito (delito); pero si el tentativo logra triunfar y se 
impone, no hay ilícito ni delito. Rechaza la teoría de que la finalidad de la san- 
ción sea la defensa social o la enmienda y defiende que la sanción se reduce a la 
venganza privada llevada a cabo, en los albores del derecho, por los particulares 
y ahora por la autoridad, es decir, la sanción no hace más que compensar o re- 
tribuir con el mal de la pena infligida el reato cometido. En el capítulo décimo 
tercero: El juicio, atribuye al juez, en cierto sentido, poder legislativo y una li- 
bertad muy grande en la aplicación de la ley y admite que el juez decida, según 
sus propias ideas, no sólo cuando la ley calla, sino, incluso, contra lo que dispone 
la ley, sobre todo, en Estados nacidos de revoluciones socialistas. En el último 
capítulo: Legalidad y justicia afirma que el derecho regula las acciones a favor 
de intereses determinados y, por tanto, inevitablemente a costa de otros intereses, 
mantenidos por voluntades menos fuertes. 

Nos hemos tenido que limitar en esta recensión a anotar las ideas principales 
del autor para poder seguir la línea de su pensamiento a través del libro. Una re- 
censión más detallada y exacta de todas sus teorías, un examen de las mismas 
para ver lo qué y en qué sentido puede admitirse y su refutación nos hubiera lle- 
vado demasiado lejos. Porque, al barajar el autor conceptos y términos distintos 
a nuestra concepción del derecho, hubiéramos tenido que extendernos en largas 
consideraciones. 

No queremos terminar sin advertir que el presente libro ha recogido ideas 
expuestas por el autor en diversos trabajos aparecidos entre los años 1937-1950 y, 
sobre todo, conceptos desarrollados en el curso académico de 1942-1943 en la 
Universidad de Roma y publicados en forma de apuntes para los alumnos. 


J. DE S. 


LIBROS RECIBIDOS 


Jorce A. NúÑñez.—LeopoLDO Lucones.—Facultad de Filosofía y Humanidades.— 
Universidad Nacional de Córdoba. 45 págs. 20 cms. 


Se trata en este folleto de la actividad del poeta Leopoldo Lugones en Córdoba 
(Argentina) en los primeros años de su iniciación literaria. 


SANTIAGO MONTSERRAT.—Interpretación histórica del Quijote y otros ensayos.— 
Universidad Nacional de Córdoba.—Facultad de Filosofía y Humanidades. 


194 págs. 21 cms. 
Los otros ensayos a que se refiere el título de este libro son: Arte y tempora- 


lidad. Arte y tradición. Sentido y fin de biografía. Síntomas de la nueva poesía, 
Notas para una ascética del cine. Franz KAFKA y el oscuro presente. 
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P. Opio Gómez PARENTE (franciscano). Hacia el Cuarto Centenario de` FRAY 
ALFONSO DE Castro. Fundador del Derecho Penal (1558-1958).—Conferencia 
pronunciada el 26 de marzo de 1957, en la Casa de Zamora de Madrid.—Casa 
de Zamora.—Madrid. . 


Folleto de 48 páginas que contiene una semblanza biográfica y un estudio sobre 
los méritos de teólogo y de penalista de Alfonso de Castro. Al fin hay una buena 
bibliografía sobre este autor. 


MARIANO J. GRANDOLI.—Asesor Nacional de Menores.— Algunos aspectosi fde: la 
Ley de Adopción.—Buenos Aires, 1955. - 


En este opúsculo de.31 páginas se habla de la conveniencia o la inconveniencia 
de la adopción, del apellido del adoptado y de la religión del mismo. En el aspec- 
to canónico son de notar las reflexiones del autor acerca de los padrinos del. bua- 
tismo del menor como parte en el juicio de adopción. 


t 


Estatutos, Reglamentos y Constituciones Argentinas (1811-1898). Advertencia por 
Ricarpo R. Carmrer-Bors.—Universidad de Buenos Aires. ee Departasaont Edi- 
* torial. 


Agradecemos a la Universidad de Buenos Aires el envío de esta obra editada 
por el Instituto de Historia Argentina “Doctor Emilio Ravignani", el cual perte- 
nece a la Facultad de Filosofía y Letras de dicha Universidad. El volumen hace 
el nümero 23 de la Colección de Documentos para la Historia argentina, dirigida 
por Ricardo R. Caillet-Bois y contiene todos los documentos constitucionales o 
asimilados a ellos a partir de 1811 hasta el día presente. 240 páginas, 25 cms. 


Association Internationale des Juristes Démocrates.—Journées d'Etudes sur les 
Nationalisations.—Rome 4-5 mai 1957.—Editions A. I. J. D. 234, rue. du 
Tróne Bruxelles (Belgique). 


Este folleto de 73 páginas contiene las ponencias y las discusiones de la Asam- 
blea celebrada por la Asociación Internacional de Juristas Demócratas en Roma, 
durante la primavera de 1957. Los temas tratados son: a) El principio de las 
nacionalizaciones; b) Reacciones extranjeras ante la nacionalización; c) El pro- 
blema de la indemnización ; d) Las personas morales. 


Dios y el César.—Folleto de propaganda católica editado por PPC, texto de 
LAMBERTO DE ECHEVERRÍA; se trata en él de una manera popular de las rela- 
ciones entre la Iglesia y el Estado. 


Homenaje al R. P. Davin RuBio, Agustino.—En sus Bodas de Quo asm. 1957) 
Real Colegio Seminario de Agustinos de Valladolid. 


Canónigo MaNUuEL A. CÁRDENAS.—Por las vocaciones sacerdotales.—Buenos Aires 
1957. 75 págs. 


El autor se viene ocupando desde hace años en la dirección del Secretariado 
de las Vocaciones Sacerdotales de Buenos Aires. El presente folleto contiene una 
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parte del material escrito con motivo de esas actividades, para que pueda ser de 
utilidad a los que trabajan o se interesan por la obra de vocaciones. 


ENRICO DE LEONE.—La colonizzazione dell’Africa del Nord. (Algeria, Tunisia, 
Marocco, Libia). Tomo Primo.—Padova.—Cedam.—Casa Editrice Dott. Anto- 
nio Milani 1957. 


En Jas 500 paginas de este libro, editado por la Facultad de Jurisprudencia de 
la Universidad de Cagliari, su autor discurre acerca de la Historia del Africa del 
Norte, desde la antigiiedad ; dedica la segunda parte a Argel y la tercera a Tunez. 
Cierra el volumen un perfecto indice onomástico de toda la obra. 


: «lod Bont OR 
"iR. uA IE rta Spe a 
UU ru F 
MET pp ci ic us Ar ee 


] oh "a7 
$ ij j - 


fe d DII ON acie p , da (8 ae Drame de 
As rada oF irda ght "di file: "ra TIE. 


MATS We Quee ane Me ce) ee tuu p 11 jee 

| U A ‘ r de M 
£r A wt l p pe 0 E M ff A LET MT hd Am a E (A 
i 3 , A ei 

i UN A a nce e a 


BEL. mires Miet Arat ^il AA EA LE "add d > 
ore A EU, yh DAMM i ] j E iy = p J 


eat E ES E l L ^ 
E dod í yas "b WOME MT EXE AM A "XX ru us 
At a s its MENU o yk AA LL MES deni "d | 92 ity arr d W 
T as Yu - e u , s M - V» on E 18 "5 i TM 9 A, N A ¥ "NI AR P IM y y ya 
tun A. du a | A A $ x Jen T , a a 
3 : -— » L " p , MS 
Ru: S Wer d e bi. ha i 
Ss r3 mure « AINT, CAR Sd Toe. 0 P 1 A". LN LI M au 
4 » : ‘i j 1 ; Y " 2 U 
O A Ts. E à [NT Pi a f Ta 
sov pe a 0 LEN mS! Ñ I ne E MO "avos E ISO PA a KE ae 
iu i! 0 i i n ael A Og a E i i E HI E 
A D Uu ! 1 ! 5 han v 
Np " T Ee 39 d à i "n T y 5 d , 
Nul WM HO A e: + SO. CENE, DERI Ws Me 
E vus A AN A y M i Us I | =) IUE Dn MN Ph n n lA al a 
] f à b 7 x à H » M à - UL 
de T i AE EY j j ! El 1 yj 
EP "e i e As 
PAD CC zA i1 Net - ZA b Ud iy es onini cd 
EA ee MF MS redu d (d b ag li. qaid (adir tt o 


x AA a: E 5 ei p b e us e U = st rif B TP , it) d ww ow N Mie she p 
ron Mts m" ont Mant 7 SO kits , | a a 


. ; a À Ñ r 
A h t í q n » NOU M de M PAM EN 
| ' Ep AAA . n i v M 
E^ A 1 j a a YA Ae k W de pupa $1 ! 
1 
" "ui i 
D +. } y y H 
vs) : ` T TM e j 
h E 
l r ; "n j NT i " 1 @ A XA EN R I | 
1 í T - yw 
, LL i9 MAA, A x 
4 H å n D 
o e NEn 7 Te 
h h Y AT q uy E a 21 ih» 
f A n T x v A i 
f d E, Mi Í "m 
n , 7 FUR e ou n j à " 3 T 
"y d D 
F ] TA i LES D A 
Mi i ‘ | i UP X 
y m 259 


"m Jj A1 a3 r i muy in A a i TA ia a WOR Ml LH m UR È Mn. dise a 


EE II RO ap NIS Dus "2 


ha 
nay N € 
n D 1 
i 
MA E" 
Cie 3 
i d \ » 
e LM 
| v 
d 7 
2 m x Todd. 


(REG TES NSE DENS) 


EN 


^ 


EU 


ADOS [a FAvDNIC DASD 


SALVATORE RICCOBONO 
IN MEMORIAM 


El 7 de abril murió religiosamente en Roma el profesor SALVATORE RICCOBONO 
a la edad de 94 años. Había nacido el 31 de enero de 1864 en S. GIUSEPPE IATO 
(Palermo). Desde muy joven se distinguió como cultivador de los estudios jurídicos 
y romanísticos, en los cuales alcanzó renombre universal. Su labor docente comen- 
zó en 1895. A partir de 1934 fue encargado de la cátedra de Exegesis e Historia 
de las fuentes del Derecho romano en el Pontificio Ateneo Lateranense. 

Su labor como romanista es grandiosa. Cabe destacar aquí sus obras sobre la 
influencia del cristianismo en el Derecho romano, sobre la fusión del “Ius civile” 
con el “Ius honorarium”, sobre los factores de la evolución del Derecho romano, 
sobre la jurisprudencia de los jurisconsultos romanos. A los noventa años, en 1954 
publicaba “Roma, Madre della Legge" y "Il problema piú arduo della storia del 
Diritto romano” que pueden considerarse como una síntesis de su obra. 

En 1929 había enseñado en el Seminario de la Universidad Católica de Was- 
hington, donde dejó fundado “The Riccobono Seminar of Roman Lazw”. Estaba 
en posesión de numerosas distinciones y doctorados ad honorem en varios cen- 
tros del mundo. 

Descanse en paz el infatigable maestro. Rogamos a nuestros lectores una ora- 
ción por su alma. 


VIl SEMANA DE DERECHO CANONICO 
Granada, 15-21 Septiembre 1958 


El Instituto de San Raimundo de Peñafort convoca de nuevo una Semana de 
Derecho canónico. Los problemas de la Potetad de la Iglesia, desde los puntos de 
vista teológico, filosófico, canónico y pastoral, serán estudiados en Granada. 

La Comisión Organizadora espera la asistencia de todos los canonistas españo- 
les, que tan gratos recuerdos conservan de las Semanas celebradas en Comillas, 


Montserrat, Vitoria y Salamanca. 


ADVERTENCIAS 


1.3 Toda la correspondencia deberá dirigirse a la sede del Instituto: Apartado 


116 Salamanca. 
2.2 Las inscripciones deberán estar en el Instituto antes del 25 de agosto. 
3.3 El Instituto se encargará de solicitar dispensa de coro para los capitulares 


asistentes a la Semana. 
4.8 Los semanistas que lo deseen podrán hospedarse en el Colegio Mayor “Isabel 


la Católica” de Granada. 
5.2 Los actos y conferencias se celebrarán en la Universidad. 
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DISTRIBUCION DE ACTOS 


Dia 15: A las 5 de la tarde, APERTURA de la Semana y primera conferencia. 

Dia 16, 17 y 18: Sesiones ordinarias. Ponencias a las diez y media, doce y media 
de la mafiana y cinco de la tarde. 

Día 19: Por la mañana. Sesiones ordinarias a las mismas horas. Por la tarde des- 
canso. 

Día 20: Por la mañana sesiones ordinarias a las horas citadas. 
Tarde, a las cinco, última conferencia y CLAUSURA. 


TEMAS Y PONENTES 


Tema Central: La Potestad de la Iglesia 


I.—Análisis teológico de la potestad entregada por Cristo a la Iglesia. Rvdo. P. 
Alvaro de la Huerga, O. P., del Real Convento de Santa Cruz. 

II.— Jurisdicción eclesiástica y jurisdicción civil. Excelentísimo Sr. D. Manuel 
Giménez Fernández, Catedrático de Derecho Canónico de Sevilla. 

III.—Potestad del Romano Pontífice de interpretar el Derecho natural. Rvdo. 
P. Lucio Rodrigo, S. 1., Catedrático en la Universidad Pontificia de Co- 
millas. 

IV.—Potestad jurisdiccional y dominativa. Rvdo. P. Marcelino Cabreros de 
Anta, C. M. F., Catedrático de Derecho Canónico en la Universidad Pon- 
tifiicia de Salamanca. 

V.—Potestad Parroquial. Rvdo. Sr. D. Luciano Barcia, Presbítero, Notario de 
la Diócesis de Zamora. 

VI.—Jurisdicción social y fuero interno. M. I. Sr. D. José de Salazar, Doctoral 
de Huelva. 

VII.—Delegacién de la potestad eclesiástica, don Alberto Bernardez Cantón, pro- 
fesor en la Facultad de Derecho de Madrid. 

VIII.—La potestad eclesiástica en el tiempo. Rvdo. Sr. D. José Giménez y Mar- 
tínez de Carvajal, Capellán del Colegio Mayor “Isabel la Católica”, de Gra- 
nada. 

IX.—La Potestad eclesiástica en el espacio. Ilmo. Sr. D. León del Amo, Audi- 
ditor de la Rota de la Nunciatura. 

X.—Organos jurisdiccionales del poder eclesiástico. M. L. Sr. D. Manuel Gon- 
zález Ruiz, Canónigo Doctoral de Málaga. 

XI.—Títulos legales para el ejercicio jurisdiccional. Rvdo. P. Patrocinio García 
Barriuso, O. F. M., Fiscal de Tánger. 

XII.—Problemas que plantea el c. 209. Rvdo. P. Sabino Alonso Morán, O. P. 
Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca. 

XIII.—Participación del laicado en ejercicio de los poderes eclesiásticos. Reverendo 
P. Arturo Alonso Lobo, O. P. Profesor en la Facultad Teológica de San 
Esteban, de Salamanca. 

XIV.—La potestad del Magisterio. Ilmo. Sr. D. Laureano Pérez Mier, Auditor 
de la Rota de la Nunciatura. 

XV.—La misión canónica para el apostolado. Excmo. y Revdmo. Sr. D. Narci- 
ciso Jubany, Obispo Titular de Ortosia de Fenicia y Auxiliar de Barcelona. 
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EISITRULDIKOIS 


RAMÓN BIDAGOR, S. I. (Decano de la Facultad de Derecho Canónico de la Univer- 
sidad Pontificia, de Roma): El espíritu del Derecho canónico. Paginas 5-30. 


En el preámbulo indica el autor en qué consiste el espíritu del Derecho, y re- 
laciona el del Derecho canónico con la doctrina teológica. Se refiere luego a tres 
características que traducen con especial relieve el espíritu del Derecho canónico. 

I.—Sobrenaturalidad, manifestada en el origen y en el fin del ordenamiento. 
Sostiene el autor que dicho fin no puede reducirse a la represión del pecado y ex- 
plica la “salus animarum” como principio regulador del ordenamiento. 

1.—Equidad, dulcificando el rigor del Derecho y ajustándolo a la realidad 
concreta de los hechos. Analiza el respeto a los Derechos de la persona humana, 
la subordinación de las formas procesales a la averiguación de los hechos, la “fides” 
en el ejercicio de la equidad, las dispensas y epiqueyas. 

111.—Tradición, enemiga de reformas drásticas pero flexibles ante nuevas rea- 
lidades. Examina algunos ejemplos aleccionadores, como el beneficio, la costum- 
bre, el celibato, el derecho de religiosos. 


ARTURO ALONSO Lobo, O. P. (Catedrático en la Facultad Teológica de San Este- 
ban. Salamanca): Concepto teológico-jurídico del estado laical. Páginas 31-47. 


I Los protagonistas de una polémica en torno al laicado. 
II Doctrina del P. Rahner; concepto negativo y positivo del laico. 
III Principales confusiones doctrinales. 


IV Clérigos y laicos: conceptos; cómo pueden ingresar los laicos en el estado 
clerical. 

V El estado religioso; a) considerado en sí mismo. b) Cómo se ingresa en el 
estado religioso. 

VI La jerarquía sagrada. a) Noción de la jerarquía; b) Considerada objetiva- 
mente; c) Considerada subjetivamente; d) Cómo se ingresa en la jerarquía 
sagrada de orden y de jurisdicción. 


VII Respuesta al P. Rahner. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca): El Tribunal en las causas matrimoniales. Páginas 49-98. 


$ 1. Principios generales en su relación con el proceso matrimonial. Jerarquía 
de los tribunales, clases, personas del tribunal. 

$ 2. Potestad del Obispo en el proceso matrimonial. 
El Juez principal; en las causas matrimoniales: en las demás causas. 

$ 4. El provisor y los jueces sinodales. Sus cualidades. Excepción de incompe- 
tencia. Principio de identidad de los jueces. Su designación. Facultades de 
delegar. 

$ 5. Las otras clases de jueces: auditores, relatores o ponentes, delegados, audi- 
tores y asesores. 


18 
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8 6. Modo como el tribunal ha de proceder en las causas matrimoniales. a) Im- 
pulso del Tribunal y de las partes en el proceso; b) el Tribunal colegial 
procede colegialmente; competencia del Presidente. 


$ 7. Los oficiales del Tribunal y su modo de proceder; el Fiscal, el defensor del 
Vínculo el Notario, los cursores, alguaciles y otros ministros interiores. 
Conclusión sobre el alcance y significación del presente estudio. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


P. SABINO ALONSO Morán, O. P. (Profesor en la Universidad Pontificia, de Sala- 
manca): El nuevo Derecho de la Iglesia Oriental. Páginas 115-143. 


El autor hace un estudio comparativo entre el Derecho codificado para el 
Oriente por el “motu proprio" cleri sanctitati y la disciplina contenida en el 
Codex Iuris Canonici. La materia va distribuída bajo los siguientes títulos: 


1) De los ritos; 2) De las personas físicas; 3) De las personas morales 4) Nor- 
mas comunes a las personas físicas y morales; 5) Clérigos en general; 6) Obliga- 
ciones de los clérigos; 7) Oficios eclesiásticos; 8) Potestad ordinaria y delegada ; 
9) Del concilio ecuménico; 10) Los cardenales; 11) Las Sagradas Congregaciones ; 
12) Los patriarcas: Elección, Derechos y deberes, Privilegios, Curia patriarcal, 
Vacación del patriarcado; 13) Arzobispos y Metropolitanos; 14) Exarcas; 15) 
Obispos; 16) El Vicario general; 17) Examinadores diocesanos y párrocos con- 
sultores; 18) Consultores diocesanos; 19) Vacación de la Sede; 20) Los párrocos; 
21) Los Vicarios parroquiales; 22) Los Rectores de Iglesias; 23) Los Laicos: Aso- 
ciaciones de feles. 


SABINO ALONSO Mor4n, O. P. (Profesor de Derecho en la Universidad Pontificia 
de Salamanca): Sobre el Decreto de la Sagrada Congregación de Religiosos 
acerca de los religiosos obligados al servicio militar. Páginas 145-154. 


El autor comenta artículo por artículo el Decreto de la Sagrada Congregación 
de Religiosos del 30 de junio de 1957 referente a los religiosos que tienen que cum- 
plir el servicio militar. Se refiere en el comentario al servicio militar en relación 
con los votos perpetuos y temporales, especificando la condición jurídica del re- 
ligioso durante su época militar obligatoria, en especial en lo referente a la po- 
breza. Analiza luego el contenido del Decreto en cuanto a las pruebas exigibles 
al religioso después de que haya cumplido el servicio militar. Termina el comen- 
tario examinando la extensión del Decreto y su relación con el Derecho anterior. 


NOTAS 


Francisco DE P. Vera UrBANO (Profesor en el Seminario Diocesano de Malaga): 
Sacerdocio e imperio en los siglos XII y XIII. Páginas 193-231. 


Se refiere el autor en el presente trabajo al libro “Coacción eclesiástica y Sacro 
Romano Imperio", editado recientemente por el P. Castillo Lara. 
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I.—Importancia política de la Historia. 


IL.—Las obras de los canonistas clásicos constituyen un gran subsidio para la 
Historia Eclesiástica de la Edad Media. Lo demuestra el autor tanto por los glosa- 
dores, como por los documentos de Papas y Concilios; a la vez pasa revista a las 
opiniones actuales, y singularmente a la del P. Castillo Lara acerca de la coacción 
material que .compete a la Iglesia y acerca de las relaciones entre la ieia y el 
Estado en lo pertinente al Derecho coactivo. 


> T. —Crítica. de estas. teorías modernas; El autor as ANS e Hoc- 
RM expuestas, principalmente en lo ainia Me al Derecho en virtud sek vasis » 
Iglesia promovió las Cruzadas. .. 


a). Porque la teoría del P. Castillo Lara envuelve "deo 

^b) - Porque en la: Edad. Média el Estado no daa un “Siri indus — 
pátrimonial: 

c) Porque la palabra "[glesia" en la literatura cristiana medieval ha ' sufrido 
uña- evolución progresiva y regresiva. ; ERR are: M ri 

d) ` Concluye el autor que las Cruzadas fueron una defensa colectiva del “Pa: 
trimonio de la fe, es decir de la Iglesia: en sentido carolingio.: ; 


José María DË PRADA (Notario de San Javier, Murcia): ¿Se hallan aún vigentes 
las leyes desamortizadoras? Páginas 233-236. x 
La situación creada en España por las leyes desamortizadoras, concluyó con el 

convenio-ley dé 4 de abril de 1860: Esta’ léy regula el poder de là “Iglesia” sobre 

bienes temporales para el futuro, pero no para el pasado, quedando por tanto: tó- 
davía .bajo las: leyes desamortizadoras los -bienes que. tenia la: ma cor. anterio- 

ridad. al mencionado. convenio-ley.- iss : m 
El autor menciona este argumento Annis E los tvatadístos "m" o cus 

hipotecario,.y preconiza. un arreglo que habría de realizarse en los actuales inten- 

tos: de ajustar læ legislación | civil alas normas del Concordato vigentes. 
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RAYMUNDUS BIDAGOR, S. J. (Decanus Facultatis Iuris canonici in Universitate 
Gregoriana): De spiritu Iuris Canonici. Páginas 5-30. 


In proemio huius articuli explicat Auctor in quo consistat spiritus, ut aiunt, Iuris, 
simulque relationes huius spiritus Iuris canonici cum Theologia. Deinde agit de 
tribus caracteribus Iuris canonici, in quibus eius spiritus patefit: 

I.—Supernaturalitas, tum in eius origine, tum in fine, eiusdem manifestata. 
Ait Auctor talem finem ad meram peccati repressionem reduci non posse, et sa- 
lutem animarum dilucidat ut principium quo ordo canonicus regulatur. 

II.—Aequitas, quae iuris rigorem temperet idque ad facta adiunctis concretis 
praedita accommodet. Agit de iuribus personae humanae, de subordinatione for- 
marum processualium ad efficacem factorum explorationem, de fide in aequi- 
tatis usu, de dispensationibus et epiqueia. 

IlI.—Traditio, innovationum vehementium inimica, sed rebus novis accom- 
modata. Quaedám exempla affert in quibus traditionis ecclesiasticae modus pers- 
picitur, ut beneficia, consuetudo, celibatus, ius religiosorum. 


ARCTURUS ALONSO Lobo, O. P. (in Facultate Theologica Sti. Stephani salmanti- 
censi magister): Conceptus theologico-iuridicus status laicalis. Páginas 31-47. 
I.—Participes cuiusdam controversiae circa laicos. 

II.—Doctrina P. Rahner: conceptus positivus et negativus laicatus. 

III.—Praecipuae confusiones doctrinales. 

IV.—Clerici et laici: conceptus: qua via laici in clericatum ingredi queant. 


V.—Status religious: a) in seipso consideratus; b) qua via ingressus pateat in 
statum religi sum. 


VI.—De sacra hivrarchia. a) Hierarchiae notio: b) obiective considerata; c) su- 
biective considerata; d) quo modo ingredi liceat in sacram hierarchiam, 
cum ordinis, tum iurisdictionis. 


VII.—Responsio ad P. Rahner. 


MARCELLINUS CABREROS DE ANTA, C. M. F. (in Facultate Iuris Canonici salmanti- 
censi antecessor): De tribunali in causis matrimonialibus. Páginas 49-98. 


$ 1.—Principia generalia in processu matrimoniali. Tribunalium hierarchia, spe- 
cies, personae. 

$ 2.—Episcopi potestas in processu matrimoniali. 

$ 3.—De iudice: in causis nullitatis: in aliis causis. 

§ 4.—Officialis et iudices synodales. Eorum pualitates. Exceptio incompetentiae. 
Principium identitatis iudicum. Eorum designatio. Delegandi facultas. 

§ 5.—De aliis iudicibus: adiuncti, relatores, delegati, auditores et adsesores. 


§ 6.—De modo quo tribunal in causis matrimonialibus procedere debet. a) Tri- 


bunalis et partium impulsus in processu. b) Tribunal collegiale collegialiter 
procedit; praesidis competentia. 
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$ 7:—De modo quo tribunalis ministri procedere debent. Iustitiae promotor, vin- 
culi defensor, notarius, cursor, apparitor aliique ministri inferiores. 
Conclusio de ambitu deque significatione huius articuli. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENCIA: COMMENTARIA 


SABINUS ALONSO Morin, O. P. (in Pontificia Universitate salmanticensi anteces- 
sor): De novo iure Ecclesiae orientalis. Páginas 115-143. 


Auctor comparationem instituit inter ius codificatum pro Ecclesia orientali in 
Motu Proprio Cleri Sanctitati et disciplinam quae in Codice iuris canonici conti- 
netur. Materia sequentibus rubricis distribuitur: 

1) de ritibus; 2) de personis physicis; 3) de personis moralibus; 4) normae 
personis physicis et moralibus communes; 5) de clericis in genere; 6) clericorum 
officia; 7) de officiis ecclesiasticis; 8) de potestate ordinaria et delegata; 9) de 
concilio oecumenico; 10) de Cardinalibus; 11) de sacris Congregationibus; 12) de 
Patriarchis; electio, iura et officia, privilegia, curia patriarchalis, vacatio Sedis 
patriarchalis; 13) de archiepiscopis et de Metropolitatis; 14) de Exarchis; 15) de 
Episcopis; 16) de Vicario Generali; 17) examinatores diocesani atque parochi con- 
sultores; 18) consultores dioecesani; 19) de sede vacante; 20) de parochis; 21) de 
vicariis paroecialibus; 22) de Rectoribus ecclesiarum ; 23) de laicis: consociatio- 
nes fidelium. 


P. SABINUS ALONSO, O. P., (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi antecessor): 
De religiosis servitio militari adstrictis; Novum documentum S. C. Religiosorum. 
Páginas 145-154. 


In hoc commentario Auctor dilucidat decretum S. Congregationis Religiosorum 
die 30 iunii datum de religiosis qui ad servitium militare obligantur. Singulos ar- 
ticulos memorati decreti explicans, A. agit de servitio militari quod attinet ad 
vota religiosa, tum perpetua tum temporanea, explicans conditionem iuridicam 
religiosorum dum eorum militare servitium durat, maxime quod attinet ad pau- 
pertatem religiosam. Deinde exponit normas decreti de experimentis subeundis a 
religiosis post solutam eorum vitam militarem. Commentarium claudit dicens de 
vi et ambitu Decreti deque eius relatione ad ius vetus. 


INSCOBTBASP 


FRANCISCUS DE P. VERA URBANO (in Seminario dioecesano malacitano professor): 
Sacerdocium et imperium saeculis XII et XIII. Páginas 193-231. 


Occasionem scribendi sumit Auctor e libro a P. Castillo Lara recenter typis 
mandato, cui titulus “Coacción eclesiástica y Sacro Romano Imperio”, 
I.—Momentum politicum Historiae. 
II.—Scripta canonistarum classica subsidium afferunt historiae ecclesiasticae ae- 
tatis mediae. Id auctor probat tum e glosatoribus, tum e documentis RR. 


‘278 RESUMENES 


Pontificum «et: Conciliorum, insimul. recenset opiniones hodiernorum, praeci- 
pue vero P. Castillo Lara de coactione materiali quae Ecclesiae competit, 
et de relationibus inter Ecclesiam et Statum quod attinet ad ius coactivum. 

111.—Harum theoriarum crisis. Auctor partim recedit a doctrinis expositis, prae- 
cipue quod attinet ad ius quo Ecclesia crociatas indidit. 


a) quia theoria P.. Castillo. Lara contradictionem. includit.. 

b) quia PM medio Status caracterem non publicam sed perum n 
praesefert. . ; em 

c) quia vox "Ecclesia" in littératura christiana medievali evolutionem su- 
biit et progresivam et regresivam. 


| d) .Inde Auctor, concludit crociatas nihil aliud fuisse nisi tuitionem. collec- 
tivam patrimonii fidei, scilicet Ecclesiae sensu carolingio. |... 


losepH María DE PRADA (Notarius ad “San Javier”): | Vigentue adhuc leges desa- 
iP mov tizationis dictae?. Paginas. 233- 236. l 


¿2 Wicissitudines legum hispanätunt quae: “désamortizationis” dicuntur, cessavc- 
tünt per legem concordatam diéi 4 aprilis 1860. Haéc léx' recognoscit tus Eccle- 
siaé plenum in bona temporalia pro tempore futuro; sed nibil cavet de praeterito ; 
unde ‘bona, quae ante dictam legem concordatam penes Ecclesiam erant, ver 
adhuc sub legibus desamortizationis: 


Asctor hoc argumentum, a doctoribus luris hypothecarii allatum, hae et 
exoptat ut res componatur in hodiernis tentaminibus componendi onmes leges 
Status cum Concordato hispanico vigenti. 
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STUDIES 


ees E S " (Dess of the Poritifical kreni Ronmé): The Simit of 
. Canon Law. Páginas 5-30. M 
Ín the introduction the author indicates the RUN of Law and ges it to 
which hold pride of place in Caon Law. 


I. It is supernatural. This is manifested in the origin and end of the Law 
as such. The author maintains that this end cannot be reducet to a mere repres- 
sion of sin and explains the salus animarum as the regulating principle of law. 


II. Equity. Which softens the rigour of law and adjusts to the concrete facts 
of life. He. analises the.respect for the human rights of the individual, tbe. subor- 
dination of the.process— forms to the search for the true facts, 'faith' in the prac- 
tice of equity, dispensations and epikaia. 
^C HI. Tradition. the enémy of drastic reforms but flexible before new facts and 
truths. He examines some e xamples such. as benefice, custom, celibacy and ‘the 

tights of religious. 


ARTURO: ALONSO Logo, O. P. (Professor in the Faculty of San Esteban, Sala- 
í mepa he ¿haolagicospuredicil ener of the lay state. Páginas 31-47. - 
E . Those partaking in a. controversy concerning the position of the laity. 

II. The doctrine of Fr. Rahner; the nominas and positiva concepts of the lay 
State. a à 

IH. The main doctrinal GORTU E ; 

IV. Clerics and Laity; concepts; how can lay people enter the clerical state. 
V. The religious state; a) considered in itself; b) how does one enter the reli- 
> gious state. 

VI. The sacred hierarchy; a) notion of the hierarchy; b) objectively .conside- 

red; c) subjectively considered; d) how does one enter into the sacred 
.. hierarchy of order and jurisdiction. 
VII. Reply to Fr. Tahner. j 


MARCELINO CABREROS DE ANTA (Professor in the Faculty of Canon Law, Univer- 
sity of Salamanca): The Tribunal im Marriages cases. 49-98. 


1. The. general principles ín the matrimonial process. The hierarchy of these 
pa tribunals, classes and persons of the tribunal. 
2. The power of the Bishop in matrimonial cases., "s 
3.. The principal judge; in matrimonial causes, in other causes. 
4. The provisor and synodal judges. Their qualities. The exception of incom: 
petence. The principal of identity of the cp Their eo Faculties 
-. of delegation. 
5. The other classes of judges; auditors, relators and prosecutors, (eoe delega- 
ted, auditors and assessors. 


280 RESUMENES 


6. The way the tribunal must procede in matrimonial cases. a) the start of the 
tribunal and of the parts of the process. b) a colegiate tribunal must act as a 
colegiate body; the competence of the President. 

7. The officials of the tribunal and their mode of acting; the prosecutor, the 
defender of the bond, the Notary, the constables and other officers inferior to 
these. 

Conclusion with regard to the scope and significance of the present study. 


COMMENTS ON DOCUMMENTS AND JURISPRUDENCE 


P. Sabino ALoNso MORÁN, O. P. (Professor in the Pontifical Univerity, Sala- 
manca): 'The New Code for the Oriental Church”. Paginas 115-143. 


The author makes a comparative study between the Law as codified for the 
Eastern Churches in the 'motu proprio’ Cleri Sanctitati and the discipline con- 
tained in the Code of Canon Law. The matter of his study is divided under the 
following headings: 

1) the rites; 2) physical persons; 3) moral persons; 4) rules common to both 
physical and moral persons; 5):cerics in general; 6) obligations of clerics; 7) 
ecclesiastical offices; 8) ordinary and delegated power; 9) the common Council ; 
10) the cardinals; 11) the Sacred Congregations; 12) The Patriarchs, their elec- 
tion, rights and duties, privileges, the patriarchal curia, vacancy of the patriar- 
chate; 13) archbishops and Metropolitans; 14) Exarchs; 15) bishops; 16) the 
vicar general; 17) diocesan examiners and diocesan consultors; 19) vacancy in 
the See; 20) parich priests; 21) parochial vicars; 22) rectors of churches; 23) the 
laity ; associations of the faithful. 


NIOSI 


Francisco DE P. VERA URBANO (Professor in the diocesan seminary, Malaga): 
Priesthood and Empire in the 12th and 13th centuries, 


In this work the author refers to a book “Ecclesiastic compulsion and the 
Holy Roman Empire”, by P. Castillo Lara. 


I. The political importance of the history. 


II. The works of the classic canonists constitute a great source of information 
concerning the history of the Middle Ages. The author proves this point from the 
works of the commentators and also from the documents of Popes and Councils; 
at the same time he gives a summary of the modern opinions, especially of that 
of P. Castillo Lara, concerning the power of material compulsion which pertains 
to the Church and the relations between Church and State in this matter of coac- 
tional law. 


III. The criticism of these modern opinions. The author rejects partialy the 


doctrines expounded, principally in what concerns the Law by which the Church 
moved the great Crusades. 
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a) because the theory evolved by P. Lara enshrines a contradiction ; 


b) because, in the Mildle Ages, the States does not represent a public cha- 
racte, but rather a patrimonial one 


c) because the word "Church" in the literature of those days has gone through 
both a progressive and regressive evolution ; 


d) the author concludes that the Crusades were a collective defense of the 


patrimony of the Faith, namely, of the Church in the Carolingian sense of the 
word. 


José Maria DE PRADA (Notary of San Javier, Murcia): Are the Laws of Expro- 
priation still in existence? Páginas 233-236. 


The situation created in Spain by the Laws of Expropriation ceased in 1860 by 
the signing of the Covenant-Law on the 4th april in thah year. This law governs 
the powers of the Church with regard to temporal goods for the future, but has 
nothing to do with the past. Therefore the temporal goods which the Church 
possessed before the signing of this agreement still remain under the old Laws of 
Expropriation. 

The author mentions this argument which is common among writers on thesub- 
ject, and suggests that there will have to be some further changes made, if the 
present attempts to bring this legislation into agreement with the recent Concordat 
are to succeed. 
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